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Presidencia: del señor Santiago De Estrada y del señor Miguel Talento.

Secretaría Parlamentaria: del señor Juan M. Alemany.

Subsecretaría de Labor Parlamentaria: del señor Carlos Pérez.
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APÉNDICE
	I.
	Convenio entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad sobre el destino del predio donde funcionara la Escuela Mecánica de la Armada.


SANCIONES:


Primer y último número de:




Leyes: 1409 a 1412.




Resoluciones: 265 a 273/2004.




Declaraciones: 180 a 185/2004.

- En Buenos Aires, en el recinto de sesiones de la Legislatura de la Ciudad Autónoma, a cinco días de agosto de 2004, a la hora 17 y 29: 

iniciación de la sesión 

Sr. Presidente (De Estrada).- Queda abierta la sesión, con la presencia de treinta y un señoras y señores diputados. 

Izamiento de la Bandera Nacional

Sr. Presidente (De Estrada).- Invito a los diputados Carlos Ameijeiras y Daniel Betti a izar la Bandera Nacional. 

- Puestos de pie las diputadas, diputados y público asistente, se procede a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto. (Aplausos).

Aprobación de las actas de sesión N° 32 y 33

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde proceder a la aprobación de las actas de sesión N° 32 y 33. 


Se van a votar. 

- Se votan y aprueban.

Sr. Presidente (De Estrada).- Quedan aprobadas las actas de sesión N° 32 y 33. 

asuntos entrados

Boletín de Asuntos Entrados N° 20

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde dar cuenta al Cuerpo de los expedientes publicados en el Boletín de Asuntos Entrados N° 20. Si no hay objeciones, se incluirán en la versión taquigráfica.

Actuaciones remitidas por el Poder Ejecutivo
	1708-J-2004 
	JEFE DE GOBIERNO
	Ley. Aféctase como distrito de zonificación E4, Polo Tecnológico, al área delimitada por Av. Escalada, Av. F. Fernández de la Cruz y otras.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	1709-J-2004 
	JEFE DE GOBIERNO
	Remite actuaciones. Eleva informes referidos a la gestión del proyecto de protección contra inundaciones P.P.I correspondientes al último cuatrimestre del 2003 y al primero del 2004.



	
	A la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1710-J-2004 
	JEFE DE GOBIERNO
	Ley. Catalógase con nivel de protección estructural del C.P.U. al inmueble ubicado en Hipólito Yrigoyen 2563/75.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	1711-J-2004 
	JEFE DE GOBIERNO
	Ley. Desaféctase del dominio público el predio delimitado por Av. Escalada, Av. F. F. de la Cruz, Lacarra y Coronel Roca.



	
	A las comisiones de Planeamiento Urbano y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1730-J-2004 
	JEFE DE GOBIERNO
	Ley. Modificación de la Ley 1192, Código Fiscal 2004. Alícuota por transferencia temporaria o definitiva de los contratos comprendidos en la Ley 20.160.



	
	A la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1769-J-2004 
	JEFE DE GOBIERNO
	Remite actuaciones. Eleva propuesta para la designación de Cristian Ezequiel Auguadra para la cobertura de un cargo en el directorio del Banco Ciudad.



	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control y a la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1793-J-2004
	JEFE DE GOBIERNO
	Eleva tomo correspondiente al segundo trimestre de la ejecución presupuestaria ejercicio 2004.



	
	A la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


Respuestas del Poder Ejecutivo

	Antec. Nº 1 

0070-D-2003
	ALIMENA
	Respuesta a la Resolución 282/2003. Informes sobre cumplimiento de la Ordenanza 32.940. Numeración en la vía pública.



	
	A la Comisión de Protección y Uso del Espacio Público.


	Antec. Nº 1 

0140-D-2004
	SAN MARTINO
	Respuesta a la Resolución 31/2004. Informes sobre el servicio de procesamiento y administración de infracciones.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	Antec. Nº 1 

0141-D-2003
	LÓPEZ DE CASTRO
	Respuesta a la Resolución 104/2003. Informes sobre desprendimiento de mampostería, balcones y otros elementos de edificios de la Ciudad. Ley 257.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	Antec. Nº 1 

0163-D-2002
	MARINO
	Respuesta a la Declaración 136/2002. Gestiones para extender a los días sábados la atención en consultorios externos de hospitales de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Salud.


	Antec. Nº 2 

0180-J-2002

y agreg.
	JEFE DE GOBIERNO
	Respuesta a la Resolución 78/2002. Modificación del régimen de asignaciones familiares vigente. Ampliación beneficios para agentes cuyos hijos cursen el 8º y 9º año de Educación Básica.



	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo.


	Antec. Nº 1

0197-D-2004 
	BERGENFELD
	Respuesta a la Resolución 127/2004. Informes sobre asociaciones cooperadoras de hospitales y centros de salud de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Salud.


	Antec. Nº 1 

0238-D-2004 
	BUSACCA
	Respuesta a la Resolución 114/2004. Informes sobre guarderías dependientes del Gobierno de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología.


	Antec. Nº 1 

0264-D-2004

y agreg.
	BETTI, MOLINA
	Respuesta a la Resolución 35/2004. Normas aplicables al tratamiento de la Ley de Comunas.

	
	A la Comisión de Descentralización y Participación Ciudadana.


	Antec. Nº 1 

0270-D-2004 

y agreg.
	GODOY
	Respuesta a la Resolución 117/2004. Informes sobre el mantenimiento de los transformadores que contiene refrigerante denominado PCB.



	
	A la Comisión de Ecología.


	Antec. Nº 1 

0286-D-2004 
	LYNCH
	Respuesta a la Resolución 148/2004. Informes sobre profesorados que se dictan en el Instituto de Educación Superior en Lenguas Vivas Juan Ramón Fernández.



	
	A la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología.


	Antec. Nº 4 

0337-D-2003 

y agreg.
	VALDÉS
	Respuesta a la Resolución 120/2003. Instáurese como no laborables los días correspondientes al festejo del carnaval.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	Antec. Nº 3 

0337-D-2003 

y agreg.
	VALDÉS
	Respuesta a la Resolución 120/2003. Instáurese como no laborables los días correspondientes al festejo del carnaval.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	Antec. Nº 1 

0382-D-2004 
	CANTERO
	Respuesta a la Resolución 93/2004. Informes sobre ocupación de la vía pública en Beiró 3100.



	
	A la Comisión de Protección y Uso del Espacio Público.


	Antec. Nº 1 

0401-D-2004

y agreg. 
	BUSACCA
	Respuesta a la Resolución 141/2004. Informes sobre personal que trabaja en el clausurado Parque de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Turismo y Deportes.


	Antec. Nº 1 

0463-D-2004 
	BELLO
	Respuesta a la Resolución 92/2004. Informes sobre notificación del fallo, a raíz de una acción de amparo por contaminación visual en un tramo de la Av. Lugones presentada por Favat.



	
	A la Comisión de Protección y Uso del Espacio Público.


	Antec. Nº 1 

0511-D-2004 
	DOSCH
	Respuesta a la Resolución 128/2004. Informes sobre el predio identificado como Manzana 73 M, Fracción A, del barrio Gral. Savio.



	
	A la Comisión de Vivienda.


	Antec. Nº 1 

0551-D-2004 
	ACUÑA
	Veto a la Ley Nº 1375. Creación del Programa de Regularización de las Estructuras y los Cargos de Conducción en los establecimientos asistenciales de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Asuntos Constitucionales.


	Antec. Nº 1 

0562-D-2004 
	MELILLO
	Respuesta a la Resolución 131/2004. Informes sobre la implementación del Registro de Prestadores Turísticos creado por la Ley 600.



	
	A la Comisión de Turismo y Deportes.


	Antec. Nº 1 

0589-D-2004 
	DE GIOVANNI, GIORNO, 

AMEIJEIRAS, ONEGA, PÉREZ
	Respuesta a la Declaración 33/2004. Promover las reformas necesarias a la Ley 24.588 para el traspaso de la Justicia ordinaria y de la Policía Federal con el objeto de afianzar la seguridad y la autonomía de la Ciudad.



	
	A las comisiones Justicia y de Seguridad.


	Antec. Nº 1 

0607-D-2004 
	BIANCHI
	Respuesta a la Resolución 129/2004. Informes sobre la operatoria de la ex CMV, denominada Terreno, Proyecto, Construcción y Financiamiento Compartido. Licitación 17/93.



	
	A la Comisión de Vivienda.


	Antec. Nº 1 

0617-D-2004 
	POLIMENI, SAN MARTINO
	Respuesta a la Resolución 94/2004. Informes sobre el cierre de la Escuela de Educación Vial, ubicada en el Barrio de Barracas.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	Antec. Nº 1 

0677-D-2002 
	CAMPOS
	Respuesta a la Ley 1361. Incorporar normas especiales para el Barrio de La Boca al Código de Planeamiento Urbano.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	Antec. Nº 1 

0788-D-2004 
	DOSCH
	Respuesta a la Resolución 107/2004. Informes sobre antenas de telefonía celular ubicadas en diversos puntos de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	Antec. Nº 1 

1357-D-2003 
	CAEIRO
	Respuesta a la Resolución 305/2003. Informes sobre medidas dispuestas por la Ley 869 referidas a la Emergencia Hídrica Freática.



	
	A las comisiones de Ecología y de Obras y Servicios Públicos.


	Antec. Nº 1 

1613-D-2002 
	CAMPOS
	Respuesta a la Resolución 430/2002. Informes sobre los servicios de hemoterapia de hospitales dependientes del Gobierno de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Salud.


	Antec. Nº 1 

1908-J-2003 

y agreg.
	JEFE DE GOBIERNO
	Respuesta a la Resolución 77/2003. Modificación de la Ley 12 de Procedimiento Contravencional. Transferencias progresivas de competencias penales al Poder Judicial de la Ciudad.



	
	A las comisiones de Justicia y de Asuntos Constitucionales.


	Antec. Nº 1 

2379-D-2002 
	FERNÁNDEZ
	Respuesta a la Resolución 494/2002. Informes sobre la existencia de un mapa de siniestralidad en base a los casos de lesiones y muertes producidas por accidentes de tránsito.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	Antec. Nº 4 

2726-D-2002 

y agreg.
	BALTROC, DOY, YELICIC, 

CAMPOS
	Veto a la Ley Nº 1365. Aféctanse como distritos de zonificación UP parque a dos predios ubicados en el Barrio de Caballito.



	
	A la Comisión de Asuntos Constitucionales.


Diputados

	1712-D-2004

	FERRERO
	Declaración. Gestiones para categorizar a las bebidas no alcohólicas energizantes como suplemento dietario bebible estimulante.



	
	A las comisiones de Salud y de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo.


	1713-D-2004 
	FERRERO
	Declaración. Campaña de difusión sobre los efectos negativos en la salud que produce el consumo de bebidas energizantes mezcladas con diferentes bebidas alcohólicas.



	
	A la Comisión de Salud.


	1714-D-2004 
	BERGENFELD
	Declaración. Gestiones para no excluir al vehículo de alquiler con taxímetro sin pasajeros de las resoluciones tomadas por la Subsecretaría de Transporte que comprendan al transporte público de pasajeros.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	1715-D-2004 
	MORANDO
	Ley. Creación del sistema informático de obras de infraestructura y arquitectura urbana.



	
	A las comisiones de Planeamiento Urbano y de Obras y Servicios Públicos.


	1716-D-2004 
	ARAUJO
	Resolución. Informes sobre el cumplimiento de la Ley 863, Protección de Menores en locales que brinden acceso a Internet mediante filtros para evitar que los mismos accedan a páginas pornográficas.



	
	A las comisiones de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud y de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo.


	1717-D-2004 
	MERCADO
	Ley. Creación del Ente Autónomo Puerto de Buenos Aires.



	
	A las comisiones de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo y de Relaciones Interjurisdiccionales.


	1718-D-2004 
	ACUÑA
	Ley. Modificación del Artículo 4.10 del Código de Planeamiento Urbano. Completamiento de tejidos.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	1719-D-2004 
	ACUÑA
	Resolución. Informes sobre obras de remodelación, anunciadas para la zona de Retiro.



	
	A las comisiones de Planeamiento Urbano y de Obras y Servicios Públicos.


	1720-D-2004 
	TALOTTI
	Declaración. Estudio para que la señal televisiva Ciudad Abierta incorpore en su programación algunos de los cursos, talleres o seminarios que brinda el Centro Cultural Gral. San Martín.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1721-D-2004 
	GODOY
	Resolución. Informes sobre el Jardín Maternal ubicado en Albarellos 3153.



	
	A la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social.


	1722-D-2004 
	VÁZQUEZ
	Ley. Cruce con prohibición de detención momentánea en la intersección de calles y avenidas de la ciudad.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	1723-D-2004 
	VÁZQUEZ
	Resolución. Medidas para la adquisición de la microfilmación de la colección completa de los diarios La Nacion y Clarín.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1725-D-2004 
	DE ESTRADA, BERGENFELD,

FERRERO
	Declaración. Gestiones para controlar el estricto cumplimiento del Artículo 4º de la Ley 24.240, Aplicación de normas IRAM a la importación y comercialización de indumentaria.



	
	A la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo.


	1726-D-2004 
	DE ESTRADA, TALENTO 
	Ley. Derógase el Acápite 8 del Artículo 5.4.12.15 del Código de Planeamiento Urbano en relación al inmueble ubicado en Membrillar 66/72.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	1727-D-2004 
	TALENTO
	Declaración. Reglamentación de la Ley 732. Agente con conocimiento de la lengua de señas argentina en áreas de atención al público del Gobierno de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social.


	1729-D-2004 
	SAN MARTINO
	Resolución. Informes sobre la actividad desarrollada por el Jefe de Gobierno el día 16/07/04.



	
	A la Comisión de Seguridad.


	1731-D-2004 
	DOSCH
	Ley. Condónase la deuda que registra el Club Social, Deportivo y Cultural Río de la Plata en concepto de ABL por el inmueble ubicado en Iberá 5257.



	
	A la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1732-D-2004 
	BERTOL
	Declaración. Beneplácito de este Cuerpo por la Conmemoración del Día Mundial de la Salud Mental y adhesión a los actos a llevarse a cabo en la Ciudad.



	
	A la Comisión de Salud.


	1733-D-2004 
	FERRERO
	Declaración. Preocupación de este Cuerpo por la falta de reglamentación de la Ley 661 que regula la actividad de los establecimientos residenciales y otros servicios de atención gerontológico.



	
	A las comisiones de Políticas de Promoción e Integración Social y de Salud.


	1734-D-2004 
	TALOTTI
	Resolución. Informes sobre actividades y objetivos de la Subsecretaría de Producción y Empleo.



	
	A la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo.


	1735-D-2004 
	TALOTTI
	Resolución. Informes sobre controles realizados a los prestadores del servicio de seguridad privada.



	
	A la Comisión de Seguridad.


	1736-D-2004 
	TALOTTI
	Resolución. Informes sobre el Programa de Becas de Formación Laboral.



	
	A la Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo.


	1737-D-2004 
	PEÑA, Milcíades
	Ley. Declárase patrimonio cultural de la Ciudad al personaje 'Mafalda', de Joaquín Lavado.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1738-D-2004 
	LA RUFFA
	Declaración. Gestiones para la modificación del recorrido de algún ramal de la Línea 71 o 123 de transporte público de pasajeros posibilitando que la misma circule por Parque Chas y Villa Urquiza.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	1739-D-2004 
	LA PORTA
	Ley. Declárase ciudadano ilustre al arquitecto José María Peña.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1740-D-2004 
	LA PORTA
	Declaración. Medidas para reordenar el acceso de camiones al Mercado de Hacienda de Mataderos.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


	1741-D-2004 
	LA PORTA
	Declaración. Instalación de letreros electrónicos en los accesos a la red de subterráneos de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.


	1742-D-2004 
	LA PORTA
	Resolución. Declárase de interés cultural el periódico denominado Desbordante.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1743-D-2004 
	LA PORTA
	Resolución. Declárase de interés cultural el ciclo de presentaciones del Movimiento Teatro por la Identidad 2004.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1744-D-2004 
	GODOY
	Resolución. Informes sobre el Parque Chacabuco.



	
	A la Comisión de Ecología.


	1745-D-2004 
	GODOY
	Resolución. Informes sobre la Plaza Sáenz Peña.



	
	A las comisiones de Ecología y de Obras y Servicios Públicos.


	1748-D-2004 
	BERGENFELD
	Ley. Modificación de los artículos 8º y 9º de la Ley 1251. Creación del banco de tierras e inmuebles y transferencia de las mismas.



	
	A la Comisión de Vivienda.


	1749-D-2004 
	ONEGA
	Resolución. Homenaje de este Cuerpo al escritor Julio Cortázar al cumplirse el 90º aniversario de su nacimiento.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1750-D-2004 
	GIORNO, AMEIJEIRAS, 

DE GIOVANNI, PÉREZ
	Declaración. Declárase de interés turístico y deportivo el Gran Premio Histórico Recoleta-Tigre.



	
	A la Comisión de Turismo y Deportes.


	1751-D-2004 
	AMEIJEIRAS, GIORNO,

DE GIOVANNI, PÉREZ 

	Ley. Declárase ciudadano ilustre al Sr. Luis Alposta.

	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1752-D-2004 
	AMEIJEIRAS, GIORNO,

DE GIOVANNI, PÉREZ 
	Resolución. Informes sobre el local ubicado en Av. Rivadavia 5771/75.



	
	A la Comisión de Planeamiento Urbano.


	1753-D-2004 
	AMEIJEIRAS, GIORNO, 

DE GIOVANNI, PÉREZ
	Ley. Creación de una zona de protección al no vidente en el área comprendida por Av. Belgrano, Defensa y otras.



	
	A las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Tránsito y Transporte y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1754-D-2004 
	LA PORTA
	Ley. Creación del Fondo Solidario para la Vivienda.



	
	A las comisiones de Vivienda y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1755-D-2004 
	LA PORTA
	Ley. Reglamentación del ejercicio profesional de licenciados y técnicos en cooperativismo y mutualismo.



	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo.


	1756-D-2004 
	LA PORTA
	Resolución. Decláranse de interés de la Ciudad las actividades desarrolladas por el Centro Latinoamericano de Creación e Investigación Teatral.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1757-D-2004 
	LA PORTA
	Declaración. Incorporar en la totalidad de los atados de cigarrillos un prospecto adjunto indicando los perjuicios para la salud que acarrea el hábito de fumar.



	
	A la Comisión de Defensa de los Consumidores y Usuarios.


	1758-D-2004 
	LA PORTA
	Declaración. Estudio para ceder un inmueble al Centro Cultural del Distrito Escolar 11.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1759-D-2004 
	HERRERA BRAVO
	Ley. Creación del Espacio Para la Memoria y Para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos en el predio de la ex E.S.M.A. Convenio Nº 8/04.



	
	A las comisiones de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación, de Relaciones Interjurisdiccionales y de Planeamiento Urbano.


	1760-D-2004 
	HERRERA BRAVO
	Resolución. Declárase de interés educativo y cultural la 9º Edición de Expouniversidad.



	
	A las comisiones de Educación, Ciencia y Tecnología y de Cultura y Comunicación Social.


	1762-D-2004 
	MORANDO, GODOY,

GONZÁLEZ, MAJDALANI 
	Ley. Elevación de la salida de caños de escape de colectivos y camiones.



	
	A las comisiones de Ecología, de Tránsito y Transporte y de Justicia.


	1763-D-2004 
	GODOY
	Resolución. Informes sobre la plazoleta La Victoria.



	
	A las comisiones de Ecología y de Obras y Servicios Públicos.


	1764-D-2004 
	ENRÍQUEZ, FERRERO, KRAVETZ
	Ley. Modificación de diversos artículos de la Ley 404. Ley Notarial.



	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo.


	1765-D-2004 
	CANTERO
	Resolución. Adhesión de este Cuerpo al acto en homenaje al Sr. Alejandro Olmos, que se realizará el 10/08/04, en el Salón Azul del Senado de la Nación.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1766-D-2004 
	GODOY y otros 
	Declaración. Gestiones para el traspaso a la Ciudad de la Superintendencia de Seguridad Metropolitana y la Superintendencia de Bomberos de la Policía Federal.



	
	A las comisiones de Seguridad y de Relaciones Interjurisdiccionales.


	1767-D-2004 
	ENRÍQUEZ
	Ley. Creación de la Policía Comunitaria de la Ciudad.



	
	A las comisiones de Seguridad y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1768-D-2004 
	DEVOTO, Tomás 
	Declaración. Estudio para extender la red de sumideros hasta la Av. Juan Bautista Alberdi al 5000 y otras.



	
	A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.


	1770-D-2004 
	SANTILLI
	Ley. Creación del Consejo del Deporte, Recreación y Cultura Física de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Turismo y Deportes.


	1771-D-2004 
	CANTERO
	Declaración. Gestiones para la modificación de la Ley 24.093 a los efectos de que la Ciudad pueda requerir la transferencia del Puerto de Buenos Aires.



	
	A la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales.


	1775-D-2004 
	SAN MARTINO
	Ley. Creación de la Justicia Vecinal en lo Civil y Comercial.



	
	A las comisiones de Justicia y de Asuntos Constitucionales.


	1776-D-2004 
	SAN MARTINO
	Ley. Ley de Procedimientos de la Justicia Vecinal en lo Civil y Comercial.



	
	A las comisiones de Justicia y de Asuntos Constitucionales.


	1777-D-2004 
	SAN MARTINO
	Declaración. Gestiones para la transferencia de competencias civiles y comerciales a la órbita de la Justicia de la Ciudad.

	
	A las comisiones de Justicia y de Asuntos Constitucionales.


	1778-D-2004 
	FERRERO
	Declaración. Pesar de este Cuerpo y solidaridad con el pueblo paraguayo por la tragedia ocurrida el 1/08/04 en un hipermercado de Asunción del Paraguay.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1779-D-2004 
	FERRERO
	Ley. Uniforme diferencial para los agentes que prestan servicio en la Comisaría del Turista.



	
	A las comisiones de Seguridad y de Turismo y Deportes.


	1780-D-2004 
	GIORNO, AMEIJEIRAS,

DE GIOVANNI, PÉREZ 
	Declaración. Cesión de los terrenos ubicados en Pilar, Bragado y otras al Instituto Evangélico de Nueva Chicago.



	
	A la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social.


	1781-D-2004 
	AMEIJEIRAS, GIORNO, 

PÉREZ, DE GIOVANNI 
	Declaración. Diversos trabajos en Planetario Galileo Galilei.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1782-D-2004 
	AMEIJEIRAS, GIORNO, 

PÉREZ, DE GIOVANNI
	Declaración. Declárase de interés cultural la muestra museológica denominada Más Allá del Fuego.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1783-D-2004 
	LORENZO BOROCOTÓ
	Declaración. Declárase de interés sanitario el Protocolo Multicéntrico Prevalencia de Sensibilidad Cutánea a 12 especies de pólenes de árboles aerotransportados en pacientes con asma y/o rinitis.



	
	A la Comisión de Salud.


	1784-D-2004 
	MAJDALANI y otros.
	Declaración. Gestiones para la emisión de papel moneda con el rostro de la Sra. María Eva Duarte de Perón.



	
	A la Comisión de Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud.


	1785-D-2004 
	MAJDALANI
	Declaración. Cumplimiento de la Ley 732. Selección de agentes capacitados en lengua de señas argentina para la atención de personas sordas e hipoacúsicas en organismos de la Ciudad.



	
	A la Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social.


	1786-D-2004 
	MAJDALANI y otros
	Ley. Programación subtitulada para personas sordas e hipoacúsicas en la señal de cable Ciudad Abierta.



	
	A las comisiones de Cultura y Comunicación Social y de Políticas de Promoción e Integración Social.


	1787-D-2004 
	BERGENFELD, FERRERO
	Ley. Creación del Día de Lucha contra la Bulimia y la Anorexia.



	
	A la Comisión de Salud.


	1788-D-2004
	CORTINA, LA PORTA
	Declaración. Pesar de este Cuerpo por el fallecimiento de Liber Seregni, líder político y fundador del Frente Amplio Uruguayo.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1789-D-2004
	BALTROC, LORENZO BOROCOTÓ, RIPOLL, DEVOTO Rubén, DEVOTO Tomás
	Declaración. Hacer extensivo en los efectores públicos de salud las acciones de promoción y protección que realiza el programa de detección precoz de cáncer genitomamario y enfermedades de transmisión sexual.



	
	A la Comisión de Salud.


	1790-D-2004
	BALTROC, RIPOLL, DEVOTO, Rubén, DEVOTO Tomás
	Ley. Creación del Laboratorio Central de Especialidades Medicinales de la Ciudad.



	
	A las comisiones de Salud y de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria.


	1791-D-2004
	DOSCH
	Ley. Cuidadores profesionales de sepulcros en cementerios de la Ciudad.



	
	A las comisiones de Legislación General y del Trabajo y de Obras y Servicios Públicos.


	1792-D-2004
	PEÑA, Milcíades
	Ley. Régimen legal para el servicio de transporte de niños y/o escolares y/o menores deportistas.



	
	A la Comisión de Tránsito y Transporte.


Oficiales

	1724-O-2004
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Informe final de Auditoría. Promover fiscalización de obras e instalaciones año 2001. Nº 1.11.02.02.02.



	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1746-O-2004
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Informe final de Auditoría. Radicación, integración y transformación de villas y N.H.T. Ejercicio 2003. 

Nº 5.04.07.



	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


	1747-O-2004
	AUDITORÍA GENERAL DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
	Informe final de Auditoría. Plan Médicos de Cabecera. Período 2002/03. Nº 3.03.10.



	
	A la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.


Particulares

	1728-P-2004
	FLORES, Esteban
	Hace consideraciones. Sobre la implementación del Libro Parlante en la Biblioteca Esteban Echeverría de la Legislatura.



	
	A la Comisión de Cultura y Comunicación Social.


	1761-P-2004
	LÓPEZ, Alberto Manuel
	Hace consideraciones. Sobre la regulación de la actividad ejercida por agentes de propaganda médica.



	
	A la Comisión de Legislación General y del Trabajo.


	1772-P-2004
	DEMARCHI, Margarita
	Hace consideraciones. Sobre el funcionamiento ilegal de la Casa Velatoria ubicada en Dellepiane Norte 6411/13/15.



	
	A las comisiones de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo y de Planeamiento Urbano.


	1773-P-2004
	FUNDACIÓN LICEO NAVAL ALTE. GUILLERMO BROWN
	Hace consideraciones. Sobre expedientes relacionados con el predio en donde funcionaba la ESMA.



	
	A las comisiones de Relaciones Interjurisdiccionales y de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación.


	1774-P-2004
	LLANOS, César
	Hace consideraciones. Sobre la construcción de una Estación del Servicio de Premetro en Av. F. F. de la Cruz y Pola.



	
	A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.


Solicitudes de pronto despacho acordadas

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde dar cuenta al Cuerpo de los pedidos de pronto despacho acordados por la Comisión de Labor Parlamentaria, cuya nómina obra en el Plan de Labor. Si no hay objeciones, se incluirán en la versión taquigráfica.

1. Exp. 544-D-04, de Resolución, Informes sobre la licitación pública nº 127/00 (decreto nº 782/02 BOCBA nº 1492) para la contratación de un servicio de descontaminación, desguace y compactación de vehículos. (PLURAL) 

2. Exp. 416-D-04, de Resolución, Retirar las credenciales a recuperadores urbanos menores y suspender la emisión de las mismas. (UNIÓN P/ RECREAR) 

3. Exp. 418-D-04, de Ley, Modificación del artículo 4 de la Ley 992 –Prohibir la inscripción de menores en el Registro Único Obligatorio de Recuperadores de Materiales Reciclables–. (UNIÓN P/ RECREAR) 

4. Exp. 1036-D-04, de Resolución, Mecanismo procedimental para fijar los criterios de asignación del superávit presupuestario de la Ciudad. (UNIÓN P/ RECREAR) 

5. Exp. 1200-D-04, de Ley, cese de las concesiones de uso de bienes para publicidad comercial en la vía pública. (UNIÓN P/ RECREAR).
Integración de comisiones

Designación de las diputadas Alicia Caruso y Alicia Bello como integrantes de la Comisión de Cultura y Comunicación Social

Sr. Presidente (De Estrada).- De acuerdo con lo resuelto en la Comisión de Labor Parlamentaria, corresponde considerar la designación de las diputadas Alicia Caruso y Alicia Bello en la Comisión de Cultura y Comunicación Social. 


Se va a votar. 

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (De Estrada).- Quedan designadas las diputadas Alicia Caruso y Alicia Bello en la Comisión de Cultura y Comunicación Social. 

Mociones de tratamiento preferencial para próximas sesiones

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde considerar las solicitudes de tratamiento preferencial para la sesión del 12 de agosto de 2004 que se detallan en el Plan de Labor. 


En consideración las preferencias solicitadas. 

Para el 12/08/04:

Exp. 723-D-04, de Ley, Creación del Sistema de Información sobre Precios al Consumidor en Supermercados. (B. CONFLUENCIA) 

Exp. 1134-D-04, de Ley, Declárase Personalidad Destacada de la Ciudad en el campo de la cultura, al maestro Héctor Zaraspe. (FTE. COM. P/CAM.) 

Sr. Presidente (De Estrada).- Se van a votar las solicitudes de preferencia. 

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (De Estrada).- Quedan otorgadas las preferencias solicitadas. 

asuntos considerados

Despachos acordados para su tratamiento sin discusión

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde considerar los despachos acordados para su tratamiento sin discusión. 

Despachos de resolución o declaración, sin disidencias ni observaciones, acordados para su aprobación 

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde pasar a votar en conjunto los despachos de resolución o declaración, sin disidencias ni observaciones. La Presidencia le recuerda al Cuerpo que, en este segmento de tratamiento y en el correspondiente a las tablas sin discurso, los diputados y diputadas que lo deseen pueden acercar a la Dirección de Taquígrafos sus discursos para ser insertados en la Versión Taquigráfica. 

Informes sobre obras realizadas por la Universidad de la Ciudad de Buenos Aires

DESPACHO 471

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente Nº 1175-D-2004, de autoría del diputado Jorge Alberto Giorno y otros, mediante el cual se solicita al Poder Ejecutivo informes con relación a las obras realizadas por la Universidad de Buenos Aires en el predio comprendido por las calles, Zamudio, Chorroarín, y las Avenidas San Martín, Francisco Beiró y de los Constituyentes, y

Considerando:



Que las obras que se han construido en el Centro Universitario Paternal, dependiente de la Universidad de Buenos Aires, han sido categorizadas como de alto impacto, conforme lo establecido por la sentencia apelada de juez competente por aplicación del artículo 30 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires y el artículo 40 de la ley Nº 123 de Impacto Ambiental.



Que a la fecha no se ha realizado gestión alguna tendiente al cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales ordenadas por el Juez Contravencional en orden a lo resuelto en sentencia que se encuentra firme; no existiendo constancias de realización de estudio de impacto ambiental por parte de la U.B.A., según informe expedido por la Dirección General de Política y Evaluación Ambiental de fecha 20/7/00, ni actividad del Gobierno de la Ciudad tendiente a exigir su cumplimiento.



Que cabe señalar que en el expediente mencionado, el Gobierno de la Ciudad ha sido condenado por la omisión en el cumplimiento del ejercicio del poder de policía sobre el predio, e intimado a cumplimentar las leyes bajo apercibimiento de considerarlo incurso en el delito de desobediencia y aplicársele astreintes.



Que estamos en presencia de un proyecto que viene a sumarse a todos aquellos que a través de los años y en forma sistemática, han restado superficie verde al otrora Parque Central de la Ciudad de Buenos Aires, que hoy debería constituir el tercer pulmón de la ciudad y satisfacer las necesidades de una gran zona donde hay escasez de espacio verde para uso público.



Que este predio es uno de los espacios verdes de escala urbana más importantes con los que cuenta la Ciudad, a pesar de haber perdido superficie verde. Como Distrito de Zonificación Urbanización Parque UP debe ser mantenido, ya que históricamente y hasta el presente su uso y existencia configuran una referencia para los vecinos de la Ciudad y teniendo en cuenta que este sector forma parte del Parque Central de la C.A.B.A.



Que precisamente la situación generada a partir de la obra que realizó “sin permiso previo” la Universidad de Buenos Aires al ampliar sus instalaciones, motivó la preocupación vecinal, ya que el posible cambio de las condiciones ambientales podría generar un impacto negativo en dicho predio. La necesidad de expansión de las actividades educativas de la UBA, no puede ni debe ser un elemento perturbador ni en el presente ni en el futuro para la concurrencia de dos usos públicos de distinta calidad pero de igual significado social.



Por lo expuesto, esta Comisión de Planeamiento Urbano aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 265/2004



Artículo 1° -La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, en un plazo no mayor a treinta días, informe con relación a las obras realizadas por la Universidad de Buenos Aires en el predio sito entre las calles, Zamudio, Chorroarín, y las Avenidas San Martín, Francisco Beiró y de los Constituyentes, lo siguiente:

a) Si se le solicitó a la UBA la presentación de la Evaluación de Impacto Ambiental por la realización de la obra, de acuerdo con lo establecido en las leyes Nº 123 y 452 y sus Decretos Reglamentarios N° 1352/02 y 866/04.

b) Si todas las obras ejecutadas dentro del predio mencionado cumplen con la normativa de los Códigos de Edificación y Planeamiento Urbano – Ley 449. 

c) Si se tuvo en cuenta el carácter UP – Urbanización Parque - del predio en cuestión, confeccionando un plan de liberación del espacio verde para su uso público, en una extensión equivalente a la ocupada por la obra de referencia.

d) Si se dio cumplimiento al convenio suscripto entre la UBA y el GCBA, celebrado el 4 de agosto de 2000.



Art. 2° - Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 6 de julio de 2004

CARUSO, Alicia; BELLO, Alicia; ACUÑA, María Soledad; MOLINA, Sergio y PEÑA, Milcíades.
Aceptación del veto de la Ley 1210

DESPACHO 472

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



Que el Poder Ejecutivo, mediante Decreto Nº 2807/03, comunicado por Mensaje Nº 140/03, vetó de manera total la Ley Nº 1210, y

Considerando:



Que la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su sesión del 5 de junio de 2003 dio Aprobación Inicial, cumpliendo luego lo establecido en los artículos 89 y 90 de la Constitución de la Ciudad, y, en su sesión del 27 de noviembre de 2003, sancionó el Proyecto de Ley Nº 666-D-2002, convirtiéndose en la Ley Nº 1210, cuyo objeto es la desafectación del “Distrito U23 – Barrio Nuevo Belgrano” la Zona 10 del Plano 5.4.6.24 a) y el polígono comprendido por las calles Dragones, Echeverría, Húsares y Juramento; la modificación del artículo 5.4.6.24 “Distrito U23 – Barrio Nuevo Belgrano” inciso 1), de la Sección 5 del Código de Planeamiento Urbano; la afectación del polígono comprendido por las calles Echeverría, Ramsay, Blanco Encalada y Dragones a distrito Áreas de Protección Histórica APH “Ciudad Infantil” y la afectación del polígono comprendido por las calles Dragones, Echeverría, Húsares y Juramento a Distrito General de Zonificación E4 – Equipamiento Especial “Servicio Nacional de Rehabilitación y Promoción de la Persona con Discapacidad”, del Código de Planeamiento Urbano.



Que el Poder Ejecutivo estima que no corresponde la creación de un nuevo distrito Área de Protección Histórica sino la catalogación con Nivel de Protección Estructural del Conjunto Edilicio dado que ello surge de reconocer los valores arquitectónicos, histórico-culturales y simbólicos del mismo por lo que correspondería incluir el inmueble protegido en el Listado de Inmuebles Catalogados Singulares de la Ciudad de Buenos Aires de la Sección 10 Protección Patrimonial del Código de Planeamiento Urbano.



Que asimismo el Poder Ejecutivo observa que la norma legal resulta incompleta para una correcta incorporación de sus contenidos al Código de Planeamiento Urbano.



Que la Comisión de Planeamiento Urbano se compromete a elaborar un nuevo Proyecto de Ley tomando en consideración las observaciones propuestas tendientes a la catalogación del conjunto edilicio conforme la normativa prevista en la sección 10 del Código de Planeamiento Urbano.



Por lo expuesto, esta Comisión de Planeamiento Urbano aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 266/2004



Artículo 1°.-Acéptase el Veto de la Ley 1210, sancionada por esta Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su sesión del día 27 de noviembre de 2003.



Art. 2º.-Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 6 de julio de 2004

CARUSO, Alicia; BELLO, Alicia; ACUÑA, María Soledad; MOLINA, Sergio y PEÑA, Milcíades.
Subsidios a favor de Amia y Cáritas

DESPACHO 475

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente Nº 0233-D-2003, iniciado por el señor diputado Cristian Caram, por el cual se proponen subsidios a favor de Amia y Cáritas, y

Considerando:



Que en el presente proyecto se propone el otorgamiento de subsidios a la Asociación Mutual Israelita Argentina (Amia) y a la Institución Cáritas Buenos Aires.



Que se solicitan doscientos mil pesos ($200.000) para ser transferidos a Amia y ochocientos mil pesos ($800.000) para ser transferidos a Cáritas Buenos Aires a ser desembolsados trimestralmente.



Que, en su Sesión del día 4 de diciembre de 2003, esta Legislatura sancionó la Ley Nº 1242, promulgada de hecho el 5 de enero de 2004 y publicada en el B.O. Nº 1862 del 21 de enero de 2004.



Que dicha ley otorga en su artículo 1º la suma de cuatrocientos cuarenta y cinco mil seiscientos cincuenta y dos pesos con trece centavos ($445.652,13) a la institución Cáritas, la suma de ciento treinta y seis mil cuatrocientos trece pesos ($136.413) a la institución Amia y la suma de cien mil pesos ($100.000) a la Facultad de Farmacia y Bioquímica para ser aplicada al Programa de Análisis Toxicológico del Tabaco (Ordenanza Nº 47.669).



Que se considera que con la sanción de la Ley Nº 1242 se cumple con el objetivo de la presente propuesta.



Por lo expuesto, esta Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 267/2004



Artículo 1°.- Archívese el Expediente Nº 0233-D-2003.



Art. 2°.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 5 de mayo de 2004 

TALOTTI, Marta; MICHETTI, Marta y MOUZO, Dora.



Se hace constar que la reunión de la Comisión se llevó a cabo en el marco del Art 144, del Reglamento Interno.

ZARAGOZA, Hugo

Director General

Comisión de Políticas de Promoción e Integración Social
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente N° 0233-D-2003, iniciado por el diputado Cristian Caram, por el cual propone subsidios a favor de Amia y Cáritas, y

Considerando:



Que por Ley Nº 1242 sancionada por esta Legislatura el 4 de diciembre de 2003 y publicada en el Boletín Oficial el 21 de enero de 2004 se otorgó un subsidio de $ 445.652,13 para la institución Cáritas, $ 136.413 para Amia y $ 100.000 para la Facultad de Farmacia y Bioquímica de la Universidad de Buenos Aires para ser aplicado al Programa de Análisis Toxicológico del Tabaco (Ordenanza 47.669).



Que dicha Ley, en su artículo 2º, establece que las instituciones beneficiadas rendirán cuenta en forma escrita y bimestral de la utilización de los subsidios al igual que propone el presente proyecto.



Que como el presente es anterior a la Ley Nº 1242, los fines se encuentran cumplidos.



Que como con la sanción de la ley antes citada se cumple con este objetivo, esta Comisión Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria adhiere al despacho de nuestra similar de Políticas de Promoción e Integración Social.

Sala de la Comisión: 30 de junio de 2004

GIORNO, Jorge; SAN MARTINO, Jorge; AMEIJEIRAS, Carlos; BUSACCA, Ricardo; DOSCH, Sandra; HERRERA BRAVO, Rodrigo; LYNCH, Juan; MERCADO, Jorge; MORANDO, Mario y SCHIFRIN, Ariel.

Informes sobre habilitación de servicio en Entre Ríos y Pavón

DESPACHO 478

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El proyecto contenido en el Expediente N° 1236-D-2004, de autoría del diputado Ferreño, referido a informes sobre la habilitación de la estación de servicio ubicada en Entre Ríos y Pavón, de esta Ciudad y,

Considerando:



Que el diputado presentante ha manifestado la existencia de quejas de vecinos aledaños a la intersección de la Avenida Entre Ríos y Pavón, sobre la emanación de malos olores, en particular a naftas, en la estación de servicios de combustibles situada en esa esquina;



Que de conformidad con dichas manifestaciones la misma se encuentra sin letreros, ni logotipo en sus marquesinas que la identifique, acerca del o los titulares de esa expendedora o en su caso de las empresas distribuidoras de combustible que operan en la mencionada estación;



Que es atribución de esta Ciudad en virtud de las disposiciones contenidas en el Código de Habilitaciones y Verificaciones y en la leyes 123, 452 y normas concordantes la habilitación y la evaluación del impacto ambiental ocasionado, por actividades, programas y emprendimientos que se desarrollen en su ámbito territorial y sus efectos;



Que resulta indispensable esclarecer las dudas existentes en cuanto a la habilitación del comercio, como así también brindar los mecanismos de seguridad que permita prevenir accidentes.



Por lo expuesto, esta Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 268/2004



Artículo 1°-: El Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a través del organismo técnico correspondiente, informará a esta Legislatura en el plazo de 15 (quince) días de recibida la presente, los datos solicitados a continuación referidos a la habilitación de la estación de servicio, ubicada en la intersección de Avenida Entre Ríos y Pavón, de la Ciudad..

a) Indicar si la estación de servicio cuenta con habilitación del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y cumple con los requisitos necesarios para la misma.

b) Mencionar se realizan con regularidad los controles necesarios respecto a medidas de seguridad para su funcionamiento.

c) Detallar, en caso de incumplimiento, las medidas adoptadas con los infractores..

d) Citar eventuales denuncias sobre funcionamiento irregular.

e) Todo otra información que amplíe lo solicitado.. 



Art. 2°.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

SUPPA, Ana María; POLIMENI, María Florencia; AMEIJEIRAS, Carlos; BERGENFELD, Sandra; KRAVETZ, Diego; PEÑA, Marcos y DEVOTO, Tomás.
Informes sobre cumplimiento de normas por parte de casas velatorias

DESPACHO 479

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El proyecto contenido en el Expediente 828-D-2004, de autoría de la diputada Onega y otros, referido a pedido de informes sobre cumplimiento de normas por parte de casas velatorias, y

Considerando:



Que la Ordenanza Nº 27.590 regula la actividad general de Cementerios en la Ciudad de Buenos Aires, otorgando poder de Policía Mortuoria a la Dirección General de Cementerios;



Que por imperio de esta ordenanza se hallan sujetas al poder de policía de la Administración las fábricas de ataúdes, las empresas de servicios fúnebres y la casa de velatorios en la Ciudad;



Que por Disposición Nº 91- DGEM, publicada en el BOCBA Nº 1898 del 11 de marzo de 2004, se establecen requisitos para la inscripción en la Dirección General de Cementerios, a las casas de velatorios que se desempeñan en el ámbito de la Ciudad;



Que a los efectos de la disposición citada ut supra se entiende por velatorio el inmueble destinado exclusivamente para velar cadáveres, encontrándose excluida toda otra clase de explotación comercial;



Que a las razones de orden público sobre el adecuado tratamiento de los cuerpos de las personas fallecidas, se unen cuestiones ligadas a procedimientos judiciales de diversa índole, con sus múltiples implicancias;



Que por las consideraciones mencionadas se requiere por parte de las autoridades de Policía Mortuoria un completo conocimiento de las empresas que han cumplimentado las exigencias, como así las que no lo han hecho;



Por lo expuesto esta Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo, aconseja la aprobación de la siguiente 
RESOLUCIÓN 269/2004



Artículo 1º: El Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a través del organismo correspondiente, informará a esta Legislatura en el plazo de treinta (30) días de recibida la presente, sobre los siguientes puntos, referidos al cumplimiento de normas por parte de casas de velatorios, de conformidad con los términos de la Disposición Nº 91 DGCEM (BOCBA Nº 1898):

a) Indicar las casas de velatorios que se han inscripto ante la Dirección General de Cementerios, cumpliendo con los requisitos establecidos en el Régimen de Policía Mortuoria, detallando razón social, nombre de los establecimientos y domicilio de prestación de servicios con sus sucursales.

b) Detallar listado de casas de velatorios que no han cumplimentado con las exigencias de citada disposición, indicando si se ha procedido a aplicar la sanción que da cuenta el Artículo 2º de esa norma.

.



Art. 2°.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

SUPPA, Ana María; POLIMENI, María Florencia; AMEIJEIRAS, Carlos; BERGENFELD, Sandra; KRAVETZ, Diego; PEÑA, Marcos y DEVOTO, Tomás.
Informes sobre inscripción en el Registro de postulantes para ventas en la vía pública 

DESPACHO 480

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. Nro. 1196-D-2004, iniciado por los diputados Sandra Bergenfeld y Marcos Peña, por el que proponen solicitar al Poder Ejecutivo que informe sobre la inscripción en el Registro de Postulantes para permisos de uso para ventas en la vía pública, y

Considerando:



Que los autores del proyecto han recibido reclamos por parte de los vendedores ambulantes que han ejercido dicho oficio hasta la entrada en vigencia del Decreto 612/04, en lo que a la inscripción en el Registro de Postulantes para venta de alimentos en el espacio público se refiere;



Que existen aspectos que merecen ser aclarados en cuanto al manejo de la inscripción en el registro, tanto en lo referido a la entrega de números a los postulantes, como a la forma de preservación de la documentación entregada por los mismos; 



Que los vendedores ambulantes han interpuesto acciones judiciales ante la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, impugnando la reglamentación de la Ley 1166, por considerar, según su particular criterio, que los discrimina;



Que los reclamos hacen referencia a las formalidades del registro, los controles realizados en la actualidad, y la presunta violación a los principios de legalidad, seguridad e igualdad, reconocidos por nuestra Constitución; 



Por lo expuesto, esta Comisión de Protección y Uso del Espacio Público pone a consideración del Cuerpo la aprobación del siguiente

RESOLUCIÓN 270/2004



Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará dentro de los quince (15) días de recibida la presente sobre los siguientes puntos referentes a la inscripción en el Registro de Postulantes para Ventas en el Espacio Público, y en virtud del cual se otorgarán permisos de uso para el ejercicio de la venta en el espacio público de productos alimenticios, de acuerdo a lo establecido en los puntos 11.1.5. de la Ley 1166, y 11.1.9.1. del Decreto 612/GCBA/2004:

a) Describir la modalidad desarrollada para el otorgamiento de Permisos de Uso para Venta en el Espacio Público con anterioridad a la vigencia de la Ley 1166 y su Decreto reglamentario 612/04.

b) Remitir el listado de los inscriptos en el “Registro de Postulantes de Permisos de Uso para Venta en el Espacio Público”, creado por el punto 11.1.5 de la Ley 1166.

c) Detallar en el listado requerido en el inciso b), las categorías de los postulantes como lo expresa el punto 11.1.6 de la Ley 1166, especificando número de inscripción y fecha en la que los mismos fueron inscriptos.

d) Definir la metodología utilizada a los fines de transparentar el proceso de inscripción en el registro de referencia.

e) Definir cuál fue el criterio adoptado para la asignación de números de inscripción a los postulantes.

f) Especificar qué tipo de constancia fue entregada a los postulantes al momento de presentar la documentación requerida por la Autoridad de Aplicación.

g) Detallar la forma en que se preservaron los sobres con la documentación y la declaración jurada presentada por los inscriptos.

h) Informar acerca de los criterios de selección aplicados al momento de asignar los Permisos de Uso para Venta en el Espacio Público. 

i) Informar si el ejercicio de la actividad previo a la entrada en vigencia de la Ley 1166 y el Decreto 612/GCBA/04 será utilizado como criterio de selección frente a la situación de mayor cantidad de postulantes. 

j) Detallar cuáles son los recursos humanos y presupuestarios con los que cuenta la Dirección General de Higiene y Seguridad Alimentaria para afrontar su carácter de Autoridad de Aplicación. 

k) Definir el espíritu reglamentario del punto 11.1.4 de la Ley 1166, toda vez que el citado Decreto 612/04 contradice elementos sustanciales del permiso de uso, como lo son:

k1) Forma de extinción del permiso.

k2) Prioridad a favor del permisionario a los fines de su renovación.

l) Informar sobre el fundamento reglamentario en virtud del cual, en el punto 11.1.6. del Decreto 612/GCBA/2004, se circunscribe el ejercicio del “expendio ambulante por cuenta propia” a un “predio” determinado, siendo que la Ley 1166 establece que tanto dicha actividad como la “venta ambulante y en ubicaciones fijas y determinadas por cuenta de terceros” deben desarrollarse en áreas determinadas.



Art. 2º.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 28 de junio de 2004

FERRERO, Fernanda; ENRÍQUEZ, Jorge; MOLINA, Sergio y MORANDO, Mario.

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El proyecto contenido en el expediente N° 1196-D-2004, de autoría de los diputados Bergenfeld y Marcos Peña, referidos al pedido de informes sobre la inscripción el en Registro de Postulantes para permisos de uso para ventas en la vía pública; y



Habiendo analizado detalladamente el Despacho de su similar de Protección y Uso del Espacio Público esta Comisión de Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo, adhiere en su totalidad al mismo.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

SUPPA, Ana María; POLIMENI, María Florencia; AMEIJEIRAS, Carlos; BERGENFELD, Sandra; KRAVETZ, Diego; PEÑA, Marcos y DEVOTO, Tomás.
Repavimentación de un tramo de Zuviría y otras

DESPACHO 482

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 1256-D-2004, autoría de los señores diputados Carlos Ameijeiras, Jorge Giorno, Marina Pérez y Julio De Giovanni, por medio del cual solicitan la repavimentación de un tramo de la calle Zuviría y otras, y

Considerando:



Que la calle Zuviría, a partir de la Autopista Pte. Héctor Cámpora-Lacarra, se transforma en la salida obligada de la Autopista Tte. Gral. Luis J. Dellepiane, en su mano hacia la Av. 9 de Julio, antes de acceder a las cabinas de peaje.



Que por ello, gran cantidad de automovilistas dejan la calzada central para desplazarse por la colectora, que en este caso es la calle Zuviría, desde la cual se conectan con los ejes transversales de circulación: Mariano Acosta-Segurola, Lafuente-San Pedrito, Varela-Pedernera-Gral. G. de Artigas, Carabobo-Boyacá, para terminar en Dávila y desde allí derivar hacia las avenidas Eva Perón y Asamblea.



Que la calle Zuviría, entre Av. Perito Moreno y Lafuente, integra la red de tránsito pesado, en acuerdo con la Ley N° 216.



Que se solicitan tareas de reacondicionamiento de la carpeta asfáltica en la calle Zuviría, entre la Av. Perito Moreno y la calle Dávila, cuyo tramo pertenece a la red de tránsito pesado y además se solicitan las mismas tareas en la calle Dávila en el tramo comprendido por las Avdas. Eva Perón y Asamblea. 



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos puesta al estudio de los presentes actuados, aconseja la aprobación de la siguiente

DECLARACIÓN 180/2004



La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo, a través de los organismos técnicos que correspondan, proceda al reacondicionamiento de la carpeta asfáltica en las siguientes calles:

a) Zuviría, entre Av. Perito Moreno y la calle Dávila (tramo que integra la Red de Tránsito Pesado)

b) Dávila, entre Av. Eva Perón y Av. Asamblea. 

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Informes sobre obras en curso bajo el ámbito del comité ejecutor Matanza-Riachuelo autorizadas por Ley 119

DESPACHO 483

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. 1246-D-2004, autoría del señor diputado Carlos Araujo, por medio del cual solicita informes sobre obras en curso bajo el ámbito del comité ejecutor Matanza Riachuelo, y

Considerando:



Que la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires sancionó, con fecha 3 de diciembre de 1998, la ley 119 que autorizaba al Poder Ejecutivo a suscribir la documentación necesaria a efectos de incorporar a la ciudad en el Programa que tiene por objeto mejorar el manejo de los recursos naturales de la Cuenca Matanza - Riachuelo.



Que el Programa es financiado parcialmente por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), que tiene como agencia ejecutora al Comité Ejecutor del Plan de Gestión Ambiental y de manejo de la Cuenca Hídrica Matanza - Riachuelo, creado por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 482/95, en el ámbito de la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable.



Que se autorizó al Poder Ejecutivo a celebrar con el Comité Ejecutor mencionado, un convenio de préstamo subsidiario del contrato de préstamo N° 1059/OC-AR.



Que el convenio mencionado, debe ajustarse a las especificaciones contenidas en el contrato 1059/OC-AR.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos, puesta al estudio de los presentes actuados, aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 271/2004



Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, en un plazo no mayor de quince (15) días de recibida la presente, sobre los siguientes puntos referidos al Contrato de Préstamo N° 1059/ OC - AR Cuenca Hídrica Matanza - Riachuelo, que se autorizó por la ley 119:

a) Estado de ejecución de las obras previstas en el crédito.

b) Plazos de ejecución, plazo estimativo de cada una de las obras y el presupuesto destinado para las mismas indicando asimismo a qué empresas les fueron adjudicadas.

c) Fecha de inicio de cada una de las obras y, en caso de haber alguna obra interrumpida, indicar las causas.

d) Remitir copia de los certificados de obra presentados por las Empresas contratistas y los certificados de obra aprobados por el Gobierno de la Ciudad.



Art. 2 °.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Informes sobre puesta en valor y rehabilitación del Puente Trasbordador Nicolás Avellaneda

DESPACHO 484

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 1242-D-2004, autoría del señor diputado Norberto La Porta, por medio del cual solicita informes sobre la puesta en valor y rehabilitación del Puente Transbordador Nicolás Avellaneda, y

Considerando:



Que el puente transbordador Nicolás Avellaneda une la Ciudad de Buenos Aires con la localidad de Avellaneda, Provincia de Buenos Aires, por sobre el lecho del Riachuelo.



Que la zona, además de tener un alto impacto en función del tránsito, tiene un interés cultural y turístico que se ha incrementado tanto a nivel local como internacional.



Que el puente transbordador data de principios del siglo pasado, en donde se construyeron tres puentes transbordadores de estructura metálica con vigas reticuladas de notable envergadura que permitía su visualización desde grandes distancias; además de poseer una gran capacidad de carga que se deslizaba suavemente en la barquilla.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 272/2004



Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, en un plazo de quince (15) días de recibida la presente, sobre los siguientes puntos referidos a la puesta en valor y rehabilitación del Puente Transbordador Nicolás Avellaneda:

a) Estado en que se encuentran las tareas de rehabilitación de la barquilla.

b) Detalle de las partidas asignadas para la recuperación y mejoras en luminarias, pisos y escalera mecánica.

c) Detallar si se contempló la puesta en valor de la estructura y la instalación de un mirador en la parte superior del mismo.

d) En todos los casos detallará los montos de las partidas presupuestarias asignadas para las tareas y si las mismas son realizadas por administración o por terceros y cuál es la fecha prevista para la finalización de las mismas.



Art. 2 °.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Estudio para construcción de boulevard en un tramo de la Avenida Larrazábal

DESPACHO 485

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 1177-D-2004, autoría de los señores diputados Jorge Giorno, Marina Pérez, Carlos Ameijeiras y Julio De Giovanni, por medio del cual solicitan la realización de un estudio para construir un boulevard en un tramo de la Av. Larrazábal, y

Considerando:



Que la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires votó el 2 de mayo de 2002 la Declaración 33/2002, donde solicitaba al Poder Ejecutivo que realice un estudio de factibilidad para la construcción de un boulevard, parquizado e iluminado con bicisenda y mobiliario urbano acorde, en Av. Larrazábal, entre García de Cossio y Av. Emilio Castro.



Que el Poder Ejecutivo manifestó su conformidad con la factibilidad de la obra, pero no se hallaba dentro de las prioridades para el año 2002 y tampoco para el año 2003.



Que asimismo el Poder Ejecutivo avaló todo lo solicitado en la Declaración 33/2002, con la excepción de la bicisenda.



Que a su vez consultada la Dirección General de Tránsito y Transporte del G.C.B.A. compartió el criterio sustentado por las otras áreas actuantes.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos, puesta al estudio de los presentes actuados, aconseja la aprobación de la siguiente

DECLARACIÓN 181/2004



La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo, a través de los organismos técnicos que correspondan, incluya en el Plan de Obras Públicas para el año 2005 la construcción de un boulevard parquizado e iluminado con mobiliario urbano acorde en la Av. Larrazábal, entre la calle García de Cossio y Av. Emilio Castro.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Instalación de señalización vial en inmediaciones de la escuela Nuestra Señora de Fátima

DESPACHO 486

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Exp. Nº 1165-D-2004, autoría de los diputados Marcos Peña, Marcelo Godoy y la diputada Marta G. Michetti, relacionado con la instalación de señalización vial en las inmediaciones de la Escuela Nuestra Señora de Fátima sita en la calle Portela 2750, y

Considerando:



Que la presente iniciativa fue solicitada oportunamente por alumnos de dicho establecimiento en el marco del Programa “La Legislatura y la Escuela” 



Que la Congregación de los Misioneros del Sagrado Corazón se instaló en Villa Soldati hace cincuenta años y su primer acto fue crear una escuela, el Instituto Nuestra Señora de Fátima, desarrollando proyectos educativos innovadores con marcada articulación laboral.



Que posteriormente, en 1989, creó el Instituto Técnico Nuestra Señora de Fátima y entre ambas reciben 2.316 alumnos en sus distintos niveles, incluyendo el primario para adultos y dos escuelas técnicas, una diurna y otra nocturna.



Que la cantidad de establecimientos educativos cercanos hace necesaria la instalación de señalamiento vertical y luminoso así como la demarcación horizontal correspondiente, lo que aumentará la seguridad de circulación y cruce en la zona.



Por ello, esta Comisión de Tránsito y Transporte aconseja para su aprobación la siguiente:

DECLARACIÓN 182/2004



La Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que, a través del organismo correspondiente, contemple la posibilidad de instalar:

· Señalamiento luminoso en la intersección de la Avda. La Fuente y la calle José Barros Pazos.

· Demarcación horizontal en la misma intersección.

· Señales indicando escuela en las calles José Barros Pazos y José Martí, y José Barros Pazos y Pergamino.

· De ser necesario, reductores de velocidad que hagan disminuir la velocidad de circulación frente a las escuelas y en los cruces próximos.

· Reforzar el alumbrado público de la zona. 

Sala de la Comisión: 22 de junio de 2004

SAN MARTINO, Jorge; GONZÁLEZ, Álvaro; MELILLO, Fernando; LORENZO BOROCOTÓ, Eduardo y POLIMENI, María Florencia. 

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



Visto el Expediente Nº 1165-D-2004, autoría de los señores/as. diputados/as Marcos Peña, Marcelo Godoy y Marta Michetti, por medio del cual solicitan diversos trabajos de señalización vial en las inmediaciones de la escuela ubicada en Portela 2750, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos puesta al estudio de los presentes actuados, resolvió adherir al despacho producido por su similar de Tránsito y Transporte.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Habilitación de boleterías en andenes de la estación Belgrano “R” del ex Ferrocarril Mitre 

DESPACHO 487

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 750-D-2004 autoría de los señores diputados Jorge Giorno, Carlos Ameijeiras, Mirta Onega, Marina Pérez y Julio De Giovanni, por medio del cual solicitan realizar gestiones para habilitar boleterías en ambos andenes de la Estación Belgrano R del Ferrocarril Mitre, y

Considerando:



Que las boleterías de la Estación Belgrano R, del ex Ferrocarril Bartolomé Mitre, en ambos sentidos Retiro-Provincia funcionan con restricción horaria.



Que esta situación produce inconvenientes a los usuarios que al encontrarse con la boletería cerrada en determinados días y horarios deben cruzar al otro andén a los efectos solamente de adquirir su boleto.



Que ello deriva en una pérdida de tiempo y a su vez los obliga a cruzar a través de un túnel cuyas condiciones de limpieza y seguridad no son las acordes para un lugar de esas características.



Que a su vez, atendiendo la problemática de las personas con necesidades especiales, sería conveniente la construcción de rampas a ambos lados de los andenes y los cruces peatonales.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos, puesta al estudio de los presentes actuados, aconseja la aprobación de la siguiente

DECLARACIÓN 183/2004



La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo inicie gestiones ante la autoridad de aplicación de los contratos de concesión del servicio de trenes para que la Empresa T.B.A. proceda a realizar las siguientes tareas en la Estación Belgrano R, del ex Ferrocarril Bartolomé Mitre, ramal Bartolomé Mitre y José León Suárez:

a) Ambas boleterías de los andenes a Retiro o a Provincia deberán estar habilitados sin restricción de horarios y de días.

b) Limpieza y acondicionamiento del túnel que comunica los andenes.

c) Construcción de rampas y cruce peatonal a ambos lados de los andenes.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Informes sobre estado de baños en estaciones de subterráneos

DESPACHO 488

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 46-D-2004, autoría del señor diputado Jorge Enríquez, por medio del cual solicita informes sobre el estado de los baños de estaciones de las líneas de subterráneos, y

Considerando:



Que la Ley N° 373 adhiere al Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 393/99, de renegociación del contrato de concesión del sistema de transporte de subterráneos, por el cual se faculta al Ministerio de Economía y de Obras y Servicios Públicos a realizar los actos necesarios para transferir la fiscalización y control de dicho contrato a favor de la Ciudad de Buenos Aires.



Que se solicitan informes sobre el estado de los baños públicos que funcionan en las estaciones de las líneas de subterráneos.



Que se estima procedente conocer si existen baños públicos en cada estación y se indique, en el caso de no poseerlos, si está previsto instalarlos.



Que el estado actual de los baños públicos de las líneas de subterráneos presenta anomalías y su condición no es la aconsejable; incluso algunos se encuentran actualmente clausurados representando un grave perjuicio a los usuarios que desean utilizar dichas instalaciones.



Que esta Comisión de Obras y Servicios Públicos apoya toda iniciativa que coadyuve a mejorar la calidad de vida de nuestros ciudadanos.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos puesta al estudio de los presentes actuados, aconseja la aprobación de la siguiente

RESOLUCIÓN 273/2004



Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo informará a esta Legislatura, en un plazo no mayor de quince (15) días de recibida la presente, sobre los siguientes puntos relacionados con el estado de los baños públicos ubicados en las estaciones del servicio de transporte subterráneo:

a) Si existen baños públicos en cada una de las estaciones de la red de transporte subterráneo.

b) En el caso negativo, deberá indicar las causas y si está prevista su instalación.

c) Indicará quién realiza el mantenimiento de los mismos y con qué periodicidad se efectúa. Asimismo, si el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires supervisa el control del mantenimiento, cuál es la dependencia encargada del mismo, la fecha de la última supervisión y su resultado.

d) En el caso de que hayan existido anomalías en las condiciones de higiene y salubridad, qué medidas se han adoptado al respecto.



Art. 2 °.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.

Utilización de un tercio de cada formación ferroviaria para hacer utilizado únicamente por personas con necesidades especiales motrices

DESPACHO 489

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 34-D-2004, autoría del señor diputado Jorge Enríquez, por medio del cual solicita disponer la utilización de un tercio de cada formación ferroviaria para ser usado únicamente por personas con necesidades especiales motrices, y

Considerando:



Que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su Art. 42°, reza: “La Ciudad garantiza a las personas con necesidades especiales el derecho a su plena integración, a la información y a la equiparación de oportunidades. Ejecuta políticas de promoción y protección integral, tendientes a la prevención, rehabilitación, capacitación, educación e inserción social y laboral. Prevé el desarrollo de un hábitat libre de barreras naturales, culturales, lingüísticas, comunicacionales, sociales, educacionales, arquitectónicas, urbanísticas, del transporte y de cualquier otro tipo, y la eliminación de las existentes”. 



Que el Art. 8.4.1 del Contrato de Concesión del servicio de subterráneos indica: “El servicio público, objeto de la concesión, será prestado teniendo en cuenta su principal destinatario, el usuario, de modo de satisfacer las necesidades de la demanda detectadas y permisibles, a través de la prestación de un servicio eficiente y confiable en condiciones de seguridad y confort”.



Que las personas con necesidades especiales, con muletas o alguna discapacidad momentánea, niños y bebés en cochecitos, a veces no pueden acceder a los espacios reservados para ellos por cuestiones de congestión de gente en las unidades de traslado o en algunos casos por la omisión maliciosa de la ley que hacen los que ocupan transitoriamente el espacio reservado, no dándoles el lugar a quien lo necesita y es objeto del mismo.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos, puesta al estudio de los presentes actuados aconseja, la aprobación de la siguiente

DECLARACIÓN 184/2004



La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo que realice las gestiones necesarias ante la empresa Metrovías, a fin de que la citada disponga la utilización de un tercio de coche en cada formación para ser usados únicamente por personas con discapacidades motrices y usuarios con rodados ocupados por niños.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego y DEVOTO, Tomás.
Estudio para extender la red de desagüe pluvial en un tramo de Paysandú

DESPACHO 490

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. N° 1186-D-2004, autoría de la señora diputada Alicia Bello, por medio del cual solicita la realización de un estudio para extender la red de desagüe pluvial en un tramo de la calle Paysandú, y

Considerando:



Que se solicita que el Poder Ejecutivo estudie la factibilidad de extender la red de desagüe pluvial de la calle Paysandú en el tramo comprendido entre las calles Tres Arroyos y Galicia. 



Que la calle Paysandú, en el tramo que nos ocupa, carece de sumideros y por lo tanto, ante precipitaciones de alta intensidad, transforma la zona en inundable debido a la carencia enunciada ut-supra.



Que sería importante hacer conocer esta situación al Poder Ejecutivo para que evalúe la factibilidad de encarar las obras de ingeniería hidráulica que tiendan a dar una solución a los vecinos afectados.



Por lo expuesto, esta Comisión de Obras y Servicios Públicos, puesta al estudio de los presentes actuados aconseja, la aprobación de la siguiente

DECLARACIÓN 185/2004



La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos técnicos que correspondan, estudie la factibilidad de extender la red de desagüe pluvial de la calle Paysandú, en el tramo comprendido entre las calles Tres Arroyos y Galicia. 

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004

CANTERO, Fernando; MORANDO, Mario; ARAUJO, Carlos; CARUSO, Alicia; SANTILLI, Diego; DEVOTO, Tomás.
Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración los despachos enunciados.


Se van a votar.

- Sin observación, se votan y aprueban.

Sr. Presidente (De Estrada).- Quedan aprobadas las normas contenidas en los despachos considerados.

Sra. Etchegoyen.- Pido la palabra.


Señor presidente: quiero dejar constancia del voto negativo de nuestro bloque a los despachos 472 y 475.

Leyes cuya aprobación requiere mayoría simple

Régimen simplificado del impuesto sobre los ingresos brutos

Sr. Presidente (De Estrada).- Conforme al plan de labor, corresponde considerar el Despacho 477, de ley, cuya aprobación requiere mayoría simple.

DESPACHO 477

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El expediente Nº377-D-2004 y su agregado Nº1168-D-2004, iniciado por el Bloque Compromiso para el Cambio y los diputados Laura Moresi, Sandra Dosch, Alicia Caruso, Jorge Giorno y Carlos Ameijeiras, por el cual proponen la creación de un régimen simplificado del Impuesto sobre los Ingresos Brutos de la Ciudad; y,

Considerando


Que el presente proyecto de ley propone la creación de un Régimen Simplificado del Impuesto sobre los Ingresos Brutos para los contribuyentes locales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 



Que el objetivo primordial del mismo es facilitar a los pequeños contribuyentes los trámites a realizar para abonar el impuesto en cuestión, debido a que actualmente, con el sistema vigente, se torna engorroso por parte de los mismos realizar correctamente los cálculos técnicos y cumplir con los requisitos burocráticos para abonar el mismo.



Que a los fines de realizar la determinación del impuesto a abonar, por parte de los obligados al pago, se establece una escala de ocho categorías de acuerdo a las bases imponibles gravadas, a los parámetros máximos de las magnitudes físicas y a las actividades que resultan de la aplicación del art. 2° del Proyecto, que enuncia los sujetos obligados.



Que la obligación tendrá carácter anual y deberá ingresarse mensualmente, de acuerdo a las categorías y montos que se enuncian en el Anexo I.



Que la Dirección General de Rentas establecerá los requisitos que deberá contener la solicitud de inscripción a este Régimen Simplificado. Asimismo, se faculta al Poder Ejecutivo, a través de la Secretaría de Hacienda y Finanzas, a establecer los métodos de categorización para la puesta en marcha del presente régimen y para los años sucesivos.



Que coyunturalmente están dadas las condiciones para comenzar a plantear una reforma tributaria seria en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, debido a que la recaudación impositiva muestra una evolución favorable. 



Que según los dichos de los autores la Ciudad, en el primer cuatrimestre del año ha logrado colocarnos un 30% más arriba con respecto al nivel de recaudación que en el mismo período para el año 2003, para este tributo. 



Que asimismo, cabe resaltar que la recuperación de la economía en general ha sido un factor determinante de este incremento, ya que la recaudación depende esencialmente del ciclo económico. Todo ello acompañado por las medidas destinadas a combatir la evasión y la morosidad, así como también por los planes de facilidades de pago que han incentivado a la población a reingresar al sistema. 



Que es dable destacar que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires posee equilibrio fiscal y se autofinancia, es por ello que estamos en el momento adecuado, ya que los actores económicos demuestran un índice de recuperación que vislumbra que pueden adaptarse los cambios.



Que lo que se busca lograr mediante la implementación del sistema es que todos los contribuyentes paguen sus impuestos de acuerdo a sus necesidades y capacidades para ello. Así como mejorar el cumplimiento de los 100.000 pequeños contribuyentes que hoy en día se encuentran en una situación irregular, que podrían reinsertarse en el sistema de acuerdo con el régimen simplificado y un método de cuotas fijas, lo que torna a este impuesto más estable. 



Por lo expuesto, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria pone a consideración del Cuerpo la sanción de la siguiente:

LEY

Régimen Simplificado del Impuesto sobre los Ingresos Brutos para las micro y pequeñas empresas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

DEFINICIÓN



Artículo 1º.- Establécese un Régimen Simplificado del Impuesto sobre los Ingresos Brutos para los contribuyentes locales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.



Este régimen sustituye la obligación de tributar por el sistema general del Impuesto sobre los Ingresos Brutos para aquellos contribuyentes que resulten alcanzados.



El sistema del Régimen Simplificado entrará en vigencia el 1º de enero de 2005.

OBLIGADOS



Art. 2º.- Están obligados a ingresar al Régimen Simplificado los pequeños contribuyentes del impuesto sobre los ingresos brutos. 



A estos fines se consideran pequeños contribuyentes del impuesto sobre los ingresos brutos a las personas físicas que realicen cualquiera de las actividades alcanzadas por dicho impuesto, y las sucesiones indivisas en su carácter de continuadoras de las actividades de las mencionadas personas físicas. Asimismo, se consideran pequeños contribuyentes las sociedades de hecho y comerciales irregulares (Capítulo I, Sección IV, de la ley 19550 de sociedades comerciales y sus modificaciones), en la medida que tengan un máximo de tres (3) socios.



En todos los casos serán considerados pequeños contribuyentes del impuesto sobre los ingresos brutos aquellos que cumplan las siguientes condiciones:

a) Que por las actividades alcanzadas por el impuesto sobre los ingresos brutos hayan obtenido en el periodo fiscal inmediato anterior al que se trata, ingresos brutos totales (gravados, no gravados, exentos y sujetos a tasa 0) inferiores o iguales al importe de pesos setenta y dos mil ($ 72.000).

b) Que no superen en el mismo período fiscal anterior los parámetros máximos referidos a las magnitudes físicas que se establezcan para su categorización a los efectos del pago de impuestos que les corresponda realizar.

c) Que el precio máximo unitario de venta, sólo en los casos de venta de cosas muebles, no supere la suma de pesos ochocientos setenta ($ 870).

d) Que no realicen importaciones de cosas muebles y/o de servicios.

CATEGORÍAS



Art. 3º.- Se establecen cinco (5) categorías de contribuyentes de acuerdo a las bases imponibles gravadas, a los parámetros máximos de las magnitudes físicas y a las actividades que resulten de la aplicación del sistema previsto en el artículo precedente.

OBLIGACIÓN ANUAL – RÉGIMEN SIMPLIFICADO



Art. 4º.- La obligación que se determina para los contribuyentes alcanzados por este sistema tiene carácter anual y deberá ingresarse mensualmente según las categorías indicadas en el artículo precedente y de acuerdo a los montos que se consignan en el Anexo I, que a todos los efectos forma parte integrante de la presente, para cada una de las alícuotas determinadas.



Los contribuyentes que realicen actividades que se encuentren alcanzadas por más de uno de los dos grupos de alícuotas descriptas en el Anexo I, tributarán de acuerdo al mayor de ambos.
INSCRIPCIÓN



Art. 5º.- La inscripción a este Régimen Simplificado se perfeccionará mediante la presentación de una Declaración Jurada ante la Dirección General de Rentas, la que establecerá los requisitos y exigencias que contendrá la misma.



Art. 6º.- Se faculta a la Dirección General de Rentas a establecer los métodos de categorización para el año de puesta en marcha del presente régimen y para los años sucesivos, incluso para los casos de iniciación de actividades de los contribuyentes. De no efectuarse la mencionada categorización, se aplicarán las sanciones dispuestas en el inciso a) del art. 10.

PAGO



Art. 7º.- El pago del impuesto anual, a cargo de los contribuyentes inscriptos en el Régimen Simplificado, deberá abonarse por períodos mensuales en la forma, plazo y condiciones que establezca la Dirección General de Rentas.



Los montos consignados en el Anexo I deberán abonarse aunque no se hayan efectuado actividades ni obtenido bases imponibles computables por la actividad que efectúe el contribuyente.

EXCLUSIONES



Art. 8º.- Quedan excluidos del Régimen Simplificado:

a) Los contribuyentes cuyas bases imponibles acumuladas o los parámetros máximos de las magnitudes físicas superen los límites de la máxima categoría, para cada alícuota y actividad.

b) Sean sociedades no incluidas en el articulo 2 de esta ley.

c) Se encuentren sujetos al régimen del Convenio Multilateral.

d) Desarrollen actividades que tengan supuestos especiales de base imponible (artículos 160 a 172 inclusive del Código Fiscal – T.O. Decreto Nº882-GCBA-2004), excepto lo previsto en el artículo 12 de la presente Ley.

e) Desarrollen la actividad de construcción (artículo 52 inciso 1 de la Ley Tarifaria – ley 1193 y aquellas que la modifiquen).

IDENTIFICACIÓN DE LOS CONTRIBUYENTES



Art. 9º.- Los contribuyentes incluidos en el Régimen Simplificado deberán exhibir en sus establecimientos y en lugar visible al público los siguientes elementos:

a) La constancia que acredite su adhesión al Régimen Simplificado y la categoría en la cual se encuentra encuadrado.

b) Comprobante de pago correspondiente al último anticipo.

SANCIONES



Art. 10º.-Los contribuyentes comprendidos en el presente Régimen quedan sujetos a las siguientes sanciones:

a) Quienes se encuentren obligados a inscribirse o a modificar su categorización en este régimen y omitan la presentación de la Declaración Jurada correspondiente, serán pasibles de las sanciones dispuestas en el Código Fiscal –T.O. Decreto Nº882-GCBA-2004.

a1) Para el caso de corresponder la aplicación del art. 90 de este Código, se impondrá la multa máxima prevista en ese artículo. Sin perjuicio de la multa por esta infracción formal, si dentro de los 15 días de notificado el contribuyente no presentara la mencionada Declaración Jurada que permita su categorización a los efectos de este impuesto, la Dirección General de Rentas lo recategorizará en la máxima categoría establecida para su actividad.

a2) La regularización extemporánea, dentro del período fiscal correspondiente, permitirá imputar los montos abonados en exceso como pago a cuenta. 

a3) No se admitirá la regularización en cuanto a la categoría del contribuyente por los períodos fiscales vencidos.

b) Para los demás casos de infracciones formales, incluso el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el articulo anterior, serán de aplicación las sanciones previstas en el articulo 90 del Código Fiscal.

c) Para el caso de omisión total o parcial del pago de las sumas devengadas, se aplicarán las sanciones previstas en el primer párrafo del art. 94 del Código Fiscal.

d) Serán de aplicación en los casos que correspondan, las disposiciones establecidas en los artículos 95, 96, 97, 98 y 100 del Código Fiscal.

LOCACIONES SIN ESTABLECIMIENTO PROPIO



Art. 11°.- Se establece según la reglamentación, que la Dirección General de Rentas determine, que aquellos contribuyentes sujetos a contratos de locación de servicios o de obra y que no efectúen actividades en establecimiento propio, tendrán la obligación de exhibir al locador el comprobante de pago de la última cuota vencida para su categoría al momento de cada pago según los términos del contrato.



Ante el incumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior por parte del locatario, el locador debe informar o retener e ingresar el monto de dicha cuota conforme la reglamentación que la Dirección General de Rentas establezca al efecto. 
VENTA MINORISTA DE TABACO, CIGARRILLOS Y CIGARROS



Art. 12º.- Aquellos contribuyentes que dentro de sus actividades se dediquen a la venta minorista de tabaco, cigarrillos y cigarros, ingresarán en el Régimen Simplificado por el resto de las actividades que desarrollen, no debiendo incluir –a efectos de su categorización– los montos de las ventas minoristas de tabaco, cigarrillos y cigarros.

CESE DE LA ACTIVIDAD



Art. 13°.- Los contribuyentes dejarán de tributar en el presente régimen según los procedimientos dispuestos por el Código Fiscal, en los siguientes casos:

a) Por el cese de la actividad.

b) Por exceder sus bases imponibles anuales gravadas el monto establecido por la presente norma.

NORMAS SUPLETORIAS



Art. 14º.- En todo lo no previsto en la presente Ley rigen supletoriamente el Código Fiscal aprobado T.O Decreto Nº882-GCBA-2004 y la Ley Tarifaria aprobado por la Ley 1193, y aquellas normas que las modifiquen o reemplacen.

FACULTADES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE RENTAS



Art. 15º.- La Dirección General de Rentas queda facultada para impugnar, rechazar y/o modificar la inscripción en el Régimen Simplificado cuando existan indicios suficientes de que dicha inclusión está dirigida a ocultar el monto de la base imponible y eludir el pago del impuesto que efectivamente debería abonarse.



Art. 16º.- La Dirección General de Rentas queda facultada para reglamentar el presente régimen en todo lo aquí no prescripto y a adoptar todas las medidas necesarias para su instrumentación, incluso, para establecer el importe al que alude el Art. 187 del Código Fiscal T.O. Decreto Nº882-GCBA-2004, así como para la acreditación de los pagos según el sistema aprobado por esta norma.



Art. 17º.- Comuníquese, etc.

CLÁUSULA TRANSITORIA

Durante los primeros seis (6) meses de vigencia del Régimen, aquellos contribuyentes incorporados no serán objeto de retenciones y/o percepciones en cuanto al presente tributo por parte de los agentes de recaudación.

Sala de la Comisión: 6 de julio de 2004

GIORNO, Jorge; SANTILLI, Diego; AMEIJEIRAS, Carlos; BUSACCA, Ricardo; HERRERA BRAVO, Rodrigo; MELILLO, Fernando; MERCADO, Jorge; MORANDO, Mario y SCHIFRIN, Ariel.

ANEXO I

Tramos e Impuestos Correspondientes

	Categoría
	Base Imponible Anual
	Superfi-cie

Afectada

Hasta
	Energía eléctrica consumida anualmente

hasta
	Impuesto para actividades con alícuotas

	
	mas de
	hasta
	
	
	Del 3% y superiores
	Inferiores al 3 %

	
	
	
	
	
	Anual
	Mensual
	Anual
	Mensual



	Ia
	0,00
	6.000,00
	20 m2
	2.000 KW
	90,00
	7,50
	45,00
	4,00

	Ib
	6.000,00
	12.000,00
	20 m2
	2.000 KW
	270,00
	22,50
	135,00
	11,00

	IIa
	12.000,00
	18.000,00
	30 m2
	3.300 KW
	450,00
	37,50
	225,00
	19,00

	IIb
	18.000,00
	24.000,00
	30 m2
	3.300 KW
	630,00
	52,50
	315,00
	26,00

	III
	24.000,00
	36.000,00
	45 m2
	5.000 KW
	900,00
	75,00
	450,00
	37,50

	IV
	36.000,00
	48.000,00
	60 m2
	6.700 KW
	1.260,00
	105,00
	630,00
	52,50

	V
	48.000,00
	72.000,00
	85 m2
	10.000 KW
	1.800,00
	150,00
	900,00
	75,00


Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración.

Sr. Santilli.- Pido la palabra.


Señor presidente: el bloque Compromiso para el Cambio ha solicitado al presidente de la comisión la reserva en Secretaría respecto del Despacho 477 hasta el tratamiento de todos los despachos correspondientes a temas impositivos que hemos presentado.


Concretamente, solicito la reserva en Secretaría del Despacho 477.

Sr. Presidente (De Estrada).- Se va a votar la moción formulada por el diputado Santilli.

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (De Estrada).- El Despacho 477 queda reservado en Secretaría.

Autorizar cambio de destino de subsidio a la Escuela Técnica N° 15, D.E. N° 5

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde considerar el Despacho 481, de ley, que requiere mayoría simple.

DESPACHO 481

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte.1409-D-2004, de Ley, de la diputada Bianchi Mónica, referido a autorizar a la Escuela Técnica N° 15, D.E. 5°, el cambio de destino de subsidio de mantenimiento edilicio para la adquisición de equipamiento escolar, y

Considerando:



Que motiva al presente proyecto la necesidad de contemplar el cambio de destino del subsidio de Mantenimiento Edilicio otorgado a la Escuela Técnica Nº 15, del distrito Escolar Nº 5, en el año 2003, a efectos de disponer de los fondos para la compra de equipos informáticos



Que las autoridades de la escuela han expresado la imposibilidad de efectuar compras y/o reparaciones de las PC que conforman el laboratorio de informática actual. Asimismo, los directivos de la escuela destacan que el cambio de destino de las cuotas solicitadas no perjudicaría el mantenimiento del edificio dado que las necesidades edilicias se encuentran, en su totalidad, cubiertas.



Por lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la aprobación de la siguiente:

LEY 1409



Artículo 1°. - Autorízase a la Escuela Técnica N° 15 Maipú D.E. 5°, Artes Gráficas Publicidad la modificación de destino del 50% de la 2° cuota, más la 3° y 4° cuotas completas de Mantenimiento Edilicio del año 2003 al de Equipamiento Escolar por un monto de $ 9.784.24.



Art 2°.- La autorización conferida por el artículo precedente no exceptúa la rendición de cuentas que corresponda, la que debe seguir el tramite ordinario en la dependencia respectiva del Poder Ejecutivo.



Art 3°.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 12 de julio de 2004 

GODOY, Marcelo; MELILLO, Fernando; DE ESTRADA, Santiago; RIPOLL, Vilma; KRAVETZ, Diego; PEÑA, Marcos; POLIMENI, María Florencia y SUPPA, Ana María.

Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración.


Se va a votar.

- Sin observación, se vota y aprueba en general y particular.

Sr. Presidente (De Estrada).- Queda sancionada la ley.

Declarar personalidad destacada de la ciudad en el campo de la cultura al artista Carlos Loiseau 'Caloi'

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde considerar el Despacho 511.

DESPACHO 511

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expte. Nº 1321-D-2004, iniciado por el diputado Milcíades Peña, quien propicia se declare Personalidad Destacada de la Ciudad al artista Carlos Loiseau, 'Caloi' y

Considerando:



Que 'Caloi' fue acompañando los procesos históricos de nuestro país con personajes que se incorporaron al ideario popular como Clemente.



Que desde 1966 publicó en los principales medios sus dibujos, algunos de los cuales aparecieron en televisión.



Que comenzó su labor profesional en la recordada revista Tía Vicenta, continuando su obra en publicaciones tales como María Belén, Análisis, El Gráfico, Clarín y publicando sus trabajos en libros tales como El Libro Largo de Caloi (1968), Humor Libre(1972), Caloidoscopio I (1973), Aquí me Pongo a Cantar (1975), Mi Buenos Aires Querido (1977), Clemente I (1977), Con el Deporte no se Juega, etc..



Que sus dibujos se difundieron por diversos países, y sus originales y reproducciones son exhibidas en forma permanente en museos de Buenos Aires, el interior y el exterior del país.



Que a lo largo de su vida profesional recibió diversos premios entre los cuales se destacan:: IV Bienal Nacional y Primera Internacional del Humor y la Historieta de Córdoba” (1979), premio en humor de la revista Salimos (1981), Konex de las artes pláticas (1982 y 1992), Musican por la venta del disco Clemente y sus Hinchadas (1982), Primero en el Salón de Humor del diario Yomiuri Shinbum de Tokio (1984), Premio Oesterheld por su tira Clemente (1986), Premio Enrique S. Discépolo de la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires (1998); Premio Studio D'Arte Andromeda, Comune di Trento, Italia; Premio Datero D'Argento, Salone Internazionale Umorismo, San Remo, Italia (1994); Premio Unión de Naciones Europeas Bordighera, Italia (1994); Premio Lobo de Mar, Fundación Toledo, Mar del Plata (1996); Premio Maestro del Arte, Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 1997; Premio Asociación Estímulo de las Bellas Artes (2000) y Premio a la Trayectoria, de la Municipalidad de Almirante Brown (diciembre de 2000), entre otros.



Que, asimismo, fue guionista de diversos espectáculos teatrales, creador del isotipo del Club Atlético River Plate en 1986, director artístico del programa televisivo “La Barra de Dolina” (1988), organizador de la Muestra Retrospectiva de Cineanimación Argentina en el Festival Internacional Annecy 95 en Francia, jurado del Festival Internacional Annecy de Cineanimación 95, invitado por la Argentina al Festival de Cine y TV de Río de Janeiro 1995, Organizador de la Muestra Retrospectiva de Cineanimación Argentina en el “Festival Internacional Tampere 97, en Finlandia, su personaje Clemente fue utilizado por el Correo Argentino como motivo en una de sus estampillas (1998), creador de los personajes, guionista y director de cortos televisivos que difundía los derechos de la infancia (Unicef).



Que fue creador y conductor del ciclo de televisión “Caloi en su Tinta” (ATC 1990 a 1999), programa dedicado a la divulgación de cortometrajes artísticos de animación, historietas, humor, diseño gráfico, ilustración y artes plásticas en general.



Que por la labor desarrollada en este ciclo fue nominado para el Premio Martín Fierro en los años 1992, 1995, 1996, 1997 y 1998, en el rubro programa cultural y ganador del mismo premio en el año 1993.



Que ese programa fue declarado de “Interés Cultural y Educativo” por la Secretaría de Cultura de la Nación, la Subsecretaría de Cultura de la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, la Secretaría de Cultura de la Provincia de Buenos Aires, el Instituto Nacional de Cinematografía; las municipalidades de Lanús, General Pueyrredón y Esteban Echeverría; la Federación Argentina de Clubes de Barrio; el Fondo Nacional de las Artes y la Honorable Cámara de Diputados de la Nación entre otros.



Por lo expuesto, esta Comisión de Cultura y Comunicación Social aconseja la sanción de la siguiente

LEY 1410



Artículo 1°.- Declárase Personalidad Destacada de la Ciudad de Buenos Aires en el campo de la Cultura al artista Carlos Loiseau 'Caloi' .



Art. 2 °.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión: 28 de julio de 2004

LA PORTA, Norberto; FARIAS GOMEZ, Juan; ONEGA, Mirta y POLIMENI, María Florencia.
Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración. 


Se va a votar.

- Sin observación, se vota y aprueba en general y particular.

Sr. Presidente (De Estrada).- Queda sancionada la ley. 

Leyes cuya aprobación requiere treinta y un votos

Emplazamiento de esculturas en el Paseo de las Esculturas, sito en Av. Boedo

Sr. Presidente (De Estrada).- Conforme al plan de labor, corresponde considerar el Despacho 491, ley de segunda lectura cuya aprobación requiere de treinta y un votos.

DESPACHO 491

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente Nro. 1261-D-2003, iniciado por el diputado Finvarb, quien propicia el emplazamiento de esculturas en el Paseo de las Esculturas de la Avenida Boedo, y

Considerando:



Que el 5 de agosto de 2000 esta Legislatura aprobó la Ley 494 (promulgada el 14/09/00      –BOCBA N° 1035– 26/9/00), por la cual se creaba el Paseo de las Esculturas sobre ambas aceras de la Avenida Boedo, entre las Avenidas San Juan e Independencia, en el barrio de Boedo;



Que desde entonces, la Junta de Estudios Históricos de Boedo y muchas otras instituciones y organizaciones del barrio trabajaron en conjunto para materializar el Paseo;



Que hoy se está en condiciones de dar cumplimiento a una primera etapa, con el emplazamiento de seis obras de los artistas Alberto Belietti, Francisco Reyes, Leo Vinci, Antonio Oriana, Arturo Álvarez Lomba y Oscar de Bueno. Dos de las obras son donaciones de las respectivas familias de los escultores Belietti y Reyes, ya fallecidos. El resto, donaciones directas de los creadores; 



Que los propietarios de los inmuebles frente a los que se emplazarán las esculturas ya expresaron su apoyo a la iniciativa, y la información adicional que se adjunta a este Proyecto (antecedentes de los escultores, detalles de las obras, etc.) nos eximen de mayores fundamentaciones;



Que se ha cumplido con lo dispuesto en los Arts. 89, inc. 3, y 90 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, realizándose la Audiencia Pública el 21 de mayo de 2004; 



Por lo expuesto, esta Comisión de Cultura y Comunicación Social aconseja la sanción de la siguiente

LEY 1411



Artículo 1°.- Acéptase la donación de la escultura “Cholita”, de Francisco Reyes, autorizando su emplazamiento frente al inmueble de Avenida Boedo 853, en concordancia con la Ley 494.



Art.2° .- Acéptase la donación de la escultura “Testimonio”, de Alberto Belietti, autorizando su emplazamiento frente al inmueble de Avenida Boedo 966, en concordancia con la Ley 494.



Art. 3º.- Acéptase la donación de la escultura “La Bestia”, de Oscar de Bueno, autorizando su emplazamiento frente al inmueble de Avenida Boedo 878, en concordancia con la Ley 494.



Art. 4º.- Acéptase la donación de la escultura “Interiores”, de Arturo Álvarez Lomba, autorizando su emplazamiento frente al inmueble de Avenida Boedo 901, en concordancia con la Ley 494.



Art. 5º.- Acéptase la donación de la escultura “Tango íntimo”, de Leo Vinci, autorizando su emplazamiento frente al inmueble de Avenida Boedo 883, en concordancia con la Ley 494.



Art. 6º.- Acéptase la donación de la escultura “Súplica”, de Antonio Oriana, autorizando su emplazamiento frente al inmueble de Avenida Boedo 944, en concordancia con la Ley 494.



Art. 7° .- Comuníquese, etc. 

Sala de la Comisión: 14 de julio de 2004

LA PORTA, Norberto; FARÍAS GÓMEZ, Juan; BIDONDE, Héctor; ONEGA, Mirta; PÉREZ, Marina y POLIMENI, María Florencia.

Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración en general. 


Se va a votar.

- Sin observación, se vota y aprueba

Sr. Presidente (De Estrada).- Por cuarenta y tres votos, queda aprobada en general la ley.

En consideración en particular los artículos 1° a 6°. 

Se van a votar.

- Se votan y aprueban.

Sr. Presidente (De Estrada).- Por la misma mayoría, quedan aprobados en particular los artículos 1° a 6° de la ley.


El Artículo 7° es de forma.

Queda sancionada la ley. 

Preferencia con despacho 

Convenio entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad sobre el destino del predio donde funcionara la Escuela de Mecánica de la Armada

Sr. Presidente (De Estrada).- Corresponde considerar el Despacho 512, con solicitud de tratamiento preferencial para la sesión del día de la fecha, que tiene tres observaciones de los diputados Busacca, Borrelli, Godoy y Michetti. 

DESPACHO 512

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



Los Expedientes Nº 0247-D-2004, sobre “Tratamiento de la restitución del predio de la Escuela de Mecánica de la Armada al Gobierno de la Ciudad para la instalación del Instituto Espacio para la Memoria", iniciado por los diputados Marcelo Godoy y Helio Rebot; Nº 0629-J-2004, sobre “Tratamiento del Convenio Nº 8/04 celebrado entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires sobre el destino del predio donde funcionara la Escuela de Mecánica de la Armada”, iniciado por el Jefe de Gobierno; Nº 0671-D-2004, sobre “Tratamiento del emplazamiento del Museo de la Reconciliación en el edificio de la Escuela de Mecánica de la Armada”, iniciado por el diputado Jorge Enríquez; Nº 1068-D-2004, sobre “Tratamiento de la transferencia a la órbita nacional y la creación del espacio para la memoria y para la promoción y defensa de los derechos humanos, por tratarse de un asunto de interés federal”, iniciado por los diputados Mario Morando y Jorge Mercado; y Nº 1353-D-2004, sobre “Aprobación del Convenio 8/04 para la creación de un Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos”, iniciado por las diputadas Noemí Oliveto y Susana Etchegoyen.

Considerando:



Que con fecha 24 de marzo de 2004 el señor Presidente de la Nación Argentina, doctor Néstor Carlos Kirchner, en representación del Estado Nacional y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, representada por su Jefe de Gobierno, doctor Aníbal Ibarra, suscribieron el denominado Acuerdo entre el Estado Nacional y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para la Construcción del Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos en el Predio de la “ESMA” registrado bajo el Nº 8/04.



Que de conformidad a lo previsto en el artículo 80, inciso 8 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es atribución de la Legislatura de la Ciudad aprobar los convenios que celebra el Jefe de Gobierno, extremo que aparece inserto en la cláusula Séptima del “Acuerdo” precisado.



Que dicha previsión dio origen al citado Expediente No. 0629-J-2004, en el cual el señor Jefe de Gobierno de la Ciudad propone la aprobación del expresado convenio.



Que se comparten todos y cada uno de los conceptos vertidos por el señor Jefe de Gobierno en su mensaje de elevación.



Que, sin perjuicio de remitirnos al contenido de dicho mensaje y a los propios considerandos del Convenio suscrito por los doctores Kirchner e Ibarra y cuya aprobación se propicia, se ha de resaltar que el acuerdo tiene un marcado contenido histórico que se sustenta en el reconocimiento de la aplicación de un plan metódico de imposición del terror y de eliminación física de miles de habitantes de la Patria sometidos a secuestros, privaciones ilegítimas de la libertad, reducción a servidumbre y torturas, llevado a cabo a partir del 24 de marzo de 1976, período en el que la Constitución Nacional y los principios del Estado de Derecho fueron sustituidos por sistemáticos crímenes de Estado, que importan delitos de lesa humanidad, agravian la conciencia ética universal y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 



Que en las dependencias donde se hallaba en ese período la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) funcionó el más grande centro clandestino de detención y exterminio, asiento del grupo de tareas GT.3.3.2., en donde se produjo la tortura y muerte de alrededor de cinco mil hombres y mujeres de todas las edades, así como una maternidad clandestina que sirvió de base a la sistemática y perversa apropiación de los niños que dieron a luz las prisioneras embarazadas, muchos de los cuales aún están privados del derecho a conocer su identidad. 



Que absolutamente todo el predio ocupado entonces por las dependencias de la Armada estuvo dedicado a esos fines horrorosos, cuyas dolorosas y trágicas secuelas aún persisten, como se desprende del testimonio de los sobrevivientes, de lo que resulta prácticamente imposible que quienes allí se desempeñaron, no tuvieran noticias de lo que en el predio estaba sucediendo. 



Que si bien, tal como ha quedado fehacientemente documentado en el Informe de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep), hubo un gran número de centros clandestinos de detención, la ESMA puede ser considerada como una verdadera “fábrica” de obtención de información “operativamente valiosa” en la medida en que se sustentó en la utilización de la tortura irrestricta, reiterada e ilimitada, aunque en un formato “profesional” y “altamente racional” en comparación con otros centros clandestinos de detención, en los que era visible el uso de la tortura y la muerte a través de “rituales purificadores” más cercanos a una cruzada que a un horroroso ejercicio de inteligencia militar. La alusión a los conceptos “racional” o “profesional” no intenta otro propósito que recuperar la especificidad de lo que representó y aún representa la ESMA, dando un ejemplo cabal del plan sistemático aplicado, en la Nación Argentina, durante el período en el que gobernó la Junta Militar. (Calveiro, Pilar: Poder y Desaparición. Los campos de concentración en la Argentina. Ed. Colihue, Buenos Aires, 2001)



Que es responsabilidad de las instituciones de la República mantener el recuerdo permanente de esta cruel etapa de la historia argentina como ejercicio de la memoria con el fin de enseñar a las actuales y futuras generaciones las consecuencias irreparables que trae aparejada la sustitución del Estado de Derecho mediante la aplicación de la violencia ilegal por quienes ejercen el poder del Estado, para evitar que el olvido sea caldo de cultivo de cualquier repetición de hechos que repugnan al sentido democrático más básico. 



Que tal como planteara el jefe de la Armada, Almirante Jorge Godoy, en su discurso del 3 de marzo de 2004 en conmemoración del 147° aniversario de la muerte del Almirante Guillermo Brown, la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) fue utilizada “para la ejecución de hechos calificados como aberrantes y agraviantes a la dignidad humana, la ética y la ley, para acabar convirtiéndose en un símbolo de barbarie e irracionalidad”. Asimismo, “así como no puede ocultarse el sol tras un harnero, no pueden esgrimirse argumentos válidos para negar o excusar la comisión de hechos violentos y trágicos en ese ámbito. Hechos que nadie podría justificar, aun en las gravísimas circunstancias vividas”.



Que el Poder Ejecutivo Nacional ha manifestado su firme voluntad de consagrar las dependencias donde funcionara la ESMA como Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, estando ya en marcha el proceso de desafectación del predio a las actuales instituciones que hoy todavía realizan sus actividades en el mismo, tal como lo solicitaran a lo largo de 20 años los sobrevivientes, familiares de las víctimas, organismos de derechos humanos y población en general, desafectación que fue corroborada por el Secretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, Dr. Eduardo Luis Duhalde, a la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, en la reunión del día 8 de junio de 2004. 



Que en el mismo sentido, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha sentado como principio que el predio donde estuviera la ESMA debe ser consagrado a tareas de recuperación, resguardo y transmisión de la memoria e historia de los hechos ocurridos durante el Terrorismo de Estado, a finales de los años ‘70 y principios de los ’80, hasta la recuperación del Estado de Derecho, a través de la Ley Nº 392, de 1º de junio de 2000, por la que se revoca la cesión efectuada al entonces Ministerio de Marina en relación al predio en cuestión (art.1º) y se destinan los edificios donde funcionó la Escuela de Mecánica de la Armada a la instalación del denominado “Museo de la Memoria” (art.2º), ratificando la Resolución 50.318/1996 del entonces Concejo Deliberante de la Ciudad de Buenos Aires, y la Ley Nº 961, que crea en el ámbito de la Ciudad el Instituto Espacio para la Memoria. 



Que de tal manera, el destino que se asigne al predio y a los edificios donde funcionó la ESMA formará parte del proceso de restitución simbólica de los nombres y de las tumbas que les fueran negados a las víctimas, contribuyendo a la reconstrucción de la memoria histórica del pueblo argentino, para que el compromiso con la vida y el respeto irrestricto a los Derechos Humanos sean valores fundantes de una nueva sociedad justa y solidaria.



Que ya existe una comisión del Poder Ejecutivo Nacional integrada por el Secretario General de la Presidencia, Dr. Oscar Parrilli, la arquitecta Graciela Oporto, del Ministerio de Planificación, representantes de la Secretaría de Derechos Humanos y del Ministerio de Defensa, que ha establecido un cronograma para el traslado de la totalidad de las distintas dependencias e instituciones del predio, en los términos en que vaya siendo factible la ubicación en otros sitios.



Que ya se han efectuado transferencias de partidas desde la Jefatura de Gabinete de la Nación hacia el Ministerio de Defensa para realizar distintas construcciones alternativas que se deben efectuar para los traslados, estableciéndose como fecha límite de esta fase el 31 de octubre del presente año. 



Que el Secretario de Derechos Humanos ha informado también que el traslado de la Escuela de Marina Mercante se encuentra muy avanzado y que se está trabajando en el traslado de los edificios de la Escuela de Mecánica de la Armada y de la Escuela Superior de Guerra Naval.



Que ya se ha constituido la Comisión Bipartita integrada por representantes de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, y de la Subsecretaría de Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.



Que ya han comenzado los trabajos de estudio sobre el lugar con un equipo de agrimensores y arquitectos del Gobierno de la Ciudad para ir efectuando mediciones sobre el terreno y un análisis sobre el destino, la refacción y el mantenimiento de sus edificios. 



Que, asimismo, la Comisión Bipartita está convocando a los Organismos no gubernamentales de Derechos Humanos, familiares de las víctimas, personas que sufrieron detención-desaparición en el predio y otras organizaciones representativas de la sociedad civil (asociaciones y colegios profesionales, instituciones educativas, organizaciones sindicales, asambleas barriales, comisiones de la memoria, organismos vecinales, centros de estudiantes y otras instituciones de la comunidad) a presentar propuestas y proyectos para la utilización de las instalaciones del Espacio para la Memoria y para la Promoción Y Defensa de los Derechos Humanos. 



Que existe un propósito claro de que el Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos tenga una fuerte impronta educativa y cultural, tal como queda reflejado en las atribuciones del Instituto “Espacio para la Memoria” (Ley 961, art.3º): “recopilar, sistematizar y conservar el material documental y testimonial correspondientes a la época pertinente, el que pasará a integrar el acervo patrimonial del Instituto “Espacio para la Memoria”; promover redes de información con otros centros, institutos o dependencias estatales o no, sean nacionales, provinciales o internacionales, académicas o sitios digitales que tuvieren intereses comunes o realizaran actividades complementarias con su misión y función en la Ciudad; recuperar los predios o lugares en la Ciudad donde hubieran funcionado Centros Clandestinos de Detención o hubieran ocurrido otros acontecimientos emblemáticos de la época, promoviendo su integración a la memoria urbana; realizar exhibiciones o muestras, eventos de difusión y de concientización sobre el valor de los derechos humanos vulnerados durante la etapa del Terrorismo de Estado, sus consecuencias y la reafirmación del NUNCA MÁS; promover actividades participativas sobre temas de su incumbencia y realizar publicaciones gráficas, audiovisuales o por medios digitales; realizar cursos, conferencias, tareas de capacitación, de estudio e investigación o promover o auspiciar la de terceros; integrar a su plan de trabajo las actividades que la Comisión Pro Monumento a las Víctimas del Terrorismo de Estado, creada por Ley Nº 46, le derive para su realización y sea aceptado por el Instituto 'Espacio para la Memoria'“.



Que el Informe solicitado a la Escribanía General del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en razón de las diferencias de superficie existentes en el terreno que ocupara la ESMA y la escritura por la cual se adquirieron dichos terrenos, despeja toda duda ya que es concluyente respecto a que “las diferencias de metraje de la superficie a restituir han sido previstas en el convenio y no afectan su validez, correspondiendo por lo tanto su aprobación”;



Que ha sido reafirmada la voluntad el Presidente de la Nación y Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas expresada en el Convenio Nº 8/04 de referencia así como la del Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, se han despejado de manera minuciosa todas las dudas jurídicas respecto al traspaso del predio, que existe ya un cronograma para la desafectación del mismo de todas las dependencias e instituciones relacionadas con esa etapa oscura y dolorosa de nuestra historia y que se encuentra ya constituida y trabajando la Comisión Bipartita en los términos estipulados en el Convenio;



Por lo expuesto, en concordancia con lo suscrito por el señor Jefe de Gobierno y lo solicitado por éste en el expediente No 629-J-2004, las Comisiones de Relaciones Interjurisdiccionales y Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación aconsejan la sanción de la siguiente 

LEY 1412



Artículo 1º.- Apruébase el Convenio Nº 8/04, suscripto entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el día 24 de Marzo de 2004 y cuyo objeto es que el destino del predio sito en la Avenida del Libertador Nº 8151/8305/8401/8461, donde funcionara el Centro Clandestino de Detención identificado como “Escuela de Mecánica de la Armada” – ESMA- sea el “ESPACIO PARA LA MEMORIA Y PARA LA PROMOCIÓN Y DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS.”



Art. 2º.- Comuníquese, etc. 

Sala de las Comisiones: 28 de julio de 2004

OLIVETO, Noemi; CANTERO, Fernando; CORTINA, Roy; VELASCO, Juan Manuel y CARUSO, Alicia.

AMEIJEIRAS, Carlos; BETTI, Daniel; LA RUFFA, Silvia y TALENTO, Francisco.

OBSERVACIÓN AL DESPACHO 512



Conforme a lo establecido en el artículo 169º del Reglamento Interno de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la Resolución 13-JIR-98 se presenta la siguiente observación al despacho Nº 512 de las comisiones de Relaciones Interjurisdiccionales y de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación.

Considerando:



Que el despacho de referencia aconseja la aprobación del convenio Nº 8/04 suscripto entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por el cual se destina el predio sito en la Avenida del Libertador Nº 8151/8305/8401/8461, al “Espacio para la memoria y para la promoción y defensa de los derechos humanos”,



Que la implementación de esta medida puede acarrear la desafectación total de los actuales usos del predio que desde 1925 ocupa la Armada Argentina en la Ciudad de Buenos Aires y en el cual tiene gran preponderancia el Polo Educativo Naval que alberga diversos institutos educativos civiles y militares; 



Que en efecto, allí tienen su sede el Liceo Naval “Almirante Brown”, la Escuela de Suboficiales, la Dirección de Educación Naval, la Escuela de Guerra Naval, la Biblioteca Central de la Armada, el Centro de Estudios Estratégicos, la Escuela Nacional de Náutica “Manuel Belgrano” y la Escuela Nacional Fluvial “Comodoro Somellera”;



Que el Liceo Naval “Almirante Brown” es un instituto de enseñanza media de la Armada para jóvenes de ambos sexos, que otorga el título de bachiller en ciencias naturales y como complemento el de piloto de Yate y motor, además de guardiamarina de la reserva naval. Este liceo finalizó su mudanza desde Río Santiago en 2000. Su plantel asciende a 296 personas;



Que la Escuela de Suboficiales de la Armada, que forma a los aspirantes a futuros suboficiales de la Armada, se encuentra actualmente en proceso de traslado a la Base Naval de Puerto Belgrano, formándose actualmente el 40% de los alumnos dentro del complejo educativo. Forman parte de él 1.175 personas;



Que la Dirección de Educación Naval reúne todas las escuelas pertenecientes a la Armada Argentina con asiento en la zona Buenos Aires, bajo un concepto de campus académico, en el cual y a fin de obtener la mejor relación costo/beneficio, concentra la mayor cantidad de elementos comunes como los servicios básicos (comedor, cocina, dormitorio, lavadero, etc.). Su plantel asciende a 129 personas;



Que la Escuela de Guerra Naval brinda maestrías abiertas a la comunidad (Logística, Dirección de Organizaciones y Estrategia), tiene a su cargo la biblioteca central de la Armada con 45.000 volúmenes y lleva a cabo actividades interdisciplinarias con alumnos del ISEN, y de las universidades de Salvador, Católica Argentina, Buenos Aires, La Plata y Morón. Total: 183 personas;



Que el Centro de Estudios Estratégicos constituye un centro de estudios e investigación con el objetivo de incrementar y profundizar los conocimientos de carácter estratégico en los diversos campos de acción sobre temas navales, marítimos, militares, nacionales e internacionales. Total: 19 personas;



Que la Escuela Nacional de Náutica “Manuel Belgrano” forma en cuatro años a los oficiales de la Marina Mercante, de ambos sexos, de 18 a 23 años, para tripular buques de ultramar. Esta unidad académica otorga títulos reconocidos por la Organización Marítima Internacional y cuenta con moderno instrumental para la capacitación, como lo son los cuatro simuladores para máquinas, seguridad marítima, radar y puente de mando. Su plantel está integrado por 383 personas Además, durante 2003 asistieron 2.606 alumnos a 219 cursos. Por su parte, la escuela finalizó su mudanza desde Retiro en marzo de 2003;



Que la Escuela Nacional Fluvial “Comodoro Somellera” forma en cuatro años a los futuros oficiales de la Marina Mercante para tripular buques de navegación fluvial en cubierta y máquinas. Este Instituto centraliza todos los cursos correspondientes a la carrera de Oficial de la Marina Mercante Fluvial. Plantel estable: 225 personas. Por su parte, en el ciclo lectivo 2003 contó con 1.339 alumnos distribuidos en 15 cursos. Esta escuela finalizó su mudanza desde dársena sur en 2000;



Que en resumen, la planta de personal de todo el predio que ocupa la Armada está conformada por aproximadamente 600 oficiales y suboficiales del interior del país destinados en Buenos Aires que se alojan en un pabellón del predio, 500 docentes, 170 civiles, 1.500 alumnos estables y 3.300 alumnos rotativos, lo que hace un total general aproximado de 6.000 personas en todos los institutos;



Que el predio abarca en su totalidad diecisiete (17) hectáreas, dentro de las cuales los edificios que albergan los institutos detallados y otras instalaciones ocupan aproximadamente setenta mil metros cuadrados (70.000 m2) construidos;



Que nos hemos visto obligados a formular este detalle habida cuenta que el dictamen de las comisiones soslaya groseramente el análisis de estas cuestiones como si el predio que se pretende desalojar fuese un predio baldío y no un centro educativo en pleno funcionamiento;



Que so pretexto de que el desalojo de los Institutos del Polo Educativo Naval es una decisión política ya tomada por el Poder Ejecutivo Nacional y por el Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires –como se alega en el despacho- la misma debe reunir condiciones mínimas de razonabilidad y viabilidad, sin las cuales podría convertirse en una decisión arbitraria y perjudicial para una comunidad educativa significativa en la Ciudad de Buenos Aires; 



Que resulta lógico pensar que semejante complejo educativo no puede desmantelarse de un día para otro sin afectar derechos e intereses legítimos de las personas involucradas en las distintas actividades que allí se realizan;



Que al respecto, el despacho 512 afirma que “ya existe una comisión del Poder Ejecutivo Nacional integrada por el Secretario General de la Presidencia, Dr. Oscar Parrilli, la arquitecta Graciela Oporto, del Ministerio de Planificación, representantes de la Secretaría de Derechos Humanos y del Ministerio de Defensa que ha establecido un cronograma para el traslado de la totalidad de las distintas dependencias e instituciones del predio, en los términos en que vaya siendo factible la ubicación en otros sitios”;



Que a pesar de dicha afirmación tal cronograma no ha quedado explicitado en el dictamen en análisis, existiendo para nuestro conocimiento y el del público en general tan sólo vagas manifestaciones periodísticas de distintos funcionarios –a veces contradictorias- sobre plazos de mudanza y expectativas de reinstalación, lo que nos permite concluir que rige la mayor improvisación en esta materia;



Que en el despacho también se afirma que “… ya se han efectuado transferencias de partidas desde la Jefatura de Gabinete hacia el Ministerio de Defensa para realizar distintas construcciones alternativas que se deben efectuar para los traslados estableciéndose como fecha límite de esta fase el 31 de octubre del presente año.”



Que sacando el caso de la Escuela de Suboficiales de la Armada que desde 1998 está en proceso de traslado a Puerto Belgrano merced a lo dispuesto en el Decreto PEN Nº 8/98, el resto de los institutos civiles y militares están con su capacidad completa y en pleno desarrollo de sus respectivos ciclos lectivos y sin perspectivas ciertas de funcionar en “construcciones alternativas”, a pesar de lo que se afirma en el despacho 512; 



Que esto es irrefutablemente así por cuanto la única partida presupuestaria confirmada que se destinó al proceso de desmantelamiento del complejo educativo de la Armada es la que se efectivizó mediante Decisión Administrativa Nº 225/2004 de la Jefatura de Gabinete de Ministros (B.O. Nº 30.410, 28/5/04) por la cual se incrementó en $ 6.116.000 el presupuesto del Estado Mayor General de la Armada;



Que dicha partida tiene como destino específico las obras que faltan para completar la construcción de la Escuela de Suboficiales en Puerto Belgrano, pero no para reinstalar el resto de los institutos;



Que ello así, en virtud de los considerandos de la Decisión Administrativa Nº 225/2004 donde se puede leer “que resulta necesario adecuar los créditos vigentes de la Jurisdicción 45 –Ministerio de Defensa, Subjurisdicción 22 –Estado Mayor General de la Armada- (…) como consecuencia de la necesidad de adelantar el traslado de la Escuela de Suboficiales de la Armada a su nueva sede en la base Naval Puerto Belgrano, la cual aún se encuentra en construcción”;



Que además de la citada transferencia, no ha sido posible identificar ninguna otra asignación presupuestaria por parte del PEN o del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires para desmantelar el predio, por lo que la afirmación contenida en el despacho 512 de que “ya se han efectuado transferencias de partidas desde la Jefatura de Gabinete de la Nación (…) para realizar distintas construcciones alternativas…” aparece a todas luces como errónea o maliciosa ya que el objeto de los seis millones de pesos claramente es completar una obra que está presupuestada hace muchos años y no para construir los nuevos edificios que habrían de albergar a los institutos;



Que, salvo que las autoridades nacionales o locales tengan pensado que todos los institutos civiles y militares que hoy funcionan en el complejo educativo de la Armada pasen a funcionar en la Base Naval de Puerto Belgrano, con seis millones de pesos no se puede ni remotamente afrontar los gastos, que según estimaciones oficiales costarán al estado nacional por lo menos cien (100) millones de pesos, la mayor parte de ellos destinados a la construcción de los nuevos edificios para reemplazar a los que hoy funcionan en óptimo estado en el predio de la Avenida del Libertador;



Que a modo de ejemplo sobre el coste que puede tener construir nuevos edificios para todos los institutos, la nueva escuela de suboficiales que se está construyendo hace cinco años en Puerto Belgrano está presupuestada en veintiocho (28) millones de pesos;



Que no existiendo otra partida del PEN ni aclaración alguna en el despacho sobre otros fondos disponibles para el traslado de los institutos, es forzoso pensar que el desmantelamiento del complejo educativo se torna de imposible cumplimiento y mucho menos, antes del 31 de octubre de 2004, fecha que habría comprometido el Secretario de Derechos Humanos de la Nación el día 8 de junio de 2004 frente a la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales de esta Legislatura y que recepta el dictamen; 



Que en dicha oportunidad, el Secretario de Derechos Humanos de la Nación también habría asegurado, de acuerdo a lo expresado en el dictamen 512, que el traslado de la Escuela de Marina Mercante se encuentra muy avanzado y que se está trabajando en el traslado de los edificios de la Escuela de Mecánica de la Armada y de la Escuela Superior de Guerra Naval;



Que, amén de que estas afirmaciones no se encuentran respaldadas en plan de ejecución de obras alguno, ya sea para la mudanza a edificios pre existentes o para edificios por construirse, los dichos del señor Secretario han sido refutados reiteradamente por los afectados por esta medida, entre otros, los padres de los estudiantes de la Escuela Nacional Fluvial (Marina Mercante), quienes ante la falta de definiciones se presentaron ante la Justicia con distintos recursos;



Que resulta evidente que la cuestión de los fondos necesarios para desmantelar el complejo educativo y reubicarlo en otra u otras localizaciones y el cronograma respectivo es una cuestión que no ha sido eficientemente abordada en el dictamen en cuestión ni por los funcionarios nacionales y locales a cargo de esta tarea, a pesar de la participación que le corresponde a la Ciudad de Buenos Aires en tal cometido;



Que en efecto, además de la comisión del Poder Ejecutivo Nacional antes señalada se encuentra prevista otra de carácter específico en la cláusula tercera del convenio Nº 8/04 (Comisión Bipartita) integrada por representantes de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación y de la Subsecretaría de Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires cuya “… finalidad es supervisar las tareas de desocupación y traspaso del predio (…) que deberá efectuarse antes del 31 de diciembre de 2004…”



Que esta Comisión Bipartita está habilitada “… para elevar sus propuestas y conclusiones antes del 31 de diciembre del año en curso” (cláusula quinta) sin especificarse ante quien se efectuaría dicha elevación;



Que la cuestión adquiere relevancia cuando de la delimitación final del espacio para la memoria se refiere, ya que por interpretación taxativa de la cláusula primera del convenio Nº 8/04, a tal fin podría destinarse todo el predio de 17 has. “o la fracción que de él se delimite”;



Que en caso que esta Legislatura apruebe el despacho 512 tal como está redactado, no estará ejerciendo la facultad contenida en la cláusula primera del convenio de delimitar el lugar donde funcionará el Museo de la Memoria y entonces, dicha delimitación quedaría a cargo de una Comisión creada por un convenio, instrumento que además no define ante quien está obligada la Comisión a elevar sus conclusiones, que podrían importar el establecimiento de nuevos usos no previstos en la actual zonificación para todo o parte del predio, menester que es de competencia original y exclusiva de esta Legislatura (Art. 81º inciso 3 de la Constitución de la CABA); 



Que esta situación anómala tampoco ha sido abordada por el dictamen en estudio dejando abierta así una potencial fuente de controversia para el futuro que puede llegar a un conflicto de poderes entre el Ejecutivo y el Legislativo de la Ciudad en caso de que dicha Comisión Bipartita no produjera la elevación a la Legislatura, extremo al que como ya hemos visto, no está obligada;



Que además de esta participación que le cabe al Ejecutivo de la Ciudad de Buenos Aires en la conformación de la Comisión Bipartita, debemos citar también la posible erogación de fondos para la construcción de uno de los institutos educativos;



Que efectivamente, más allá que la Armada Argentina y sus institutos funcionen bajo la órbita del gobierno nacional, trascendió por versiones periodísticas la voluntad del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires de solventar la construcción de un edificio alternativo para el Liceo Naval en su actual predio de deportes, erogación que impactará directamente en el presupuesto porteño y por ende, se vuelve una cuestión de interés y preocupación para todos los vecinos de la ciudad de Buenos Aires;



Que sin entrar a opinar sobre el fondo de la cuestión, sería materialmente imposible que tal construcción estuviera en condiciones de ser utilizada para el inicio del año lectivo 2005, habida cuenta de los requisitos legales y burocráticos que una obra de esta magnitud debe cumplir para ser llevada adelante;



Que a pesar de la índole de esta iniciativa, el expediente no cuenta con el despacho pertinente de la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria de esta Legislatura, de acuerdo a lo que manda el Art. 134º del Reglamento interno;



Que tampoco intervino la Comisión de Educación de esta Legislatura –aunque más no sea para el caso del desalojo de los institutos educativos civiles que funcionan en el predio– a pesar de los preceptos constitucionales que hablan de que “la ciudad reconoce y garantiza un sistema educativo inspirado en los principios de la libertad, la ética y la solidaridad, tendiente a un desarrollo integral de la persona en una sociedad justa y democrática” (Art. 23º de la Constitución de la CABA);



Que esta situación es fruto en definitiva, de la aprobación del convenio tal cual está sin efectuarse por parte de esta Legislatura la delimitación a que habilita él mismo en su cláusula primera, lo que permitiría conjugar dos expectativas legítimas: un espacio adecuado para el espacio de la memoria y que los institutos educativos permanezcan en el lugar;



Que en suma, visto que no ha quedado acreditado en el expediente la disponibilidad de fondos suficientes para atender el traslado y reubicación de los institutos educativos civiles y militares; que no ha quedado explicitado el cronograma de desafectación del predio atendiendo a dicha realidad; que de avanzarse en ese sentido serían seriamente afectados los derechos e intereses de miles de estudiantes y trabajadores que verían frustradas sus expectativas educacionales y laborales; que el despacho no ejerce la facultad de delimitar el predio como establece la cláusula primera del mismo delegando dicha responsabilidad en una comisión cuyas competencias y facultades pueden originar un conflicto de poderes entre esta Legislatura y el Poder Ejecutivo de la Ciudad; que como consecuencia del posible traslado de los institutos el Gobierno de la ciudad afrontaría los gastos de construcción del nuevo Liceo Naval sin que esta cuestión haya sido abordada por las comisiones pertinentes en esta Legislatura, se aconseja:



La vuelta del despacho a las comisiones de asesoramiento respectivas y el giro adicional a las Comisiones de Educación, de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria y de Planeamiento Urbano.

BORRELLI, Martín.

OBSERVACIÓN AL DESPACHO 512 



Se deja constancia que la presente observación cumple con el Artículo 5º de la Resolución 13, sobre las normas relativas a la presentación de observaciones a los despachos de las Comisiones o Juntas. 



Considerando, que el presente despacho, suscripto por algunos de los diputados pertenecientes a las Comisiones de Relaciones Interjurisdiccionales y Derechos Humanos Garantías y Antidiscriminación, persigue por objeto la aprobación de un convenio con el Estado Nacional para la creación del Espacio para la Memoria, para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos.



Que con fecha 24 de marzo de 2004, el Señor Presidente de la Nación Argentina, doctor Néstor Carlos Kirchner, en representación del Estado Nacional, y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, representada por su Jefe de Gobierno, doctor Aníbal Ibarra, suscribieron el denominado “Acuerdo entre el Estado Nacional y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para la Construcción del Espacio para la memoria y para la promoción y defensa de los derechos humanos “en el predio de la ESMA”, todo ello bajo el convenio registrado por Nº 8/04.



Que si bien éste, convenio tiene como antecedentes jurídicos en nuestra Ciudad las leyes 392, la Resolución 50318/1996 y la ley 961, todas ellas relacionadas con la recuperación y destino del predio en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, “ESMA, así como también, para la creación del Instituto “Espacio para la Memoria”, sin embargo, el referido convenio, desconoce esta normativa, la cual se encuentra vigente, por cuanto conforme se expresa en la cláusulas tres y cuatro del texto mismo del convenio, la sola aceptación del mismo, implica no solo desconocer a las legítimas autoridades del instituto “Espacio para la Memoria” (artículo 4º Ley 961), sino que también, las referidas disposiciones avasallan la autonomía legislativa de nuestra ciudad, toda vez que contradicen y/o legislan en contraposición con lo establecido en los artículos 1º, 2º y 3º de la Ley 961.



Que en tal sentido cabe hacer notar, que la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, presidida por el Dr. Eduardo Luis Duhalde y la Subsecretaría de Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a cargo de la Señora Patricia Alegre, han asumido atribuciones propias de las autoridades del Instituto Espacio para la Memoria, toda vez que han convocado mediante edictos publicados (Diario La Nación 16.6.04), toda vez que han convocado a distintas Organizaciones No Gubernamentales, a presentar propuestas y proyectos con el objeto de establecer cual es la utilización o destino final del predio y las instalaciones donde se encuentra la Escuela de Mecánica de la Armada.



Que resulta a todas luces evidente, que los representantes de los Poderes Ejecutivos, tanto en el orden nacional, como en lo que respecta a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, han pasado por sobre la autonomía del Instituto Espacio para la Memoria desconociendo sus atribuciones y facultades, invadido competencias que son exclusivas y excluyentes del Instituto Espacio para la Memoria.. 



Que por otra parte, en el considerando Nº 10 del despacho, bajo análisis, se determina que “es responsabilidad de las instituciones de la República mantener el recuerdo permanente de las etapas crueles de nuestra historia, sobretodo de aquellas en las que el Estado Nacional fue el protagonista de las acciones de violencia”, sin embargo corresponde manifestar, que la historia debe ser recordada de manera objetiva e integral, es decir, no solo una parte de ella, sin en su totalidad, por cuanto no podemos olvidar que también en la década del ´70 algunos grupos ejercieron la violencia indiscriminada contra el pueblo argentino y sus instituciones, violando en consecuencia todos los derechos humanos de las personas, sobre todo la vida, derecho fundante, sin el cual no pueden darse los demás.



Que en el considerando 17º del despacho, se menciona que el Secretario de Derechos Humanos de la Nación, ha informado: “que el traslado de la Escuela de Marina Mercante se encuentra muy avanzado y que se está trabajando en el traslado de los edificios donde se encuentran la Escuela de Mecánica de la Armada y de la Escuela Superior de Guerra Naval”, no obstante ninguna constancia en éste sentido se acredita en el expediente en análisis. 



Que además no solo las instituciones referidas por el Dr. Eduardo Luis Duhalde se encuentran instaladas en el predio de la “ESMA, por el contrario, confluyen allí, la Escuela Nacional Fluvial, el Liceo Naval Militar Alte. Brown, Escuela de Guerra Naval, Escuela de Suboficiales de la Armada, el Centro de Estudios Estratégicos y el Instituto Universitario Naval éste último brindando educación a toda la población civil o militar, como lo hacía el CENS Nº 10 que contaba con las mejores instalaciones educativas de la ciudad para adultos que vivían en la zona, sin embargo, tuvieron que trasladarse a los sótanos del pabellón II de la Ciudad Universitaria, sin las condiciones edilicias adecuadas como para impartir una buena educación.



Que si bien existe una fuerte voluntad política por parte de las autoridades nacionales para realizar los traslados en forma inmediata, nadie ha garantizado cómo se harán los traslados y dónde quedarían instaladas las instituciones educativas que allí funcionan. 



Que tampoco se conoce quién se va a hacer cargo de los gastos que demanda este traslado, y acá cuando hablamos de traslado, nadie que haya visitado el predio o conozca las escuelas que allí se encuentran instaladas puede entender que se trata de una simple mudanza de una casa familiar, sino por el contrario, estamos hablando que cuando se muda una Institución se mudan libros, pupitres y también algunos instrumentos de alta tecnología que son específicos para la capacitación y adiestramiento de los que allí estudian, los cuales, por otra parte, en el caso de simuladores de navegación, su calibración y puesta a punto requiere de partidas presupuestarias significativas y muchas veces de especialistas y/o técnicos de otros países.



Que por otra parte, existiendo hoy en éste polo educativo, elementos y/o materiales de uso común e imprescindibles para el dictado de las clases que allí se imparten, como por ejemplo: biblioteca, gimnasio y pileta de natación, el traslado eficiente de los inmuebles del Liceo Naval, la Escuela Nacional de Náutica y la Escuela Fluvial, implicarán la construcción y/o instalación de esas infraestructuras, siendo tal procedimiento excesivamente oneroso, ya que se deberán triplicarse la construcción de esas obras infraestructuras. 



Que asimismo entendemos que al no existir racionalidad, en cuanto al tiempo en que se pretende llevar adelante la desocupación de todas las instituciones educativas allí radicadas, conforme al plazo establecido en la cláusula 3ª el convenio, tal desocupación se producirá indefectiblemente antes del 31 de diciembre de 2004, por lo tanto resultará por además oneroso el traslado así ejecutado, aspecto éste que fuera reconocido por el Secretario de Derechos Humanos de la Nación el Dr. Eduardo Luis Duhalde, en su visita a ésta Legislatura, al expresar: “Voy a formular una hipótesis fantasiosa: si la legislatura de la Ciudad tardara tres años en aprobar este convenio, el cronograma de desocupación tal vez sería otro y el Estado Nacional reduciría los costos que hoy tiene para producir una rápida desocupación”, de lo expuesto solo resta citar el principio jurídico por el cual se dice: a confesión de parte, relevo de prueba.



Que en consecuencia, el objeto de éste Convenio, ya no se circunscribe únicamente a la simple recepción de un predio, sino que al aceptarse el mismo, éste se encuentra ocupado por diversas instituciones educativas, con ciclos de estudio en curso, razón por la cual, si se pretende avanzar rápidamente en el traslado de todas esas instituciones, la Ciudad de Buenos Aires en boca de su Jefe de Gobierno adelantó la posibilidad de colaborar con el Estado Nacional, en la construcción de 11.000 m2 de obra nueva para la reinstalación del Liceo Naval Militar.



Que ésta decisión, sin lugar a dudas, implica comprometer recursos económicos de la ciudad, razón por la cual, previo a la aprobación del convenio, sería conveniente que los legisladores conozcamos la veracidad e intencionalidad del Jefe de Gobierno en éste punto, toda vez que por el importe implica la referida obra, al no encontrarse presupuestado para el ejercicio 2004, debe contar con la aprobación de la Comisión de Presupuesto Hacienda Administración Financiera y Política Tributaria de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 



Que en función de lo expuesto, hubiera sido clarificador que en los considerandos del convenio se hubiera mencionado si la Ciudad compromete o no algún tipo de recurso económico para lo que implica parte del traslado, y esto lo decimos con relación a una declaración que hizo el Jefe de Gobierno donde manifestaba su voluntad de construir un nuevo edificio para que se instale el Liceo Naval “Alte. Brown.”



Que asimismo, en el considerando Nº 16 del despacho, se menciona que el Gobierno Nacional ha efectuado la transferencia de partidas presupuestarias, desde la Jefatura de Gabinete de la Nación hacia el Ministerio de Defensa, para realizar distintas construcciones alternativas que se deben realizar para efectivizar los traslados, sin embargo no existe documentación alguna en el expediente que afirme tal proceder, y si bien algún diputado podría manifestar que éste tema no es de nuestra incumbencia, no menos cierto es destacar que la recepción del predio con una cantidad significativa de institutos educativos sin destino cierto, nos involucra indirectamente en el problema.



Que para clarificar aún más ésta situación, las Escuelas Mercantes (Naval, Fluvial y especialmente la de Náutica), son auditadas anualmente por la Organización Marítima Internacional (OMI) dependiente de la ONU, de tal manera que al estar auditadas tanto en las condiciones edilicias, como académicas, el título que se otorga a los egresados de las mismas es de carácter internacional, razón por la cual, las exigencias educativas deben ser acordes con las reglas y principios internacionales que se dictan para este tipo de carreras, no pudiendo cada país que pretenda hacer valer los títulos de sus egresados fuera de la jurisdicción nacional, no cumplir con las directivas se sancionan en esta materia.



Que al respecto cabe hacer notar, hace seis meses se realizaron las auditorías respectivas, las cuales resultaron positivas, por lo tanto si éstas escuelas se mudaran nuevamente a sus anteriores instalaciones, tendríamos un inconveniente no singular, ya que no contarían con el aval de la OMI, lo que implica que indefectiblemente se deberán construir nuevas instalaciones conforme a las pautas y requerimientos internacionales.



Que por otra parte y más allá de lo expuesto anteriormente, existe una cuestión legal no menos importante que debe ser considerada en este expediente. Por el Decreto 3696 de fecha 8 de agosto de 1958 el Poder Ejecutivo Nacional transfirió con carácter definitivo a la Universidad de Buenos Aires los terrenos destinados al emplazamiento de los edificios y otras construcciones de sus facultades e institutos y demás dependencias de la Ciudad Universitaria de Buenos Aires, al desafectarse de los destinos anteriores que estaban determinados para dichos terrenos, en virtud de lo dispuesto por el decreto del Poder Ejecutivo Nacional 25.256/45, no se advirtió la situación de la ley 13.895 promulgada el 24 de noviembre de 1949. 



Que en consecuencia, el Ministerio de Defensa Nacional necesitaba contar con espacio suficiente en la ribera y un espejo de agua de profundidad adecuada para las necesidades del servicio naval, que habían sido previstas con anterioridad al decreto 25256/45, las autoridades navales formulando previsiones tendientes a satisfacer nuevos requerimientos, como ser: Ampliación de la Escuela de Mecánica de la Armada y Escuela de Minería; Instalación de la Escuela de Personal Subalterno para la Prefectura Nacional Marítima, y apostadero de embarcaciones pertenecientes a la Escuela de Mecánica de la Armada, Servicio de Hidrografía Naval y Prefectura Marítima, solicitaron la transferencia definitiva de los predios situados al N.O. por la prolongación hacia el río del eje de la avenida General Paz; al S.E., prolongación hacia el río del eje de la calle Comodoro Rivadavia, en forma paralela al eje de la Avenida General Paz y al S.O., el terraplén del Ferrocarril General Belgrano, situación que queda confirmada con los informes de catastro agregados al expediente y la ley 16067, promulgada por el decreto 10.950 del 22 de noviembre de 1961, por lo tanto, los terrenos que se pretenden transferir al Gobierno de la Ciudad pertenecen al Ministerio de Defensa, lo que significa que el Convenio resulta a todas luces inconstitucional ya que no cuenta con la aprobación del Congreso de la Nación ya que se están cediendo tierras de dominio del Estado Nacional.



Que asimismo, en el considerando 22º del despacho en cuestión, se menciona que el Escribano de la Ciudad de Buenos Aires dijo que “las diferencias de metraje de la superficie a restituir han sido previstas en el convenio y no afectan su validez, correspondiendo por lo tanto su aprobación”, si bien ello resulta verdadero, no es menos cierto que la frase se encuentra extraída del contexto de la reunión celebrada el día once de junio, ya que si leemos atentamente la Versión Taquigráfica, el Doctor Gaitán expresó: 



“El convenio, sin duda, hace referencia a un predio como un todo, independientemente de la situación jurídica notarial o el origen del predio. Ahora, si dejamos de lado ese convenio y nos remitimos a acciones que tienen como base un título, habrá que tener en cuenta la superficie que hace referencia a ese título, y en cuanto al cargo –como decía la doctora– la condición resolutoria en relación a esa superficie. Pero aquí se tratarían de dos situaciones diferentes, independientemente de realizar en el expediente un claro estudio jurídico, para que tengamos en claro cuáles son las dos situaciones. En lo particular, no tengo dudas de que el convenio hace referencia a esta superficie designada catastralmente, independientemente de la referencia al título o a la escritura antecedente. Además, quiero aclarar que distinto sería que el convenio hubiese hecho referencia al predio diciendo: ´El predio que da cuenta a la escritura número tal...´. En ese caso, tendríamos que remitirnos a esa escritura; pero como la referencia se hizo con la designación catastral, independientemente de cuál sea el origen de ese título del Estado Nacional, nos está diciendo que es ‘todo esto’”. 



Que en definitiva, de aprobarse este Convenio, nos encontraríamos frente a una situación de significativa irregularidad, porque sancionaremos un instrumento legal que técnicamente resulta inviable, porque no se ha realizado el respectivo estudio de los títulos de dominio en forma integral, tal como reconociera el Escribano de la Ciudad de Buenos Aires, por cuanto el Convenio debería haberse remitido a la escritura original, para evitar futuros conflictos jurídicos en el futuro. 



Que por otra parte, como bien dice el escribano de la Ciudad de Buenos Aires en su informe oportunamente agregado al expediente, el Estado Nacional, por la cláusula segunda del convenio, se compromete a ceder al Gobierno de la Ciudad los terrenos que oportunamente le cediera al Estado Nacional para ser destinado al Ministerio de Marina, en consecuencia, encontramos una evidente contradicción con el Artículo 1º del proyecto aprobatorio del convenio ya que el mismo determina que el predio a ceder es el situado en Avenida del Libertador Nº 8151/8305/8401/8461; por lo tanto no estamos hablando de la totalidad del predio que algunos legisladores imaginan, sino, por el contrario, estamos en presencia de recuperar las14.5ha. que originalmente se han cedido. 



Que en la totalidad de este predio, tal como consta en los croquis existentes en el expediente, coexisten tres zonas, tres lotes o tres fracciones, que responden a diferentes criterios de adjudicación o de adquisición por parte de la hoy Armada Argentina. 



Que tal como consta en todos lo documentos de trabajo obrantes en el expediente, la cesión original con cargo estaba referida, según la escritura, el decreto, la ordenanza a una superficie de aproximadamente 14 hectáreas y media. 



Que a posteriori, a esas 14 hectáreas y media, el Estado Nacional por intermedio del Ministerio de Marina, ahora el Ministerio de Defensa, le incorporan dos fracciones de terreno. Una de aproximadamente una hectárea y, la otra, aproximadamente de dos hectáreas, encontrándose las mismas situadas entre Pico, Calzadilla y Avenida del Libertador. Estas dos fracciones de terreno, fueron adquiridas con fondos propios por la Marina, el Ministerio de Defensa o el Poder Ejecutivo Nacional y, a partir de ese momento, se incorporaron directamente al patrimonio nacional, mas allá que fácticamente se anexaron en forma transitoria al predio de 14.5 ha. que se había obtenido de parte de la Ciudad de Buenos Aires.



Que con relación a las parcelas que se encuentran entre la calle Santiago de Calzadilla y Comodoro Martín Rivadavia, colindantes con la Avenida Lugones y con el borde perimetral de lo que serían las 14 hectáreas y media, que sí se cedieron oportunamente mediante escritura pública. Nuestra duda es en qué condición dominial se encuentran estas dos zonas que acabo de identificar respecto de lo que dicen sobre que el convenio abarca todo el predio, cuando estas tierras no fueron cedidas a título gratuito por la Ciudad de Buenos Aires, sino adquiridas a título oneroso por el Gobierno Nacional. 



Que por lo tanto el Convenio jamás podría referirse a todo el predio, toda vez que el Poder Ejecutivo Nacional no puede disponer por sí de inmuebles de propiedad del Estado Nacional sin contar con la aprobación del Congreso de la Nación. 



Que uno de los puntos más conflictivo sobre este convenio, que nos parece un grave error 
–no de mi parte–, es aprobar el mismo a sabiendas que en él estamos recibiendo fracciones de terrenos que nunca pertenecieron a la ciudad, ni tampoco fueron objeto de cesión por parte de la misma.



Que no podemos permitir que una ley de la ciudad apruebe un convenio que no sea acorde a derecho; mucho menos, que nos beneficiemos con tierras que son de uso del sector público nacional. 



Que entendemos que si esta cuestión queda así sancionada, muchas podrían ser las acciones por la inconstitucionalidad de la norma, y en ese caso me pregunto, qué consecuencias tendría que un Presidente devuelva tierras que la ciudad nunca entregó a la Nación. 



Que independientemente de esta cuestión jurídica, nada impedía la contratación previa a la firma del despacho, de un estudio de agrimensura, el cual hubiera podido despejar toda hipótesis o duda que hoy tenemos respecto a este punto. 



Que por otra parte, del considerando N° 8 del despacho Nº 512 puede observarse que se dice lo siguiente: … “absolutamente todo el predio entonces ocupado por las dependencias de la Armada estuvo dedicado a esos fines horrorosos, cuyas dolorosas y trágicas secuelas aún persisten, como se desprende del testimonio de los sobrevivientes, de los que resulta prácticamente imposible que quienes allí se desempeñaron, no tuvieran noticias de lo que en el predio estaba sucediendo”. Sin embargo, creemos que estas expresiones, además de resultar una imputación injuriosa a los actuales ocupantes (léase por estos estudiantes, docentes y trabajadores), resulta a todas luces una imprudente manifestación, ya que las actuales instituciones educativas que hoy funcionan en el predio en cuestión, recién se instalaron en el predio de la ESMA, a partir del año 1999 aproximadamente. 



Que si bien por los medios de comunicación, hemos tomado conocimiento que ya se han comenzado los trabajos de estudio sobre el lugar con un equipo de agrimensores y arquitectos del Gobierno de la Ciudad para ir efectuando mediciones sobre el terreno y un análisis sobre el destino, la refacción y el mantenimiento, quisiéramos saber las razones por las cuales no existe en el expediente constancia alguna de estas actuaciones que se mencionan.



Que en consecuencia, hubiera sido conveniente incorporarlas al expediente en análisis, sobre todo para saber si la Comisión de Presupuesto Hacienda Administración Financiera y Política Tributaria de la Legislatura, hubiera tenido que tomar conocimiento y dictaminar al respecto, porque todo proyecto que implique gastos debe tener giro a la misma (confirma artículo 134 Reglamento de la Legislatura). 



Que por lo tanto, si nos encontramos ante la situación de que en el predio de la ESMA una vez recuperado, hay que realizar refacciones o establecer las medidas necesarias para la manutención edilicia; no teniendo dichos rubros asignados partidas presupuestarias en el ejercicio 2004, hubiera sido conveniente la intervención de la Comisión de Presupuesto para que elabore el informe técnico respectivo a fin de saber cuánto es lo que se va a necesitar para la manutención y conservación de los edificios que se encuentran en el predio. 



Que además, si los profesionales ut supra mencionados, se encuentran analizando el destino del predio en cuestión, es decir, si se está analizando la posibilidad de darle un destino distinto al establecido por la ley 961, o si los estudios se realizan con independencia de las legítimas autoridades del Instituto Espacio para la Memoria, tal proceder al menos debería constar en el expediente, porque cuál sería el sentido de poner a trabajar un grupo de agrimensores y arquitectos para analizar el destino del predio cuando existe una normativa que claramente establece cual debe ser el destino del predio, salvo que los considerandos del despacho hayan sido redactados sin el respaldo documental que pruebe lo afirmado, como tales documentos no están agregados al expediente no cabe duda que el apuro en despachar ésta cuestión ha deslucido el trabajo que venía haciendo la Comisión al respecto.



Que para un mayor abundamiento, el expediente no cuenta con el debido informe técnico, siendo que el mismo resulta siempre necesario para el tratamiento de los despachos en esta Legislatura, cuando los mismos producen efectos inmediatos a los vecinos de la ciudad, tal como acontece en el presente. 



Que según surge del mismo artículo 168 del reglamento, el informe técnico es un análisis técnico del proyecto en cuestión, es decir en el caso que nos compete se debería realizar un estudio crítico de los méritos de la aprobación o no del convenio. Esto es así porque una ley que aprueba un convenio, como lo es el que se analiza por la presente, producirá efectos inmediatos en la población de la zona, el objeto de estas declaraciones es buscar que los vecinos del barrio vivan mejor, ese efecto no se producirá si no se hace un verdadero relevamiento de la zona, si no se hacen los correspondientes estudios de título y si no se garantiza de manera fehaciente a las actuales instituciones, que allí funcionan, los traslados necesarios para que sigan funcionando, porque nadie puede negar que el funcionamiento de las instituciones que allí desarrollan sus actividades necesitan de un lugar para hacerlo.



Que por otra parte la verdad es que quienes sostenemos la defensa de la vida y la sostenemos no solamente desde la plataforma de un partido político, sino en todos los despachos y momentos de la actuación política, defendemos la vida desde la concepción hasta la muerte. No distinguimos entre muerte buena y muerte mala, ni entre muerte justa y muerte injusta, porque entendemos que todos son víctimas. 



Que asimismo, debemos tener en cuenta lo dispuesto por la Ley 24.588, la cual garantiza los intereses del Estado Nacional en el Territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mientras ésta siga siendo Capital de la República, en conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 129 de la Constitución Nacional.



Que en tal sentido, la referida norma establece en su artículo 3º: “Continuarán bajo jurisdicción federal todos los inmuebles sitos en la ciudad de Buenos Aires, que sirvan de asiento a los poderes de la Nación así como cualquier otro bien de propiedad de la Nación o afectado al uso o consumo del sector público nacional”, lo que significa que para desafectar el uso del predio, el Poder Ejecutivo Nacional debe previamente contar con la aprobación del Congreso de la Nación, porque el Estado Nacional se ha reservado el derecho de jurisdicción federal de todos los inmuebles afectados al uso del sector público nacional.



Que en consecuencia, avanzar en la aprobación de este convenio en contraposición con la ley 24.588, es colocar una piedra más en el camino de los que quieren llegar a la instalación definitiva del Instituto Espacio para la Memoria en el predio cuestionado. No reconocer esta situación nos llevaría, por ejemplo, si esto fuera así, a que la Ciudad mediante un simple convenio con el Estado Nacional pudiera transferir los inmuebles de la Policía Federal a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con el objeto de ser destinados para cualquier uso, y todos sabemos muy bien que ello no es así en virtud de la vigencia de la referida norma



Que también debemos tener en cuenta lo dispuesto por el Artículo 75, inc. 5) de la Constitución Nacional, al expresar que corresponde al Congreso Nacional disponer del uso y de la enajenación de tierras.



Que por todo lo expuesto, se propone:



El archivo de los expedientes 247-D-04, 629-J-04 y 1353-D-04.

BUSACCA, Ricardo.

OBSERVACIÓN AL DESPACHO N° 512



Conforme a lo establecido en el artículo 169 del Reglamento Interno de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la Resolución 13-JIR-98, se presenta la siguiente observación al Despacho 512 de las Comisiones de Relaciones Interjurisdiccionales y de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación, publicado con fecha 30 de Julio de 2004.

Considerando: 



Que los diputados Rodrigo Herrera Bravo, Marcelo Godoy y Gabriela Michetti, entre otros, han presentado un proyecto según surge del expediente N° 1759-D-2004, sobre Tratamiento de la restitución del predio de la Escuela de Mecánica de la Armada al Gobierno de la Ciudad para la instalación del Instituto Espacio para la Memoria.



Que el convenio suscripto por el señor Presidente de la Nación y el señor Jefe de Gobierno permite la utilización del predio para otras actividades relacionadas con la reivindicación y el respeto a los derechos humanos. 



Que entendemos que en este último concepto se inscriben el derecho a la educación, a la salud, a la cultura, al deporte, a la rehabilitación y recuperación física, y otros que podrán ser vindicados en el marco de los usos que mediante la presente pretendemos que la Comisión Bipartita respete a la hora de elevar a esta Legislatura su propuesta final.



Por todo lo expuesto se propone el siguiente Proyecto de Ley :



Artículo 1º.- Ratifícase el Convenio Nº 8/04, suscripto entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el día 24 de marzo de 2004, cuyo objeto es que en el predio sito en la Avenida del Libertador Nº 8151/8209/8305/8401/8461, donde funcionara el Centro Clandestino de Detención identificado como “Escuela de Mecánica de la Armada –ESMA–”, funcione el Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos. 



Artículo 2º.- Desaféctase de su actual destino Escuela de Mecánica de la Armada al Distrito E4 – 2 y destínase el mismo a las actividades que se detallan en el Anexo I, bajo la denominación Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, del Código de Planeamiento Urbano.



Artículo 3º.- Dispónese la apertura de la calle Santiago Calzadilla desde su intersección con la calle La Cachila hasta su intersección con la Avenida Del Libertador.



Artículo 4º.- La Comisión Bipartita creada por la cláusula 3ra. del Convenio N 8 adoptará como marco las normas especiales establecidas en el Anexo de la presente ley, las que deberá elevar para su aprobación a esta Legislatura.



Artículo 5º.- De forma.

ANEXO

1) Delimitación: 

Según Plano de Zonificación: Circunscripción 16, Sección 29, Manzana110 A. 

2) Carácter: 

Zona destinada en su totalidad al uso público, contemplando en la parte que de él se delimite la instalación del Museo de la Memoria creado por Ley 392, dedicado a las tareas de recuperación, resguardo y transmisión de la memoria e historia de los hechos ocurridos durante el terrorismo de Estado de los años 70 e inicio de los 80, hasta la recuperación del estado de derecho como lo establece el Convenio Nro. 8.

3) Subdivisión: 

Se admite la subdivisión parcelaria a los efectos de la delimitación del Museo de la Memoria en relación al resto del predio.

4) Disposiciones Generales: 

1. Encomiéndase al Poder Ejecutivo la elaboración de las “Normas de Aplicación” referidas a usos permitidos - requeridos, ocupación del suelo (FOS-FOT) etc y “Normas de Protección” (Sección 10 del Código de Planeamiento Urbano y artículo 5.4.12) de acuerdo a lo definido por la comisión bipartita, las cuales posteriormente deberán ser remitidas a la Legislatura para su aprobación.

2. Los espacios abiertos entre edificaciones serán destinados a espacios verdes de uso público.
3. Los usos admitidos son:
i. ESTABLECIMIENTOS DE SANIDAD: Clase II -Centro de salud mental (ambulatorio); Instituto o centro de rehabilitación en general (recuperación física y/o social); Vacunatorio.

ii. CULTURA, CULTO Y ESPARCIMIENTO: Clase I - Centro de Exposiciones, Centro de Eventos; Galería de arte; Museo Clase I, colecciones permanentes y temporarias; Museo. Clase II - Salón de exposiciones - Salón de conferencias – Audiovisuales. Clase II - Biblioteca local 

iii. ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS: Clase I - Jardín Maternal - Escuela Infantil - Jardín de Infantes - Escuela Primaria (oficiales en todos los casos). Clase II - Escuela de Educación Especial (para niños con necesidades especiales). Con o sin formación laboral – (oficial); Escuela de Educación Media; Instituto de investigación con laboratorio; Instituto de investigación sin laboratorio; Institutos Técnicos, Academias. Enseñanza especializada.

GODOY, Marcelo y MICHETTI, Gabriela.

Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración en general la ley. 


Tiene la palabra el diputado Busacca.

Sr. Busacca.- Señor presidente: pensé que tratándose de un despacho y estando involucradas dos comisiones, conforme lo dicta el Reglamento y corresponde, algún otro diputado –a quien no tengo ningún inconveniente en cederle el lugar– haría el uso de la palabra en primer lugar.

Sr. Presidente (De Estrada).- Le di la palabra a usted porque ningún otro diputado o diputada la había pedido. Sin embargo, ahora están solicitando la palabra. 

Sr. Busacca.- En todo caso, si usted lo cree conveniente, señor presidente, esperaría mi turno como primer observador para el momento oportuno, luego de que el miembro informante de la comisión justifique el despacho. 

Sr. Presidente (De Estrada).- Está bien, señor diputado.


Tiene la palabra el diputado Herrera Bravo.

Sr. Herrera Bravo.-
Señor presidente: yo no he firmado el despacho de comisión. No tengo inconveniente en hacer uso de la palabra en este momento, pero no sé si la presidenta de la Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación, diputada Oliveto, que ha firmado el despacho, quiere hacer uso de la palabra antes; e inmediatamente después lo haría yo. 

Sr. Presidente (De Estrada).- Está bien, señor diputado: en primer lugar le vamos a dar la palabra al diputado Talento, y luego seguiremos con el orden establecido. 

Sr. Talento.- Señor presidente: nosotros hemos hecho un despacho planteando la aprobación del convenio firmado entre la Nación y la Ciudad de Buenos Aires, en cumplimiento de un deber histórico de reparación material y simbólica frente a los hechos terribles acontecidos en ese lugar en la etapa del terrorismo de Estado en la Argentina. 


Entendemos que a partir del 25 de mayo de 2003, con la asunción del presidente Néstor Kirchner a la Presidencia de la Nación, se generaron las condiciones para que luego de una larga lucha del pueblo argentino, encabezada por los organismos de Derechos Humanos y acompañada por una gran parte, enormemente mayoritaria, de la población argentina, se lograran introducir modificaciones sustantivas en la agenda pública de derechos humanos de nuestro país, comenzando por la afirmación del principio de que debíamos producir un reconocimiento sobre nuestra historia a partir de la memoria, de la verdad y de la justicia, y que a los genocidas se los debía juzgar: aquí o afuera, pero debían ser juzgados. 


En esa línea de pensamiento que se expresó en un conjunto de actos, el 24 de marzo de 2004, en un acto emotivo, el Presidente, junto con el Jefe de Gobierno, le entregó simbólicamente las llaves de este lugar a los organismos de derechos humanos. 


Debemos ver aquí no un hecho de revancha, como algunos pretenden verlo, sino de reparación histórica: de reparación simbólica frente a tanto horror, frente a una situación tan desgraciada como la diabólica figura de “los desaparecidos” inventada por el terrorismo de Estado.


Debemos recordar la debilidad de nuestras instituciones, no solamente políticas sino sociales y religiosas, frente al terror de Estado. Cuando a una persona no la busca ni su partido político, ni la busca su iglesia, ni su club de barrio, ni sus amigos personales, sino que es su madre la que la busca, es que hemos llegado a una sociedad en donde solamente la vinculación biológica más elemental y básica de la vida y de la existencia es lo que se afirmaba frente a esa barbarie y frente a ese terror enseñoreado por las estructuras del Estado. 


Esa esta situación histórica, que por su dimensión, por su extensión y su carácter ha sido inédita en la historia argentina y latinoamericana, que se ha querido que el predio de la ESMA, donde funcionara el campo del horror –que se puede comparar a Auschwitz, como alguno ha dicho– fuera dedicado de manera íntegra a ser un espacio de la memoria, para que en el presente y en el futuro nunca más en la convivencia entre los argentinos se llegue a la lucha fraccional y a la puja que rompa la unidad necesaria para alcanzar los objetivos nacionales ni se utilice la violencia y la estructura del Estado para producir un genocidio de esa magnitud.


Con esa voluntad política y con esa decisión política, que acompaña el sentimiento mayoritario del pueblo argentino, es que se firmó el convenio que hoy está sometido a la consideración del Cuerpo.


Más allá de detalles de naturaleza técnica, de razonables dudas o de razonables planteos acerca del destino de algunas actividades que hoy están emplazadas allí, desde ya adelantamos el más firme compromiso personal y de bloque –y esto lo hemos compartido con otros colegas– para buscar y acompañar, en lo que se ha denominado como el Polo Educativo, las soluciones que se traten en la Comisión Bipartita. En el caso de que fueran insuficientes las soluciones planteadas a nivel de dicha comisión, nos comprometemos a intervenir por medio de algún proyecto de ley que permita con los recursos de la Ciudad asignar partidas suficientes –en la medida en que fueran insuficientes las asignadas por la Comisión Bipartita– y destinar edificios, a fin de que se garantice el funcionamiento de los institutos navales que allí funcionan. Me refiero al Liceo y a las escuelas de Náutica, de la Marina Mercante y de Ultramar, y Fluvial. Porque la perspectiva es que no solamente no haya agravios, sino que también las condiciones del traslado y de desocupación del predio sean lo más razonables y racionales posibles, y que las actividades que allí se estaban desplegando desde hace unos pocos años tengan un lugar digno para que sean continuadas y que no pierdan sus acreditaciones internacionales.


Más allá de las dudas razonables que en algún momento tuvieron los colegas que integran la comisión –entiendo que ellas fueron satisfechas gracias a la intervención de la Escribanía del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, que hizo un exhaustivo estudio de títulos– y a pesar de la preocupación que han manifestado un conjunto de colegas acerca de la especificación de los usos que se le dará a ese predio, que será destinado a ser un espacio para la memoria, con actividades culturales y educativas afines y complementarias de esta perspectiva de utilización del espacio para la memoria, entiendo que razonablemente corresponde que digamos, como un gesto fraterno entre nosotros, como un gesto hacia el horror vivido y como un gesto claro hacia las generaciones que vendrán, que no queremos más en nuestro país la lucha fratricida ni la lucha que desgarre e impida la construcción de una sociedad libre, justa, solidaria, equitativa entre nosotros, y mucho menos la solución violenta encaramada en el Estado, utilizando los instrumentos del Estado para producir el terror y el aniquilamiento de una enorme oposición popular como tenía la dictadura.


Creo que con este gesto y con esta aprobación estamos mandando una señal precisa para hoy y para los días que vendrán en el sentido de que nunca más en la Argentina existirán ni la violencia ni el terrorismo de Estado.


Por lo tanto, solicito que se apruebe este convenio en los términos en que ha sido firmado por el presidente de la Nación y por el Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. (Aplausos).

Sra. Oliveto.- Pido la palabra.


Señor presidente: en nombre de la Comisión de Derechos Humanos, para nosotros sería muy importante poder celebrar hoy la aprobación de este convenio.


Realmente, creemos que ha habido una lucha de veintiséis años del pueblo argentino tratando de ver cómo se recuperaba algo que parecía increíble –ya desde la mitología griega con Antígona, y con tantas cosas que han pasado–, que es el terrible tema de los desaparecidos.


Si bien no se van a recuperar los desaparecidos, el hecho de que el predio de la ESMA pase a manos de los familiares para construir un espacio de la memoria, o lo que los familiares después discutan, me parece que constituye un homenaje a muchísimos de ellos.


Más allá de eso, no me parece que se pueda discutir la ESMA fragmentada; no se puede fragmentar la ESMA. 
Si uno piensa en Auschwitz, por ejemplo, no se puede preguntar cuál fue la manzana de Auschwitz en la que se decidió que se matara a los judíos. Lo mismo pasa por la ESMA.


Me pregunto lo siguiente: ¿alguien puede decir cuál fue la manzana en donde en la ESMA se decidió que se iba a robar y a expropiar a los bebés de las mujeres embarazadas? ¿Alguien puede decir cuál fue la manzana de la ESMA donde se decidió que se iba a tirar a la gente al mar? ¿Cuál fue la manzana de la ESMA donde se decidió torturar? ¿Cuál fue la manzana de la ESMA donde se decidió asesinar?


Por eso, creo que la ESMA es una sola; que es una conquista de veintiséis años de lucha de un pueblo y que, en su totalidad, debe ser entregada a los familiares de los desaparecidos. (Aplausos).

Sr. Busacca.- Pido la palabra.


Señor presidente: en este clima en el que está muy favorecido el disenso, me gustaría, en primer lugar, saludar a todas las personas, organismos y funcionarios que se encuentran presentes con nosotros y también agradecer la presencia de otros que no son muy conocidos, pero a los que quisiera nombrar. Ellos son el doctor Luis Ugarte, presidente del Centro de Graduados del Liceo Naval; el ingeniero Ezequiel Corti, del Centro de Maquinistas Navales de la Marina Mercante; el presidente de la Asociación “Padres” del Liceo Naval, doctor Walter Bonavera; representantes gremiales de los distintos componentes que hoy tiene la Marina Mercante; y también padres y docentes de las escuelas de Náutica y de la Nacional Fluvial, y otros vecinos.


Señor presidente: después de veinticinco años de lo que aconteció en nuestro país en la década del ‘70, nos ha quedado un triste saldo: miles de hombres y mujeres muertos. Ninguna de estas muertes es justificable; ninguna supresión del otro es buena, y esto hay que resaltarlo por más obvio que parezca porque, de lo contrario, se cae en una práctica en la que algunos quieren sacar ventaja de los caídos basándose, fundamentalmente, en el homenaje a unos y en el regocijo por la muerte de otros. La mirada parcial de una década dolorosa alimentada con odio y rencor no nos conduce a la reconciliación.

Tampoco voy a referirme al tema del Museo de la Memoria. El tema de hoy es la aprobación o no de un convenio para la construcción de un espacio para la memoria, el compromiso y la defensa de los derechos humanos. Creo que la discusión sobre la construcción del Museo, o de todas y cada una de las obras que se quieren hacer, viene en una segunda etapa. Precisamente, esto lo dijeron algunos representantes de organismos de derechos humanos cuando vinieron a la Legislatura el 1º de junio, momento en que se planteó que había dos etapas, con lo que coincidimos. La primera etapa es hoy: la aprobación o no del convenio. La segunda, será la discusión acerca de qué se hace con ese predio.


Pero, para ser leal, quiero adelantar mi voto de rechazo a este convenio. Intentaré ser claro y preciso –y lamento que algún diputado preopinante se refiriera a “detalles técnicos”–: yo únicamente voy a fundar mi voto en cuestiones jurídicas, para que después no quedemos enfrascados en una discusión ideológica, a la cual no rehúyo ni rechazo, pero creo que no es ni el marco ni el día ni el expediente para hacerla. 

En este contexto, quiero hacer dos aclaraciones previas. Me dolió muchísimo que en esta etapa de la Legislatura, en la que venimos pregonando en los barrios la participación de los vecinos, donde los invitamos a que se manifiesten, donde les decimos “queremos conocer su opinión”, se firmó un despacho sin escuchar a muchos de ellos y se facilitó, con una celeridad asombrosa, que hoy este expediente llegara al recinto para ser aprobado el convenio que nos ocupa. 

Quiero decir que en ese contexto, a mi criterio, se rompieron dos reglas. La primera, escuchar a los vecinos, a los padres, a los directivos, a los gremios y a todos los civiles y miembros del polo educativo hoy en cuestión que, de acuerdo con lo que teníamos planeado, iban a ser escuchados. En efecto, en la reunión del 1º de junio de 2004, el presidente de la comisión anunció –como no podía ser de otra manera– que en reuniones similares a esa íbamos a escuchar a los vecinos de la zona, a urbanistas y a padres y alumnos que estudian en los distintos institutos militares y no militares que funcionan allí; a abogados administrativistas, especialistas, etcétera. Esto consta en la versión taquigráfica de esa reunión. Para ser conciso en lo que voy a decir, simplemente la voy a agregar a la versión taquigráfica de la sesión de hoy.*

También entre nosotros se rompió la segunda regla, porque creo que habíamos llegado a un consenso, a un acuerdo. No quiero confundir con la terminología, pero la verdad es que creo que todos habíamos llegado a establecer la necesidad de que este despacho, sea cual fuere el resultado y el texto, no iba a salir si no se escuchaba a todos los actores.


Digo que se rompió una regla porque en forma intempestiva, en forma presurosa, vaya a saber por qué circunstancia, se firmó un despacho y hoy lo tenemos aquí en el recinto. Pero sin problemas, y vamos a hablar de él: a algunos en este recinto no nos hacen falta escribanos, ni tampoco conferencias de prensa en las que con un tono circunspecto, dando cátedras de moral, hablemos de los compromisos que no cumplieron los otros. Nosotros estamos acá; vamos a dar el debate, vamos a ser respetuosos y vamos a tratar de justificar por qué nos estamos oponiendo a la firma de este despacho.

No puedo dejar pasar por alto cuestiones jurídicas que son claras. La ciudad, en el año 1924, cedió con cargo 14 hectáreas y media al entonces Ministerio de Marina. Como digo, en el año 1924, fue aceptado por un decreto, y está perfectamente descripto en la escritura 139 que el objeto era establecer algunas de las escuelas de la Marina. 

Más allá de los cambios de nombre de las calles –han cambiado muchas veces–, quiero decirles que en la ordenanza municipal, el decreto de aceptación por parte de la autoridad nacional y en la escritura 139, siempre se dijo que eran 14 hectáreas y media. Estas 14 hectáreas y media son una fracción importante de terreno, que constituye el núcleo central del predio llamado ESMA. Posteriormente, en el año 1944, el Decreto 25.280/44 
–que casualmente lo tengo aquí por si alguien lo quiere leer, y que de todas maneras lo voy a agregar a la versión taquigráfica–, el Presidente de la Nación decretó cederle al Ministerio de Marina una hectárea; esto es, dentro de ese predio, otra fracción de terreno, independientemente de la que fue originalmente cedida por la Ciudad de Buenos Aires. Posteriormente el 6 de julio de 1944 nuevamente el Poder Ejecutivo cedió a la Marina unos lotes de terreno ubicados en los fondos de la Escuela de Mecánica de la Armada para ampliar la actividad y la docencia en ese predio, y allí lo que se está cediendo son territorios nacionales a la Marina por una superficie de 2 hectáreas. 

Si tenemos que el predio original era de 14 hectáreas y media –tierras no pertenecientes a la Ciudad de Buenos Aires, sino al patrimonio del Estado Nacional–, y le anexamos 3 hectáreas más, estamos precisamente en los límites de la superficie exacta a que hace referencia el convenio, que son nada más y nada menos que las 17 hectáreas y media. 

Ninguna de ellas –porque no es éste el tema en cuestión o en análisis en el día de hoy– son fracciones ganadas al río. Las fracciones ganadas al río constituyen un predio ubicado del otro lado de la Avenida Lugones. Y como esto lo habíamos observado de buena fe, lo dijimos y lo expresé en una reunión en la que estuvo presente la doctora Tadei, a cargo de la Procuración de la Ciudad, y el escribano de la Ciudad de Buenos Aires, doctor Gaitán: les fuimos diciendo cada una de estas observaciones y mostrando la documentación. Pero realmente ese día no pudimos llegar casi a ninguna conclusión, al menos desde el punto de vista jurídico, más allá de algunas afirmaciones que también están en la versión taquigráfica de la reunión, y que por supuesto quisiera agregar al acta de esta sesión. *
Voy a leer dos o tres párrafos que me parecen interesantes. Por ejemplo, el doctor Gaitán expresó: “El convenio sin duda hace referencia a un predio como un todo, independientemente de la situación jurídica notarial o el origen del predio”. ¡Ah, bueno: si entonces vamos a hablar de algo que está caracterizado por un todo, independientemente de lo jurídico, me parece que estamos cometiendo algún tipo de descuido! Sin embargo, mi objeto no es citar para criticar a un funcionario que merece el máximo de mi respeto y consideración.


La doctora Tadei agregaba que “...si ése fuera el problema de fondo, podría designarse un agrimensor; en el terreno, el personal técnico especializado será quien haga las mensuras correspondientes...”.


Quiero decirle, señor presidente, que los funcionarios vinieron a hacer una exposición técnica. Los funcionarios que fueron invitados, y que gentilmente vinieron a darnos una opinión técnica, basaron la mayoría de sus argumentos en que era decisión política del Presidente y del Jefe de Gobierno el suscribir este convenio, y por lo tanto, la independencia de criterio jurídico debía ser la esencia para analizar este expediente.


Por supuesto, el doctor Gaitán, a través de su oficina, nos acercó un estudio de título que no digo que sea incorrecto pero, me parece, sigue siendo incompleto, en la medida en que no responde a las inquietudes y dudas que tenemos. Dice: “La correcta redacción del convenio no deja dudas. El Estado restituye a la Ciudad los terrenos que oportunamente la Municipalidad le cediera para destinarlos al funcionamiento de la Escuela. No hemos podido conocer el contenido de los dos decretos, de las dos leyes a que hice referencia y, por lo tanto, dimos por válido lo que dice el convenio”. Me parece que, al menos en mi caso, esto me sigue dejando dudas sobre los aspectos jurídicos. Y no quisiera caer en un abuso, pero creo que el señor Presidente de la República no tiene facultades para entregar tierras a ninguna provincia, ni a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin que antes exista una ley, en función de lo normado por el Artículo 75, inciso 5), que establece que estas cuestiones pasan por el Congreso de la Nación. Ésa es la cláusula que dice que el Congreso de la Nación tiene facultades para disponer del uso y enajenación de tierras nacionales.


Esto lo advertimos, y se lo dijimos; no lo trajimos hoy, de mala fe. Lo seguimos pensando, porque no encontramos un argumento que lo desvirtúe o lo rebata. Lo dijimos en aquel momento para no llegar al momento de la sesión, sacarlo de la manga y hacer un show mediático. Pero tampoco fue despejado. Me asombra que estas cuestiones se tomen tan a la ligera. 

Quiero decirle también, señor presidente, que en mi criterio este convenio avasalla la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. ¡Vaya redundancia! Avasalla la autonomía legislativa porque se contrapone, reemplaza o, de alguna forma, sustituye lo que este Cuerpo estableció cuando sancionó la Ley 961, en sus artículos 1º, 2º y 3º.


La Ley 961 creó en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires el Instituto Espacio para la Memoria. Este Instituto, por el Artículo 2º de la ley, tiene específicas misiones y funciones. En su Artículo 3º esta ley hace referencia a las atribuciones del Instituto y, qué casualidad, en el Artículo 4º menciona a sus integrantes. Entre sus integrantes existen representantes de organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, cinco miembros del Poder Ejecutivo de la Ciudad, cinco miembros de la Legislatura, seis personalidades destacadas y demás. 

Es decir, nosotros tenemos ya un Instituto Espacio para la Memoria. En caso de aprobarse, esto estaría avasallando este convenio, porque lo que precisamente hace el convenio, en su Cláusula Tercera, es crear una comisión bipartita. 


Cambiamos el escenario de quienes tienen que ser los autores y responsables de este espacio para la memoria. Antes eran representantes de las organizaciones de los derechos humanos: cinco miembros del Poder Ejecutivo de la Ciudad y cinco miembros de la Legislatura. Pero, de la noche a la mañana, si esto se aprueba, habría una comisión bipartita representada por la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Ciudad.


Señor presidente: quiero decirle que, más allá de que exista una equivocada superposición, lo lamentable es que estos dos organismos –la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Nación, a cargo del doctor Luis Eduardo Duhalde, y la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Ciudad, a cargo de la doctora Alegre– han reemplazado a esta comisión.


Fíjese, señor presidente, que en la publicación que apareció en los diarios masivos en el mes de junio del corriente año –para la que voy a pedir su incorporación en la versión taquigráfica*– dice que desde esa comisión están convocando a presentar propuestas y proyectos para la utilización de las instalaciones de la ESMA.


Me pregunto, entonces, qué validez jurídica tiene lo que se vota en este recinto. Y también me pregunto qué necesidad hay de hacer superposiciones –como dije en la comisión– y de no querer hacer bien las cosas, porque todo se puede subsanar y hacer bien. Evidentemente, señor presidente, parecería ser que los vientos políticos son mucho más fuertes que los vientos jurídicos.

Sr. Presidente (De Estrada).- Diputado: le ruego que vaya redondeando, porque se está acabando el tiempo de su exposición.

Sr. Busacca.- Señor presidente: en todo caso, le pido autorización para incorporar en la versión taquigráfica lo que no llegue a decir.* 


Observo que esta ley también se contrapone con lo establecido en el Artículo 3° de la Ley 24.588, la Ley Cafiero, toda vez que no es facultad del Presidente de la República ceder los terrenos –no me refiero a los originales, sino a los que mencionaba en segundo y tercer lugar–, porque son de todos los argentinos.


Voy a referirme a una cuestión menos técnica, pero no por eso menos importante. No quiero ser cómplice de que se desmantele este polo educativo. Hay una mudanza que implica mover cinco mil personas, entre alumnos, docentes y administrativos, y hay un plazo para hacerlo, que hace que esto sea de imposible cumplimiento, porque debería realizarse antes del 31 de diciembre. Hay que tener en cuenta que es necesario construir instalaciones por una superficie cubierta de 52.550 metros e invertir un presupuesto de 200 millones de pesos.


Recuperar el predio en estas condiciones no me parece atinado. ¿Y cuál era la solución? Ya dijo el doctor Luis Eduardo Duhalde: “Si yo tuviera tres años, en todo ese tiempo esto se podría hacer de manera mucho más organizada, y seguramente el Estado Nacional ahorraría mucha plata”.


Señor presidente: quiero protestar silenciosamente por el avasallamiento que sufrió este Poder Legislativo, porque todos sabemos que cuando se firma un convenio en la Ciudad de Buenos Aires, siempre es ad referendum de que la Legislatura lo apruebe o no, y también es ad referendum en las universidades. Esto significa que, hasta tanto no quede confirmada la voluntad del otro, nadie puede ejecutar el convenio; es decir, nadie puede dar por iniciado ese acto jurídico.


Me parecen excesivas y onerosas las partidas que se deban invertir para intentar, al menos, reemplazar lo que está en ese predio. Y esto no se debe exclusivamente a lo que siento como habitante de la Ciudad de Buenos Aires, porque también soy argentino y me interesa lo que hace el Presidente, especialmente cómo gasta las partidas presupuestarias y cuál es la asignación que les da.

Quiero decir que no es lo mismo tener concentrado en ese predio un gimnasio –para las distintas instituciones que allí se encuentran–, una pileta de natación y una biblioteca. Todas estas instalaciones de uso obligatorio en las carreras, no son sólo para que los jóvenes vayan a la pileta o a la biblioteca a leer libros de ciencia ficción. Pero la triplicación que se va a hacer de la construcción de las instalaciones, me preocupa como argentino, porque son 200 millones los que se deberían invertir para, al menos, intentar reemplazar lo que existe; y de algún lado, seguramente, van a salir.


Señor presidente: para ir terminando quiero decir que ayer me emocioné cuando leí un proyecto de declaración de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación. Este proyecto fue aprobado en las comisiones de Defensa Nacional y de Educación, y también en el recinto, en la sesión del 7 de marzo de 2001. Tenía por objeto expresar el beneplácito por la reciente decisión de iniciar una nueva etapa en el Liceo Naval Almirante Brown; un liceo que fue rotando por distintos lugares. Incluso, lo llegaron a cerrar en la desactivada base de Río Santiago.

Fíjese, señor presidente, cómo la Cámara de Diputados, rápidamente, no sólo expresó su preocupación sino su agrado por la solución encontrada, al permitir que el Liceo Naval Almirante Brown se ubicara en el predio de la ESMA.


No es menos importante –de aquí viene mi emoción–, ver quiénes firmaron este despacho. Entre otros, el diputado Toma, mi amigo el diputado José Fernández Valoni, el diputado Alfredo Allende, la diputada María Rita Drisaldi, el diputado Farizano, el diputado Granados, la diputada Irma Parentella, el diputado Polino y la diputada Cristina Fernández de Kirchner.


Señor presidente: la verdad es que estoy preocupado porque, aparentemente, hay algunos que no quieren acompañar al Presidente de la República. Mientras algunos quieren firmar hoy el certificado de defunción de la Marina Mercante, en poco menos de 15 horas, el Presidente va a derogar el Decreto 1772/91, por medio del cual se extranjerizó la Marina Mercante. (Aplausos)

Quiero decir que el Presidente de la República –doctor Kirchner– y el país necesitan de todos y cada uno de los habitantes.

Sr. Presidente (De Estrada).- Señor diputado: le pido que vaya terminando.

Sr. Busacca.- Ya termino, señor presidente.


El país y el presidente necesitan de todos y cada uno; de todos los instrumentos que permitan y faciliten mejorar el ingresos de divisas para nuestro país.

Y este tema no es menos importante. Por eso, ese polo educativo tiene no solamente importancia sino un valor estratégico que hace a los fines e intereses del país. Tiene un valor para el futuro; tal vez no para el futuro cercano –para que lo veamos nosotros– sino que tiene el valor de poder hacer que el país tenga lo que se merece, para nuestros hijos y para nuestros nietos. Y, en ese sentido, para no extenderme más en mi intervención y habiendo largamente fundado mi observación en ocho carillas, quiero dar al menos alguna idea adicional al tratamiento de este tema.


Cuando termine el último de los oradores, voy a pedir que la votación se realice en forma nominal.


Quiero decir que no veo otra forma…

Sra. Suppa.- ¡Que inserte el resumen de lo que le resta de su intervención en la versión taquigráfica!

Sr. Busacca.- ¿Me está pidiendo una interrupción, la diputada?

Sr. Presidente (De Estrada).- Pido a los diputados y diputadas que no soliciten interrupciones, dado que hay muchos oradores anotados.


Adelante, diputado Busacca, y le ruego que finalice con su intervención.

Sr. Busacca.- Ya termino, señor presidente.


Decía que como un homenaje a esta historia de encuentros y desencuentros, mi última frase va a ser para reseñar algo: el 23 de junio de 2004 –hace menos de dos meses–, en la Fragata Sarmiento se llevó a cabo un acto en el que egresaron oficiales de la Marina Mercante con edades de entre 23 y 24 años, hombres y mujeres. Después de culminar sus estudios, dos semanas después, cuando todavía no habían podido poner su diploma en un marco, el oficial maquinista Mariano Alleno falleció tripulando un buque de bandera hondureña, pero con tripulación argentina. Falleció cumpliendo y haciendo honor a su título; falleció trabajando por el país; seguramente, falleció para dar vida a otros.


Señor presidente: mañana, a las 11 de la mañana, el señor Presidente de la República, en el Salón Blanco, va a derogar el Decreto 1772/91 –como decía anteriormente– para que en nuestros buques haya muchos más “Allenos” y para que nuestros buques no tengan bandería extranjera. 


Por ese motivo y con mucho respeto a todos, quiero hacer una moción para que, puestos de pie, rindamos un homenaje realizando un minuto de silencio. (Aplausos). 

- Manifestaciones en la sala.

Sr. Presidente (De Estrada).- Les pido que nos pongamos de pie para rendir el homenaje. 

- Puestos de pie los presentes, se realiza un minuto de silencio.

Sr. Presidente (De Estrada).- Muchas gracias.

Tiene la palabra el diputado Herrera Bravo.

Sr. Herrera Bravo.- Le cedo mi lugar al diputado Borrelli.

Sr. Borrelli.- Señor presidente: antes de comenzar con mis palabras, le solicito que me indique el tiempo de que dispongo, así trato de ajustar mi discurso.

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene quince minutos.

Sr. Borrelli.- Muchas gracias, señor presidente.


En primer lugar, quiero celebrar el clima de armonía y respeto en el que estamos sesionando, tan distinto al que imperó en el día de ayer, en el que cometimos tantos actos fallidos, unos y otros, los que estábamos sentados y los que no. En ese sentido, creo que sería una buena medida para que podamos sesionar de ahora en más y por el resto del tiempo. 


En segundo término, lamento que no esté en este momento en su banca la presidenta de la Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación para escuchar lo que humildemente es mi observación al dictamen de mayoría; aunque quiero señalar que con la presencia del diputado Miguel Talento me alcanza y me sobra. 


Señor presidente: el convenio que se pone a nuestra consideración en el día de hoy, a través del Despacho 512, conlleva una carga política, ideológica y emotiva imposible de disimular. Con esto no estoy diciendo que sea malo en sí mismo. Al fin y al cabo, la inmensa mayoría de las cuestiones que se abordan en cuerpos colegiados como el nuestro están atravesadas por definiciones ideológicas y políticas previas que, en definitiva, constituyen el bagaje cultural que cada uno de nosotros y de nuestros partidos representa. 


Lo que sí sostengo es que no siempre la política, la ideología y las emociones son el mejor consejero a la hora de definir políticas públicas. Digo esto, señor presidente, porque con el tema del predio de 17 hectáreas que hoy ocupa el Polo Educativo Naval y que se pretende desalojar para dar paso al Espacio de la Memoria, podríamos haber llevado adelante, desde el Gobierno de la Ciudad y desde esta Legislatura, aun con aquellos diputados que sostenemos posiciones distintas, un curso político que contemplara tanto las expectativas de los organismos de derechos humanos en cuanto a recordar las memorias de las víctimas de la violencia ejercida por el Estado durante la década del ‘70, como las expectativas de otra parte importante de la sociedad que no alcanza a comprender que dicho objetivo sea excluyente o incompatible, por ejemplo, con el funcionamiento de los institutos educativos civiles y militares que allí están radicados. 


Señor presidente: creo que correctamente ése también ha sido el espíritu y la letra del convenio, a pesar de que el despacho 512 elude la cuestión dando por sentado que el destino de la totalidad del predio ya es una decisión tomada. Seguramente, me lloverán las argumentaciones en contra de lo que sostengo, intentando poner en evidencia mi supuesto error. Pero, señor presidente, colegas y público en general, el convenio es claro cuando en su cláusula primera expresa que “se destina el predio o la fracción que de él se delimite”. Lo repito: “El predio o la fracción que de él se delimite para el Espacio de la Memoria”. 


Esto significa, ni más ni menos, que puede tratarse de todo o de una parte del predio. Entonces, en caso de que no sea todo, estamos frente a la posibilidad de efectuar una división que atienda todas las necesidades que hoy, en principio, parecen contradictorias. 


En el marco de un convenio como éste, que podríamos definir como un paquete cerrado, dicha cláusula aparece como uno de los pocos cabos sueltos que le otorga a la Legislatura la posibilidad cierta de tomar intervención en el asunto, contrariamente a los que afirman que esto ya es una cuestión saldada. 


Se me hace muy difícil imaginar, señor presidente, que dicho cabo suelto pueda ser el resultado de un mero olvido o de una negligencia de los funcionarios que tomaron intervención en la concepción y en la redacción del convenio antes de ponerlo a la firma del Presidente de la Nación y del Jefe de Gobierno, quienes a su vez seguramente lo deben haber leído antes de firmarlo. 


De ahí que insista en mi argumentación de que esta Legislatura tiene la facultad de realizar una subdivisión del predio, y que debe ejercerla en el marco de este despacho. Porque si dicha facultad no es tal, les pregunto a mis colegas, sobre todo a los que han tenido la posibilidad de redactar el dictamen, ¿cuál es el sentido de que haya sido incluida esa cláusula en el convenio? Y si dicha facultad existe, como yo sostengo, y no la ejerce esta Legislatura, ¿quién podría ejercerla con más legitimidad que el Poder Legislativo de la Ciudad de Buenos Aires, que es la que está recibiendo las tierras de parte del Estado Nacional? Y si no es ahora, momento en que se pone a consideración el despacho, es decir, en la sesión de hoy, ¿en qué momento lo vamos a hacer?


Señor presidente, señores diputados, público: ninguna de estas cuestiones ha sido atendida por las comisiones despachantes. Lamento, tal vez, tener que ingresar en un terreno o en un campo demasiado técnico. Les pido a mis colegas que me entiendan. Ustedes saben que soy abogado y que, además, soy presidente de la Comisión de Legislación General de esta Casa, y, por una cuestión de defecto profesional, además, me veo en la obligación de señalar algunas cuestiones. 


Además, lo voy a hacer porque no todos tienen por qué haber dispuesto del tiempo necesario para haber leído el texto de mi observación –que como ustedes saben, recién se publicó y se difundió en el día de hoy– respecto del Despacho 512.


En primer lugar, hay que sostener que el dictamen lisa y llanamente se refiere al predio como si fuera un terreno baldío. Cualquier persona que no conociera la situación de la Ciudad de Buenos Aires, que por primera vez llegara a nuestra ciudad en el día de hoy, seguramente creería que estamos hablando de un terreno pelado, sin construcciones, sin nadie que lo esté ocupando. Y yo tengo que decir –debe ser dicho y tiene que quedar asentado en la versión taquigráfica– que allí tiene su sede el Liceo Naval Almirante Brown, la Escuela de Suboficiales, la Dirección de Educación Naval, la Escuela de Guerra Naval, la Biblioteca Central de la Armada, el Centro de Estudios Estratégicos, la Escuela Nacional de Náutica Manuel Belgrano y la Escuela Nacional Fluvial Comodoro Somellera. Todo esto es lo que hoy en día se conoce como Polo Educativo Naval, iniciativa que se viene desplegando en dicho predio desde hace aproximadamente cinco años.

Sr. Presidente (De Estrada).- Perdón, diputado: le informo a una diputada que voy a hacer uso del artículo del Reglamento que me permite no conceder interrupciones –salvo casos de grave alusión personal–, porque hay más de veinte oradores anotados y me parece que debemos tratar de llevar adelante esta discusión.

Sr. Borrelli.- Señor presidente: prometo que voy a tratar de ajustarme lo más posible al tiempo estipulado. Según mis cálculos, me quedan entre nueve y diez minutos de intervención. Le agradezco que haga uso de ese artículo del reglamento.


Decía que estamos hablando ni más ni menos que de un complejo educativo en todo el sentido de la palabra, integrado. Por ello, podría sostenerse que se trata de un verdadero campus –cuyas cuestiones que hacen a su mantenimiento y a su sostenimiento están integradas–, de manera tal que la relación costo-beneficio sea lo más correcta y adecuada posible.


Pero no son edificios solamente. Allí también hay personas: alrededor de 1.300 ó 1.400 alumnos concurren permanentemente a los institutos que he mencionado, y más de 3.500 lo hacen de manera rotativa, asistiendo a cursos que se llevan adelante en estos institutos y que son abiertos al público. Para dar un resumen de la situación –repito, está expresado en la observación que hoy se publicó–, debo decir que la planta de personal de todo el predio está conformada por, aproximadamente, seis mil personas. A su vez, como todos sabemos, el predio ocupa diecisiete hectáreas y, según cálculos estimativos, los metros cuadrados construidos son 70 mil.


Me veo obligado a hacer este detalle porque en el dictamen de las comisiones de Asuntos Interjurisdiccionales y de Derechos Humanos no hay una sola línea, ni una sola palabra, ni una sola mención a esta situación, y me parece que esto más que una omisión constituye un error grosero e imperdonable a la hora de considerar técnicamente el proyecto.


Con respecto al despacho que estamos tratando, quiero manifestar, además, que en él se habla en distintas oportunidades del tema de las asignaciones presupuestarias. Por ejemplo, se dice: “...ya se han efectuado transferencias de partidas desde la Jefatura de Gabinete hacia el Ministerio de Defensa para realizar distintas construcciones alternativas que se deben efectuar para los traslados, estableciéndose como fecha límite de esta fase el 31 de octubre del presente año”. Excepto el caso de la Escuela de Suboficiales de la Armada –que desde 1998 está en proceso de traslado a Puerto Belgrano, merced a lo dispuesto por un decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 1998– los demás institutos están en pleno desarrollo de sus respectivos ciclos lectivos y sin perspectivas ciertas de funcionar en construcciones alternativas, a pesar de lo que se afirma en el Despacho 512. Y esto, señor presidente, es irrefutablemente así, por cuanto la única partida presupuestaria confirmada que se destinó al proceso de desmantelamiento del complejo educativo de la Armada es la que se efectivizó mediante Decisión Administrativa N° 225/04 de la Jefatura de Gabinete de Ministros, publicada en el Boletín Oficial del 28 de mayo de este año, por la cual se incrementó en 6.116.000 pesos el presupuesto del Estado Mayor General de la Armada. 


Dicha partida, señor presidente, tiene como destino específico las obras que faltan para completar la construcción de la Escuela de Suboficiales en Puerto Belgrano, pero no para reinstalar el resto de los institutos. Ello no es una apreciación antojadiza de mi parte. De hecho, se puede leer en los considerandos de la decisión administrativa que antes cité, pues dice “que resulta necesario adecuar los créditos vigentes de la Jurisdicción 45 
–Ministerio de Defensa, Subjurisdicción 22, Estado Mayor General de la Armada– (...) como consecuencia de la necesidad de adelantar el traslado de la Escuela de Suboficiales de la Armada a su nueva sede en la Base Naval Puerto Belgrano, la cual aún se encuentra en construcción”.


Quiero recordar que cuando decimos “aún se encuentra en construcción”, se está haciendo referencia a que esto viene ocurriendo desde el año 1998 ó 1999, por lo menos. Sacando esta partida que hemos conseguido identificar, en las decisiones de la Jefatura de Gabinete de Ministros no hay ninguna otra asignación presupuestaria por parte del Poder Ejecutivo Nacional o del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires para desmantelar el predio, por lo que la afirmación contenida en el despacho 512 acerca de que ya se han efectuado transferencias de partidas, aparece a todas luces como errónea o maliciosa, ya que el objeto de los 6 millones de pesos claramente es completar esta obra que ya tiene principios de ejecución.


Con esos 6 millones de pesos, señor presidente y diputados, no se puede, ni siquiera remotamente, afrontar los gastos que, según estimaciones oficiales, costarán al Estado Nacional por lo menos 100 millones de pesos para efectuar la construcción de los nuevos edificios que habrán de reemplazar a los que hoy funcionan en óptimo estado en el predio de la Avenida del Libertador. 


A modo de ejemplo, para tener una idea de los costos de estas construcciones, la nueva Escuela de Suboficiales que se está construyendo, como dije al principio, hace cinco años, en Puerto Belgrano, estaría presupuestada en 28 millones de pesos. 


Entonces, señor presidente, si no hay otras partidas presupuestarias asignadas –tal como dije anteriormente, y se puede apreciar en el Despacho 512–, al no señalarse ninguna de ellas, es forzoso pensar que el desmantelamiento del complejo educativo se torna de imposible cumplimiento, y mucho menos antes del 31 de octubre de 2004. 


Lamentablemente, esta cuestión de los fondos necesarios –tengo que decirlo– no ha sido eficientemente abordada en el dictamen en cuestión ni por los funcionarios nacionales ni por los funcionarios locales a cargo de esta tarea, a pesar de la participación que le corresponde a la Ciudad de Buenos Aires en tal cometido. 


Creo, señor presidente, que es forzoso hablar de la Comisión Bipartita que prevé el convenio. Es otra comisión más, de las que ya están contempladas y que funcionan estrictamente en el Poder Ejecutivo Nacional. Se trata de una comisión que está habilitada para elevar sus propuestas y conclusiones antes del 31 de diciembre del año en curso. Está integrada –creo que ya lo dijo el diputado Busacca– por la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y por la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Ciudad de Buenos Aires, y tiene, entre otras de sus finalidades, supervisar las tareas de desocupación y traspaso del predio. 


Pero esta situación sobre la Comisión Bipartita adquiere relevancia cuando vinculamos este tema con la facultad que existe de destinarle usos, o destinar una parte del predio solamente a un fin determinado –como dije al principio–, que es la interpretación taxativa de la Cláusula Primera del convenio.


En el caso de que la Legislatura apruebe el Despacho 512 tal como está redactado, no estará ejerciendo la facultad conferida en la Cláusula Primera del convenio de delimitar el lugar donde funcionará el Museo de la Memoria. Dicha delimitación quedaría a cargo de una comisión creada por un convenio, instrumento que además no define ante quién está obligada la comisión a elevar sus conclusiones. Esta situación anómala, señor presidente, tampoco ha sido abordada por el dictamen en estudio, dejando así abierta una potencial fuente de controversia para el futuro, que puede llevar a un conflicto de poderes entre el Ejecutivo y el Legislativo de la ciudad.


Todavía no finalicé. No sólo se puede imaginar o prever la participación de la ciudad en el tema de la Comisión Bipartita, sino también se insinuó en algún momento de boca de funcionarios de la Ciudad de Buenos Aires que este distrito, esta jurisdicción, podía hacerse cargo de la construcción de una sede alternativa para el Liceo Naval en el predio de deportes que funciona del otro lado de la Avenida Lugones. Si esto es así –extremo que parece bastante difícil que pueda ocurrir, al menos hasta el inicio del ciclo lectivo del año que viene, por cuanto sabemos que dicho tipo de obras deben ser sometidas a procesos de licitaciones y auditorías que no llevan precisamente tres meses– esta cuestión podría haber sido abordada en el Despacho 512, porque hubiese sido un instrumento o una herramienta que la Ciudad de Buenos Aires podría haber ofrecido como una salida alternativa a la cuestión que estamos planteando. 

Por un lado, no tenemos las partidas presupuestarias asignadas y, por el otro, decimos que la ciudad haría una erogación. Pero tampoco es una situación que quedó expresamente clara en el despacho, y entiendo que debería haber sido motivo de análisis de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.


Para finalizar, señor presidente, no es menor el dato de que están involucrados institutos educativos, algunos de carácter militar y otros de carácter civil. Tampoco fue llamada a intervenir en esta situación la Comisión de Educación, más allá de que su presidente expresó su preocupación personal en este tema a través de la presentación de un proyecto y de una observación a este mismo dictamen.


Señor presidente: las comisiones despachantes se sustrajeron a este análisis, probablemente por la alta emotividad de la que hablé al principio, que prevaleció sobre la razón. Entonces, hoy tenemos un despacho que al no hacer diferenciaciones ratifica la entrega de todo el predio y, lo que es más grave, deja en absoluto estado de indefensión a los miles de alumnos y trabajadores.


Por eso, señor presidente, atento a que encuentro demasiadas situaciones no contempladas en el dictamen, es que propicio su vuelta a las comisiones intervinientes y su giro adicional a las comisiones de Presupuesto, de Educación y de Planeamiento Urbano. 

Nada más, señor presidente. (Aplausos)
Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra el diputado Herrera Bravo.

Sr. Herrera Bravo.- Señor presidente: tenemos hoy la responsabilidad de decidir acerca de un convenio que ratifica la intención de los poderes ejecutivos Nacional y de la Ciudad de Buenos Aires de traspasar a la jurisdicción de la ciudad el predio donde funcionara en los años de la última dictadura militar la Escuela de Mecánica de la Armada.


Ha sido un trabajo arduo el que la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales llevara a cabo durante los últimos tres meses por la complejidad de las cuestiones que allí se trataron. Trabajo que, de acuerdo con mi humilde juicio, ha quedado incompleto, ya que mucha más gente que la que hemos escuchado hubiera querido hacer conocer su opinión sobre esta cuestión, pero la abrupta decisión de generar un despacho lo imposibilitó. 

Sin embargo, señor presidente, estamos hoy tratando esta cuestión en el recinto y quisiera abordar el tratamiento del convenio desde tres perspectivas diferentes.


En primer lugar, quisiera destacar que este debate tiene mucho que ver con la construcción del futuro de la Argentina que queremos dejarle a nuestros hijos. Señor presidente: yo quiero para mi Patria la construcción de una identidad sobre bases sólidas que nos permitan, sin temor a equivocarnos, saber hacia dónde nos encaminamos. Por eso tenemos que saber quiénes somos y de dónde venimos. 

Con relación a la ESMA, señor presidente, no pretendo hacer un catálogo del horror. A todos nos resulta durísimo rememorar los años de la dictadura, pero quienes más los sufrieron fueron aquellos que perdieron a sus padres, a sus hijos, a sus nietos, a sus amigos, a sus parejas, que nunca podrán dejarlo atrás. Nada podrá compensar lo irreparable. Por eso creo, señor presidente, que la creación de un museo que preserva para el conocimiento de las generaciones futuras la memoria de lo que allí sucedió, fue una atinada decisión de la Legislatura, corporizada en las leyes 392 y 961.


Afirmando esta vocación de construcción de identidad que necesitamos los argentinos, junto a otros diputados de mi bloque, presentamos un proyecto de ley que, además de avanzar en otras cuestiones, ratifica el convenio 08/04.


En segundo lugar, quiero dejar en claro algunos puntos relacionados con la cuestión constitucional y legal que se ha planteado aquí. De acuerdo con nuestra organización constitucional, corresponde al señor Presidente de la Nación ejercer la Jefatura y la Comandancia de las Fuerzas Armadas. En tal condición, en una decisión que como todas las decisiones políticas puede ser cuestionada desde la política, se anunció –desde el Poder Ejecutivo Nacional– el desmantelamiento del predio antes de su traspaso.


Más allá de los cuestionamientos o apoyos que la medida merezca y de las discusiones sobre el rol que la ciudad adopte en función de ella, ante la decisión presidencial, nos resta a nosotros, legisladores de la Ciudad de Buenos Aires, analizar la ratificación o el rechazo del convenio y, por supuesto, las implicancias de una u otra decisión para los vecinos de nuestra ciudad. Por ello, los recaudos tomados al respecto en la comisión, que algunos lamentablemente vieron –y otros quisieron ver– como maniobras dilatorias.

El convenio que estamos discutiendo compromete decisiones jurídicas de las partes, en un litigio cuyo objeto es precisamente el predio, por lo que de ningún modo debe leerse como improcedentes las consultas a la Procuradora General de la Ciudad y al Escribano General de la Ciudad, quienes concurrieron a la comisión a dejar su testimonio. 

En cuanto al diseño de los destinos del predio, creemos que es atribución constitucional de esta Legislatura disponer acerca de la cuestión, por lo que las propuestas y conclusiones de la Comisión Bipartita que crea el convenio, deberán ajustarse a los requerimientos de este Cuerpo para su aprobación final.

Finalmente, señor presidente, la incorporación de un predio de 17 hectáreas al patrimonio de la ciudad y su cambio de uso urbanístico, requieren de una definición. Desde Compromiso para el Cambio, consideramos que no es razonable tomar una decisión sobre dicha incorporación que genera para la ciudad derechos pero, como se ha dicho, también obligaciones, sin debatir el destino de éstas, y creemos que el mejor destino es aquel que conjuga, por un lado, la necesidad estratégica de la construcción de la identidad nacional como pueblo y, por el otro, la necesidad cotidiana y práctica de los vecinos de esta ciudad en el aquí y en el ahora.

Como mensaje en la historia, señor presidente, compartimos sin duda el concepto marco de hablar de espacio para la memoria y para la promoción y defensa de los derechos humanos.

Por eso entendemos que el destino del predio debe poner énfasis en el pasado, en el presente y en el futuro de la protección de dichos derechos. El Museo de la Memoria, por ley de esta ciudad, tendrá asiento en el predio que fuera de la ESMA. 

Señor presidente: creemos que un buen homenaje a esa memoria es también dedicar parte del predio a la reivindicación de los derechos humanos que hoy, por razones que encuentran su raíz en lo profundo de nuestra historia y también en el pasado reciente, no son satisfechas como corresponden.

Tanto la política constitucional como la teoría política, han evolucionado reconociendo la existencia de los derechos humanos de primera generación, relacionados con la vida y la libertad; y de derechos humanos de segunda y tercera generación, relacionados con el individuo en su condición de ser social y miembro de una comunidad. Planteamos, entonces, dedicar parte del predio a la atención de estos derechos.

A nuestro parecer, el predio debe poder ser utilizado para atender las necesidades educativas de nuestra población, desde jardines maternales hasta institutos de educación superior. La infraestructura instalada permite el aprovechamiento integral de los edificios y sus espacios verdes y de deportes. Asimismo, la formación profesional para el empleo debe tener su lugar.


Respecto del derecho a la salud, la zona en donde se ubica el predio que pertenecía a la ESMA es atendida por el Hospital Pirovano como único hospital público; y pese a que existen centros de salud que dependen de él, creemos que hay infraestructura adecuada en el predio para servir de soporte a la prestación del servicio de salud que este hospital brinda.


También entendemos que el derecho a la rehabilitación física es, señor presidente, un derecho humano. En la Ciudad de Buenos Aires tenemos sólo dos instituciones públicas dedicadas a esta cuestión. Están superadas por la demanda que genera una ciudad que, por ejemplo, tiene el récord de accidentes de tránsito. El derecho a la rehabilitación física, en particular a través del deporte, es atendido en la ciudad sólo por el Instituto de la calle Ramsay, que es nacional. Creemos que, perfectamente, un instituto público de similares características podría funcionar en el predio sobre el que estamos discutiendo.


El derecho a la cultura y el acceso a ella, a veces tan concentrado en los barrios del centro, debe tener también un lugar en el predio de la ESMA.


En definitiva, señor presidente, se trata de que la ciudad –y con ello nos queremos referir a todos sus vecinos– recuperemos el predio de la ESMA. Que todos, y no sólo quienes piensan de uno u otro modo, podamos recuperar nuestra historia y forjar la identidad que necesitamos como pueblo para, todos juntos, construir nuestro futuro en un marco de respeto y tolerancia que, está visto, a los argentinos nos cuesta tanto construir.


En un lugar donde imperó tanta muerte, señor presidente, propongo que brindemos por la vida. (Aplausos). 

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra el diputado Godoy.

Sr. Godoy.- Señor presidente: en atención a la gente que está esperando la resolución de esta cuestión, y teniendo en cuenta las exposiciones detalladas que han hecho colegas de mi bloque, solicito su autorización para insertar mi discurso en la versión taquigráfica. *

Brevemente, por un deber de conciencia, quiero indicar mi preocupación por el destino de los institutos que se propone trasladar. El señor Presidente de la República ha decidido que se desocupe completamente el predio. 

Según las políticas que ha manifestado últimamente el Estado nacional, existe la intención de reconstruir el Estado y una serie de actividades, entre las cuales, la marítima, resulta fundamental.


Si queremos reconstruir la flota mercante, si queremos solidificar la flota fluvial, si queremos el ejercicio pleno de nuestros derechos soberanos sobre nuestro litoral marítimo, necesitamos medios y recursos humanos. Estos recursos humanos encuentran una formación de excelencia técnica en estos institutos. 

Allí se forman jóvenes a los cuales no se puede conectar con hechos dolorosos y oscuros. Allí se están formando parte de las necesidades presentes y futuras para la reconstrucción de estas actividades económicas que resultan fundamentales para el resurgimiento argentino.

Los fondos que van a ser necesarios para hacer estos traslados no han sido aportados aún, y esto crea un clima de inseguridad en padres y alumnos con respecto al inicio de los ciclos lectivos y a la posibilidad de continuar carreras que ya han sido iniciadas.

Cuando el señor Presidente de la Nación manifestó, en marzo del presente año, su intención de destinar el predio al Espacio de la Memoria o al Museo de la Memoria, presenté un proyecto en el cual proponía que una parte del predio se destinara a tal fin, dejando la restante, que es una superficie importante, para que funcionaran estos institutos. Creo que la utilidad social de esos institutos se produce en ese lugar. Allí conforman un polo educativo, en donde existen simuladores de navegación de última generación. Allí encontramos una biblioteca naval de excelencia con un equipamiento único en Latinoamérica. Todo esto hace necesario que interactúen en un mismo predio. Una vez que sean trasladados, se perderá esta posibilidad y, seguramente, el servicio educativo no tendrá la misma excelencia.

Por último, creo que hubiera sido conveniente que padres, docentes y alumnos de estos institutos hubieran tenido la oportunidad de expresarse en las comisiones que nos presentan este convenio. 


Por lo tanto, deseo manifestar mi disidencia con el convenio tal como ha sido presentado por las comisiones. (Aplausos).

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra el diputado Cortina. 

Sr. Cortina.- Señor presidente: en primer lugar, saludo a los organismos de derechos humanos que están presentes en esta sesión siguiendo el tratamiento de un tema tan importante. Fundamentalmente, celebro la presencia en este recinto de las Madres y Abuelas de Plaza de Mayo. (Aplausos prolongados). 

Señor presidente: desde el bloque del Partido Socialista, pensamos que la memoria histórica de los pueblos es un instrumento necesario e imprescindible para identificar las causas de la opresión, del dolor y de la dominación. Un pueblo que guarda memoria histórica es un pueblo dueño de su propio destino. 


La memoria histórica no es un instrumento del odio, ni de la búsqueda de la discordia o de la disolución social. Por el contrario, es un faro siempre destellante, que ilumina tanto el presente como el futuro. A diferencia del Prometeo encadenado, nos enseña que no estamos condenados a vivir cada día eternamente el mismo sufrimiento. 


Por eso, señor presidente, valoramos, defendemos, apoyamos y vamos a votar afirmativamente este despacho, que contiene el convenio que apunta a la creación del Espacio para la Memoria y cuyo objetivo ya conocemos: es el resguardo y la transmisión de los hechos ocurridos durante el terrorismo de Estado. 


Señor presidente: la creación del Espacio de la Memoria no pretende saldar alguna herida, ni borrar huella alguna, ni detener la lucha por el juicio y castigo a todos los responsables del genocidio. (Aplausos).

 
Entiendo que los organismos de derechos humanos alientan este espacio para que todos –en especial, las nuevas generaciones– sepan que nuestro pasado hiere nuestro presente, que nuestro pasado es nuestro presente y que la única forma posible de asumirlo es a través del arduo y doloroso camino que nos imponen la justicia, la memoria, la reflexión y el compromiso colectivo y cotidiano a favor de un Nunca Más.


Señor presidente: no es verdad que volvernos sobre el pasado nos ata a la quietud y a la parálisis. Muy por el contrario: los mejores horizontes se constituyen desde las raíces más profundas. En ese sentido, no me caben dudas de que –como sostiene Hannah Arendt– la lucha más antigua, aquella que nunca debe ser abandonada, es la lucha de la libertad contra la tiranía. 


El destino de la humanidad debe ser la libertad, pero no una libertad utópica, sino aquella que se conjuga ciertamente con la igualdad social y económica y con el respeto a los derechos humanos. Sin embargo, señor presidente, debemos ser conscientes de que no existe una libertad conquistada para siempre si no la abonamos permanentemente, con el consecuente y necesario ejercicio de la memoria social. 


Es por esto –y para finalizar– que para el bloque del Partido Socialista es una enorme satisfacción y un gran orgullo que esta Legislatura apruebe este despacho, este convenio, porque sin duda estamos reparando, en parte, las deudas que tenemos con los familiares, con los amigos y con las víctimas que padecieron el terrorismo de Estado.

Pero es a la vez una magnífica oportunidad para decirle a los vecinos que esta institución, que esta Legislatura, tiene memoria; que se compromete con la vida y con la defensa de los derechos humanos y que cada día apuesta a la consolidación y profundización del orden democrático. (Aplausos)

Señor presidente: solicito el cierre de debate con lista de oradores.

Sr. Presidente (De Estrada).- Los diputados anotados para hacer uso de la palabra son los siguientes: Schifrin, Ameijeiras, De Giovanni, La Ruffa, Mercado, Acuña, Caruso, Morando, Bello, Tomás Devoto, Majdalani, Bertol, Melillo, Bianchi, Etchegoyen, Michetti, Milcíades Peña, Busacca, Vega, Polimeni y Oliveto.


Se va a votar el cierre de debate con lista de oradores.

- Se vota y resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra el diputado Schifrin.

Sr. Schifrin.- Señor presidente: están presentes en el recinto representantes de organismos reconocidos nacional y mundialmente, por su humildad y respeto. Para mí es una emoción tener su presencia y me sumo a las expresiones del diputado Roy Cortina.


No quiero entrar en el protocolo, por lo que le pido disculpas a Estela, a Tati, a Nora, a José, a Vicky, a Lila, a Alejandra, a Alba y a todos los compañeros que muchas veces han sido galardonados en este país y en el exterior, por su humildad y por el respeto que han expresado, gracias al que podemos avanzar, a pesar de las diferencias que hay en estos momentos en la Legislatura. Esto enaltece su lucha, que es la lucha por sus hijos y sus familiares.


Particularmente, sí quiero mencionar que representan a un montón de militantes anónimos que se expresan a través de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, Servicio Paz y Justicia, del Centro de Estudios Legales y Sociales, de la Fundación Memoria Histórica y Social Argentina, de Abuelas de Plaza de Mayo, de Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, de Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas, de Buena Memoria Asociación Civil, del Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos, de la Liga Argentina por los Derechos del Hombre, de la Asociación de Ex Detenidos Desaparecidos, de H.I.J.O.S. y de Hermanos.


El perdón del Estado argentino a las víctimas del terrorismo que desató la dictadura militar tiene una envergadura histórica que no alcanza, de todas maneras, a saldar la propia historia.


Tenemos distintos puntos de vista y distintas miradas. Es difícil que nosotros, congéneres, podamos saldar una sola mirada de la historia pero, de a retazos, de manera no planificada, a través del funcionamiento de la democracia –en este caso, a través del funcionamiento de la Legislatura, del debate y de la expresión de las diferencias– se avanza, se dan pasos hacia la paz, que debemos consignar, sin dudas.


Creo firmemente en lo que decían algunos dirigentes y compañeros de estos organismos hace un rato, cuando esperábamos durante varias horas, porque la Comisión de Labor Parlamentaria postergó la sesión. Nos decían: “Díganle a los que están preocupados por el futuro de los chicos, por el derecho a la educación, por el derecho a completar una formación profesional o un oficio, que jamás –jamás– los organismos de derechos humanos vamos a permitir no sólo el cierre de una escuela –de un espacio educativo, de formación o de mejoramiento de oportunidades en la vida– sino también la inviabilidad del acceso a esas mismas escuelas, si se trasladan.


Yo digo que sería absolutamente racional que el Estado nacional –no por estos compañeros que luchan por sus propias causas, que son las de todos–, en su inmensa humanidad, tenga en cuenta las necesidades de miles y miles de jóvenes de argentinos de formarse y tener una educación digna y que seguramente tampoco la historia nacional podría avanzar en la creación de un espacio para la memoria cerrando otro para la formación de las oportunidades y de la vida.


Lo que sucede, como dijo Oliveto, es que en Auschwitz no está en discusión la cuestión de los usos y en el predio de la ESMA, por suerte, se avanza con zigzagueos y no está en discusión; no es el problema principal histórico. Si hay una palabra histórica, no está en discusión la cuestión de los usos. En todo caso, ha tocado a algunos realizar una actividad muy noble, allí donde las paredes hablan de la historia; allí donde cinco mil argentinos, casual y paradójicamente el mismo número que aquí se mencionó, nos han dejado sus huellas, sus improntas y sus inexistencias. Ha tocado en ese lugar y corresponde aquí en el presente, aquí en el espacio de la vida de hoy, resolver ese problema. Pero no está en discusión la cuestión de los usos en Auschwitz ni está en discusión la cuestión de los usos del actual predio de la ESMA.


Me parece que no debemos tener una mirada estrictamente económica del presente. Un conflicto de generaciones; un conflicto en el que, en algunos aspectos, reconozco que no tengo la solución ni me imagino que una sola cabeza ni muchas cabezas de un solo sector podrían tener una solución. Un proceso que vamos a dejar, seguramente, para nuestros hijos. Seguramente, podríamos medirlo en términos de economía, de infraestructura, de logística, de informática, de paredes, de muebles. ¡Imagínense cinco mil vidas produciendo inteligencia, cinco mil vidas produciendo hijos, cinco mil vidas trabajando en la Argentina, cinco mil vidas en el espacio que quedó vacío y que muchos de nosotros, a los borbotones, tratamos de llenar y a veces con nuestras culpas!


De eso se trata. Ni más ni menos, que una sola parte. En este caso, el aporte hacia el camino de la paz, el aporte hacia la paz en la Argentina, tiene que ver con que haya una memoria del horror del terrorismo de Estado. No es la memoria de todos. Es la memoria del horror del terrorismo de Estado. Es un paso indispensable para quienes consideramos que no hay una idea mesiánica ni un todo al que se puede acceder luminosamente y por arte de magia; sobre todo, por más que sigamos discutiendo, sigámoslo haciendo. Tal vez, no seamos nosotros los que les podamos legar a los militantes del cambio y de la paz exactamente la síntesis. Sería preferible que ellos hagan la síntesis, pero sería importante que les leguemos un espacio recuperado para el uso que la historia trágicamente le ha dado. (Aplausos). 

Sr. Presidente (De Estrada).- Antes de seguir con la lista de oradores, quiero aclarar que omití mencionar al diputado Enríquez que, según me informan, también se había anotado.


Tiene la palabra el diputado Ameijeiras. 

Sr. Ameijeiras.- Muchas gracias, señor presidente.



Estoy convencido de que es tarea de la sociedad resguardar y transmitir la memoria de los hechos ocurridos durante los años de vigencia del terrorismo de Estado. Para conocer lo ocurrido en nuestro país en esos oscuros años, es necesario que la actual generación y las futuras conozcan la verdad, como elemento esencial para promover el sistema democrático, la consolidación de los derechos humanos y la prevalencia de los valores de la vida, la libertad y la dignidad humana.


Es fundamental que la sociedad argentina termine de reconstruir los hechos dramáticos de la represión repudiando el terrorismo de Estado, juzgando a sus responsables e intentando reparar parcialmente el daño causado.


El predio de la Avenida del Libertador, de ser aprobado el convenio 8 del 2004, volverá a formar parte del patrimonio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y será el espacio de documentos y testimonios, las fuentes históricas para que se conozca nuestro verdadero pasado sin ningún tipo de ocultamiento. 


Señor presidente: cuando no recordamos lo que nos pasa, nos puede suceder la misma cosa. Son esas mismas cosas las que nos marginan, nos matan las ideas y nos quitan la memoria. Quien quiera oír que oiga. 


Nuestra historia personal y colectiva es una vivencia que fue forjada en los avatares de los conflictos, tristezas y alegrías de la historia nacional en la que estuvimos inmersos. De ella no podemos sustraernos. La memoria nos ayuda a sentir quiénes y por qué los argentinos somos lo que somos. Lejos de ser un pasado muerto, la memoria es presente que nos nutre, un valor indispensable para construir el porvenir. 


Por lo tanto, creemos que la memoria de un pueblo es el puente más sincero con las nuevas generaciones es un vínculo con el futuro que no sólo depende de ejercicios racionales sino que proviene, fundamentalmente, de lo más profundo del alma. 


Por todo lo expuesto, señor presidente, el bloque del Partido de la Ciudad votará positivamente la aprobación del convenio bajo análisis. (Aplausos). 

- Ocupa la Presidencia el Vicepresidente 2°, diputado Talento.

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado De Giovanni. 

Sr. De Giovanni.- Señor presidente: no sin emoción se puede entrar a este debate. Por tanto, trataré de no contestar, de no polemizar y de ser verdaderamente breve. Haré dos aportes distintos a lo que se ha dicho hasta ahora. 


En primer lugar, es un aporte que hace a mi deformación profesional, de tipo jurídico, sobre la aprobación de los convenios. Estos convenios, cuya potestad de celebrarlos en la ciudad es del Poder Ejecutivo y que deben ser refrendados o aprobados por la Legislatura, forman para la mayor parte de la doctrina un acto complejo, pero es un solo acto. Y así, toda la doctrina constitucional es conteste, y hay doctrina suficiente en el orden nacional en el sentido de que el órgano deliberativo, el Congreso o la Legislatura, no puede modificar los términos del convenio. En ese sentido, citando a tratadistas como 
Sánchez Viamonte, González Calderón, De Vedia y Mitre y Bidart Campos, voy a dejar para el diario de sesiones sus opiniones porque creo que serán útiles para la discusión de este convenio y de los sucesivos que tratemos en este recinto* . 


La otra cuestión que quiero aportar es un hecho que considero es de bastante relevancia histórica en la historia del predio de la ESMA. Paso a relatarla. En el mes de enero de 1998, el entonces Poder Ejecutivo Nacional, que signó toda la década del 90' dictó un decreto por el cual disponía la demolición de todos los edificios de la Escuela de Mecánica de la Armada y entre sus considerandos decía: “El traslado de la Escuela de Mecánica de la Armada tiene un valor simbólico innegable, sustentado en el afán por dejar atrás las antinomias y asumir las lecciones de la historia reciente, expresando plenamente la voluntad de conciliación de los argentinos”. Por ello resolvía destinar al uso público los terrenos que actualmente ocupa dicha instalación militar y erigir en dicho espacio libre un símbolo de la unión nacional como único propósito. Esto, señor presidente, significaba lisa y llanamente destruir la memoria. Pero en aquel momento hubo valientes mujeres que interponiendo una acción judicial pararon o desbarataron la medida. Se trata de Graciela Palacios de Elois, cuyo marido desapareció en el predio de la ESMA, y de Laura Bonaparte, cuyo marido también desapareció en dicho predio, junto con otros siete familiares. Entonces, un grupo de abogados, entre los cuales estaba una persona de la Casa, la doctora Liliana Magrini –quien en la actualidad es la directora de la Comisión de Justicia–, inició una acción de amparo con una medida cautelar, que fue acogida en primer lugar por el juez en primera instancia, doctor Guglielmino. 

Voy a leer un poco de lo que decía el juez Guglielmino, porque esta síntesis la hacen protagonistas de los 90' y no de los 70'; la hacen miembros del Poder Judicial al cual honran, y aún forman parte de él. Decían los considerandos de la medida por la que se ordenaba al Poder Ejecutivo que no innovara, que no destruyera y trasladara la Escuela de Mecánica de la Armada: “La transformación de la ESMA en un espacio verde, si se produce durante este mes de enero, es fundamento suficiente para habilitar la feria judicial. Y de producirse pueden borrarse pruebas que permitan saber cuál fue el destino final de los parientes...” –de los parientes de quienes iniciaban la acción. Luego dice: “El derecho invocado por las actoras reviste una entidad tal que permite advertir, desde ahora, la conveniencia de suspender la demolición del edificio en cuestión, hasta tanto se dicte sentencia en esta causa”. 

El Poder Ejecutivo hizo caso omiso y anunció por la prensa que procedería a la demolición. En el diario La Nación del 7 de febrero se titulaba: “Comenzó la mudanza de la ESMA”. Fue entonces cuando tomó intervención la Cámara de Apelaciones de turno, y otras dos mujeres que aún hoy enaltecen al Poder Judicial, la doctora Marta Herrera y la doctora María Inés de Conte Grand, de la Cámara en lo Contencioso Administrativo Federal, fueron a hacer una inspección ocular a la ESMA. Y con esa inspección ocular se hizo la primera visita, junto con los abogados que patrocinaban la causa y con otros diputados nacionales, quienes en ese momento las acompañaron. Ése fue el prolegómeno de la visita histórica que realizara el presidente Kirchner en el curso de este año. Cinco mujeres, acompañadas de otros legisladores, llegaron allí, pasaron a capucha y capuchita y sufrieron la profunda emoción de ser las primeras que podían acceder de esa manera al predio de la ESMA.


No voy a extenderme en mayores citas judiciales. Pero no quiero dejar de leer la intervención del señor fiscal de segunda instancia, el doctor Eduardo Irigoyen, quien dijo: “Dejar como está la Escuela de Mecánica de la Armada es dejar el símbolo a generaciones futuras de algo que ocurrió a una generación anterior, algo terrible y horroroso. Este testimonio es necesario para que resulte testigo perenne de la historia, tal como ocurre en los otros campos del mundo, tal como ocurre en Auschwitz y otros muchos campos del horror que se mantienen intactos en pro de la memoria de futuros hombres y mujeres que, desconocedores de la historia, pregunten alguna vez ‘¿qué ocurrió aquí?’, y se lo cuenten. Y así, se instale en su persona lo sucedido en dichos sitios y que no debió suceder jamás, ni sucederá nunca más”. Esto lo dijo un fiscal de la Nación en el año 1998.


Señor presidente: viene a mi cabeza, para no abusar de la palabra “memoria”, que en el actual predio donde ahora se levanta la Biblioteca Nacional y en los jardines anteriores, estaba la residencia presidencial, usada por varios presidentes argentinos, donde murió Eva Perón. El golpe militar del 55' la destruyó. De eso no tenemos memoria. Tenemos una Biblioteca Nacional que es útil en el predio, pero se borró la memoria. Esa Biblioteca Nacional pudo haber estado ubicada en otro lugar de la Ciudad de Buenos Aires. 


Termino, señor presidente, adelantando mi emocionado voto, que en su momento daré para la aprobación de este convenio. (Aplausos).

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra la diputada La Ruffa. 

Sra. La Ruffa.- Señor presidente: quiero dejar señalado que me gustaría que al final de este debate se aprobara por unanimidad la ratificación de este convenio. Tengo este deseo porque entiendo que este convenio, que firmaron el 24 de marzo de este año el presidente Kirchner y el Jefe de Gobierno de la Ciudad, empezó a escribirse el mismo 24 de marzo de 1976, cuando se implementó un plan de asesinatos, de desapariciones, de muertes, que hizo que desde ese momento miles de argentinos lucharan por la verdad, por la justicia y que hoy todo el pueblo argentino esté buscando que se construya la memoria.


Por su intermedio, señor presidente, quiero dejar aclarado que firmé el despacho de la mayoría, y que más allá de los componentes histórico políticos que podamos tener en el momento de la aprobación de este convenio, este expediente cuenta con todo el apoyo técnico y legal que ha tenido cualquier convenio que sigue todos los pasos técnicos del Ejecutivo Nacional y del Ejecutivo de la Ciudad. De hecho, en las comisiones intervinientes –la de Relaciones Interjurisdiccionales y la de Derechos Humanos, Antidiscriminación y Garantías– hemos recibido a representantes de organismos de derechos humanos, a representantes del Poder Ejecutivo Nacional y del Gobierno de la Ciudad que disiparon todas las dudas que teníamos, que nos comentaron el cronograma de acciones que realizarán para poder cumplir con lo manifestado por el presidente Kirchner sobre trasladar de ese lugar a las fuerzas armadas. 

Además quiero decirles que disiento con un diputado preopinante respecto del avasallamiento de la autonomía de la Ciudad, porque creo que este convenio, más que estar en contra de, viene a complementar la Ley 961 y a poner fin al litigio jurídico que tenían Nación y Ciudad en relación con el dominio del predio en el que se encuentra la ex Escuela de Mecánica de la Armada y que se cede a través de este convenio. 


Quiero leer el testimonio de una de las mujeres que nos acompañó en la primera reunión que hicimos con los organismos de Derechos Humanos, para dejar asentada mi posición respecto de la integralidad o no del predio. Quiero decir que con esto pienso hacer un pequeño y humilde homenaje a las víctimas, a sus familiares y a todos los militantes del campo popular. 


Quiero dejar en claro que no voy a poder leerlo con el mismo tono y la emoción con que lo hizo ella porque, claro está, yo no fui la protagonista.


Así nos dijo: “
Mi nombre es Hilda Actis y soy sobreviviente de la Escuela de Mecánica de la Armada. 

“Quiero hacer una acotación. Para nosotros es bastante difícil escuchar hablar de convenios y de partes de un mismo predio. Quienes estuvimos secuestrados en ese lugar sabemos perfectamente que no es cierto que sólo un pedazo del predio estuvo afectado a este tema y que la gente que circulaba por el resto no sabía nada. 

“Cuando nos secuestraron, no nos llevaron directamente al Casino de Oficiales en helicóptero. Cada vez que nos entraban y nos sacaban recorríamos absolutamente toda la Escuela, hasta que llegábamos al Casino. Así les sucedió a todos los secuestrados, cuando llegaban y cuando los sacaban para matarlos. La primera calle, la que está delante de todos los edificios, es la que siempre recorríamos para ir de un punto al otro. Debíamos pasar por todas las guardias; sabían quiénes estaban llegando, que éramos secuestrados, y la guardia daba el permiso para seguir avanzando. 

“Los autos en los que nos secuestraron –iba a decir nos chuparon, porque era el término que ellos utilizaban– eran robados, y los modificaban y pintaban en los talleres de allí adentro, existentes en el fondo. Algunos compañeros trabajaban, como mano de obra esclava, en una imprenta que estaba en la otra punta del predio, y los que hacían tareas de fotografía estaban en otro lugar. Cuando alguien estaba enfermo –era tan absurdo, que primero nos torturaban y después nos curaban... para seguir torturándonos–, lo llevaban a la enfermería, que estaba en otro lugar. Circulábamos por todo el predio. 

“Además, los oficiales –que supongo que dormirían en el Casino– nos cruzaban en la escalera encapuchados y engrillados. Esto quiere decir que sabían que estábamos allí. Los que nos custodiaban eran alumnos de la ESMA, que me imagino que dormirían en el mismo lugar que el resto de los alumnos; por lo tanto, estarían todos enterados de lo que estaba pasando. 

“Por eso, no hay un solo espacio de ese lugar que no haya sido afectado a esta situación. No entiendo qué es lo que se tiene que discutir; no entiendo por qué se discute quién se tiene que ir y quién no; no entiendo cuando se habla de un pedazo del lugar. 

“Sí estoy de acuerdo con que se piense qué es lo que se hará en el predio, pero no en un solo pedazo de él. Ésta es la historia del lugar. Porque, si no, parece que estamos hablando de cualquier plaza. Se trata de un pedazo de una terrible historia que hemos vivido todos. La idea no es hacer un museo donde sólo se muestre el horror y la ropa que usábamos. Debe ser un museo para refrescar la memoria de por qué llegamos allí, por qué no tiene que volver a pasar. Todos los chicos tienen que enterarse de lo ocurrido, para que no le pase nunca más a nadie. Y cuando digo nadie es nadie, y no sólo los que estuvimos en ese lugar. Que las fuerzas armadas no vuelvan a hacer lo mismo; que esto no nos vuelva a suceder a los argentinos. 

“Por eso, la cuestión no es seguir hablando de cuál sería el pedazo afectado al museo y cuál no. No es un espacio cualquiera; hay una historia en ese lugar”. (Aplausos).
Sra. Acuña.- Pido la palabra.


Señor presidente: quiero hacer mías las palabras del Centro de Estudios Legales y Sociales manifestadas en un comunicado que nos enviaron a todos los diputados de esta Casa. El título es “Qué memoria”, y el texto dice lo siguiente: “La decisión del Gobierno de la Nación y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de erigir en las instalaciones de la ESMA el espacio para la memoria y la defensa de los derechos humanos, responde a un anhelo profundo sostenido durante años por los organismos de derechos humanos.


“Ahora que la sociedad política ha respondido a esa demanda de la sociedad civil, resta decidir qué clase de memoria de terrorismo de Estado se realizará allí, en qué plazos, con la participación de qué actores y mediante la inversión de cuáles recursos. El convenio firmado por el Presidente de la Nación y el Jefe de Gobierno de la Ciudad el 24 de marzo, sólo dice que ambas jurisdicciones deberán decidir la porción del predio que se dedicará a ese fin, y la Legislatura está realizando audiencias para recoger opiniones al respecto.


“El Centro de Estudios Legales y Sociales desea transmitir unas pocas reflexiones sobre el tema. En primer lugar, la memoria de la barbarie desatada contra una generación, debería incluir que ellos perdieron la vida porque querían un país más justo.


“En segundo lugar, un Estado en bancarrota y una sociedad empobrecida hasta límites inimaginables entonces, testimonian la derrota de los distintos proyectos de transformación progresiva de la sociedad que atrajeron a millones de militantes y simpatizantes en las décadas de 1960 y 1970.


“En tercer lugar, el recuerdo de aquel empeño y de la cruel represión que lo aplastó, debería tomar en cuenta las nuevas condiciones sociales, económicas y políticas. La iniciativa del espacio para la memoria no se resume en la mera reconstrucción del horror. La propuesta que los organismos de derechos humanos vienen impulsando hace años, configuran una institución destinada al presente con actividades y programas hacia la comunidad. En el actual panorama del país, no hay lugar para triunfalismos y monumentalismos.


“En cuarto lugar, las víctimas del Estado terrorista no aprobarían emprendimientos grandiosos que resultarían ofensivos en contraste con la pobreza generalizada. La contraparte de la desmesura en los proyectos es su incumplimiento en la realidad, como a diario se observa en tantos otros campos de la actividad estatal. En consecuencia, creemos que se requieren la máxima austeridad y restricción, comenzando por la definición de la porción del predio que se destina a estos fines. 


“En quinto lugar, se trata de la memoria de la sociedad acerca del más trágico período de su historia. Por ello, la discusión debe trascender a las víctimas directas y a los organismos de derechos humanos. Nuestra persistencia, en los peores momentos, frustró todas las tácticas de la impunidad y del olvido, pero ello no nos confiere una voz exclusiva. Las consultas deben abarcar a todos los sectores sociales y políticos, lo cual llevaría tiempo y desaconseja la toma de decisiones instantáneas que, si no son asumidas por la sociedad, resultarán sectarias y contraproducentes”.


Este comunicado del CELS está firmado por su Comisión Directiva, por el Director Ejecutivo y por más de sesenta representantes de sectores de la cultura y de la academia.


Muchas gracias. (Aplausos). 
Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra la diputada Caruso.

Sra. Caruso.- Señor presidente: en principio, quiero saludar la presencia de los organismos de derechos humanos y destacar la presencia de Estela de Carloto, Presidenta de Abuelas de Plaza de Mayo. Para los que no lo saben, ésta es una organización que está siendo propuesta por numerosas organizaciones y personalidades del mundo para el Premio Nobel de la Paz. Entre ellas, José Saramago y Rigoberta Menchú.


La ratificación del convenio suscripto por el Ejecutivo de la Ciudad y la Nación, debería haber sido un acto simple. Cargado de emotividad, por todo lo que representa, pero simple, ya que se trata de aprobar o rechazar el convenio.


Lamentablemente, durante cuatro meses, la oposición se dedicó a retener el expediente, al que hago referencia, en la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales. La maniobra llegó a su techo cuando tomó estado público y, entonces, modificaron su estrategia.


Este despacho que, después de mucho pelear, hemos firmado la semana pasada, tiene tres observaciones en las que se aducen, por ejemplo, problemas de presupuesto para el Estado nacional y el de la ciudad.


Parece que los legisladores que observaron el despacho de mayoría creen que estos temas deben ser resueltos con criterios economicistas. Pero esto no es así. Porque, según lo que dijo el Jefe de Gobierno en un medio periodístico, en el presupuesto del año que viene se estima que va a haber unos 15 millones de pesos disponibles, de acuerdo con una investigación que se está haciendo, respecto del recursos para el arreglo de la ESMA. Y ese presupuesto va a ser votado en esta Legislatura. De modo que se le podrá agregar o desagregar más dinero, para solucionar el problema de las escuelas navales.


Por otro lado, también quería agregar que me parece verdaderamente terrible que los chicos que estudian en estas escuelas tengan que estar haciéndolo en ese lugar. Me parece mucho mejor que ese lugar sea preservado como lugar de la memoria, y que ellos puedan tener este tema en sus currículas pedagógicas y no que tengan que convivir con él. (Aplausos). 


Tal vez, si los legisladores que sistemáticamente se encargaron de obstaculizar este expediente giran sus cabezas, podrán ver los ojos de quienes, con su lucha por la justicia, nos demostraron siempre que hay cosas que no tienen precio: la vida de los hijos, la de los hermanos, la de los amigos.


Estos representantes de este organismo de derechos humanos vienen a ver cómo nosotros, representantes de la ciudad, asumimos nuestra responsabilidad de participar en la reconstrucción de la memoria. Éste es un paso fundamental para alcanzar, de una vez, la justicia en nuestro país.


Yo, que soy de la generación del 70, le agradezco a la vida la posibilidad de estar sentada en esta banca y poder estar haciéndome cargo y responsable de esta cuestión en este momento; no como muchos de mis compañeros, que hoy no están.


Mezclar la aprobación del convenio con cuestiones presupuestarias, con afectaciones o desafectaciones para el predio de la ESMA, no es casual. Para el proyecto que presenté para regular el ordenamiento urbanístico del lugar, el Presidente de la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales pidió un giro adicional que, de acuerdo con el Artículo 122, es materia exclusiva de la Comisión de Planeamiento Urbano.


Quiero aclarar, como presidenta de la Comisión de Planeamiento Urbano, que este predio no es un polo educativo. De acuerdo con el Código de Planeamiento Urbano, es un distrito E4. Cada distrito E4 constituye un predio que no puede ser subdividido en parcelas. Cada distrito E4 tiene una numeración en el Código; lo tengo aquí, cualquiera puede consultarlo. Allí está la Escuela Mecánica de la Armada, en segundo orden. Nunca, en lugar alguno, este predio figuró como polo educativo.


Por otro lado, quería definir, de acuerdo con lo que dice el Código, qué es un distrito E4: “Cuando la situación de este predio pretenda ser alterada, afectando una superficie superior al 20 por ciento total de la parcela, se incorporen usos que alteren el carácter predominante o se pretenda desafectar el uso principal del mismo, la cuestión deberá ser sometida al estudio de la autoridad de aplicación, la cual evaluará la propuesta remitiéndola a la Legislatura para su tratamiento”.


Por otro lado, los trámites de usos, afectaciones y desafectaciones, según la Constitución, tienen un procedimiento de doble lectura.


Por lo tanto, lo que dicen en el sentido de que los estudiantes de las escuelas y los padres no van a poder venir a hablar con nosotros, no es cierto. Sí van a poder hacerlo, porque cuando consideremos el tema de la afectación del uso de la ESMA, tendremos una audiencia pública, en la que se van a poder anotar –van a contar con los tiempos necesarios para hacerlo–, presentarse y hablar acerca de lo que quieran decir respecto de qué va a pasar con sus escuelas. 


Quiere decir que, por un lado, vamos a contar con esa participación. Por otro lado, esto no va a implicar gastos. Además, en el día de hoy, en la Comisión de Labor Parlamentaria, me he comprometido con el bloque de la oposición a tratar la cuestión relativa al uso de la ESMA como Espacio de la Memoria el próximo martes, a las 12 horas. Hay tres proyectos presentados, y vamos a tratarlos junto a las comisiones de Relaciones Interjurisdiccionales y de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación. 


Más allá de todas las maniobras de la oposición, que muestran desconocimiento por la Constitución, las leyes y la voluntad de la ciudadanía, este Cuerpo estará a la altura de las circunstancias y votará afirmativamente la aprobación del convenio. (Aplausos).

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado Morando. 

Sr. Morando.- Señor presidente: solicité el uso de la palabra para tratar de explicar la aparente paradoja de que, estando completamente de acuerdo con la exposición del diputado Talento, lamentablemente llego a la conclusión opuesta, y es que no puedo aprobar el convenio. Trataré de desarrollar brevemente la explicación de esta paradoja aparente. 


Básicamente, aquí se han argumentado dos cuestiones vinculadas con las imperfecciones del convenio. Uno de esos argumentos tiene que ver con la juridicidad del convenio, en el sentido de cómo se adecua al orden jurídico. Les confieso que, más allá de que creo que las observaciones pertinentes son adecuadas, a mí no me preocupan, porque no están en mi ámbito de responsabilidad. Les aseguro que los jueces se van a encargar de tratar todas las objeciones que aparezcan, por lo que no es un tema en el que me sienta involucrado. 


El otro tipo de observaciones tiene que ver con el destino de los predios, y con el hecho de si las escuelas se tienen que quedar o no. También les confieso que no me siento involucrado en esa decisión, porque la mayor parte de las escuelas son nacionales y tendrán que arreglarse con aquel a quienes reportan, que es el Estado Nacional. No es para eso que me eligieron a mí. 


Ustedes se preguntarán: si las objeciones jurídicas no me preocupan y las objeciones con respecto al destino final de las escuelas, tampoco, porque coincido con que pueden ubicarse en otros lugares, ¿qué problema tengo en votar a favor del convenio? Es muy sencillo: a mí me eligieron los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires. Y aquí no estamos hablando solamente de la memoria, sino también de plata, y de mucha plata. 


Los gastos vinculados con este emprendimiento –que no sabemos bien de qué se trata– se pueden caratular en cuatro: los gastos del traslado –sobre los que se ha puesto mucho énfasis–; los gastos de la construcción del monumento, o lo que sea –porque no sabemos de qué estamos hablando–; los gastos de funcionamiento del museo –que van de aquí a la eternidad, y tampoco sabemos de qué estamos hablando–; y, finalmente –y no es un tema menor–, el aporte tácito que hace la Ciudad de Buenos Aires de una porción indeterminada de su terreno para la construcción de algo que tampoco sabemos por definición qué es. 


Yo no podría votar a favor de semejante convenio. Repito que estoy profundamente convencido de la necesidad del Museo de la Memoria –y respeto absolutamente todas las argumentaciones del diputado Talento–, porque éste ha sido un capítulo negro, que no puede pasar inadvertido. Por eso, no me animo a opinar acerca de si debería ser grande, chico, cuadrado o redondo; eso lo dirá la ciudadanía. Pero sí me animo a opinar sobre la responsabilidad que siento al pensar en el momento en que los que me votaron me pregunten cuánta plata va a asignar la ciudad para esto, cuando en realidad se trata de algo que –si se quiere– ha propiciado más la Nación.


La memoria –esto tiene que ver con el segundo aspecto que voy a desarrollar brevemente– no es sólo de los porteños. Los porteños somos tres millones de habitantes, en un país que tiene 36 millones. Y no cabe ninguna duda de que este tema se está pasando por la Legislatura porteña para darle un aire de legitimidad social; pero si juntamos los votos que recibimos todos los diputados que estamos sentados acá y los que recibió el Presidente de la Nación, no llegamos ni a la mitad de los argentinos.


Resumiendo, no me cabe ninguna duda de que no puedo poner la cara para decir que voté una partida presupuestaria que no sé de cuánto dinero es; que, en mi opinión, en todo caso, la ciudad tiene que contribuir en prorrata de lo que significa para el Presupuesto Nacional, porque me parece que hay un tema que se ha obviado en la decisión, al calor de la pasión de defender la memoria, cosa que –repito– me parece algo legitimísimo. La verdad es que la caja nacional no es la caja de la Ciudad de Buenos Aires; la caja nacional es la caja nacional y la caja de la Ciudad de Buenos Aires es la de la Ciudad de Buenos Aires. Y todas esas personas pobres que circulan por las calles, los sin techo y los ancianos porteños que hacen cola en los hospitales, no tienen por qué financiar un centímetro más del Museo de la Memoria de lo que les corresponde por ser uno de los 3 millones de habitantes porteños, cuando somos 36 millones de argentinos.


Por todo esto, porque no sé de qué estamos hablando; porque no sé quiénes van a pagar lo que tenemos que hacer y cómo se van a distribuir las expensas, no puedo votar semejante cheque en blanco, porque no voy a poder responder frente a mis votantes. No quiero convalidar el simulacro de legitimidad de tres millones de etnocentristas porteños que se quieren erigir frente a 36 millones de argentinos.


Este tema, señoras y señores, debió haber pasado por el Congreso de la Nación, porque la memoria es de todos los argentinos. (Aplausos).


Quiero hacer notar que, aún cuando se vote y se apruebe el despacho, aún estamos a tiempo para salvar las objeciones que acabo de mencionar. Lo que pasa es que no estamos seguros de que se salven; pero estamos a tiempo.


Les quiero hacer notar a todos aquellos compañeros que van a seguir participando de este proceso, que traten de cuidar esto porque la historia –esto también tiene que ver con la represión– nos ha enseñado que importa cómo se consiguen las cosas. Importa cómo se consiguen las cosas.


Aquí nos estamos olvidando de que el contenido no justifica las formas. Es todo lo que quería decir. (Aplausos). 

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra la diputada Bello.

Sra. Bello.- Señor presidente: llegué a esta sesión unos minutos tarde; vine con el doctor Borocotó, bastante tranquila. Cuando me senté en mi banca, no pude sacar los ojos de las madres, de las abuelas y de los familiares que están en el recinto.


A partir de ese momento, parte de mi historia se hizo presente. Si bien la emoción no es buena para aplicar la racionalidad de los análisis, creo que las emociones surgen a partir de la representación simbólica de nuestras propias experiencias.

No creo en los análisis jurídicos, señor presidente, sin los contenidos y las visiones ideológicas que subyacen detrás de éstos.

A esta altura de los discursos, creo que es redundante hablar del horror de la ESMA; es redundante tratar de conmover la atención de todas estas madres y familiares que, en treinta años, deben haber escuchado todo tipo de discursos: favorables y desfavorables.

Creo que este convenio surge de una larga historia de tantos organismos en la lucha por la recuperación y del nuevo destino para ese lugar de horror. Creo que lo que hizo el Presidente de la Nación con este convenio con el Gobierno de la Ciudad fue, simplemente, ratificar o darle forma a un hecho histórico.


Permítame, señor presidente, reivindicar otra cosa, que es el marco de convivencia 
–ya que de convivencia venimos hablando estos días– con el que hoy podemos trabajar. Estoy en el bloque de aquellos que en parte se han opuesto a algunas cosas y yo reivindico su valentía; porque hoy me toca estar del lado del pensamiento de mis compañeros que están del otro lado respecto de este convenio. No obstante, tengo que reivindicar su valentía, porque es muy difícil hablar desde el lado donde teóricamente no se puede hablar, desde donde los discursos no son bienvenidos. Hoy, como estoy del lado de la supuesta mayoría, estoy más tranquila y más reconfortada.


Es difícil salir del pensamiento único que cada etapa imprime como rasgo dominante. 


Agradezco a Dios que hoy me dé la posibilidad de poder aportar mi voto para la ratificación de este convenio y también de ser parte de un grupo de diputados, de ser parte de un proyecto que sin entorpecer el destino del predio, intenta darle un uso racional, un uso que aporte a los derechos humanos y también a la memoria de todos los desaparecidos. (Aplausos). 

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado Milcíades Peña.

Sr. Peña (Milcíades).- Señor presidente: me pareció que estaba anotado para hablar un poco más adelante. De todos modos, le agradezco que me dé la palabra en este momento.


El 31 de julio se ha cumplido un nuevo aniversario y en algún momento pensaba leer mi discurso durante el período de manifestaciones, pero después dije: “¡No! ¿Qué mejor momento que en el debate de la ESMA?”.


Hubo una época en nuestro país en que los hombres y las mujeres daban su vida por los ideales. Hubo una época en nuestro país, en esta querida patria de todos los argentinos, en que una generación de jóvenes abrazó la causa de la liberación nacional.


Repensar a Ortega Peña a treinta años de su asesinato es recordar a un tipo de militante. 


Dijo Juan José Hernández Arregui acerca de la obra de Ortega Peña: “Los intelectuales no deben naufragar en los mares de las ideas puras, sino sumergirse en las aguas profundas de la cultura popular”. 


Ortega Peña conoce la historia de su pueblo y no se confunde; se pone de la vereda de los más débiles, recorre el país defendiendo el pensamiento nacional, revela en escritos clandestinos y en libros memorables, las contradicciones fundamentales de nuestra sociedad y, como nadie, enarbola la mayor consigna de una época que todavía tiene vigencia: “liberación o dependencia”. 


Un hombre que a los veinte años se recibe de abogado, y con un futuro prometedor como acólito de los grandes poderes imperiales, decide incursionar en la abogacía social y ensaya las primeras ponencias en defensa de los derechos humanos. Funda la revista Militancia, donde desarrolla todo su ideario.



Como joven, reivindica a los gauchos montoneros alzados contra el centralismo porteño. Es abogado de sindicatos combativos, vive hasta el último de sus días comprometido con el pueblo y su causa suprema. Deja el pensamiento de que una sociedad mejor no es una utopía, sino una realidad posible y conquistable, donde los hombres no exploten a los hombres, donde una persona humana sea hermana de su semejante y no su explotador o su enemigo por el sólo hecho de preservar un privilegio de clase. 


Ortega Peña vive en cada uno de esos chicos llenos de rebeldías. De los que apretaron el gatillo, de los que dieron la orden de asesinarlo, sus hijos jamás podrán decir con orgullo quienes fueron sus padres. Ortega Peña vive en la solidaridad de los comedores escolares, en la perseverancia de los intelectuales que no claudican vive en los trabajadores organizados, vive en las marchas callejeras. 


Por eso, al vivir en ellos decimos: compañero Rodolfo Ortega Peña ¡Presente!


Y lo decimos justamente hoy, aquí, en esta Casa de los representantes del pueblo de la ciudad, en la que la historia nos da la oportunidad de comenzar a transformar la vergüenza en memoria. 


Señor presidente: el predio de la ESMA no es el predio que ocupa la Escuela de Mecánica de la Armada; no es el predio donde hoy dictan sus clases las escuelas que allí están. El predio de la ESMA es el predio de una de nuestras mayores vergüenzas nacionales. Y no hablo únicamente de la vergüenza que nos produce la muerte, la tortura; la pérdida de la identidad que sufrieron los hombres, mujeres, niños o nonatos que allí estuvieron secuestrados. Hablo de la vergüenza que de la mano de cada uno de esos actos aberrantes se produjo. Porque se violó a la República, se mancilló la responsabilidad y el honor de los hombres de armas, se descalabró el sentido que tienen nuestras instituciones. 


Por eso, señor presidente, el predio de la ESMA no es el predio que ocupa la Escuela de Mecánica de la Armada; no lo puede ser nunca. Éste, ni más ni menos, es el sentido que quieren darle el Gobierno Nacional, el Gobierno de la Ciudad y el pueblo al lugar. Para que la Armada pueda reconciliarse definitivamente con el designio que trazaron para ellos nuestros héroes de Mayo; para que todo el pueblo pueda jerarquizar los hechos y ubicarse en la historia; en su historia, no en la de sus verdugos. 


El predio es el predio de nuestra memoria. Sin ella, no somos nada; sin ella, no podemos generar proyectos; sin ella, no podemos tener dignidad, hidalguía. 


Señor presidente: el predio es un hito, y como tal debe valorarse. Un hito donde se ejerció barbarie. Pregunto, señor presidente, ¿a quiénes se está representando cuando se pretende diluir el mensaje de lo que pasó? 


Convenimos en que el Estado debe ejercer el monopolio de la fuerza. Pero esta fuerza debe ser ejercida con justicia. Cuando violamos el contrato que la hace posible, no podemos defenderla, ni justificarla, ni indultarla, ni olvidarla, ni perdonarla. 


Cambiar la Escuela de Mecánica de la Armada de predio no sólo es un acto de justicia, también es un acto de salud. ¿Cómo estudiar en donde se violó a la Patria? ¿Cómo aprender en donde se perdió el rumbo? Lo que pasó allí no fue un discurso, no fueron palabras. Fueron hechos que es preciso jerarquizar y no banalizar. 


Señor presidente: serás lo que debas ser o no serás nada; seremos un país en serio o no. En esto no hay medias tintas. Cada uno a su conciencia, a su deber. 


Nuestro bloque va a votar afirmativamente convencidos de que así nos acercamos a esa justicia que alcanzaremos plenamente cuando se aplique el castigo a los culpables de tamaño horror. (Aplausos). 

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado Tomás Devoto. 

Sr. Devoto (Tomás).- Señor presidente: en nombre de nuestro bloque queremos saludar la presencia de madres de Plaza de Mayo y de organismos de derechos humanos presentes. 


La ESMA es parte de un símbolo de una época de terror, de barbarie y de terrorismo de Estado. Es el símbolo de la degeneración humana, violando la dignidad humana de miles y miles de hombres y mujeres que estuvieron en ese predio: mujeres, jóvenes, luchadores sociales, toda una generación liquidada con la tortura, los secuestros, en función de un proyecto político. Porque eso es lo que significa y expresa lo que fue la ESMA: un proyecto político del que hoy se ven las consecuencias, que significó la entrega del patrimonio nacional, la entrega del país y la liquidación de una generación de luchadores, muchos de ellos obreros, delegados y activistas de fábricas que iban a enfrentar la implementación del modelo neoliberal; que también iban a enfrentar a esos dirigentes traidores y burocráticos que permitieron que se llegara a la situación a la que se llegó. Iban a enfrentar a este modelo, a esas organizaciones y a esos partidos, que iban a dejar que pasara lo que pasó en este país. Por eso es el símbolo no solamente del terror, porque en ese espacio, en el predio de la ESMA, seguramente, cada metro fue afectado en función de ese proyecto. Eso es lo que hay que saber. Hay que buscar la verdad y hay que conservar la memoria colectiva, que fue por lo que lucharon tantos desaparecidos, tantos compañeros.


Tampoco sabemos qué hay debajo del predio de la ESMA. Por eso no podemos delegar ni un metro cuadrado de lo que significó la ESMA.


Por lo expuesto, nosotros apoyamos el convenio para que se construya el espacio de la memoria y de los derechos humanos. (Aplausos)

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra la diputada Majdalani.

Sra. Majdalani.- Gracias, señor presidente.


Personalmente no he tenido la desgracia de sufrirlo, pero comprendo que no debe haber peor sufrimiento que el de perder un hijo, un nieto, un ser querido; y mucho más terrible aún debe ser no saber cuándo y dónde, no entender el por qué: sólo obtener la horrible explicación de que fue producto de pensar distinto. Es obvio que para disentir debe de haber al menos dos opiniones.


Hubo injusticias de ambos lados. Hubo horrores de ambos lados. Hubo abuso de ambos lados. Hubo muertos de ambos lados. Pero lo peor es que el Estado no cumplió con su función: usó su poder en contra de los ciudadanos, hizo uso y abuso de su fuerza.


Yo me pregunto si existe alguna clase de reparación, si existe alguna posibilidad de devolverle la vida a nuestros muertos; los hijos a sus madres. La obligación de cada argentino es reconocer nuestra historia. Tener memoria es lo que hará que nunca más ocurran en nuestro país aberraciones semejantes.


Por eso es que creo fervientemente que debemos contribuir a lograr la reconciliación de todos los argentinos y construir un país grande y justo, del cual todos podamos sentirnos orgullosos.


No utilicemos el dolor de todos para declarar ganadores. Los seres humanos, en conjunto, hemos perdido. Honremos a los muertos permitiendo y reconociendo el derecho al disenso. No estoy de acuerdo con politizar el dolor. No comparto el aprovechar el dolor del pasado para medir mejor o peor en las encuestas. No se puede lucrar y no se debe lucrar con este tema. Los derechos humanos son de todos.


No estoy de acuerdo con este convenio. No creo que desarmando el polo educativo que funciona en el predio denominado como la ESMA y privando de continuar con sus estudios a muchos argentinos, reparemos el dolor y las injusticias vividas. No reparemos destruyendo. Miremos para adelante y apostemos a la vida. Saquemos la grandeza de nuestros corazones y así podremos contribuir a la grandeza de nuestra Patria. (Aplausos).

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra la diputada Bertol.
Sra. Bertol.- Señor presidente: desde que asumí esta banca el 10 de diciembre, debo decir que hoy es el día de mayor emotividad en este recinto, y así lo demuestra la sola presencia de la señora Estela de Carlotto, símbolo de la paz para muchos argentinos y para la comunidad internacional.


En primer lugar, quiero expresar que estoy de acuerdo con que nuestra ciudad cuente con un Museo de la Memoria. Creo que éste debe ser un símbolo de reconciliación nacional, de la reconciliación de todos los argentinos. Desde ningún punto de vista acuerdo, bajo ninguna forma, con el terrorismo de Estado, pero debo decir que no estoy de acuerdo con el convenio ni con la desocupación completa del predio. 


Me tranquiliza haber escuchado algunas voces provenientes de ciertos organismos de derechos humanos que han expresado, a través de algunos legisladores, que no desean desvirtuar la tarea educativa que hoy está en pleno desarrollo dentro de una parte de ese predio.


Me gustaría que a la hora de decidir el uso que se les van a dar a las diecisiete hectáreas, prime la racionalidad, el sentido común, sin dejar de lado ni por un momento la memoria y sin dejar de mirar hacia el futuro. 


Creo en construir, en sumar y también en no destruir lo que hoy suma; como legisladora y abogada, debo decir que comparto muchos de los argumentos que han expresado en sus observaciones los diputados Busacca, Borrelli, Michetti y Herrera Bravo.


Por esos motivos, señor presidente, voy a solicitar oportunamente que este proyecto vuelva a comisión y que se gire a las comisiones de Educación y de Planeamiento Urbano. (Aplausos).
- Ocupa la Presidencia el Vicepresidente Primero, diputado De Estrada.

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra el diputado Melillo.

Sr. Melillo.-
Señor presidente: vivimos en una sociedad argentina enferma de la más profunda y dolorosa de las enfermedades, que es la violencia. Y dentro de ella, la más atroz de las violencias, que son la desigualdad y la pobreza extrema.


A esta Argentina de la violencia empezamos a llegar hace casi treinta años. Comenzamos un camino que se inició hace casi treinta años; un camino por el cual, a diferencia de lo que había pasado en siglos anteriores, los hijos empezaron a vivir peor que sus padres y que sus abuelos.


Ese proceso comenzó por el camino del peor de los terrorismos: el terrorismo de Estado; y un terrorismo de Estado que en nuestro país, la Argentina, abusó del más perverso método de terrorismo de Estado: la desaparición forzada de personas. 


Con el correr del tiempo, la democracia no logró revertir ese proceso y seguramente, porque, entre otras cosas, nos faltaban treinta mil de los mejores de nosotros...

- Aplausos en la barra.

Sr. Melillo.- ... porque no pudimos evitar muchas cosas que se fueron sucediendo.


Por eso, como militante que era en los 70, siempre acompañé la lucha por la reivindicación de los derechos humanos; pero sentía un mandato muy fuerte, que era que si el país estaba cada vez peor, lo principal era no bajar los brazos. 


Con el transcurso del tiempo, me fui dando cuenta de que a la par que se había empezado a abrir un proceso que nos llevó a esta destrucción del país que hoy tenemos, empezaba otro proceso simultáneamente; otro proceso que empezó simbolizado en esos pañuelos blancos que hoy nos acompañan acá. Un proceso que tenía que ver con la verdad que se empezó a abrir camino en el juicio a las Juntas, con la Conadep y con la Justicia, que se fue haciendo camino lentamente para abrir una vez más la brecha del camino con la nulidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final. Aquí viene la cuestión acerca de por qué es tan importante este acto que vamos a realizar hoy con la ratificación de este convenio. 


No se trata del pasado; se trata absolutamente del futuro. No se trata de una memoria que nos haga ver hacia atrás; se trata de otra cosa. Si no se hace memoria, la verdad desaparece instantáneamente. El lugar de la memoria es absolutamente importante. La memoria no puede morir cuando morimos nosotros. Por eso, la memoria reside en las personas, pero también en los libros, en los testimonios, en las fotografías y en las instituciones.


Naturalmente, desde el Bloque del ARI vamos a acompañar la ratificación de este convenio.


El año pasado, cuando era diputado nacional, tuve la posibilidad de sentir que reconciliaba una institución como es el Parlamento con la sociedad, con la verdad y con la Justicia cuando votamos la nulidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final. (Aplausos).

 
Por su intermedio, señor presidente, le pido a nuestros colegas que se den cuenta de que ese proceso tan complejo que empezó simbolizado por esos “pañuelos blancos”, tiene que ver justamente con que volvamos a tener un país en el que nuestros hijos y nietos puedan vivir mejor que lo que hoy viven tantos hombres y mujeres de nuestra Patria. Ese camino se hace reconciliando las instituciones con la verdad y con la justicia, y eso se plasma en la memoria. 


Por eso creo que hoy tenemos que ratificar este convenio. No es algo que tenga que ver con el pasado; tiene que ver estrictamente con el homenaje a los desaparecidos de no bajar los brazos. 


Gracias, señor presidente. (Aplausos).

- Ocupa la Presidencia el Vicepresidente Segundo, diputado Talento.

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra la diputada Bianchi.

Sra. Bianchi.- Señor presidente: creo que nadie discute aquí que en una nación libre y soberana se requieren fuerzas armadas idóneas y capacitadas. Evidentemente, parte de las fuerzas armadas –además de la formación de civiles– se forman en las escuelas que hoy funcionan en el predio de la ESMA. Pero lo que está claro es que el convenio firmado entre el Poder Ejecutivo Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no significa el cierre de las escuelas existentes, sino su traslado. Creo firmemente que todos los inconvenientes y los costos materiales, morales y políticos que implica el traslado de esas instituciones, quedan minimizados ante el sufrimiento aberrante del que fue mudo testigo cada partícula de tierra del denominado predio de la ESMA.


Por lo tanto, y para ser breve por respeto a los colegas que aún van a hablar, simplemente quiero dejar constancia de mi adhesión a lo manifestado por el diputado Talento, la diputada Oliveto y el diputado Melillo, y adelantar mi voto positivo a este proyecto.


Muchas gracias. (Aplausos). 

Prórroga del horario de la sesión

Sra. Bianchi.- Por último, señor presiente, quiero pedirle que se vote la prórroga del horario de la sesión.

Sr. Presidente (Talento).- Ante la solicitud de la diputada Bianchi, se va a votar la prórroga del horario de la sesión a efectos de continuar con el tratamiento del tema. 

- Se vota y resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Talento).- Se prorroga el horario de la sesión.


Tiene la palabra la diputada Etchegoyen.

Sra. Etchegoyen.- Señor presidente: voy a ser breve.

Soy parte de aquella generación de intentó tomar el cielo por asalto. Los compañeros torturados, muertos, desaparecidos y los hijos apropiados, que también sentimos que son nuestros, están aquí hoy más vivos que nunca.


La ratificación de este convenio que recupera a la ESMA para la memoria, es parte del compromiso inclaudicable con la lucha para hacer realidad los sueños a los que nunca renunciaremos. 


Por eso, sentimos que acompañar el despacho por la mayoría y ratificar este convenio es, una vez más, cantar presente para todos los compañeros que hoy no están. (Aplausos)

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado Vega. 

Sr. Vega.- Señor presidente: ¿cómo hacer para hablar de la ESMA sin recordar los días y las noches de terror que se vivían dentro y fuera de la ESMA? ¿Cómo no recordar las torturas de miles, los asesinatos, los secuestros, las violaciones, los bebés robados? ¿Cómo no recordarlos si cada asesinato del gatillo fácil, si el fusilamiento de Kosteky y Santillán, si la masacre de Floresta, si los asesinatos del 19 y 20 de diciembre, si los asesinatos del militantes barriales sociales como el Oso Cisneros en la Boca, la feroz represión de hoy a la tarde en La Plata a un grupo de piqueteros pidiendo juguetes, si las imágenes de las torturas de iraquíes, si las masacres que sufre el pueblo palestino y la impunidad con la que se mueven muchos asesinos, me la recuerdan diariamente? ¿Cómo no recordarlo? Porque recordar no es solamente un ejercicio mental. La raíz etimológica de recordar, ricordi, es volver a pasar por el corazón. Y así, uno recuerda con el cuerpo, uno late, el cuerpo tiembla y se estremece cuando vuelve a pasar por el corazón tanto horror. Por eso, no se habla de la ESMA como si fuera un baldío, como dice una de las observaciones presentadas a este proyecto. Nosotros hablamos de la ESMA como un territorio lleno de sentidos, como el paradigma de la represión y del terrorismo de Estado. Por ese motivo, pienso que no podemos entrar a la ESMA como si fuera un frío mausoleo que rememora la tragedia; es un testigo vivo en el que en cada rincón, en cada palmo de la tierra, hay una historia que continúa; en cada centímetro de terreno guarda una lágrima sin adiós, un sueño sin ilusión y un sueño nuevo, un gesto que aún aguarda quién lo recoja. Así debemos tratarlo: con sumo cuidado, dejarlo hablar, gritar sus verdades aún ocultas que revele los nombres de otros asesinos, otros capítulos de una historia aún abierta. 


Por eso quiero decir, como docente, como padre, que jamás se me ocurriría pensar en una escuela, en un lugar de estudio, en un lugar de formación, en un territorio en donde habitaron la muerte y la tortura. Eso lo pienso como docente, porque algunos quieren defender el lugar de ciertos institutos de educación.


Desde ya, adelanto mi voto afirmativo a la ratificación de este convenio. (Aplausos)

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra la diputada Polimeni.

Sra. Polimeni.- Señor presidente: veintiocho años después del terror y dieciocho años después de la recuperación de la democracia, nunca pensé que mirando a los ojos a las Madres y Abuelas me iba a tocar a mí ser testigo y protagonista de un momento tan trascendental para todos los argentinos. Me enorgullece poder estar acá, porque siento que hoy más que nunca soy heredera del compromiso que a mis tres años no podía asumir, pero que supieron transmitirme mis padres cada día de mi vida, y que no tengo duda de que voy a saber transmitirles a mis hijos.


Hoy nos toca reafirmar nuevamente este compromiso. Y nos tocará de aquí en adelante garantizar, a partir del diálogo, que el espacio que hace veintiocho años se llenara de muerte, hoy pueda ser testimonio y memoria y, fundamentalmente, colmarse de vida. Un espacio en el que todas las instituciones de la República puedan refrendar sus compromisos con la democracia, con la verdad, con la justicia, y en el que podamos ser capaces de transmitir ese compromiso a las nuevas generaciones. Me enorgullece poder hoy acompañar con mi voto la ratificación del convenio por el cual se cede el predio que ocupara la ESMA para el tan esperado y luchado Espacio para la Memoria. (Aplausos), fruto de años de lucha de los organismos de derechos humanos y de todos aquellos que creemos y estamos convencidos de que sólo la memoria puede dignificar a los pueblos.


Quiero, señor presidente, por último, pedirle a este Cuerpo que después de realizar la votación correspondiente a este convenio, hagamos nuestro homenaje de pie y en silencio a quienes hoy están presentes aquí dando testimonio de la lucha por la memoria y la justicia y, fundamentalmente, por esas treinta mil vidas que fueron víctimas del terror, y que siempre nos van a susurrar al oído “nunca más”. (Aplausos). 

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado Betti.

Sr. Betti.- Simplemente quiero hacer una aclaración. Por respeto a los organismos de derechos humanos, no voy a hacer un discurso. Simplemente quiero homenajear a los compañeros. Ante la palabra ESMA me surgen otras tres palabras: recuerdo, memoria y compromiso.


Recuerdo, de todos aquellos compañeros de militancia y generación asesinados por la Triple A, asesinados y desaparecidos por la dictadura militar. Memoria colectiva, para que esto nunca más ocurra en el país, a través de un terrorismo de Estado y una dictadura que intentó reprimir ideas, con lo que hoy estamos sufriendo todos. Compromiso, para no parar nunca la lucha hasta que no se logre el castigo a los culpables. (Aplausos). 

Sr. Presidente (Talento).- Tiene la palabra el diputado Enríquez.

Sr. Enríquez.- Señor presidente: seré sumamente breve.


Simplemente quiero expresar algunas reflexiones sobre el proyecto que hoy se encuentra aquí en tratamiento.


El proyecto se refiere a un Espacio para la Memoria, la Promoción y la Defensa de los Derechos Humanos. En mi caso particular, no puedo dejar de evocar esa época negra, trágica de la República, porque tuve muchos amigos, compañeros del Colegio Nacional de Buenos Aires y de la facultad, desaparecidos, asesinados. Tuve también otros amigos, egresados también del mismo colegio que, luego, integraron las Fuerzas Armadas, y que también fueron víctimas de esos años de horror.


Por eso, cuando en alguna oportunidad algún amigo me vino a ver al estudio para interponer un recurso de hábeas corpus, lo hice sin titubear. Tengo muy presente el momento en que lo fui a presentar en la Justicia. Alguien me dijo: “Ojo, con lo que te puede llegar a pasar”. Por eso, como decían los romanos pars parva fui, fui hijo de esa historia, fui parte de esa historia. Y, quizás, uno la tiene que mirar en su integralidad. Es difícil, a veces, comprender el empecinamiento que hay en resucitar permanentemente nuestro pasado. Por cierto, el debate sobre el ayer es absolutamente saludable. Como decía Cicerón, la historia es magister vitae, es decir, maestra de la vida. O, en las palabras de Nicolás Avellaneda, “los pueblos que olvidan su historia están condenados a repetirla”. Pero no es menos cierto que ese estancamiento en el pasado, ese recuerdo constante –como le ocurrió a la mujer de Lot, cuando Jehová le decía que no mirara atrás, porque la lluvia de azufre la iba a terminar convirtiendo en estatua de sal–, es un serio obstáculo para enfrentar el porvenir. 


Superados los peores enfrentamientos de aquellos años, juzgados por tribunales imparciales los responsables de la comisión de delitos, acotados posteriormente los niveles de responsabilidad en función de leyes –instrumentos constitucionales usados por todos los países, en todos los tiempos, con propósitos de pacificación–, y probada la eficacia de ese compromiso entre la idealidad y la realidad, por la innegable supresión del factor militar como elemento condicionante de la democracia, no parece oportuno alentar rencores y dar pie a eventuales conflictos. 


Es, entonces, cuando aparecen los juicios que se promovieran durante el gobierno del doctor Raúl Ricardo Alfonsín, que permitieron, más allá de las condenas a los responsables, llegar hasta donde no se había llegado nunca luego de gobiernos autoritarios dictatoriales. 


Más allá de todo eso, aquellos juicios promovidos por el presidente Alfonsín esparcieron la verdad de lo ocurrido por cada rincón de nuestra Patria. Por cierto, en aquel momento no era tan fácil como hoy, porque investigar ese horror tenía notorios costos políticos. No era fácil ordenarle a un Jefe de Estado Mayor que, cual ordenanza, bajara un cuadro de un instituto militar. 


En la revisión de ese pasado –repito–, nuestro país llegó más lejos que cualquier otro estado del mundo. Hubo leyes de amplia amnistía en esos países, aceptadas por los líderes políticos que emergían como los conductores del nuevo proceso.


En la Argentina, en cambio, hubo juicios impecables. La tan denostada Ley de Obediencia Debida, y luego la de Punto Final, constituyeron un límite impuesto por la realidad. Desde luego, los indultos posteriores dictados por Menem pueden ser cuestionados –y yo los he criticado desde la columna de algún medio periodístico, en cuanto a su oportunidad y conveniencia–, pero constituyen el ejercicio de una expresión constitucional, de un atributo que otorga la Constitución Federal. 


La democracia argentina no nació el 25 de mayo de 2003. Con todos sus errores y sus claudicaciones, éste es el legado más importante de los últimos veinte años, y nadie puede desconocerlo.


Estoy convencido de que debemos mantener latente nuestra historia para esclarecer y perpetuar el conocimiento público de un modo de actuar que es objeto de justa indignación por parte de todas las naciones civilizadas. Pero lo que sí objeto es que, para emplazar este museo, se utilice todo un predio, en el que hoy funcionan institutos educativos y desarrollan sus estudios alrededor de 1.500 alumnos estables y 3.300 rotativos, y funcionan 9 institutos, siendo que la gran mayoría de ellos no tiene nada que ver con la Armada Argentina. 


Es bueno recordar –y que quede asentado en este debate– que la Escuela de Mecánica de la Armada no funciona allí desde el año 1998. Pero no podemos alentar, con el espíritu de recordar el pasado, que se perjudique a niños y a jóvenes que nada tienen que ver con los horrores cometidos por generaciones pasadas en nuestra Patria.


Me he reunido con padres de chicos que van al Liceo Naval; con gente de la Escuela Fluvial; con gente de la Marina Mercante. Con gente que no ha tenido nada que ver con los horrores que allí se suscitaron.


Por eso, cuando se convocó para que se pudieran celebrar audiencias públicas –en la que participaron todos los actores involucrados en esta cuestión–, la diputada de mi bancada Soledad Acuña leyó un documento del Centro de Estudios Legales y Sociales y el diputado Ricardo Busacca realizó un impecable análisis jurídico, que luego fue enriquecido por el diputado Martín Borrelli. Por eso lamento...

Sr. Presidente (De Estrada).- Diputado: le ruego que vaya redondeando, porque se ha terminado su tiempo.

Sr. Enríquez.- Señor presidente: le aclaro que soy autor de un proyecto. Por ese motivo, tengo 15 minutos para hacer uso de la palabra.

Sr. Presidente (De Estrada).- Se le ha acabado el tiempo. Trate de redondear lo que está diciendo.

Sr. Enríquez.- Lamento que hayan quedado truncas las reuniónes que se venían realizando con distintos actores que participan y que tienen injerencia en el predio. Por ejemplo, con el Centro de Jefes y Oficiales y Jefes Maquinistas Navales, que tienen una audiencia para el día 11 de agosto. Evidentemente, va a ser tarde, cuando la reunión se produzca.


Señor presidente: simplemente, quiero finalizar diciendo que no sólo importa el punto de vista económico, como lo planteó el diputado Morando; también importa el correcto funcionamiento de estos institutos, que necesitan que se trabaje en forma interactuada. Cualquier que haya recorrido ese predio conoce los institutos que allí realizan su labor y comparten funciones en común, porque la causa de los derechos humanos es de importancia fundamental en un país que aspira a la convivencia civilizada. Pero, de ninguna manera, esa causa puede servir para atizar rencores.


Por eso, mi proyecto impulsa la creación de un Museo de la Reconciliación, que esté ubicado en el predio, en el Casino de Oficiales donde, según la historia, fue donde 
–dolorosamente– se padecieron los tormentos. Entiendo que en esas dos hectáreas puede haber un Museo de la Reconciliación, donde los ciudadanos puedan acceder en forma directa, al conocimiento de los hechos de nuestra historia reciente, para que nunca más se repitan. Vamos a enterrar los fantasmas del pasado; vamos a pararnos firmemente en el futuro, como lo hicieron otros países como Chile y España, mirando el porvenir para nuestros hijos. (Aplausos) 

Sr. Presidente (De Estrada).- Tiene la palabra el diputado Busacca.

Sr. Busacca.- Señor presidente: por ser mi segunda intervención, voy a ser muy breve.


Simplemente, no quiero dejar flotando algunas de las afirmaciones que se han hecho. Una diputada decía que esto era el Auschwitz argentino. Me gustaría decirle que Auschwitz...

- Manifestaciones en la barra. 

Sra. Moresi.- Señor presidente: vamos a querer contestarle al diputado.

Sr. Presidente (De Estrada).- Diputado Busacca: algunos diputados objetan que está interviniendo por segunda vez. De acuerdo con el Reglamento, puede hacerlo por el término de cinco minutos.


Diputada Moresi: se hubiera anotado para hacer uso de la palabra.


Continúa en el uso de la palabra el diputado Busacca.

Sr. Busacca.- Señor presidente: no estoy haciendo ninguna alusión personal a nadie. Estoy diciendo que en este recinto alguien quiso hacer un paralelo entre lo que fue Auschwitz y lo que son los edificios situados en la ESMA.


En primer lugar, por su intermedio, señor presidente, quiero decirle a la diputada Moresi que Auschwitz fue específica e intencionalmente construido para el genocidio. Sin embargo, los edificios que se encuentran ubicados en la ex ESMA, que datan del año 1925, no fueron construidos para el genocidio, independientemente de que se pudiera haber desviado su objetivo.


En segundo lugar, quiero decir que no existe ningún dato, no existe nada concreto que clarifique, ni en el expediente ni en las intervenciones que hoy he escuchado, cuál será el destino físico, en qué plazo y quién se hará cargo a fin de que la Escuela Nacional Fluvial, la Escuela Nacional Náutica, el Liceo y las demás instituciones puedan seguir funcionando. Tampoco se expresó ningún compromiso concreto.


Hoy he escuchado muchas expresiones con potenciales, he escuchado muchas expresiones de deseo, en las que creo; sin embargo, me hubiera gustado que si alguien no tiene ninguna intención ni ninguna animosidad, al menos, contra estas tres instituciones, hubiera hecho un compromiso formal y hubiera dicho: “Señores, quédense tranquilos porque la Escuela Fluvial, la Escuela Náutica y el Liceo no se van”. (Aplausos). A contrario sensu, se debe entender que si bien ese espíritu está en muchos legisladores, no ha quedado materializado.


Para finalizar, quiero decir una sola cosa: acá se dijo que no es verdad que la gente que se encontraba dentro del predio no sabía lo que sucedía allí. Quiero ser muy concreto en esto: si se trataba de docentes y de alumnos, los que hoy están se instalaron en el predio recién en 1998; y si se trataba de militares, quiero recordar al Cuerpo que esos oficiales son los compañeros de promoción de Astiz y a esos mismos compañeros, el Señor Presidente de la República, el 31/12/03, los ascendió a almirantes. Entonces, quiero que tengamos un poquito de prudencia cuando involucramos a militares y a civiles, porque no vaya a ser que borremos con el codo lo que escribimos con la mano. (Aplausos). 

- Manifestaciones en la sala.

Sr. Presidente (De Estrada).- Antes de pasar a la votación en forma nominal, de acuerdo con la propuesta del diputado Busacca, tanto en nombre propio como en el del diputado Talento, ya que nos hemos alternado en la presidencia, quiero agradecer a los diputados y diputadas por la altura de este debate que, desde posiciones diferentes, ha sido un ejemplo de cómo se debe debatir. 

Asimismo, quiero agradecer al público porque con posiciones también muy definidas, de una parte y de otra, ha respetado a los oradores y ha respetado sus intervenciones, y esto también constituye un ejemplo de debate en un recinto lleno. 

Muchas gracias. (Aplausos). 

Por Secretaría, se enunciarán la nómina de diputadas y diputados que van a expresar su voto.

- Votan por la afirmativa las diputadas y diputados Acuña, Ameijeiras, Bello, Betti, Bianchi, Bidonde, Cantero, Caruso, Cortina, De Giovanni, Devoto R., Devoto T, Dosch, Estenssoro, Etchegoyen, Ferreño, Giorno, Herrera Bravo, Kravetz, La Porta, La Ruffa, Melillo, Michetti, Molina, Moresi, Mouzo, Oliveto, Onega, Peña Marcos, Peña Milcíades, Pérez, Polimeni, Santilli, Suppa, Talento, Talotti, Vega y Velasco. 

- Votan por la negativa las diputadas y diputadas Bertol, Borrelli, Busacca, De Estrada, Enríquez, Godoy, González, Lynch, Majdalani y Morando.

Sr. Presidente (De Estrada).- Se han registrado 38 votos por la afirmativa y 10 por la negativa. Ha quedado aprobada en general la ley. 

Sra. Polimeni.- Pido la palabra.


Señor presidente: solicito que hagamos un minuto de silencio en homenaje a los 30 mil desaparecidos. 

- Puestos de pie los diputados y el público presente, se hace un minuto de silencio. 

Sr. Presidente (De Estrada).- En consideración en particular el Artículo 1°. 


Se va a votar. 

- Se vota y aprueba. 

- El Artículo 2° es de forma. 

Sr. Presidente (De Estrada).- Queda sancionada la ley. (Aplausos). 

- Puestos de pie los diputados y el público presente, se entona el Himno Nacional Argentino.

Cuarto intermedio

Sr. Presidente (De Estrada).- La Presidencia propone pasar a un cuarto intermedio, para despedir a quienes nos han visitado.

- Es la hora 20 y 46.

- A la hora 20 y 51:

Sr. Presidente (De Estrada).- Correspondería reanudar la sesión.

finalización de la sesión

Sr. Presidente (De Estrada).- Como no hay quórum, queda levantada la sesión.

- Es la hora 20 y 52.

Alberto R. Barcia









Director General de Taquígrafos
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Convenio entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad sobre el destino del predio donde funcionara la Escuela Mecánica de la Armada

Inserción solicitada por el diputado De Giovanni

RÉGIMEN DE LOS TRATADOS

¿Puede el Congreso modificar un tratado firmado por el Presidente y que éste somete a consideración de aquel para aprobarlo o desecharlo? Esto divide a los autores nacionales. Mientras que la mayoría de ellos estiman que el rol institucional se agota en la aprobación o el simple rechazo del tratado ya concluido por el Ejecutivo. 

Admitir la posibilidad de que el Congreso introduzca modificaciones equivale a abrir una nueva negociación, toda vez que cambiaría el objeto y ello conduciría a buscar de nuevo el acuerdo de voluntades en torno a otra redacción, es decir, a firmar un nuevo tratado. Comparten esta posición con fundamentos afines González Calderón, Agustín De Vedia, Aldo Cocca, Carlos Saavedra Lamas y Bidart Campos.

Veamos:

Sánchez Viamonte: “… Todos los tratados celebrados por el Poder Ejecutivo pueden ser impugnados para obtener su aprobación, pero no pueden ser objeto de agregados o de supresiones parciales, porque se trata de un acto contractual en el quae intervienen las altas partes contratantes, que no podrían tolerar una modificación de esta naturaleza…” Ésta es la tesis clásica en el derecho comparado, originada en Francia con motivo de las reservas”
“Régimen Constitucional de los Tratados”, Jorge R. Vanossi, Alberto R.Dalla Vía. Ed. Abeledo-Perrot; Cap. VII, pág. 174.

González Calderón, Juan A.: El Congreso recibe la obra terminada y la aprueba o desaprueba. Las enmiendas, por otra parte, no son posibles allí, porque sería necesario, a ese efecto, obtener previamente la opinión de la potencia con que se trata. Toda modificación que intentara introducir el Congreso en una nueva negociación diplomática y, naturalmente, un nuevo tratado. Curso de Derecho Constitucional, Desalma, Buenos Aires, 1974, págs. 514 y sigs.

Vedia, Valentín de: Dado el carácter bilateral que el tratado reviste es claro que si se lo rechaza surgirán puntos de vista que podrán servir para la renegociación que el Poder Ejecutivo entendiese oportuna y solo en esa circunstancia aislada el Congreso señaló expresamente el punto en desacuerdo y la enmienda que juzgaba conveniente. Derechos Constitucional y Administrativo, pág. 340. 

Bidart Campos, Germán: “La introducción de enmiendas o la desaprobación parcial quebraría la unidad del acto complejo de celebración del tratado”. El Derecho Constitucional del Poder, T. I, Ediar, Buenos Aires, 1967, págs. 338/339.

Inserción solicitada por el diputado Godoy

Señor Presidente:

                           Se pone a nuestra consideración la aprobación de un convenio por el cual se traspasa la totalidad del predio de la ex ESMA a la jurisdicción de la Ciudad. Se trata de una superficie de 17 (diecisiete) hectáreas con numerosos edificios y de un gran valor económico. El motivo del traspaso, según lo manifestado por el gobierno federal, es el establecimiento del Museo de la Memoria o Espacio de la Memoria. Nos llama la atención que un museo necesite de 17 (diecisiete) hectáreas para el logro de su cometido. Creo que se trata de una superficie y una cantidad de edificios excesivos, y esto lo afirmo desde una posición alejada de toda razón ideológica. Yo mismo fui el primer legislador que presento un proyecto para que se estableciera el Museo de la Memoria conforme a los deseos del Señor Presidente de la República en el edificio que ocupa actualmente el casino de oficiales lugar en donde realmente se llevaron a cabo los repudiables actos violatorios de los derechos humanos. El predio que yo destinaba a tal fin era de más de 6000 (seis mil) metros cuadrados, dentro de los cuales se haya un edificio de grandes dimensiones apto para albergar todo genero de actividades propias de un museo, es más, hasta me hubiera resultado compresible que se anexara de el edificio donde se haya el frontispicio con la inscripción Escuela de Mecánica de la Armada por su valor simbólico, pero debo expresar con un deber de conciencia que me parece un despropósito el destinar las 17 (diecisiete) hectáreas completas a tal fin. No existe una relación entre el fin buscado y los bienes destinados al mismo


Señor presidente, el pueblo de la Ciudad de Buenos Aires tiene que saber que en dicho predio funcionan institutos de capacitación y educación vinculados a la actividad marítima y fluvial que son fundamentales para la capacitación de nuestros oficiales de la Marina Mercante de la flota fluvial y de nuestra Marina de Guerra.


La actual Administración Federal declama que entre sus objetivos se encuentra reconstruir el Estado y dentro de esta política señala la intención de reconstruir nuestra flota mercante, fortalecer nuestra flota fluvial y ejercer la plena soberanía sobre nuestro litoral marítimo. Entonces Señor Presidente, yo me pregunto con que recursos humanos se formaran las tripulaciones que deberán servir en nuestros buques si destruimos el polo educativo que las genera.

Se nos dice que dichos institutos no desaparecerán, que serán trasladados. Yo Señor Presidente digo que ese traslado implica una dispersión de estos institutos. Este traslado Señor Presidente implica la destrucción de este campus de nivel universitario, imposibilitará toda interacción entre los distintos institutos y dificultará el alcanzar niveles de excelencia en la formación de nuestros hombres y mujeres de mar.


Argumentan desde el gobierno que se dispondrán de más de 100 (cien) millones de pesos, es decir más de 33 (treinta y tres) millones de dólares para financiar este traslado. Esto es totalmente incongruente con la difícil situación económica por la que atraviesa el país. Esto es, y me duele decirlo, un dispendio de recursos materiales, humanos y espirituales. Esto es, y me duele decirlo, un acto que huele a revancha.


No existe ninguna relación entre el oscuro pasado de la violencia que nos abatió durante la década del setenta y el destino y futuro de nuestros jóvenes, de este modo se entorpece parte de nuestro presente y parte de nuestro futuro. No tiene sentido hacerle pagar a las nuevas generaciones los errores, los crímenes y las torpezas que realizaron alguno hombres y mujeres de anteriores generaciones. Suficiente precio pagan nuestros jóvenes hoy, quienes deben desarrollar sus proyectos de vida en condiciones económicas y sociales tremendamente desfavorables, tal vez nunca tan desfavorable como en los últimos 50 años de historia nacional. Yo me pregunto señor presidente que va a ser de la biblioteca central naval, única en su genero en América Latina, que va a ser de los simuladores de navegación de ultima tecnología. Yo me pregunto Señor Presidente y les pregunto a los señores Diputados del oficialismo, que utilidad social mayor puede haber en nuestra Argentina que el destino de esos edificios para fines educativos.


Yo temo Señor Presidente que gastemos el dinero que hoy no tenemos en efectuar estos traslados a lugares inconvenientes, yo temo señor presidente que una vez vaciados estos edificios el transcurso de tiempo demuestre la imposibilidad de generar un museo de 17 (diecisiete) hectáreas y que con el transcurso del tiempo, cuando se demuestre la necesidad de contar con solo un par de las mismos, se encuentren las generaciones venideras con edificios abandonados, con edificios destinados a fines totalmente distintos a los que hoy se nos señalan y que finalmente Señor Presidente la piqueta de la desidia, de la intolerancia, de la falta de visión, de la falta de grandeza, nos pongo ante el triste espectáculo de la destrucción de dichos edificios para terminar en un emprendimiento inmobiliario totalmente alejado de las intenciones que hoy aducen las actuales autoridades.


Yo entiendo el dolor de quienes perdieron sus familiares por parte del accionar de personas  que utilizando el aparato estatal cometieron crímenes que cegaron vidas. En un país civilizado lo que corresponde es la persecución penal de los autores de tales atrocidades, pero no se puede trasladar la pena, la infamia a personas que no tuvieron ninguna vinculación con tales hechos.


Hoy nuestra República no va a recibir ningún beneficio por el traslado de estos institutos, se está consintiendo una decisión desproporcionada, se esta admitiendo que resulta imposible la convivencia por meras diferencias ideológicas. Yo por el contrario Señor Presidente creo que nuestros oficiales vinculadas a la actividad marítima y naval deben poder convivir con sectores de la sociedad civil que levantan las banderas de los derechos humanos. Señor Presidente ha pasado casi un cuarto de siglo de vigencia del sistema Democrático y Republicano, periodo en el cual nuestras Fuerzas Armadas, y en particular nuestros Oficiales Navales, han dado cabal muestra de su acatamiento a la Constitución Nacional y a las autoridades que de ella emanan. Nos encontramos además ante oficiales de nuestra marina mercante consustanciados con la política de reconstruir nuestra flota mercante, se trata de gente de bien, de ciudadanos comunes que nos reclaman que no destruyamos el polo educativo donde se forman. 


Señor Presidente, estoy convencido que con el transcurso del tiempo las generaciones venideras nos reclamaran por no haber sido capaces de haber asentado hoy las bases de la convivencia y tolerancia entre los argentinos.

Inserción solicitada por el diputado Busacca

COMISIÓN DE RELACIONES INTERJURISDICCIONALES

- En Buenos Aires, a un día del mes de junio de 2004, en el Salón Montevideo de la Legislatura de la Ciudad Autónoma, a la hora 19 y 17:

Iniciación

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Buenas noches. 

Mi nombre es Rodrigo Herrera Bravo y soy el presidente de la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales, que es la comisión que los invitó a esta reunión. Me acompaña el diputado Ameijeiras, vicepresidente de la misma comisión. Dentro de un rato llegarán otros diputados miembros de la comisión, pero por respeto al horario fijado y a ustedes que lo cumplieron, he decidido, con el vicepresidente, comenzar la reunión. 

Les doy la bienvenida, más allá de que ya lo hice personalmente con cada uno de ustedes, y les digo que esta casa es suya y que estamos a su disposición. 

El tema que nos convoca –y por el cual hemos querido tener esta conversación con ustedes– es la ratificación del convenio que firmaron el Gobierno de la Nación y el Gobierno de la Ciudad por el cual el primero se compromete a realizar gestiones para transferir el predio donde funcionan las instalaciones navales y la Escuela de Mecánica de la Armada a la ciudad.

La Comisión se constituyó en dicho predio hace dos lunes para conocer físicamente el espacio sobre el cual tenemos que legislar. Cuando digo "constituyó", estoy utilizando un término legislativo pero, para decirlo llanamente, no sólo visitamos el predio, sino que también se constituyó la mayoría necesaria para llevar adelante una reunión en ese lugar, por supuesto con la presencia del anfitrión, el almirante Alessandrini, que es el Subsecretario de Relaciones Institucionales de la Armada y fue quien nos mostró la totalidad del predio.

A partir de esa reunión de la Comisión –que consta en un acta–, se decidió, para tratar mejor el tema, generar una ronda de consultas, empezando por los organismos de derechos humanos, pero no exclusivamente con ellos, porque entendemos que el traslado de la ESMA interesa a muchos otros actores; más allá de que consideramos –por eso los recibimos primero–  que ustedes son los actores privilegiados. 

Por otro lado, el propio convenio pone en manos de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, de la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Ciudad y de otras organizaciones la decisión sobre qué se realizará en ese predio. 

En reuniones similares a esta vamos a escuchar a los vecinos de la zona, a urbanistas, a los padres de los alumnos que hoy están estudiando en los institutos militares y no militares que funcionan allí, a abogados administrativistas y a especialistas para zanjar algunas diferencias de visión que han surgido en la Comisión sobre la situación jurídica del predio, como por ejemplo el tema de las donaciones con cargo. 

Creemos que luego de agotar esta ronda de consultas vamos a estar en las mejores condiciones como para ratificar o no el convenio. En el caso de que la decisión del Cuerpo sea aplicar la totalidad o una parte del predio al Museo de la Memoria, queremos tomar una decisión que sea incontestable desde el punto de vista jurídico y desde el punto de vista urbanístico. 

Por eso, en esta primera instancia hemos tomado como base para la convocatoria a aquellas organizaciones que han venido participando en la comisión que se formó para tratar el tema de la construcción del monumento a las víctimas del terrorismo de Estado.

Les hemos dicho a los integrantes de la comisión que, si consideran que hay otras organizaciones que no participaron de esa comisión pero a las que habría que invitar, lo hagan. Hemos tratado de ser lo más amplios posible. Seguramente, si algunas organizaciones que ustedes conocen no han sido convocadas, fue por un error involuntario. 

Más allá de que ustedes se conocen, voy a nombrar a las organizaciones convocadas porque quiero que quede registrado en la versión taquigráfica: la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, el Centro de Estudios Legales y Sociales –CELS–, la Agrupación Hijos, la Liga Argentina por los Derechos del Hombre, las Madres de Plaza de Mayo -Línea Fundadora, El Servicio de Paz y Justicia, los Familiares de Detenidos y Desaparecidos por Razones Políticas, la Fundación Memoria Histórica y Social Argentina, la Asociación Civil Buena Memoria y el Movimiento Ecuménico.


Quiero informarles que se sumó a la mesa la diputada La Ruffa, miembro de la Comisión. 

Sra. Actis.- Además de las organizaciones de derechos humanos, hay un grupo de sobrevivientes de la ESMA. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Para facilitarles la tarea a los taquígrafos, les pido que cada vez que hagan uso de la palabra utilicen el micrófono y digan su nombre, porque en la versión taquigráfica debe figurar quien hace uso de la palabra. 

De modo que, por otra parte, vamos a incluir en el listado a la organización Sobrevivientes de la ESMA.  


El expediente está aquí, sobre el escritorio. Por supuesto, es de acceso público para quien quiera verlo. Queda abierto el debate. A los que quieran intervenir sobre esta cuestión, presentando su opinión al respecto, les pido que me lo indiquen, así puedo ordenar el debate y conceder el uso de la palabra.  

Sra. Ferreira.- Soy Lidia Ferreira, y pertenezco al CELS. 


Simplemente, quiero solicitar para todos los organismos, y de ser posible, una copia del acta que se labró en la reunión que se constituyó en la ESMA, junto con las autoridades. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Cómo no. El Director General de la comisión se va a encargar de hacérselas llegar. 

Sr. Baglietto.- Soy Nahuel Baglietto, y pertenezco a Hijos.


Usted hablaba de otras reuniones, y yo quiero saber hasta qué punto puede ser modificado por ustedes el proyecto. O sea, si se decide, como usted dijo, entregar parcialmente el predio, ¿hasta qué punto puede hacerlo la Legislatura? 

Sra. Pastoriza.- Quiero hacer una consulta similar. Mi nombre es Lila Pastoriza, y pertenezco a Buena Memoria.  


Tengo entendido que hay una decisión presidencial en el sentido de que el predio de la ESMA va a ser desalojado y va a estar dedicado al Museo de la Memoria.  Creo que hay un convenio, sobre el que tengo entendido que es el que ustedes tienen que ratificar, o no.  Por lo tanto, no tengo demasiado clara una serie de cosas que se plantearon respecto de las consultas: para qué son, si se trata de todo el predio, de una parte, o de todo. No tengo claro qué tiene que ver eso con lo que tengo entendido que es cuestión de la comisión. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Esto amerita que después realice una pequeña introducción sobre esta cuestión. 

Sr. Curuchaga.- Mi nombre es Leonel Curuchaga, y soy de la Liga Argentina por los Derechos del Hombre.  

Quiero agregar algo a lo que dijo Lila. Me pregunto específicamente qué sentido tienen las consultas a los que serían “urbanistas” –entre comillas–: ¿serían para acondicionar el centro clandestino de detención? ¿O un campo de torturas? 

¿Qué sentido tiene solicitar entrevistas con el director de las escuelas que están funcionando allí? Si son escuelas de torturadores, creo que tendrían que ser desalojadas; y, si se trata de escuelas agregadas con posteridad a la finalización de la dictadura militar, creo que podrían ser ubicadas en otro lado.  

Ésa es mi consulta.  

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- En principio, el texto del convenio que se firmó entre la Nación y la Ciudad plantea que la primera se compromete a realizar las gestiones necesarias como para propiciar el traspaso de todo el predio de la Nación a la Ciudad. El convenio señala que en todo el predio o en parte de él se desarrollará el Instituto Museo de la Memoria. Esto es lo que formula el convenio.  El convenio, por sí, como documento público, no establece el traspaso, sino un compromiso del Gobierno Nacional a fin de generar las medidas necesarias para realizar el traspaso. Estoy describiendo lo que figura en el convenio.   


Por otra parte, establece claramente que se traspasa todo el predio a la ciudad, y sobre eso no hay ninguna discusión. Es decir, se traspasa todo el predio para que en todo o en parte de él se establezca el espacio del Museo de la Memoria.  Esto es lo que establece el convenio. 


Además, el espacio para el Museo de la Memoria fue creado por una ley de la ciudad. O sea, tampoco hay discusión al respecto. Es más, la propia normativa de la ciudad establece que ese espacio debe constituirse en el predio de la ESMA. Hasta ahora no ha sido así porque no teníamos el predio.  Pero, a partir de que lo tengamos, habrá otra ley que garantizará que el Museo de la Memoria funcione allí.  


Lo que está en discusión, cuando se firma un convenio, es que el Poder Ejecutivo es el que tiene la atribución constitucional de firmar los convenios y el Poder Legislativo el que tiene la atribución constitucional de ratificarlos o rechazarlos. La Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales es, precisamente, en el marco del Poder Legislativo local, la que se encarga de ratificar o rechazar los convenios, independientemente de la materia de que se trate: por eso es que esta reunión no la ha convocado la Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación o, llegado el caso, la de Planeamiento Urbano, sino por la de Relaciones Interjurisdiccionales. Es competencia de la comisión ratificar o rechazar los convenios. Por lo tanto, la materia que esta comisión tiene a su cargo es decir sí o no al convenio. 

Es decir, como el Gobierno de la Nación y el Gobierno de la Ciudad no acordaron mediante este convenio que todo el predio pase en su totalidad al Gobierno de la Ciudad para ser destinado al espacio del Museo de la Memoria, la Legislatura –ya no esta comisión–, que es la que tiene la atribución constitucional de establecer el uso del suelo en la Ciudad de Buenos Aires, debiera establecer un criterio de utilización del predio que se está traspasando. 


Por supuesto, tal como se dijo anteriormente, si el predio viene vacío, se acortarán muchas discusiones. Pero, en principio, por un lado, nosotros tenemos la obligación constitucional de decidir si ratificamos o no el convenio; y, por otro, destinar el suelo al uso que se discuta aquí, y que nosotros hemos decidido discutir con la comunidad. 

Sra. Carreira.- Soy Eliana Carreira, y pertenezco a Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas. 


Creo que hay dos pasos: el primero es ratificar o no el convenio, y el segundo, después de que se haya ratificado o no, es que se vea qué se hace con el predio.  A mi entender, esto es así. No le veo demasiadas vueltas al asunto.  

Sr. Curuchaga.- Quiero clarificar algo. Tengo delante de mí el convenio que se firmó entre el Gobierno de la Nación y el de la Ciudad, y está muy clara la exposición de motivos, que dice lo siguiente: “Que es propósito del Poder Ejecutivo Nacional consagrar las dependencias donde funcionó la ESMA como Museo de la Memoria, desafectando del predio a las actuales instituciones que hoy realizan sus actividades en el mismo, tal como lo solicitaran a lo largo de veinte años los sobrevivientes, familiares de las víctimas y los organismos de derechos humanos”. 

Está muy claro que se pide la desafectación de la totalidad de la ESMA; no de una parte, ni de nada, sino de la totalidad. Creo que tenemos que coincidir sobre cuál va a ser la voluntad de la Legislatura con respecto a esto, para poder seguir conversando o no. 


Y el otro tema en particular, con el que coincido, dice: “Las partes convienen crear una Comisión bipartita que tendrá por finalidad supervisar las tareas de desocupación y traspaso del predio individualizado en el Anexo I...”. El Anexo I es un predio individualizado que comprende la totalidad de la ESMA, más el campo de deportes.


Por eso, quiero que me lo responda, porque lo que usted nos está transmitiendo no se compadece con lo que uno conoce.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Les comunico que se encuentra presente el diputado Ariel Schifrin.

Sr. De Luca.- Mi nombre es José De Luca, representante del Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos. 


Sabemos que quien debe tratar este proyecto es esta Legislatura, que lo puede ratificar o no. Es más, los que estamos aquí somos conscientes de que corremos el riesgo de que esto suceda.


Quiero dejar establecido que hemos hablado con el Presidente y en diferentes oportunidades con los legisladores de esta Casa, a quienes le reclamamos todo el predio para el Museo de la Memoria. Y luego veremos qué es lo que se va a hacer en su integridad. Hay una cantidad de cosas en discusión, pero debemos tener en cuenta que así lo establece una ley de la Legislatura, en la que hemos trabajado junto con los legisladores y el Poder Ejecutivo de la Ciudad. 

Por lo tanto, sería visto como un engaño al pueblo argentino si esto se trunca en esta Legislatura. Y no la van a sacar barata. Esto hay que decirlo con todas las letras, aunque tengamos que hablar en términos políticos. 

Es decir, damos por sentado que este convenio se aprueba en esta Legislatura, con confianza y con buena fe, en los términos que hemos acordado. 

En conclusión, ponemos énfasis en que todo el predio tiene que ser afectado a las tareas que hemos establecido como parte del Museo de la Memoria. Además, considero que esto debe quedar claro, por lo menos de nuestra parte.

Sr. Baglietto.-  No entiendo cuando se habla de que se va a hacer una reunión con los padres, o con los alumnos. ¿Para qué, si el Gobierno nacional tomó la decisión de desalojarlos? Por más que se reúnan con la Legislatura, las dependencias de la Marina o el Liceo no dependen de la Ciudad de Buenos Aires; entonces, por más que ustedes digan: “quédense”, es una decisión que se tiene que tomar en otro lado. Por eso, no entiendo para qué.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Voy a responderle, en primera instancia, al representante de la Liga, y luego al señor que acaba de expresarse.


En primer lugar, las leyes llegan al recinto con las propuestas de articulado, con sus fundamentos, considerandos, etcétera, que después no forman parte de la ley. De la misma manera ocurre con los convenios. Por eso, lo que compromete a las partes no es el considerando sino el articulado, es decir, lo que las partes se comprometen al realizar. Está claro en los considerandos que la intención del Gobierno nacional es, por supuesto, lo que ellos expresan. Pero, después, la parte dispositiva no se traduce con la misma claridad.


Respecto del tema de si los institutos militares se van o no, quiero decir que, por supuesto, la Armada depende del Gobierno nacional y éste es el que tiene que operar el traspaso de las escuelas militares hacia otro lado; la ciudad no tiene por qué intervenir en absoluto en nada que tenga que ver con su traslado, financiamiento, ni nada por el estilo. Pero, por lo que vemos, el Gobierno no lo hace: la Escuela de Suboficiales de la Armada, por lo que pudimos conocer en el lugar, está en proceso de traslado desde hace años, y no hay destinado presupuesto; no lo hubo el año pasado, ni éste, para proseguir con su traslado. Fue trasladada una parte y se paró, si no me equivoco –y que me ayuden los que fueron–, en el año 1999. En el año 1999 se empezó, y se paró; se inició el traslado y ese mismo año se paró. Y durante los años siguientes no hubo ningún presupuesto nacional para continuar con ese traslado. Es decir, no vemos una voluntad política manifiesta por parte de las autoridades a las que le corresponde, como usted señala.

- Hablan varios a la vez.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Nuestro deber es ratificar o no el convenio. En caso de ratificarlo, ningún acuerdo entre poderes ejecutivos, aun ratificado por la Legislatura, podría ir más allá de la Constitución de la Ciudad. La Constitución de la Ciudad plantea que es la Legislatura la que tiene la atribución de asignar el uso del suelo en la Ciudad de Buenos Aires, y ningún convenio podría ceder esa atribución que tiene la Legislatura a una comisión o algún otro poder. Por lo tanto, la Legislatura tiene injerencia en este caso: por un lado decide la ratificación o no, y por otro asigna el uso del suelo.

Sr. Pérez Esquivel.- Mi nombre el Adolfo Pérez Esquivel y represento al Servicio de Paz y Justicia. Después de escuchar todas las exposiciones, quiero señalar algunas cosas. 


Primero, hay decisiones políticas asumidas por el Gobierno nacional; hay un convenio que es muy claro y concreto. Y, segundo, es la decisión política que tengan los legisladores. Nosotros esperamos que pongan toda su buena voluntad, porque ese predio debe ser completo –eso se especifica: en su totalidad–, dado que es el símbolo del horror que sufrió el pueblo argentino. 


No veo la necesidad en este momento –sí puede ser en una etapa posterior– de consultar a urbanistas para ver qué hay que reformar o no. Pero hay un hecho que en esta instancia que es fundamental: esto debe ser investigado como centro de torturas, en un avance hacia la verdad y la justicia. 


Creo que, más allá de los legisladores, se trata de una decisión y una lucha de los organismos de derechos humanos durante largos años, por la memoria y por el sentido que debe tener para el presente y futuro del pueblo argentino. Así como fue el campo de Auschwitz, la casa de Ana Frank y muchas otras cosas que quedan para la memoria de todas las generaciones.


Es cierto que el traslado de los efectivos militares es responsabilidad del Gobierno. En estos momentos no quiero emitir ningún tipo de juicio respecto de la voluntad política de sacarlo, porque lo tienen que hacer directamente. 

Además, respecto del destino que esto pueda tener, no me gusta mucho la idea del “museo”; sí de un “centro de memoria”. En el Servicio de Paz y Justicia lo venimos analizando y como un centro de investigaciones de los derechos humanos, no sólo en el caso argentino, sino de toda América Latina. No olvidemos lo que ha sido el Operativo Cóndor, que es la internacional del terror que se implantó en todo el continente, y que no ha sido únicamente un problema aislado en Argentina sino que responde a las políticas impuestas a través de las doctrinas de la seguridad nacional, de la Escuela de las Américas en Paraná y de las academias militares de los Estados Unidos. Entonces, a esto hay que comprenderlo en su integridad.


Creo que tenemos que debatir y analizar los objetivos. Además –y espero que, por favor, algunos organismos me ayuden, porque también se viene debatiendo–, una parte puede ser destinada a la conciencia y a la formación de jóvenes que hoy, prácticamente, no tienen ningún espacio en donde participar.


No quiero extenderme más en esta primera parte. Pero también hay algo que es muy importante: ahí hay una Escuela de Náutica, que no es militar; así que lo importante sería el traspaso al Ministerio de Educación. Por lo tanto, hay que analizar qué está funcionando ahí, que no pertenezca al área militar. Porque, evidentemente, no puede quedar nada de dicha área. Lo demás son problemas a analizar y a resolver, y creo que la posición de los vecinos, de los urbanistas, son etapas posteriores. 

Aquí estamos hablando en términos políticos y humanitarios de toda la reparación y la búsqueda de la verdad y de la justicia sobre lo que pasó dentro de la ESMA, de los sobrevivientes que pasaron por ella y también sobre qué aportes se pueden hacer, concretamente, para la memoria de toda América Latina. 

No sé si en este momento Juan, compañero también del SERPAJ, quiere aportar alguna otra opinión al respecto...

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Disculpe, pero ya hay una señora que había pedido la palabra...

Sr. Pérez Esquivel.- Sí, pero como pertenece a la misma organización, me parece que podemos aportar algo más.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- De acuerdo.

Sr. Juan.- Mi nombre es Juan, y soy del Servicio Paz y Justicia.


Quiero reiterar lo que hemos pedido: el traslado de todo el predio. Creo que éste es el tema del debate. Creemos que la Legislatura tiene que ratificar cuanto antes este convenio. Y después se hará todo lo que se hará, pero como ya lo dijo Adolfo, en cuanto a la búsqueda de la verdad, de la memoria y de la justicia, la discusión acá es ratificar o no. Y creemos que hay que ratificar. Ésta es nuestra posición.

Sra. Vázquez.- Mi nombre es Marta Vázquez, de Madres de Plaza de Mayo, Línea Fundadora.


La institución, junto con otras, hace muchos años que está trabajando por el museo o el espacio para la memoria. Que el 24 de marzo, el señor Presidente y el Jefe de Gobierno hayan tomado esta decisión ha sido para nosotros algo que es muy difícil de explicar y calificar, por la parte emotiva y humana que hemos estado viviendo y seguimos viviendo al respecto.


Desde el primer momento en que se efectuó la ceremonia del 24 de marzo, hemos entendido que la Legislatura era quien debía ratificar el convenio. Lógicamente, hasta que no se realice esa ratificación, no podemos estar hablando de tantos otros detalles, que tienen que ser posteriores. 


También se ha formado una comisión bipartita y los organismos hemos pedido formar parte de ella. Y de acuerdo con lo que hemos interpretado del convenio, creo que de acá a fin de año todo el predio debería estar desocupado.


De todas maneras, considero prematuro estar haciendo tantos proyectos, porque no sabemos qué va a pasar. Creo que sería mejor que pudiéramos trabajar sobre lo seguro, sobre un terreno firme, y que entonces pudiéramos proyectar realmente lo que queremos: que se pueda disponer de todo el predio de la ESMA.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Quiero incorporar algo más de información. Las reuniones ordinarias de la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales son los miércoles por la mañana. Justamente, mañana van a concurrir a la reunión de dicha comisión la Subsecretaria de Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad y el Secretario de Derechos Humanos del Gobierno de la Nación, designados por el convenio como comisión bipartita, para informar si ha habido algún avance –si es así, qué tipo y con qué grado– en el contenido del convenio.


También quiero señalar que el convenio plantea fin de año como fecha para el comienzo de la ejecución, pero también debemos tener en cuenta que en este tiempo no habido ninguna novedad desde el punto de vista dominial del predio, y eso lo tiene que hacer el Gobierno Nacional, que es el que actualmente lo posee.

Sra. Alicia.- Mi nombre es Alicia y pertenezco a la asamblea permanente.


Estoy de acuerdo totalmente con lo que dijeron Pérez Esquivel y Marta Vázquez, porque me da la impresión de que todo esto sirve a la confusión. 

El objetivo es claro, porque viene aparentemente de una promesa y de una decisión clara. Seguir discutiendo si se hacen comisiones sirve para no hacer nada. Entonces, lo que hay que hacer es tener un objetivo claro: que se desocupe el predio, y que pase lo que nosotros desde hace mucho tiempo estamos esperando.


Repito: lo otro me parece que es diluir la cosa y, de alguna forma, patear la pelota hacia afuera.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Le quiero aclarar a la señora que nosotros no hemos creado ninguna comisión: simplemente, estamos haciendo una consulta.

Tiene la palabra el diputado Schifrin.

Sr. Schifrin.- Brevemente. 

Conviene que mañana haya curso favorable para el expediente y que, por ahora, nos atengamos a que se apruebe el convenio. Porque el primer escollo que podemos tener para este espacio para la memoria es que no se apruebe, lo que será la primera línea de resistencia que se establecerá para que esto no avance y no prospere. Entonces, es necesario dar ese pasito, que no es el más largo, pero que en este momento es un paso importante.


Por otra parte, mañana hay una reunión importante –porque es la reunión que tratará el tema, a diferencia de la de hoy, que es una reunión informativa–,  y se trata de una reunión abierta, como todas las reuniones de comisiones de la Legislatura.


Tengo la impresión –y lo digo con toda responsabilidad, ya que no participo de esta comisión– de que el Gobierno Nacional está gestionando la mudanza de los institutos educativos, y que mañana vamos a tener novedades. Eso, desde ya, debiera ser un elemento favorable para resolver también la aprobación de este convenio.  

Otro asunto que me parece importante es el hecho de que los distintos organismos puedan hablar con los diputados no solamente en las reuniones que se lleven a cabo, sino que sea en todo momento y con un criterio abierto. 


En cuanto al segundo paso –y tal vez en esto no todos estén de acuerdo con lo que diga–, me parece ridículo y patético que se pueda plantear que dos cosas de esta magnitud puedan compartir el mismo predio, ya que esto generalizaría el conflicto en el barrio de Nuñez. No es que no pueda pasar dentro de varios años, sino que hay muchas cosas que cumplir con nuestra sociedad, como para formalmente o burocráticamente sancionar una norma que establezca que tienen que convivir o que estar juntos.


Lo que sí llama poderosamente la atención es la ligereza con se trata este tema, aunque a veces es mejor esto: acá hay que hablar con la cabeza abierta. En realidad, esto no lleva ninguna posición dogmática respecto de si pueden o no convivir; al contrario. Pero sería ilógica y forzada una convivencia de vecindad tan prematura.


Lo que sí deberíamos tener es un margen de tiempo para que se apruebe este convenio, sobre todo para aquellos que piensan que puede compartirse este espacio, específicamente el Museo de la Memoria, con otros usos de utilidad estrictamente sociales, culturales, urbanísticos. Digo “sociales”, no privados, ni inmobiliarios, etcétera. 

Creo que si no tuviéramos un consenso en esto deberíamos igualmente contar con un espacio en el cual se desarrollen este tipo de actividades tanto sociales como culturales, porque esto es más que la memoria de la ESMA; creo que esto tiene una dimensión que muchos no se han puesto a pensar.

Por otra parte, si podemos evitar la discusión sobre el punto referido al predio, va a ser más fácil conversar sobre la necesidad de aprobar un convenio. En definitiva, en el futuro podemos insistir en el uso del predio cuando el Secretario de Derechos Humanos u otros funcionarios de la Ciudad planteen los avances para este proyecto. 

Por supuesto, no comparto para nada la idea del “museo de la reconciliación” que están planteando por otro lado.

Me parece que tendríamos que seguir en esta primera etapa con la aprobación del convenio. Por otro lado, si no lo hacemos así estaríamos hablando de una modificación al Código de Planeamiento Urbano y esto implicaría una mayoría especial para aprobarlo y una instancia posterior que serían las audiencias públicas.

Sr. Curuchaga.- En primer lugar, quiero dejar en claro algo, así nos entendemos con el diputado preopinante.


Anteriormente, se hizo referencia a la Cláusula III, que es muy clara y a la que no voy a volver a leer. Esta cláusula se refiere, específicamente, a la totalidad del predio de la ESMA, y no hay otras alternativas. Por eso, la totalidad implicaba también lo que es el actual campo de deporte.


Me están pidiendo que la lea, así que lo voy a hacer: “Las partes convienen en crear una Comisión bipartita que tendrá por finalidad supervisar las tareas de desocupación y traspaso del predio individualizado en el Anexo I...”;  el Anexo I era un plano con todo el predio de la ESMA. Y continúa el texto de la cláusula: “...que deberá efectuarse antes del 31 de diciembre de 2004…”, y en esto me detengo, porque no hay una fecha tentativa, por ejemplo el 1° de enero de 2005. Continua la Cláusula III: “…y acordar los mecanismos aptos para delimitar físicamente el “Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos”. 

Esto último se refiere a qué es lo que se destina como espacio de la memoria y qué se va a mostrar como centro de tortura, que será tema de otra discusión y que lo tendremos que discutir con la Cláusula V y, si quieren,  también figura en la Cláusula VI y así sucesivamente podemos seguir hablando de esto. En definitiva, lo que está discusión es la totalidad del predio de la ESMA.


En segundo lugar, tengo en mi poder un material en el cual figura cómo están afectados jurídicamente cada uno de los predios. Da la casualidad de que el predio al cual hacemos referencia es el de la ESMA, que está directamente afectado, y este tema debería resolverlo la Legislatura. El otro punto lo debería resolver el Gobierno de la Ciudad. 

Por otra parte, otro tema en discusión es por qué la Marina se robó parte de los terrenos, los del campo que está hacia el otro lado. No estamos discutiendo si está escuela va a seguir funcionando acá o en otro lugar, o si acá va a seguir funcionando una escuela de civiles. La ESMA fue un centro de torturas: por lo tanto, la totalidad del predio tiene que ser devuelto al pueblo. La verdad es que no podemos seguir con otras reuniones discutiendo lo mismo. 


Cualquier vecino en lo único que puede pensar al respecto es en el horror que fue la desaparición de cinco mil argentinos –y no traje fotos de cadáveres que aparecieron en el Río de La Plata. Repito que lo real y concreto es que el predio tiene que ser, en su totalidad, entregado a la comisión bipartita. El proyecto tiene que ser aprobado tal cual fue firmado al Estado Nacional por el Gobierno Nacional.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Desde el punto de vista del texto del convenio, le recomiendo la lectura de la primera Cláusula, en la cual se establece: “…cuyos informes de dominio se integran como Anexo I del presente, o la fracción que de él se delimite, será el Espacio para la Memoria…”. Por este motivo, no tenemos demasiado claro, y queremos consultar. Y no se trata de dilatar absolutamente ninguna decisión. 

Por otra parte –el diputado Schifrin no es miembro de la comisión, por eso no formó parte de la discusión en ella–, ccuando elaboramos el cronograma de reuniones, todos los sectores políticos que estábamos allí representados acordamos la necesidad de consultar, para tomar una mejor decisión. Les quiero aclarar que la comisión no tiene una mayoría partidaria; es una comisión que representa a casi todos los sectores políticos, y lo que acordamos, por unanimidad –por lo menos de quienes estaban en ese momento presentes en las reuniones de comisión–, fue la necesidad de consultar a especialistas en cuestiones de este tipo.


Justamente, por los argumentos vertidos por el doctor es que consideramos que es una discusión que excede cualquier sector y que pertenece a todos los argentinos.


Por eso, desde el punto de vista de la claridad con que esté redactado el acuerdo, para nosotros hubiese sido mucho mejor que fuese absolutamente claro, porque entonces no tendríamos que estar discutiendo estas cuestiones, como la del texto de la Cláusula I, en la cual aparece que el “...Anexo I del presente, o la fracción de él se delimite, será el espacio para la memoria...”. 

Y, además, hay algunas otras cuestiones que es necesario que queden contundentemente claras desde el punto de vista jurídico, para evitar algún tipo de reclamo individual o particular de quien originariamente era dueño de este predio.
Lo que queremos es sancionar una ley que luego no pueda ser cuestionada judicialmente por ningún sector, cosa que pasaría, por ejemplo, si aparecieran herederos de la familia que en su momento cedieron el terreno para que allí funcionaran institutos militares, o institutos educativos, con reclamos basados en el porqué del cambio del destino que tenía la donación en un principio. Queremos tener mucha claridad con relación a la situación dominial. 

Creemos que hasta ahora no se han producido los avances del caso. Sin embargo,  mañana a las 11 horas vendrán los funcionarios de la comisión bipartita para comentarnos los planes a ejecutar en los próximos meses –los invitamos, porque las reuniones son públicas y abiertas–, y en función de esto seguramente deberemos acortar los plazos de nuestro cronograma de consultas, para tomar una decisión mucho antes de los tiempos fijados inicialmente; me animo a adelantarlo, sin consultarlo con el resto de los miembros de la comisión.

Sra. Actis.- Pido la palabra.


Mi nombre es Hilda Actis y soy sobreviviente de la Escuela de Mecánica de la Armada. 

Quiero hacer una acotación. Para nosotros es bastante difícil escuchar hablar de convenios y de partes de un mismo predio. Quienes estuvimos secuestrados en ese lugar  sabemos perfectamente que no es cierto que sólo un pedazo del predio estuvo afectado a este tema y que la gente que circulaba por el resto no sabía nada. 

Cuando nos secuestraron no nos llevaron directamente al Casino de Oficiales en helicóptero. Cada vez que nos entraban y nos sacaban recorríamos absolutamente toda la Escuela, hasta que llegábamos al Casino. Así les sucedió a todos los secuestrados, cuando llegaban y cuando los sacaban para matarlos. La primera calle, la que está delante de todos los edificios, es la que siempre recorríamos para ir de un punto al otro. Debíamos pasar por todas las guardias; sabían quiénes estaban llegando, que éramos secuestrados, y la guardia daba el permiso para seguir avanzando. 

Los autos en los que nos secuestraron –iba a decir "nos chuparon", porque era el término que ellos utilizaban– eran robados, y los modificaban y pintaban en los talleres de allí adentro, existentes en el fondo. Algunos compañeros trabajaban, como mano de obra esclava, en una imprenta que estaba en la otra punta del predio, y los que hacían tareas de fotografía estaban en otro lugar. Cuando alguien estaba enfermo –era tan absurdo, que primero nos torturaban y después nos curaban... para seguir torturándonos–, lo llevaban a la enfermería, que estaba en otro lugar. Circulábamos por todo el predio. 

Además, los oficiales –que supongo que dormirían en el Casino– nos cruzaban en la  escalera encapuchados y engrillados. Esto quiere decir que sabían que estábamos allí. Los que nos custodiaban eran alumnos de la ESMA, que me imagino que dormirían en el mismo lugar que el resto de los alumnos; por lo tanto, estarían todos enterados de lo que estaba pasando. 

Por eso, no hay un solo espacio de ese lugar que no haya sido afectado a esta situación. No entiendo qué es lo que se tiene que discutir; no entiendo por qué se discute quién se tiene que ir y quién no; no entiendo cuando se habla de un pedazo del lugar. 

Sí estoy de acuerdo con que se piense qué es lo que se hará en el predio, pero no en un solo pedazo de él. Esta es la historia del lugar. Porque, si no, parece que estamos hablando de cualquier plaza. Se trata de un pedazo de una terrible historia que hemos vivido todos. La idea no es hacer un museo donde sólo se muestre el horror y la ropa que usábamos. Debe ser un museo para refrescar la memoria de por qué llegamos allí, por qué no tiene que volver a pasar. Todos los chicos tienen que enterarse de lo ocurrido, para que no le pase nunca más a nadie. Y cuando digo "nadie" es nadie, y no sólo los que estuvimos en ese lugar. Que las fuerzas armadas no vuelvan a hacer lo mismo; que esto no nos vuelva a suceder a los argentinos.  

Por eso, la cuestión no es seguir hablando de cuál sería el pedazo afectado al museo y cuál no. No es un espacio cualquiera; hay una historia en ese lugar. 

Sra. Ferreira.- Pido la palabra.


Tal como dijeron muchos de los presentes, me parece que el paso fundamental es la aprobación del convenio, porque es el trámite inicial para empezar a transitar un camino que supongo que llevará un gran debate nacional. 


Me pregunto si la comisión puede aprobar una parte, o tiene que aprobar la totalidad. Porque si aprueba la totalidad...

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Perdón, le puedo contestar ahora. 


La Comisión no es la que aprueba, sino la Legislatura; la Comisión propone al recinto. Y no puede proponer una aprobación parcial. 

Sra. Ferreira.- La comisión ratifica la legislación. ¿Y la Legislatura qué hace?

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Lo mismo. 

Sra. Ferreira.- Precisamente por eso, creo que no habría ninguna dificultad para que la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales apruebe este convenio. Y supongo que la Legislatura tampoco la tendrá. Porque los temas sobre los que algunos miembros de la comisión pueden llegar a tener algún desacuerdo no están vinculados con los términos del convenio, sino con lo que estará incluido en una segunda etapa de la discusión. 


Por lo menos el CELS vería con mucho agrado que esta noche los diputados presentes manifestaran su disposición de aprobar el convenio. En una segunda etapa, tendremos reuniones más específicas acerca de este gran proyecto de construir nuestra memoria histórica. 

Sra. Boitano.-  Pido la palabra.


Cuando escucho a “Mumú” pienso que representa lo que podrían haber sentido nuestros hijos desaparecidos. 

Es imposible pensar que podamos compartir un edificio con las fuerzas que secuestraron a nuestros hijos, que nunca contestaron qué hicieron con cada uno de ellos y que nunca se presentaron ante la justicia. Para las mamás o para los familiares de esas cinco mil personas, escucharla a "Mumú" sigue siendo durísimo; nos hace temblar y, por supuesto, hace que pensemos cada vez más que todo el predio tiene que ser otorgado para lo que pensamos que pueden llegar a hacer.  Pero no cabe duda de que se trata de todo ese espacio, de una punta a la otra.  

Sr. De Luca.- Uno puede pensar que la paciencia es un factor importante en la lucha histórica de los pueblos. Los que integramos organismos de derechos humanos hemos demostrado tener paciencia, perseverancia y, después de mucho tiempo, hemos logrado esto: que una parte de un centro clandestino de tortura y exterminio pueda ser devuelto para la restitución de la vida de los que estuvieron allí.  


Esta Legislatura está conformada por habitantes de esta Argentina, de esta ciudad, y cuesta comprender la demora en obtener un despacho favorable para llegar a la aprobación de este acuerdo. Incluso, uno puede decir que se podría haber aprobado sobre tablas; pero, para guardar las formalidades, yo puedo comprender que puede pasar un tiempo. De todas maneras, ya pasó bastante tiempo y esto tendría que haber sido aprobado por esta Legislatura.  


Después de lo relatado por la compañera que fue detenida y desaparecida en la ESMA, no creo que haya muchas cosas más por decir. Esto lo han relatado diferentes compañeros y compañeras que estuvieron detenidos y desaparecidos en la ESMA, quienes saben que todo el predio fue un gigantesco plan de vuelo de la muerte, de exterminio, de tortura, de capuchas, y de todo lo demás que ya sabemos y no vamos a describir ahora.  


En consecuencia, ¿qué más hay que reflexionar y consultar?  Esto es lo que no entendemos.  Ésta es una herida abierta, aún no cerrada, y tiene que ver con la salud mental de nuestro pueblo, por la cual la Legislatura tiene la obligación de velar. No puede dilatar esto in eternum. No puede, incluso, existir la amenaza de que esto sea rechazado. Porque, de ser así, le va a caer muy mal a la totalidad de nuestro pueblo y va a haber consecuencias que no sabemos cómo pueden ser.  


Por lo tanto, llamo a la sensatez para que esto se realice lo más rápido posible: que la comisión redacte un despacho favorable a este acuerdo para que luego sea tratado en el recinto.  Porque, de lo contrario, el pueblo argentino vería esto como un engaño profundo a una promesa que se hizo por parte de dos jefes de Estado –uno de la Nación y otro de la ciudad–, quienes firmaron un acuerdo que luego, por determinadas razones políticas, no se termina de convenir.  


Creo que esto requiere un tratamiento más acelerado. Que la comisión envíe este despacho al plenario de la Legislatura, a fin de que sea aprobado o rechazado. Nosotros, después, hablaremos con el resto de los diputados para que esto se apruebe. 

Srta. María Eva.- Mi nombre es María Eva, y pertenezco a Hijos 


Para mí, se trata de dos discusiones diferentes: una es la aprobación del convenio, y la otra es ver qué hacemos después con el predio y cómo se realiza el museo. Si la Legislatura tiene que ratificar o rectificar el convenio, me parece que seguir discutiendo sobre qué se hace con el predio no tiene sentido. Considero que eso sería alargar una discusión que, en todo caso, sería posterior. Si el convenio no puede ser modificado por la Legislatura, no entiendo el porqué de la discusión. 


Con respecto a lo que se dijo anteriormente sobre que después puede aparecer un heredero de los que donaron el predio para fines educativos, me parece que un museo donde se rescate la historia de la Argentina tiene un fin educativo. Si como sociedad no aprendemos de la historia de nuestro país, vamos al fracaso. Creo que tendría un fin educativo que en la Argentina, como sociedad, nos pongamos de una vez por todas los pantalones y contemos lo que pasó en los ‘70; que dejemos de taparnos los ojos y la boca y digamos qué fue lo que pasó en verdad. Me parece que el museo tiene ese objetivo. Por lo tanto, si viene un heredero de los que tenían el predio a decir que un museo no tiene un fin educativo, yo lo desafío a que venga y nos rebata por qué no lo tendría un museo de la memoria de la Argentina.  


Pienso que como primera medida hay que ratificar el convenio, y después discutiremos cómo hacemos el museo.  Nosotros, desde Hijos, creemos que el predio tiene que ser entregado en su totalidad.  No estamos dispuestos a compartir el predio con la Armada, ni con alguna fuerza, ni con una escuela civil que esté a cargo de militares. Como dijo la compañera, todo el predio fue funcional a que se convirtiera en un centro clandestino de detención. Por lo tanto, si la ESMA va a ser un museo, todo tiene que ser un museo, porque todo el lugar fue un centro clandestino de detención.  

Sra. Vázquez.- Voy a ser muy breve. 


Solamente quiero agradecer el esfuerzo que ha hecho “Mumú”, quien ha relatado de una manera clara y emocionante para qué servía todo el predio de la Escuela de Mecánica de la Armada. Te agradecemos tu esfuerzo. Pero quiero decir algo más, que no es que se haya olvidado, pero pasó: no nos olvidemos de los niños que nacieron en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada. No nos olvidemos de las abuelas que todavía buscamos a nuestros nietos, y que sabemos positivamente que han nacido allí, pero que no sabemos dónde están. Hoy, mi nieto tiene 26 años.  

Por eso, creo que es indispensable que se aceleren todos los trámites a fin de que la Legislatura ratifique este convenio. Les pido muy especialmente a todos los diputados que acuerden en aceptar este convenio, y que nos ahorren tiempo para poder seguir encaminándonos hacia el futuro. No nos olvidemos de los niños. 

Sr. Juan.- Además de apoyar la propuesta de que se ratifique cuánto antes, me preocupa mucho el cronograma en cuanto a la invitación a vecinos de la zona, urbanistas, padres, alumnos, especialistas en contratos, etcétera, teniendo en cuenta el ritmo de las reuniones. Debemos considerar que ya estamos en junio, y el convenio establece una fecha que es el 31 de diciembre de este año. 

Por eso, creo que es importante comenzar las conversaciones con los urbanistas, pero después de que se firme el convenio.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- En relación con los tiempos, en principio quiero decir que el convenio entró a la Legislatura casi un mes después de haber sido firmado. Cuando digo que entró a la Legislatura, quiero decir que el Ejecutivo lo envió el 13 de abril de 2004, lo recibió esta comisión, e inmediatamente después lo puso en tratamiento, por lo que se acordó ir a visitar el predio y luego se comenzó con esta convocatoria. 


¿Por qué creemos que puede darse una discusión –como la que usted señaló al principio– acerca de si primero debe ratificarse el convenio y después los usos, o si puede hacerse en forma conjunta? Es decir, ¿por qué optamos por trabajar al mismo tiempo las dos cosas? Tal vez una de las decisiones de la comisión sea emitir dos despachos sobre esto: uno, sobre la ratificación del convenio y otro por la utilización del uso; o puede decidir hacer las dos cosas en un mismo despacho. 


El convenio plantea que la determinación de qué es lo que va a funcionar en el predio de la ESMA, dentro del Museo de la Memoria, lo hace la comisión bipartita, casi de manera exclusiva, cuando en realidad las normas que permiten que la comisión bipartita discuta lo que debe suceder allí las tenemos que votar nosotros acá. 


Supongamos que la comisión bipartita decide que todo el predio del Museo de la Memoria va a tener equis características: por ejemplo, cines, para que permitan fomentar el debate sobre la cuestión de los derechos humanos en América Latina;  disponer de un espacio polideportivo para desarrollar algún tipo de actividad relacionada con esta cuestión; disponer de algún espacio destinado a la salud o a distintos usos. Esos usos que la comisión bipartita discuta sobre ese predio tendrán que ser votado por esta Legislatura.


La Legislatura no puede, ni debe, ni tiene que renunciar a esa facultad. Por lo tanto, si la comisión bipartita determinara usos que luego la Legislatura no acuerda, estaríamos ante un conflicto que preferimos evitar. ¿Por qué? Porque, de acuerdo con este convenio es la comisión bipartita la que puede determinar usos. Y esto es lo que estamos discutiendo  internamente en la comisión.

Sra. Pastoriza.- No entiendo lo que dice sobre “los usos”. Tengo entendido que, por lo menos, ésta puede determinar qué parte del predio será destinada al tema de la memoria.

Sr. De Luca.-  Eso es lo que está en discusión.

Sra. Pastoriza.- Pero la frase dice que es eso. No creo que de la comisión bipartita tenga que decidir sobre los cines y todo eso.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Voy a leer el convenio.

- Hablan varios a la vez.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Esperen, porque tengo anotado al diputado Schifrin para hacer uso de la palabra.

Sr. Schifrin.- Espero a que lea el  convenio.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- El convenio dice así: “Cuarta. La comisión bipartita se integrará por representantes de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, y de la Subsecretaría de Derechos Humanos del Jefe de Gabinete del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dicha Comisión bipartita concederá la más amplia y efectiva participación para el cumplimiento de su finalidad a los organismos no gubernamentales de derechos humanos, representantes de los familiares e hijos de las víctimas y de las personas que hayan sufrido detención, desaparición en el predio objeto del presente acuerdo y otras organizaciones representativas de la sociedad civil. Quinta: la comisión bipartita deberá fijar su sede, reglamentar su funcionamiento interno, expedirse y elevar sus propuestas y conclusiones antes del 31 de diciembre del año en curso”.

Tiene la palabra el diputado Schifrin.

Sr. Schifrin.- Señor presidente: está clarísimo.


Creo que hay que blanquear una situación política. Si ustedes quieren ganar tiempo porque tienen problemas de unidad de bloque, plantéenlo. Tengo la impresión de que particularmente usted está de acuerdo con este proyecto del Museo de la Memoria, más allá de que yo no esté a favor de algunas otras propuestas que haga. 

Pero tengo la impresión de que están ganando tiempo, y esto no tiene que ver con ninguna cuestión legal de uso del suelo, ni de la instalación del Museo, ni con nada de eso: ustedes no quieren dividir el bloque. Porque hay una parte muy activa, que plantea “el museo de la reconciliación”, que hizo una visita por separado a la ESMA; que, además, dice que habló con integrantes de la Fuerza, y que lo ha hecho público. 

En realidad, nunca hemos delegado una atribución que tenga que ver con el uso del suelo. 


Por otra parte, se acaba de leer que esta comisión debe elevar sus propuestas, pero no queda ninguna duda de que la Legislatura autoriza a trabajar a las comisiones, pero luego siempre, como en el caso de cualquier privado que quiere construir un metro más, hay que cambiar la zonificación, por más que lo haya comprado debe ser autorizado. Por ejemplo, un club puede ejercer toda su actividad y se le puede ceder un predio; tomando el ejemplo del Club Atlanta, cuando algún día recuperemos ese hermoso lugar y decidamos construir algo, luego habrá que cambiar la zonificación. No es que se le da la atribución a ese instituto jurídico para que haga lo que quiera. Esto es elemental, porque es una atribución constitucional que tenemos.


Entonces, estamos ganando tiempo y haciendo un juego de palabras. Hay un convenio que simplemente plantea una comisión. Esta comisión establece una cantidad de propuestas y, por supuesto, éstas deben ser elevadas al organismo constitucional que corresponda para que establezca el uso; de lo contrario no se puede construir, no se pueden aprobar las normas de construcción, no se puede licitar, no puede ir un contratista, etcétera. Hay inspecciones en toda la ciudad; esto ocurre con cualquier edificio y con cualquier predio. Por lo tanto, no tiene ninguna racionalidad lo que se está planteando.


Si hay buena voluntad por parte de los diputados, propongo que blanqueemos la cuestión de fondo. 

Insisto: el tema no es fácil. Quiero decirles que cuando vine aquí no estaba muy al tanto del convenio en particular, pero sí de la situación. Considero que debemos hablar personalmente con muchos diputados que tienen una militancia política de trayectoria, al igual que el diputado Herrera Bravo, y plantearles seriamente el tema. Lamentablemente habrá que trabajar un poco más, y se perderá tiempo, pero conviene tratar estas cosas, porque el tratamiento simultáneo es una estrategia para ganar tiempo: no hace falta. 

Y es mentira que la Legislatura pierda alguna prerrogativa sobre el uso del suelo, ya que simplemente se puede hacer a través de la modificación del Código de Planeamiento Urbano. Este es un mecanismo precisamente establecido, que no puede ser de otra manera. Además, de ningún modo aprobar este convenio quiere decir que la Legislatura le está entregando prerrogativas sobre el uso del suelo, ni sobre la codificación del planeamiento urbano de la ciudad.


Insisto: me hubiera gustado que planteemos el tema de la manera más elegante posible, que el trámite legislativo sea el correcto a través  de las reuniones de comisión. Pero, en realidad, creo que conviene hablar con muchos diputados; o por lo menos con el doctor Ibarra, porque tiene algunos diputados que lo acompañan e integran esta comisión y que claramente se tienen que pronunciar. 


Hay distintos partidos y listas que acompañaron al doctor Ibarra. El doctor Ibarra está preocupado por este tema. Usted, señor presidente, tiene un excelente trato con él y debería tenerlo en cuenta. Él también tiene que jugar un papel en este tema. No se trata solamente de mandar un expediente, sino que también hace falta esfuerzo; porque reconozco que no es sólo un problema del macrismo. 


Tenemos que tener entusiasmo para aprobar algunas cosas como ésta. No digo un sobre tablas, como plantearon recién, aunque realmente acá a veces se votan sobre tablas cosas que son de importancia para el Estado. Ésta es una cuestión importante para el Estado, por lo menos, en el trámite normal. 

Además, el entusiasmo también depende de que el Jefe de Gobierno se comprometa, ya que tanto él como Alberto Fernández y otras personas pueden ayudar a que se vote. Ustedes lo saben. Entonces, hablemos claramente porque, de lo contrario, esto no se aprobará.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- En ánimo de blanquear la situación…

Sr. Schifrin.- La hubieran blanqueado antes.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Decía que, en ánimo de blanquear la situación, quiero plantearles que fue el diputado Miguel Talento, del bloque del diputado Schifrin, quien propuso un cronograma que terminaba a mediados de julio.

Sr. Schifrin.- No es de mi bloque.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Perdón, es del bloque de la diputada La Ruffa. 

Pero digo esto no para hablar mal del diputado Talento, en lo absoluto, sino para que se entienda que ésta fue una decisión consensuada, en la que no hay ningún ánimo dilatorio. 

La verdad es que hemos querido y seguimos queriendo escuchar a todos. La posición que ustedes nos expresan es muy clara y, obviamente, la vamos a tener en cuenta tanto yo como todos los diputados que integran la comisión y que han estado presentes en esta reunión, más allá de que algunos pensemos que no es la única a tener en cuenta. Pero, por supuesto, el mensaje ha sido muy claro.

También quería blanquear esto, no para tirar una interna contra la otra sobre la mesa, lo que me parece de mal gusto, sino fundamentalmente para plantearles que conociendo ustedes la trayectoria que tiene el diputado Talento en el ámbito de los derechos humanos y de la militancia política, creo que con sólo mencionarlo queda afuera cualquier tipo de mala intención encubierta que pudiera haber habido de parte de los miembros de la comisión al fijar este cronograma y esta ronda de consultas.

Tiene la palabra la diputada La Ruffa. 

Sra. La Ruffa.- En primer lugar, quiero ratificarles la absoluta voluntad de resolver este tema, y hablo en nombre no sólo del bloque que integro, sino de otras fuerzas políticas.


Entendimos –y creo que esta reunión nos va a hacer rever el criterio mañana en la reunión formal– que teníamos tiempo para realizar en forma simultánea estas reuniones y establecer algunos criterios para la comisión bipartita que debería formarse, porque esta comisión iba a tener tiempo hasta el 31 de diciembre de 2004 y porque sabemos que el Gobierno Nacional está trabajando en desalojar el predio.


De la lectura del convenio y de lo que hemos conversado informalmente con los diputados de la comisión, me quedó claro que no está en la cabeza de nadie que conviva el espacio de la memoria con la Marina o cualquiera de las fuerzas armadas. Pero lo que no queda claro del convenio, o incluso lo plantea en forma abierta, es si ese predio, además de incluir el espacio de la memoria, se podría utilizar para algunos otros usos distintos de la utilización de las fuerzas armadas, ni aunque sean educativos gerenciados por las fuerzas. Eso está claro. Los que tuvimos la posibilidad de recorrer el predio lo entendimos apenas entramos al lugar. Y además creo que, sin haber ido, la mayoría lo ve de esa forma. 

Reitero que estoy segura de que ésta conversación y el reclamo que están haciendo para que se ratifique a la brevedad nos hará replantear si vamos a continuar o no con esta metodología, que no sólo la propuso el diputado Talento, sino que tanto los diputados Ameijeiras, Herrera Bravo, Daniel Betti como yo entendimos que era positiva y de ninguna forma dilatoria. Por lo tanto, estoy segura de que en ese mismo sentido mañana vamos a rever si la continuamos o no. Especialmente, con la información que ansiosamente esperamos del Gobierno Nacional para conocer el avance del desalojo del predio.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el diputado Ameijeiras. 

Sr. Ameijeiras.- Quiero mencionar que en el momento en que nos tocó estar en ese lugar, especialmente cuando estuvimos en el Casino de Oficiales, se me puso la piel de gallina y se me hizo un nudo en la garganta y en el estómago, al ver ese lugar tan lúgubre y al imaginarme los ruidos de las cadenas, que pasaban por mi mente. Cuando la señora hizo su relato, volví a tener la misma sensación. 

¿Qué quiero decir con esto? Siguiendo las palabras de la diputada La Ruffa, entiendo que no tenemos el ánimo de no ratificar el convenio; por lo menos por mi parte eso no pasa. Simplemente, la comisión intenta hacer las cosas prolijamente, para que no quede algún nudo mal atado que luego repercuta en forma negativa, más que nada por los temas legales. 

Sí tomo el compromiso de plantear en la reunión de mañana –y ya lo estoy haciendo ahora– algún modo de no dilatar esto; es decir, de achicar todos los plazos e, incluso, evaluar fuertemente si no desdoblamos la ratificación del convenio y dejamos para una segunda etapa la discusión posterior, tal como la gente aquí presente nos lo ha manifestado. 

Esto es todo lo que yo quería decir.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- No quiero dejar pasar la oportunidad –porque creo que es algo que le va a ser útil a la Legislatura, ahora y más adelante– sin pedirles que nos acerquen toda aquella información sobre cuáles serán los proyectos, aunque estén en borrador, que están pensando realizar. Por ejemplo, el señor Pérez Esquivel hablaba de un Centro de Estudios sobre los Derechos Humanos en América Latina, y también tengo entendido que hay quienes están planteando trasladar allí la Universidad de las Madres de Plaza de Mayo. 

Entonces, no digo ahora –aunque si quieren pueden hacerlo ya–, pero si la comisión pudiera recibir de parte de ustedes información sobre qué es lo que se está conversando, sería bueno que la Legislatura pueda contar con esa información, en la medida en que ustedes dispongan acercárnosla.

De todas maneras, seguramente lo estarán conversando con el doctor Duhalde y con la doctora Alegre, quienes mañana vendrán a la reunión y seguramente nos contarán al respecto.


Tiene la palabra el diputado Schifrin.

Sr. Schifrin.- Me parecen muy valiosas las palabras del diputado Ameijeiras y de la diputada La Ruffa. 

Desde ya, este cronograma que se estableció alguna vez se realizó sin usted aquí presente, señor presidente. Sucede muchas veces que, cuando a las reuniones vienen pocas personas, nos encontramos con los tiempos de la reflexión, pero cuando a las reuniones vienen más personas, nos encontramos con los tiempos de la necesidad, además de la reflexión. 

Me parece importantísimo aclarar que hay una ley por la cual el espacio de la memoria tiene que ser propuesto por una comisión tripartita, que además integra la Legislatura, y que no se conformó...

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Y que yo integro.

Sr. Schifrin.- No, no. Perdón: que integran representantes designados por los bloques, y que todavía no se conformó. Es la comisión la que nos tiene que informar a nosotros; porque la Legislatura tiene representantes de esa comisión. 

Estamos esperando la designación de algunos bloques que todavía no lo hicieron. Oficialmente, por el propio Reglamento que nos rige, la comisión no se puede reunir nunca por primera vez hasta que no esté el pleno completo.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Mi bloque ya lo hizo.

Sr. Schifrin.- Nosotros participamos institucionalmente en esto, más allá de que pueda ser interesante conocer otras opiniones.


En primer lugar, tenemos que firmar un convenio, pero también podemos intervenir institucionalmente en la resolución de una comisión en la que participen el Gobierno de la Ciudad y organismos de Derechos Humanos. 

Una vez conformada esta comisión el pleno tiene que aceptar la designación de una cantidad de ciudadanos –en este momento no me acuerdo el número de integrantes–, pero para eso hace falta el pleno de la comisión.


Al margen de todo eso, ustedes fíjense el desaguisado institucional, producto de estar planteando estos hechos, a veces por no ajustarnos a derecho y no al revés. No tenemos que explicar cosas que no son, sino que son las que tenemos. Somos responsables institucionalmente. Pertenecemos a esta comisión y deberíamos estar informados. Por supuesto, que con todo gusto podemos escuchar las distintas opiniones vertidas en esta reunión, pero esto ya es un terreno extra legislativo y extra conducente.


Entonces, repito, podemos escuchar las distintas ideas planteadas; pero, insisto, designemos esa comisión, votemos el convenio, para dar los pasos institucionales que estaban previstos, y así vamos constituyendo la seriedad de esto.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Simplemente, quiero aclarar que nuestro bloque ya designó a los representantes para esta comisión.


Por otra parte, hay otros bloques más afines al pensamiento del doctor Ibarra que todavía no lo han hecho.

Sr. Schifrin.- ¿Quiénes son?

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Son otros bloques.


Y esta no es la comisión de la que habla el convenio, sino que éste habla de la comisión bipartita.


También quisiera aclarar otra cosa. Así como dije que la propuesta fue realizada por el diputado Talento  –esto lo digo para despejar cualquier tipo de dudas–, también debo decir que el celo que debe poner la Legislatura en esta cuestión lo tiene que tener el Gobierno Nacional, que todavía no ha cumplido con ninguno de los compromisos en este expediente.

Sra. Ferreira.- ¿Mañana nos van a informar?

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Mañana nos informarán.

Sra. Ferreira.- Con relación a algo que usted dijo,
creo que todos venimos de una experiencia histórica política y sabemos, por lo menos, qué es lo que nos gusta o no. Por supuesto, que no nos gusta construir castillos en el aire. Esto es fundamental, y me parece muy bien la posibilidad de lo que se planteaba al principio de la reunión...

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- La interrumpo, señora Ferreira, para decir que ha llegado el diputado Miguel Talento.

Sra. Ferreira.- Decía que me hubiera gustado saber en un principio que existía este criterio de trabajo en la comisión para poder tratar las dos cuestiones al mismo tiempo, porque el eje de esta discusión hubiese pasado por otro lado: en primer lugar, en la necesidad de desdoblar los temas para poder aprobar el convenio y, en segundo lugar, entrar en lo que para ustedes es el uso del suelo, digamos que serían los contenidos. 


Por este motivo, cuando usted nos ofrece la posibilidad de presentar distintos proyectos es que le digo que tenemos una cultura de no construir castillos en el aire, porque, una vez aprobado el convenio, con mucho gusto cada uno de nosotros –si es que existe un proyecto en común que nos englobe a todos– le haremos entrega de nuestro proyecto para poder trabajar sobre lo seguro.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- La comprendo perfectamente, señora Ferreira, en lo que está diciendo.

Quiero decirle que también integro la Comisión de Descentralización y Participación Ciudadana, con la cual estamos recorriendo ya más de veinte barrios debatiendo la Ley de Comunas, y vemos que la resistencia y la desconfianza de los vecinos respecto de la dirigencia política y, en general, hacia la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, es similar a lo que usted nos está planteando. Está claro que hay una brecha enorme entre la dirigencia política y la partidaria. Ustedes como vecinos, participando de esta reunión, tienen la misma desconfianza en estos aspectos como en otros. La dirigencia política muchas veces ha generado desconfianza a través de sus decisiones, y es absolutamente razonable y entendible lo que usted plantea.

Simplemente, a mí me corresponde decirles que institucionalmente las puertas de esta Casa están abiertas, como también esta comisión, para cuando lo consideren que sea necesario e importante, para que nosotros conozcamos sus proyectos. Por supuesto, ustedes deben acercarse a esa puerta abierta.

Sra. Ferreira.- Quiero decir una sola cosa: personalmente, reivindico profundamente el valor de la política; no soy de las que cuestionan la política. Al contrario, uno trata de recuperarla, ya que es lo mejor que tenemos o hemos tenido y que se puede tener.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el diputado Talento.

Sr. Talento.- Disculpen la tardanza, pero estaba en otra reunión. Quise estar presente nada más para aclarar algún mal entendido.


Con la información que había hace un mes en la Legislatura se planteó un criterio de armar una agenda que sirva de consulta, pero hubo nuevos hechos que han marcado con mucha claridad la existencia de una decisión política. No solamente sobre esto, que tuvo su manifestación el 24 de marzo, sino una decisión política en ejecución por parte del Gobierno Nacional, en el sentido de que en el predio donde se ubica lo que fue la ESMA no queden edificios con ningún tipo de uso por las Fuerzas Armadas, en particular de la Marina. Esta situación, que es una decisión muy clara y fue asumida institucionalmente incluso por las fuerzas y por el Almirante que está a cargo de ella, ha provocado en algunos epígonos,  en algunas personas, una pequeña manifestación acerca de cómo discutir o debatir esto. 


Mañana hay una reunión de la comisión, y obviamente vamos a buscar reordenar el sistema de consulta. Porque una cosa era la discusión sobre cuánto iba a ser museo y cuándo podía coexistir con usos, por ejemplo, de Escuela de Liceo, la escuela de Marina Mercante, etcétera. Existe una decisión absolutamente clara y en proceso de ejecución para cada uno de los edificios de trasladar toda la actividad que desarrolló la Marina allí. Con lo cual la discusión pasa a otro terreno, y es una discusión cerrada.


Entonces, lo que estamos planteando tiene que ver con el destino principal de este bien y la memoria, en virtud de los hechos horrorosos que allí ocurrieron. Esto sería una muestra y una clara señal para el presente, el futuro y para que este tipo de cosas no vuelvan a ocurrir en la Argentina, siempre recordando el horror de lo que fueron estos hechos para que no se repitan.

Por otra parte, respecto del resto del predio, es lo que denominamos usos complementarios compatibles, y esto se refiere a recordar una etapa negra en nuestra historia. Entonces, esto cambia el debate. Seguramente hay que encontrar y ajustar las diferentes discusiones; incluso habrá más de un proyecto por parte de los organismos de Derechos Humanos, pero está claro que son usos que van a ser complementarios y compatibles, afines con la utilidad principal que es la de la memoria y la de convertir ese lugar en un museo de la memoria del terror de Estado.


Quería dejar en claro esto porque fue un elemento de cierta información mucho más precisa que se nos acercó, y que se la comenté personalmente al diputado Rodrigo Herrera Bravo. 

Mañana habrá una reunión de la comisión en la que, seguramente, reordenaremos el cronograma. Por supuesto, se harán las consultas necesarias, pero sobre la base de un tema que está cerrado y sabiendo que la cuestión es otra. La discusión sobre la aprobación del convenio tiene otro carácter. 

Las pequeñas operaciones que había habido no tenían mayor peso, porque incluso desde el lugar institucional la Marina había aceptado el desalojo de todos los edificios navales que allí funcionan y que está en proceso de ejecución. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Como las reuniones son abiertas, les propongo que, si pueden, vengan mañana a las 11 horas. Obviamente, vamos a requerirles a los funcionarios –que son Eduardo Luis Duhalde y Gabriela Alegre– toda la información que tengan acerca del cronograma de ejecución planteado, de la fecha en que estaría desocupado el predio y de cuál es el grado de avance de la convocatoria, ya que en el convenio se habla de una amplia participación y de tomar contacto con ustedes para que lleven adelante la tarea de diseño de las actividades en ese predio.


Están invitados a la reunión de la comisión del día de mañana, a las 11 horas. Seguramente, ajustaremos el cronograma...

Una participante.-Eso es lo que le habíamos pedido al diputado Talento, ya que él hizo el cronograma.

Sr. Talento.- Perdón, pero quiero aclarar que yo no hice el cronograma. Hice la propuesta en un momento en el que había distintas ideas como, por ejemplo, promover la realización de un plebiscito sobre el destino del bien. Antes de embarcarnos en generar un plebiscito, exploremos la situación. Esa fue la idea, y sobre ella hubo consenso en la comisión y se armó un cronograma para escuchar a todos. 

En ese escenario, todavía estaba en debate –por lo menos según la información que manejábamos en ese momento- que podían coexistir distintos usos de las Fuerzas Armadas con el Museo de la Memoria. Ahora está claro –quizás cuando estábamos discutiendo también lo estaba, pero nosotros no lo sabíamos– que no puede ser así. 

Por eso, decidimos hacer un cronograma antes de lanzar un plebiscito que puede aportar más confusión que claridad. Primero decidimos relevar las opiniones. Entre el momento de esa decisión y el presente –cuando accedimos a la información precisa del trabajo de la comisión bipartita–, se dio una nueva situación. Está claro que allí no habrá ningún uso de la Marina. 

Una participante.- Lo que resulta claro es que, hasta ahora, han sido senderos bastante separados. Un tema como este exige buscar la manera de abrir la discusión integrando a la mayor cantidad de actores posibles. 

En la línea de algunos organismos de derechos humanos, la compatibilidad o coexistencia de lo que podría ser destinado a la memoria y de los sitios pertenecientes a las Fuerzas Armadas nunca estuvo presente. En general, el acuerdo básico fue el desalojo de ese predio por parte de la Marina. Nosotros siempre entendimos que esa era la decisión presidencial. Es más: si hacemos una encuesta, el 70 por ciento de la población de este país piensa que eso fue lo que se resolvió, e incluso muchos creen que la Marina ya no está. 

Lo que supone una ardua discusión –que tiene que ser enriquecedora porque nos puede modificar a todos–, es qué usos se le dará al lugar. Se plantean varias alternativas. Algunos organismos consideran que el lugar debe tener, como único uso, el de la memoria, y otros no; pero ésta es una discusión posterior. 

No tiene que pasar lo que estamos observando: por un lado, nosotros estamos discutiendo algo de manera muy desordenada, y por el otro los diputados –que son quienes tienen que llevar adelante una serie de trámites fundamentales– están en otra. 

La discusión es fundamental y fructífera. Nosotros no creemos que el Museo de la Memoria deba ser el edificio de la venganza. Como dijo Mumú, este tema es fundamental para el futuro de este país por los valores que se ponen en juego. Tendríamos que buscar la manera de poder hacer de esto una discusión abierta, incorporando a otros sectores.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Ésa ha sido la voluntad de la comisión al hacer la convocatoria. 

Me comprometo a transmitirles a los funcionarios de Nación y de Ciudad la necesidad de poder discutir entre todos el desarrollo del proceso. 

Es cierto lo que dice el diputado Talento: cuando diseñamos el cronograma contábamos con una información y ahora contamos con otra, que todavía no es oficial. Seguramente, dentro de un mes o de quince días tendremos otra información. Se trata de un proceso. La información que nos traigan mañana los funcionarios va a tener alguna repercusión en la Legislatura o en el Gobierno de la Ciudad, si es que supone alguna erogación o disposición de gasto no previsto por parte del Gobierno de la Ciudad. 

Este es un tema bastante complejo que tiene muchas aristas. Nosotros quisimos empezar a rodar la pelota de una discusión que nos compete a todos. 

Finalización

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tras la invitación a la reunión de mañana, no sé si queda algún tema pendiente. 

No siendo así, damos por finalizado la reunión, esperando verlos mañana. 

- Es la hora 21 y 02.

  Oscar Ángel Rocha

Director de Supervisión

       Dirección General de Taquígrafos
- La presente versión taquigráfica corresponde a la transcripción de una (1) cinta facilitada por la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que contiene la grabación de la reunión de esa comisión del día 8 de junio de 2004. Por lo tanto, puede haber errores o cortes de grabación que no se han podido superar.

- Comienzo del Lado A.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Damos comienzo a la reunión con la exposición, en primer lugar, del doctor Duhalde.

Sr. Duhalde.- Quiero agradecer al presidente y a los miembros de esta comisión por habernos invitado a esta reunión. 

Esperemos que lo que podamos señalarle en cuanto a la actividad del Poder Ejecutivo Nacional y sus órganos dependientes en esta materia, ayude a disipar algunas dudas y nos permita encauzar el trabajo.


Me acompañan el doctor Rodolfo Mataraolo, Jefe de Gabinete; el señor Secretario Ejecutivo del Archivo Nacional de la Memoria, y parte de la representación de la Secretaría de Derechos Humanos. 

A esta Comisión Bipartita, de acuerdo con el convenio firmado el 24 de marzo junto con la Subsecretaria de Derechos Humanos de la Ciudad, le corresponde avanzar en las tareas de supervisar la tarea de desocupación y traspaso del predio y acordar los mecanismos aptos para delimitar el espacio para la memoria y defensa de los derechos humanos.


Como ustedes saben, este convenio tiene una necesidad de pronta ratificación, tanto para la comisión bipartita como para el propio Gobierno Nacional. Y a lo que apuntamos es a que esto tenga una resolución pronta en tanto esté ligada a las tareas que se vienen efectuando en la desocupación del predio al cual me referiré enseguida.


Por este convenio, el Estado Nacional se comprometió a concretar los trámites que resulten necesarios para la restitución del predio.


Desde el día siguiente al 24 de marzo, la Nación está trabajando en este aspecto. En primer lugar, quiero ratificar la decisión del Presidente de la Nación y Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas en cumplir con lo pactado; es decir, trasladar todas las dependencias navales que están en las 17 hectáreas lo antes posible y cumplir con el cronograma  que está en plena ejecución.


Existe una comisión del Poder Ejecutivo Nacional que integra el Secretario General de la Presidencia, doctor Parrilli; la arquitecta Graciela Oporto, del Ministerio de Planificación y, obviamente, representantes de la Secretaría de Derechos Humanos y del Ministerio de Defensa. Todos ellos realizarán tareas tendientes a ir concretando la desocupación que está en marcha.


El cronograma comprende el traslado de la totalidad del predio en los términos en que lo vayan permitiendo la ubicación en otros lugares de las distintas dependencias e instituciones. En este sentido, ya se han efectuado transferencias de partidas desde la Jefatura de Gabinete hacia el Ministerio de Defensa para realizar construcciones alternativas que se deben efectuar para los traslados. La decisión es que la mayor parte de las dependencias que están expresamente relacionadas con la actividad represiva desarrollada en ese organismo estén desocupadas al 31 de octubre y se las destine a lo que posteriormente se establezca como actividad concreta y funcionamiento del espacio de la memoria. 

Aquí tenemos que ver dos cosas: en primer lugar, la decisión es absoluta y está en marcha. Por parte de la Marina existe un total acatamiento a los tiempos que fije el Presidente de la Nación como Comandante en Jefe; esto no es objeto de discusión interna en el espacio del Gobierno Nacional.


En segundo lugar, la desocupación no está condicionada al destino y delimitación del espacio de la memoria; éste es un aspecto paralelo e incluso posterior a la desocupación.


Respecto de la desocupación, el cronograma no tiene meramente fechas arbitrarias fijas, sino que se está estableciendo sobre la base de las construcciones que se están haciendo, los plazos de licitación, la apertura de los sobres y la adjudicación de las obras. Algunos de estos aspectos están muy avanzados. Por ejemplo, el Casino de Oficiales, si bien no se limita a eso, funcionó como centro clandestino de detención. 

Respecto de la Escuela de Marina Mercante, su traslado se encuentra muy avanzado. Por otra parte, hay una necesidad de que en esta primera etapa –me refiero al 31 de octubre– también se desocupe el edificio de las comunas o el edificio emblemático de la Escuela de Mecánica. Además, estamos trabajando sobre el traslado de la Escuela Superior de Guerra Naval, que forma parte de los edificios de enfrente y que tienen también su carácter emblemático. Éstas son, en síntesis –y luego podemos abundar en detalles o le pueden formular algunas preguntas al resto de mis compañeros– las actividades concretas que se están desarrollando sobre este tema. 

Todos estos avances los pueden comprobar tanto la Subsecretaría de Derechos Humanos como el diputado Talento, quien participó en la última reunión que se realizó en la Casa de Gobierno, con la presencia del Segundo Jefe de la Marina y de otras autoridades navales.


La actividad es diaria, concreta, especifica, y forma parte de esta decisión del Gobierno Nacional de llevar adelante la desocupación del predio. También estamos trabajando paralelamente con la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Ciudad. 

En el día de ayer, la Comisión Bipartita comenzó la tarea sobre el lugar y la ciudad no sólo se limitó a la Secretaría de Derechos Humanos sino que aportó el equipo de agrimensores y arquitectos para ir efectuando mediciones en el terreno y un análisis sobre el destino, lo cual implica la refacción o el mantenimiento de sus edificios.


Con esto doy por terminada mi exposición y paso a responder las preguntas que después se formulen.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra la señora Alegre.

Sra. Alegre.- Solicitamos al diputado Talento y al diputado Herrera Bravo que participen de esta reunión para poder aclarar algunos puntos que me parecen fundamentales en cuanto a la aprobación del convenio.


Evidentemente, un dato que a ustedes les faltaba era la decisión del Gobierno Nacional acerca de la recuperación del predio y la de la Ciudad de Buenos Aires en ratificarla. También se estaba trabajando en todo lo que es el relevamiento edilicio del lugar. Por eso, este equipo de agrimensores y arquitectos empezó a trabajar; es el equipo que depende de la Dirección de Bienes y que ayer estuvo en el predio. 


Por otra parte, la Armada se comprometió a darnos el viernes de esta semana los planos detallados de los edificios que conforman este predio. Se va a realizar un relevamiento muy profundo para poder darle distintos usos y destinos a cada uno de los edificios de este predio.


También estamos trabajando como Comisión Bipartita junto al Secretario Duhalde y su equipo. Además de acompañar la salida de la Marina y de las distintas instituciones de la Armada en lo que es la definición de contenidos en ese lugar, estamos convocando a organismos de Derechos Humanos –los mismos con los que estuvieron ustedes ayer– para aproximar propuestas y elaborar esos contenidos. 

Estamos en condiciones de avanzar en lo que el convenio marca, y además estamos prestando alguna colaboración y tratando con el Poder Ejecutivo y la Marina las necesidades que tienen para poder cumplir con este objetivo. Por eso, trascendió que el Jefe de Gobierno podría estar proponiéndole a la Legislatura aprobar algunos fondos para la mudanza de este edificio naval. Esta institución es la que no tendría un lugar para funcionar. Probablemente se pueda construir en terrenos de la Armada, pero eso debe ser aprobado por la Legislatura. Éste es un conflicto en el que hay personas que reclaman por la interrupción del ciclo lectivo de sus hijos y, en ese sentido, también se está pensando en cómo resolver los problemas que se generen.


Me parece que todos necesitamos del Ejecutivo de la Ciudad y de las organizaciones de derechos humanos, que vienen luchando desde hace muchos años por este predio. Es que el convenio se tiene que ratificar para poder tratarlo lo antes posible. Nos preocupa la dilatación de los tiempos en cuanto al cronograma de trabajo que ustedes habían propuesto.


Por otro lado, también les proponemos –porque nos pareció que faltaba algo en este cronograma– que acortemos este cronograma agregándole más información. Así que aquellos a los que se puede acudir son los mismos funcionarios del Poder Ejecutivo Nacional. Me parece que ellos les aclararían muchas dudas y convocarían a muchas más personas como, por ejemplo, al Procurador General de la Ciudad y a un Escribano General.


Más allá de todas las consultas que quieran hacer a todos los profesionales, nos parece que estamos a dos meses de la aprobación de la forma de este convenio y a veces, por falta de información del Ejecutivo o del Poder Legislativo, las cosas se pueden llegar a atrasar.


Por eso, hoy están todos los funcionarios del poder de la ciudad para aclararles las dudas que puedan surgir. Nosotros, como funcionarios del Poder Ejecutivo de la Ciudad, ya que hay un montón de cosas que tenemos que definir respecto del terreno en cuanto al impacto ambiental y a los presupuestos, les pedimos a ustedes que se definan en este tema, porque, de lo contrario, no puede aprobarse el convenio inicial. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Les quiero informar que acaba de llegar el diputado Mercado, quien también es miembro de la comisión, por lo que quería presentarlo. También quiero presentar al doctor Duhalde y a la Subsecretaria de Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad, la señora Gabriela Alegre.  

Sra. Alegre.- En principio, quise aclarar esto y también lo que ustedes nos han preguntado. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Doctor Duhalde: ¿quiere agregar algo? 

Sr. Duhalde.- Sí. Quiero aclarar que la aprobación del convenio está ligada a la desocupación del inmueble. La delimitación del Espacio de la Memoria, las características de ese espacio y las actividades o congeniamientos complementarios que pueda haber en el predio no son una discusión que se haya cerrado hoy. Lo que sí está cerrado hoy es la decisión de desocupar el predio, para lo cual el Gobierno Nacional necesita, paralelamente a esto, la aprobación del convenio. 


De todos modos, el convenio aprobado nos retrotrae a la situación del 23 de marzo. Con relación a este tema, el Gobierno Nacional seguramente no alterará su decisión de desocupar ese predio, porque esto tiene que ver con una muy firme política en torno a los derechos humanos que está asentada en los principios de justicia, verdad y memoria que el gobierno debe llevar adelante como parte de la recuperación de los fundamentos éticos del Estado. Por lo tanto, en cuanto al lugar donde funcionó el Auschwitz argentino, el Gobierno Nacional no está dispuesto a que sea destinado a otro fin que a la difusión de lo que sucedió allí, no para quedarnos simplemente en un análisis del pasado, sino para que sirva de enseñanza a las presentes y futuras generaciones sobre las consecuencias que puede haber cuando se aparta el estado de derecho y el propio Estado se convierte en un estado terrorista. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Simplemente, quiero hacer la salvedad de que, a los casi dos meses –los que señaló la doctora Alegre–, habría que descontarle los veinte días que tardó el Poder Ejecutivo en enviar el convenio a la Legislatura, más los dos días que tardó la Legislatura en mandarlo a la comisión. Porque esto se envió el 13 de abril, y fue recibido aquí el día 15. 


Pasamos a la etapa de preguntas por parte de los diputados miembros de la comisión y de aquellos que nos acompañan, como es el caso del diputado Schifrin y la diputada Bianchi. 


¿Alguien quiere hacer una consulta sobre los dichos de los funcionarios? 

Sr. ...- Quiero hacer una pregunta muy específica. Si lo tienen desarrollado, me gustaría que nos cuenten quién será el responsable o quién se hará cargo de los gastos –me refiero al borrador que tienen, porque tal vez no está totalmente definido– del traslado, de la mudanza y de la concesión. Porque, lamentablemente, en la Argentina todos tenemos la mala costumbre de decir las cosas en los medios, y algunos de nosotros nos quedamos con lo que informan los medios. Entonces, me gustaría saber qué va a aportar el Estado, no en cuanto al dinero ni con relación al monto, sino de qué se hará cargo, y a qué se comprometió la ciudad. 


Por allí leímos, tal como dijo recién la licenciada, que este gobierno “habría dicho...” y, en casos potenciales, esto nos confunde demasiado, más allá de que después muchas veces las versiones periodísticas se terminan desmintiendo. Así que no me parece que, para tomar decisiones, ya que tenemos este ámbito de aclaración, tengamos que seguir este tema por los medios.  

Sr. Duhalde.- En cuanto al traslado de las instituciones navales que están allí instaladas –las dos escuelas de la Marina Mercante–, se hará cargo el Poder Ejecutivo Nacional. Ya se están transfiriendo las partidas pertinentes desde la Jefatura de Gabinete de Ministros, dentro de las facultades que le otorga el propio presupuesto nacional, y también se están reasignando al Ministerio de Defensa, en virtud de los estudios que está realizando el Ministerio de Planificación y Obras Públicas –conjuntamente con los órganos del Ministerio de Defensa– sobre los costos específicos del traslado de cada una de las instituciones y el acondicionamiento de los edificios donde funcionarán en el futuro. 


Allí hay una institución privada que, básicamente, es el Liceo Naval. Ésta es una situación diferente, por lo que se está conversando con el Gobierno de la Ciudad sobre el eventual traslado de lo que no forma parte del predio, la desocupación que se ha acordado y lo que incumbe al convenio del 24 de marzo –me refiero al terreno ubicado del otro lado de la Avenida Lugones–, con relación a la posibilidad de que allí se pueda construir el Liceo Naval. Además, está abierta la posible participación de la ciudad en cuanto a los costos referidos a la nueva edificación. 

Sra. Alegre.- Lo único que se le ha solicitado a la ciudad es que evalúe algún tipo de participación económica a fin de solventar la construcción del Liceo Naval. Por supuesto, el Poder Ejecutivo nos enviará su propuesta y, si finalmente se define así, deberá tener aprobación de la Legislatura. 

Sr. Duhalde.- Las características y la delimitación del Espacio de la Memoria dependerá de lo que se resuelva y de la obra que se comience. 

Sr. Schifrin.- Doctor Duhalde: ¿todo el desalojo está a cargo del Gobierno Nacional? 

Sr. Duhalde.- Sí. 

Sr. Schifrin.- Quiere decir que la Legislatura va a tener que entender en todo este tema. Es decir, finalmente volverá a entender en los temas presupuestarios y también en los de uso. Así que éstas son circunstancias posteriores a la primera, que es la aprobación del convenio. Me parece que este punto...

Sr. Duhalde.- Tal vez surja la posibilidad de que la ciudad otorgue temporariamente algún edificio, a los efectos de trasladar alguna de las instituciones del Estado Nacional. Esto no se puede concretar en un plazo breve, pero lo dejo como una eventualidad, dado que hoy no fue planteado.  

Sr. Schifrin.- Usted, por más de cinco años, tendrá que venir a la Legislatura. Por lo tanto, es casi seguro que, en todos los casos, ésta tendrá una nueva intervención. Pero, con respecto al convenio, no hay una delegación de facultades o atribuciones legislativas. Digo esto porque me parece importantísimo que usted esté presente aquí para dejar en claro qué es lo que estamos aprobando. Más allá de que podamos acordar con el Gobierno Nacional en todo o casi todo, estamos discutiendo solamente el primer paso. Qué bueno que esto quede claro, ya que aquí hay representantes de la sociedad civil y miembros de organizaciones de derechos humanos. 

Sr. Nazareno.- Quiero reafirmarle al diputado que efectivamente es así, y que la comisión tiene representación tanto de la Ciudad Autónoma como del Estado Nacional. Estamos abocados a ese primer aspecto, que es el que nos ocupa en este momento. Además, hemos tenido reuniones con los jefes de la Armada en las que esto quedó enteramente claro. Asimismo, quiero reafirmar su total acatamiento –como ya lo señaló el doctor Duhalde– a las decisiones tomadas por el Poder Ejecutivo Nacional. O sea que, en ese aspecto, no existe ninguna confusión. En ese sentido, estamos avanzando de una manera muy positiva. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- ¿Alguien quiere hacer otra pregunta? 

Sr. ...- Simplemente, voy a hacer una intervención a fin de poner en un contexto a esta reunión que fue originada en una invitación que me cursó el doctor Parrilli para participar, el jueves pasado, de una de las reuniones de la Comisión Bipartita, en la Casa Rosada. Allí tomé conocimiento no solamente de la decisión del presidente, que había sido la de anunciar esto el 24 de marzo –y esta decisión estaba claramente ratificada–, sino del clima de trabajo que había allí. Estuvieron presentes los almirantes, los distintos organismos del Poder Ejecutivo Nacional, la doctora Alegre y también los organismos dependientes del Poder Ejecutivo local. En este clima de trabajo, las cosas fueron avanzando a distintos niveles de discusión. Por ejemplo, se deliberó sobre el metraje para construir tal edificio. 


Es decir, se tomaron en cuenta las características que le permitían, por ejemplo, a la Escuela de la Marina Mercante, conservar las acreditaciones internacionales; porque, para otorgarle esas acreditaciones, la condición de título internacional había pasado por un conjunto de filtros y, entonces, los edificios, como parte de ese sistema de acreditación, debían reunir ciertas características. Todo esto se estaba tomando en cuenta. 


Yo tuve el impacto, porque nosotros realmente no conocíamos el trabajo, y cuando llegué de la reunión lo llamé inmediatamente a Rodrigo para que avanzáramos en una reunión y poder trasladar esto al ámbito de la Legislatura, ya que nosotros estamos pensando en otros tiempos. 


Entonces, mi conclusión es que hay una decisión tomada en cuanto a que en el predio no habrá continuidad de actividades navales, las que se llevarán a cabo en otros predios. Además, vamos a participar en la discusión sobre el espacio de la memoria y todo lo que tenga que ver con ayudar a definir los usos afines, complementarios y concurrentes de este lugar. 


Esto ya “pinta” la cuestión de otro modo y nos sitúa en un escenario distinto, frente a una perspectiva diferente para aprobar con rapidez el convenio, sin perjuicio de todos los otros debates que habrá que realizar. Además, está claro que se despeja el uso naval, así como también se despeja cualquier tipo de uso inmobiliario u otro uso que no tenga que ver con una decisión estatal conjunta –y a través de nuestra participación– para que este predio realmente refleje un episodio dramático de la historia argentina.

Pero no sólo se debe reflejar esto como recuperación de la memoria y la justicia y la verdad, sino que debemos ser capaces de aprender una lección del pasado y construir un futuro de orden distinto, para nosotros y para los que nos sucederán.


Éste es el mandato y la lógica de esta iniciativa, sin ningún espíritu de revancha, sino con el objetivo de restablecer la verdad histórica y encaminarnos a aprender de nuestros errores y caminar hacia delante con una perspectiva distinta. 


Por eso, es sumamente útil la intervención, tanto del doctor Duhalde como de la doctora Alegre, para que tengamos clara comprensión del punto en donde nos encontramos.

Sr. ...- Quisiera formular unas preguntas.


En relación con la cuestión dominial, quisiera saber cuáles son las acciones que el gobierno nacional ha llevado a cabo o está en proceso de elaboración para los próximos tiempos.


En cuanto a los usos, me interesaría mucho que la doctora Alegre señalara cuáles son los planes que se están empezando a discutir en el ámbito de la comisión tripartita y en el ámbito del gobierno de la ciudad, y cuáles son los que ya se han dejado de lado. 

Sr. ...- Hay poco que decir respecto de la cuestión dominial.  

Sr. ...- Es la Procuración General, por parte de la Nación, la que hace las presentaciones judiciales. 


Hablé con la doctora Taddei, procuradora de la ciudad, el viernes pasado, y ella me informó que había una presentación del gobierno nacional y que no habían tomado conocimiento. Por eso digo que es muy importante el acceso a la información de esos funcionarios, porque la ciudad presentó la suspensión de la medida cautelar que había sobre estos terrenos, y el gobierno nacional actuó en el mismo sentido.  

Se está avanzando con el convenio con el plazo del 31 de diciembre. 

Sr. ...- Ese compromiso tiene que ver con la cláusula sexta del convenio que es desistir de cualquier acción judicial en trámite. Yo me refería a la segunda, donde el Estado nacional se compromete a concretar los trámites que resulten necesarios para la restitución...

Sr. ...- Esto tiene que ver con la gestión y no con el dominio, porque el gobierno nacional desiste de las acciones judiciales. El problema ya no es dominial, sino práctico de gestión, en virtud del compromiso de la cláusula segunda.


De todas maneras, quiero hacer notar que este desistimiento de la nación y estas presentaciones judiciales implican un principio de ejecución del convenio. Estamos realizando un convenio de urgencia, porque ya se está avanzando en la ejecución del convenio. Por ello, sería bueno que estuviera, desde un punto de vista jurídico, el convenio ratificado por la Legislatura.

Sr. ...- En cuanto a los usos, en las reuniones que venimos llevando adelante, por supuesto hay una parte que es la delimitación del espacio de la memoria. Por eso, estamos trabajando para definir qué tipo de instituciones tendrían que estar en ese lugar. Por ello se llama “espacio”, que es algo amplio. No estamos hablando de algo estático como un museo, a pesar de que seguramente habrá un sector con un relato sobre el terrorismo de Estado. Pero ese lugar deberá cumplir con la función de la recuperación de la memoria de nuestro país. 


Lo que sí está definido es lo que no puede funcionar allí: no pueden funcionar instituciones navales ni cosas que se contradigan con los derechos humanos y la recuperación de la memoria por los crímenes de lesa humanidad que se cometieron aquí. Por supuesto, de ninguna manera, habrá ningún emprendimiento de tipo inmobiliario privado, porque éste es un predio que recupera la ciudad de Buenos Aires en virtud de un convenio con el gobierno nacional con un cargo, porque el Estado nacional hace un convenio para destinar el predio a determinados usos. Por supuesto, serán usos públicos, que tengan  que ver con necesidades que existan en esta población, y que no tienen que ver con especulaciones inmobiliarias.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra la diputada La Ruffa.

Sra. La Ruffa.- El doctor Duhalde decía que hay dos tipos de acciones: una vinculada con el traslado de las fuerzas, que la hace el Ejecutivo con decisión, más allá del convenio; y otra que tiene que ver con la implementación del espacio de la memoria, que avanza más allá de que el convenio no esté ratificado, pero que la pronta ratificación les daría solvencia jurídica a tomar decisiones. Es decir, han podido planificar pero no pueden decidir hasta tanto esta Legislatura ratifique el convenio. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el diputado Busacca.

Sr. Busacca.- Yo difiero, desde el punto de vista jurídico, del análisis de la diputada La Ruffa. Creo que no se puede condicionar ni decir que el apresuramiento o demora del convenio va a facilitar o obstaculizar lo que ya está políticamente decidido.


Recién el doctor Duhalde decía que si el convenio no se llegara a ratificar, la decisión política del presidente Kirchner es desalojar el predio. 

Sra. La Ruffa.- Quiero hacer una aclaración, porque fue aludida por el diputado.


Señalé que hay dos acciones: el traslado de las Fuerzas, que es una decisión del Ejecutivo, sin necesidad de consultar a nadie, porque es el comandante en jefe; y también la implementación del espacio para la memoria. Ahí sí se necesita de la ratificación del convenio.

Sr. Busacca.- Absolutamente no es así.


El segundo punto que quiero destacar es que el doctor Duhalde nos comentó que, en estos días, podría llegar a haber, o hubo –lo digo así, en potencial–, alguna presentación en sede judicial. Éste es un elemento más, del que no tenemos conocimiento, pero cambiaría un poco el eje del convenio porque ustedes bien saben que, una vez que el Estado Nacional presente el expediente y se cancele el juicio que tiene la ciudad contra la Nación, las tierras, independientemente del convenio, automáticamente se devolverán a la Ciudad de Buenos Aires, más allá de los trámites que haya que hacer. 

Sr. Duhalde.- Eso, siempre y cuando no se condicione al convenio en desistimiento de la ciudad en torno a las acciones judiciales. Porque, seguramente, el Procurador del Tesoro va a condicionar el convenio en desistimiento de las acciones.      

Sra. Alegre.- Quiero aclarar que de ninguna manera hablé de un desistimiento de las acciones por parte de la ciudad, ni del Gobierno Nacional. Lo que hubo en cuanto al predio fueron medidas cautelares, que son las que ahora se están suspendiendo en el marco de este nuevo acuerdo, pero de ninguna manera hubo un desistimiento por parte de la ciudad o del Gobierno Nacional en cuanto a las acciones. 

Sr. Busacca.- Planteé esto como un elemento más en cuanto a esta mesa de trabajo. No sé si llamarlo duda, pero sí incertidumbre. Con relación a lo que ustedes comentaron sobre lo que están trabajando, me pareció muy positivo y valorable. Pero no quedaron claras, al menos para mí, expresiones tales como “la ciudad va a dar un inmueble” o “la ciudad no lo va a dar”. No estamos diciendo esto...

Sr. Duhalde.- Por el momento, el Gobierno Nacional tiene a su cargo los costos del traslado, pero eso no significa que no los pueda pedir en algún momento. Digo esto para que no se dé una idea de algo contradictorio. Esto no es contradictorio. Lo que puede suceder –y ésta es una hipótesis– es que no haya un inmueble hacia donde realizar algún traslado y, a lo mejor, la ciudad puede tener uno desocupado y lo puede entregar en comodato o, de alguna manera...

Sr. Busacca.- En ese sentido, lo entendí tal como usted lo explicó. Entendí que este cronograma, esta suerte de logística, no está totalmente definida porque faltan elementos y algunas precisiones. Si la ciudad otorgara algún tipo de inmueble, esto tendría que pasar por  la Legislatura. Entonces...

- Hablan varios participantes a la vez. 

Sr. Busacca.- Quiero decir dos cosas. Me parece muy positiva esta iniciativa del presidente de la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales en el sentido de convocar a todos los actores e invitar al resto de los diputados a que continúe esta dinámica. Por supuesto, si hace falta duplicar o acelerar los tiempos de las reuniones, estamos dispuestos a hacerlo, pero no abandonemos la dinámica de que las reuniones se sigan realizando semanalmente y continúen concurriendo todos los actores que se sientan involucrados o que estén directamente involucrados en esta temática. 


Digo esto en función de que me parece que, como hay muchas dudas e incertidumbre por parte de la comisión –ya que hay temas que todavía no puede definir–, mal podemos ver el convenio como si fuera algo totalmente ajeno a esta problemática y como si su acelerada  aprobación fuera la madre que solucionase todos los problemas que tiene este predio en cuanto a todas estas cuestiones sobre la mudanza, el transporte, los edificios y todo ese tipo de cosas. 


Si no se hubiera tomado la voluntad política por parte del presidente de la República de desalojar el predio y hubiéramos firmado el convenio hoy, no se hubiera agregado absolutamente nada a esa voluntad política. Distinto es el tema de lo que vamos a construir y reciclar allí porque, de acuerdo con lo que la doctora expresó, todavía no fue pensado.  Por lo tanto, no se trata de que tengamos los camiones, la constructora y los operadores en la puerta esperando a que esta comisión se expida rápidamente porque, de lo contrario, estaríamos parando una obra. 


Creo que tenemos que evaluar esto en función de los tiempos, los cronogramas y las decisiones a las que pueda arribar rápidamente la comisión y, entonces, una vez que la comisión tenga todo esto definido, quizás sí podríamos sentir que estamos un poco en mora. Pero me parece que, hasta ahora, el plazo y el tratamiento acelerado que se le está dando al expediente meritúa que sigamos analizando y escuchando a otros actores y que, con la serenidad que el caso requiere, se siga avanzando sobre pasos consolidados. Ésta es simplemente una opinión a título personal.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- En realidad, es una opinión muy pertinente, pero corresponde a la segunda etapa de la reunión, tal como lo habíamos acordado. En principio, la idea era agotar las preguntas que se formularan y que, luego, los diputados de la comisión siguieran adelante discutiendo este tipo de cuestiones que corresponden al expediente. 

Sra. Alegre.- Quiero aclarar algo más. Hay dos leyes que fueron aprobadas por la Legislatura y que están vigentes en la Ciudad de Buenos Aires. Una de ellas es la Ley 392, que es la que revoca la cesión y ratifica la propiedad del Estado de la Ciudad de Buenos Aires en cuanto a estos terrenos. También está la Ley 961, que crea el instituto del Espacio para la Memoria, por lo que hay una coincidencia de nombres, pero no necesariamente... En el caso de la ESMA, se trata de una coincidencia de palabras pero, con relación al instituto del Espacio para la Memoria, la ley dice que tendrá sede en ese lugar, donde se ratifica la propiedad de la Ciudad de Buenos Aires en cuanto a esos terrenos. 


Me parece que esto no puede ser ignorado por nuestros legisladores. Son dos leyes que están vigentes.

Sr. Busacca.- No creo que usted piense que yo ignoro eso. 

Sra. Alegre.- No. 

Sr. Busacca.- Porque lo está diciendo. 

Sra. Alegre.- Yo no dije nada sobre eso. Lo que sí digo es que, si bien el Estado Nacional puede tomar la decisión –porque ya la tiene tomada– de desalojar este predio y desocuparlo, creo que los funcionarios y legisladores del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires estamos en nuestras funciones para defender los intereses de la ciudad. Por lo tanto, me parece importante tener esto en cuenta. 


Este convenio, que fue firmado el 24 de marzo, habla de una voluntad del Gobierno Nacional para resolver este problema, más allá de los usos que le estamos dando para el Espacio para la Memoria. Yo coincido absolutamente con esto. Así que lo que tiene este convenio es una voluntad del Gobierno Nacional para restituir los terrenos de la ESMA en cuanto a la propiedad de la Ciudad de Buenos Aires. Me parece que esto no debe ser ignorado. 


Dado que mencioné la Ley 961, aprovecho esta oportunidad para decirles que, a veces, la falta de información que ustedes tienen con relación a los trabajos que se están realizando tiene que ver con demoras. Hasta ahora, no hablé de demoras pero, en este caso, hay una demora muy importante por parte de la Legislatura de la Ciudad en cuanto al nombramiento de los miembros de la comisión directiva del instituto Espacio para la Memoria. Éste es un ámbito en el cual se va a trabajar sobre este tema, junto con las organizaciones de derechos humanos. Es un organismo autárquico y autónomo, dependiente del Poder Ejecutivo, que tiene que tomar sus decisiones en este consejo directivo. Pero lo que está demorando mucho es el comienzo de esas tareas que, además, serían importantes también para ustedes, porque allí tendrían representantes y contarían con información de primera mano sobre las cuestiones que se están tratando. Simplemente, quiero recordarles que estamos a la espera del nombramiento de los tres miembros. 

Sr. Busacca.- Como no me gusta que me reten en público y aún menos cuando tengo razón, quiero decir que, tanto en la integración de esa comisión como en la de todas las comisiones especiales de la Legislatura, existe un procedimiento, dado que los bloques elevan la nominación de candidatos a la Vicepresidencia Primera. El bloque al cual yo pertenezco ya elevó esos nombres, junto con las otras comisiones; me refiero a la de Subterráneos, a la de Prevención del Delito, y también a las demás, que suman más de veinte. Si hay algún tipo de demora, me parece que se debe al espacio que está compuesto por la fragmentación de los bloques oficialistas. 

Sra. Alegre.- El bloque oficialista ya presentó sus candidatos. 

Sr. Busacca.- Nosotros también lo hicimos. 

Sra. Alegre.- Ya me presentaron a mí y, además, se le informó sobre los candidatos al Jefe de Gobierno. Pero ustedes no nos informaron. 

Sr. Busacca.- Es que la vía correspondiente es...

Sra. Alegre.- Yo hablé con el Vicepresidente Primero, Santiago De Estrada, y me dijo que todavía no tiene los miembros que se nombraron por parte de la oposición. 

Sr. Busacca.- Pero, tal vez, la oposición esté formada varios bloques. Está bien que seamos los más numerosos e importantes, pero la oposición está compuesta por varios bloques. 

Sra. Alegre.- Acá están representados varios bloques. Yo hice un reclamo a la Legislatura, no específicamente a ustedes. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Lamentablemente, no están representados todos los bloques en la comisión. 


Tiene la palabra el doctor Duhalde y, luego, el diputado Mercado. 

Sr. Duhalde.- Voy a señalar algo con respecto a lo expresado por el diputado Busacca, pero cuidaré las palabras para que no crea que lo reto, ni mucho menos. 


Considero que tenemos una mirada diferente sobre el tema en torno a lo que él planteó. Es cierto, la voluntad política no guarda relación con la certidumbre jurídica. Pero sí es esencial para incrementar este convenio y, además, para los tiempos del cronograma de desocupación. Voy a formular una hipótesis fantasiosa: si la Legislatura de la Ciudad tardara tres años en aprobar este convenio, el cronograma de desocupación tal vez sería otro y el Estado Nacional reduciría los costos que hoy tiene para producir una rápida desocupación. 

Sr. Busacca.- Doctor Duhalde: en ese caso, estaríamos dispuestos a colaborar a fin de evitarle mayores costos al Gobierno Nacional.  

Sr. Duhalde.- Pero, a su vez, las actas de certidumbre podrían llevar a que el Gobierno Nacional considerara incumplido el convenio. Todo tiene relación. Evidentemente, la certeza jurídica es un punto esencial para...

- Fin del Lado A.   

 - Comienzo del Lado B.

…ha dispuesto su restitución en función de este convenio sobre el espacio para la memoria no con otra finalidad, ya que forma parte del acuerdo, como todo consenso entre partes. 

Sr. …- Tal vez en la cláusula primera…

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Perdón, les pediría que no dialogaran, porque el diputado Mercado había pedido la palabra y le corresponde usarla.

Sr. Duhalde.- No le quepa la menor duda, señor diputado, que el Gobierno de la Nación pone fin a estos pleitos y restituye en función de este acuerdo. De lo contrario, la situación se retrotrae al 23 de marzo, entramos en otro campo de análisis jurídico y esto no es ni extorsivo ni nada.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el diputado Mercado.

Sr. Mercado.- Simplemente, quiero hacer dos acotaciones. 

En primer lugar, reconozco que el presidente es un hombre de profundas convicciones democráticas, así que va a saber entender que esto es una situación que debemos debatir. Entendemos los tiempos y las decisiones políticas del presidente, pero el anuncio del presidente realizado el 24 de marzo hace que la situación y el convenio se debatan. 

Ahora, estoy seguro de que el presidente, más allá de su necesidad de anunciar esto, entiende que debemos tener un debate previo, ya que hay diferentes visiones con respecto a este tema –como usted dijo, doctor– en los bloques de esta Legislatura. Con lo cual, se descarta que no exista voluntad de debate y de avanzar en el tema. 

En segundo lugar, le quiero decir a la licenciada que me parece bárbaro que tome el tema de las demoras y que al respecto deberíamos trabajar con el Poder Ejecutivo, ya que dicho poder tiene muchas demoras.

La verdad es que el Poder Legislativo se toma sus tiempos, porque ésta es una casa política en la que hay diferentes visiones y sectores políticos, que representan a distintos sectores de la sociedad. Aunque, quizás, en el Virreinato de Ibarra, la decisión la tome él. En todo caso, sería más fácil para Ibarra no demorar la reglamentación de las leyes que este mismo Cuerpo muchas veces vota. Por ejemplo, hay leyes que fueron votadas por este Cuerpo hace tres años y todavía el Jefe de Gobierno no las ha reglamentado, desconociendo la voluntad de la Legislatura. 

Entonces, tengamos cuidado cuando expresamos una demora o intentamos retar a la Legislatura, porque si alguien acá está en falta o en mora es Aníbal Ibarra y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Repito: tengamos cuidado con estas cosas. 

Sra. Alegre.- Diputado Mercado: de ninguna manera quise yo retarlo, ni tampoco me corresponde venir a retar al Poder Legislativo; yo no me dedico a eso. 

Nosotros tenemos claro que no tenemos ninguna mora en ninguna ley en el área de Derechos Humanos. 

Pero repito: lo mío no fue un reto; fue una solicitud en nombre de los derechos humanos, en nombre de las ideas y de los valores que defiendo; fue un pedido, un ruego. Pero, de ninguna manera, fue un reto. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Entonces, si no hay más preguntas ni consultas, quiero agradecerles a ambos funcionarios y a los colaboradores por haberse acercado hasta aquí.

Por otra parte, quiero comprometerlos en algo: cuando nuevamente la comisión requiera información y nosotros consideremos que ustedes nos pueden ayudar, queremos que se pongan en contacto con nosotros.

Personalmente, creo muy pertinente la indicación de la doctora Alegre en cuanto a tomar contacto con la Procuradora General y con el Escribano General para conocer un poco más sobre la situación jurídica del proceso. 

Les agradezco mucho su presencia, y los invito a un brevísimo cuarto intermedio para despedir a nuestros invitados y, luego, continuar nosotros con la reunión de la comisión.

- Fin de la desgrabación. 

COMISIÓN DE ASUNTOS INTERJURISDICCIONALES

- En Buenos Aires en la antesala del Salón Montevideo de la Legislatura de la Ciudad Autónoma, a once días de junio de 2004, a la hora 15:

Iniciación

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Buenas tardes.


Damos comienzo a la reunión especial convocada por la Comisión de Asuntos Interjurisdiccionales.


Se encuentran presentes la presidenta de la Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación, diputada Oliveto, el diputado Carlos Ameijeiras, 
vicepresidente de la Comisión de Asuntos Interjurisdiccionales, y los diputados Silvia La Ruffa, Francisco Talento y Ricardo Busacca, integrantes de esta comisión.


Esta reunión fue convocada a los efectos de escuchar a funcionarios del Gobierno de la Ciudad y de la Nación en relación con el expediente 0629-J-2004, referente a la aprobación de un convenio celebrado entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Este convenio se refiere al destino del predio donde funcionara la ex Escuela de Mecánica de la Armada. 


Se encuentran presentes: la doctora Alejandra Tadei, Procuradora General de la Ciudad de Buenos Aires, quien fuera invitada oportunamente; el doctor Raúl Eduardo Falconi, director general de Patrimonio Inmobiliario, Actos Notariales y Archivo de Declaraciones Juradas de la Ciudad de Buenos Aires, y el Escribano General de la Ciudad de Buenos Aires, doctor  Carlos Gaitán, que debe estar por llegar. Mientras lo esperamos, el doctor Falconi estaría directamente a cargo de las cuestiones que interesan a la comisión. Por lo tanto, luego de la exposición de la doctora Tadei,  podríamos seguir charlando con él. 


En representación del Gobierno Nacional, habíamos invitado inicialmente al Procurador General del Tesoro, pero la doctora que nos habló en nombre de la Procuración General del Tesoro nos explicó que, de acuerdo con la organización de ese organismo, el responsable de atender este tema es el Director General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Defensa, doctor Héctor Alberto Tuja. A él le dirigimos la invitación, con él hablamos el día de ayer y nos explicó que el Ministro de Defensa está preparando un viaje y, por ese motivo, no iba a poder venir hoy. Por otra parte, nos dijo que va a acercar por escrito a la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales todo lo que hubiese tenido que ver con su intervención en el expediente y, por supuesto, adelantó que estaba a disposición de la comisión para concurrir en otro momento. Así que, en la reunión de comisión ordinaria del día miércoles, seguramente, nos plantearemos cómo proseguir con ese tema.


Si ustedes no están en desacuerdo, yo le daría la palabra a la doctora Alejandra Tadei para que nos explique cuáles son las novedades, desde el punto de vista jurídico, que tienen que ver con la ejecución del convenio entre el Gobierno Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en relación con los predios de la Escuela de Mecánica de la Armada.


Tiene la palabra la doctora Tadei.

Sra. Procuradora General de la Ciudad de Buenos Aires (Tadei).- Buenas tardes.


No sé si empezar por las novedades o contar de qué se trata el juicio. No sé si los diputados están al tanto de la existencia del juicio. 


Voy a comenzar desde el inicio del juicio. En el año 1998, y con motivo del dictado del Decreto PEN N° 8/98, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, representado por su Procurador General –en ese entonces el doctor Ernesto Marcer–, promueve un juicio contra el Estado Nacional, que está radicado en el Juzgado en lo contencioso Administrativo N° 5, Secretaría 9, a cargo de la doctora Susana Córdoba. El Gobierno de la Ciudad promueve el juicio ordinario –luego voy a explicar con qué objeto– y, al mismo tiempo, una medida cautelar. El juicio ordinario perseguía la nulidad del Decreto N° 8 del Poder Ejecutivo Nacional. 

El Decreto N° 8 establecía el traslado de la Escuela de Mecánica de la Armada del lugar que hoy ocupa. El Artículo 1º de ese decreto establecía lo siguiente: “Trasládanse las instalaciones de la Escuela de Mecánica de la Armada de la ciudad de Buenos Aires a la  Base Naval Puerto Belgrano. Instrúyese al Ministerio de Defensa para que una vez cumplimentado...proceda a la desafectación del inmueble actualmente sede de la Escuela de Mecánica de la Armada y disponga que la Armada Argentina efectúe el traslado de los bienes útiles y la construcción de una nueva escuela de suboficiales de la Armada.” 


En el año 1998, la Ciudad de Buenos Aires –representada en ese entonces por el Procurador Marcer– inicia juicio ante el Estado Nacional y pide como medida cautelar la suspensión de los efectos de ese decreto. Es decir, en este momento está vigente una medida cautelar por la que se suspende el Decreto PEN N° 8/98. En particular, el Artículo 3º de ese decreto, instruía al Ministerio de Defensa a realizar las tareas necesarias que permitan destinar el predio mencionado en el artículo anterior para el único propósito de generar un espacio verde de uso público y el lugar de emplazamiento de un símbolo de la Unión Nacional. Eso se encuentra suspendido por una medida cautelar que está vigente.


A través de este juicio ordinario, la Ciudad pide dos cosas: una, se refiere a la nulidad de este decreto del Poder Ejecutivo Nacional y, la otra, a la restitución del predio a la Ciudad de Buenos Aires. Pero quiero aclarar una cuestión: no hay conflicto respecto de qué inmueble estamos hablando; la delimitación del terreno es clara de acuerdo con los informes de dominio y de catastro. Entonces, ¿en qué se basa este pedido de restitución? En que el inmueble objeto de la litis fue adquirido por la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, con fecha 30 de noviembre de 1904, en remate judicial llevado a cabo en la asociación Diego White, pasada por escritura ante el escribano Vicente Ollo, inscripto en el Registro de la Propiedad del Inmueble en el Tomo 76, folio 476, finca 9.415 de la zona norte, incluyendo la compra de otras fracciones de terreno ubicados en la zona norte de la ciudad, parroquia de Belgrano.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Interrumpo a la doctora Tadei para anunciar que ya se encuentra entre nosotros el Escribano Gaitán.


Continúa en el uso de la palabra la doctora Tadei.

Sra. Tadei.- Posteriormente, el Concejo Deliberante de la Ciudad de Buenos Aires, mediante ordenanza publicada en el Boletín Oficial de fecha 19 de diciembre de 1924 –se trata del Asunto 11, porque las ordenanzas se llamaban así en ese momento–,  dispuso lo siguiente: “Artículo 1º.- Autorizar al Poder Ejecutivo a transferir al Ministerio de Marina, con destino a la instalación moderna de alguna de sus escuelas, la fracción de terreno que en el plano agregado se indica” –que es la fracción de terreno a la que nos referimos.


Esa ordenanza, en su Artículo 5º, establece: “Si por cualquier causa se diera otro destino al terreno mencionado, que el determinado en la presente ordenanza,...” –repito que el destino era la instalación moderna de alguna de sus escuelas del Ministerio de Marina– “...pasará inmediatamente a poder de la Municipalidad, con todas las construcciones que se hubieran efectuado y sin derecho a indemnización alguna”.


“Mediante escritura 129 de marzo de 1925, pasada ante el escribano Marcelo Piñeyro, y con base en los antecedentes administrativos mencionados, se transfiere al superior Gobierno Nacional este predio, sujeto a la condición que se transcribe en la escritura”. Es decir, en el título de dominio –que actualmente está bajo la titularidad del Estado Nacional– se ha establecido esta especie de condición resolutoria. Si cambia el destino, el predio vuelve automáticamente a la Ciudad, sin derecho a indemnización alguna.


Entonces, en función de esto, decíamos, en el juicio promovido por la Ciudad de Buenos Aires contra el Estado Nacional, se persigue la nulidad del decreto y la restitución del predio. Les aclaro que tengo copias de los escritos; sólo estoy tratando de sintetizar. 


El Ministerio de Defensa contestó la demanda –patrocinado por el letrado Tuja–, solicitando el rechazo de la acción y basándose en los siguientes fundamentos. Como decía, la demanda tenía dos objetos: la nulidad y la restitución. Se dice que el Gobierno de la Ciudad no puede pedir la nulidad. Si bien la ciudad es una sola y hay continuidad en el Estado, el pedido de nulidad del decreto es, a decir verdad, un poco extraño porque es justamente ese decreto el que posibilita la restitución. Se desconoce que el decreto pueda ser objeto de nulidad, fundamentando el traslado de la ESMA en diversos motivos que justificaban tal decisión. Y se dice que el decreto del Poder Ejecutivo es un acto administrativo válido, dictado en uso de sus atribuciones constitucionales. 


Respecto del pedido de restitución –que es lo que nos ocupa en este momento–, el Estado Nacional, en la contestación de demanda, dijo que el cargo fue cumplido y que la entonces Municipalidad en ningún momento limitó el cumplimiento del cargo a la Escuela de Mecánica de la Armada sino, simplemente, a la instalación de alguna de sus escuelas, lo que permite concluir que su traslado en modo alguno motiva el incumplimiento del cargo porque quedaban otras. Hay otras instalaciones y, por lo tanto, en esos términos está trabada la litis. El juicio es del año 1998 y es un juicio ordinario. 


En el año 2000, esta Legislatura dictó la Ley 392, por la cual revocó la cesión otorgada por la Municipalidad de ese predio. En ese momento, el Estado Nacional también planteó una medida cautelar que está vigente, que es la suspensión de la aplicación de la ley de la Legislatura local. El juicio está para dictar sentencia y hay dos medidas cautelares vigentes, una a pedido de cada parte:  una, la suspensión del destino de parque de la escuela –Artículo 3° del decreto– y la otra, la suspensión de la aplicación de nuestra ley, de la Legislatura de la Ciudad.  


Antes de dictar sentencia, la jueza pidió dos medidas para mejor proveer: una pericia y la documentación catastral relacionada con el inmueble. Es decir, acompañamiento de la plancheta catastral y designación de un perito ingeniero a fin de que determine el destino actual y la funcionalidad de cada una de las edificaciones discriminadas.


Yo, como representante del Gobierno de la Ciudad, luego de la firma del convenio,  cuya ratificación están tratando ustedes, me presenté en el juicio acompañando copia del convenio y solicitando la suspensión de los términos procesales, hasta tanto se cumplieran los términos del acuerdo. El acuerdo dice que las partes –una vez que se produzca la restitución–  van a desistir de todas las acciones judiciales. 


Mientras tanto, para nosotros era muy complicado que se dictara una sentencia con resultado incierto. Entonces, pedimos la suspensión de los términos. Se le dio traslado al Estado Nacional y se presentó el Ministerio de Defensa. Si bien prestaron conformidad con la suspensión, en este momento el juicio se encuentra suspendido. Ellos manifestaron que el convenio está supeditado a la aprobación de la Legislatura, hecho que todavía no ocurrió y además genera otro tipo de obligaciones, como la formación de esta comisión. Sin perjuicio de ello, prestan conformidad con la suspensión. En este momento el juicio se encuentra suspendido a partir del auto dictado por Su Señoría, con fecha 10 de junio.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).-  Si les parece bien, antes de empezar con la ronda de preguntas, tiene la palabra el Escribano General del Gobierno.

Sr. Escribano General del Gobierno (Gaitán).- En relación con la situación jurídica, no hay nada más que agregar. Si tienen alguna duda técnica específica que haga a la parte notarial, con mucho gusto la aclararemos.  Al estar trabada la litis, no hay mucho para agregar. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Quiero informarles que está presente la Subsecretaria de Derechos Humanos del Gobierno de la Ciudad. 

Sra. Subsecretaria.- Sólo vine en carácter de oyente.

Sr. Presidente.- Si les parece bien, comenzamos con las preguntas.

Sr. Busacca.- Pido la palabra.


Me gustaría leer y agregar al expediente los escritos de suspensión que hizo la ciudad y, por supuesto, el escrito que presentó el Ministerio de Defensa respecto de la suspensión. 


Tengo bastante claro el tema procesal de los juicios iniciados por la ciudad, tanto la restitución del predio, como las medidas cautelares.


Quisiera hacer varias preguntas pero, si les parece bien, las haré una por una. La primera es si la Procuración tiene conocimiento de que existan otros juicios, no ya por parte de la Nación, sino de particulares, en los que se encuentre demandada la Nación y, subsidiariamente, la ciudad.

Sra. Tadei.- Supongo que se refiere al predio. 


Creo que la medida cautelar para que no se pusiera en práctica el Artículo 3° del Decreto Nacional, había sido interpuesta por un organismo de derechos humanos. Me parece que era una medida cautelar; no era un juicio. Se había presentado un organismo pidiendo la suspensión. Pero no es un juicio que persiga otro objeto; creo que es una medida cautelar autónoma. No tengo conocimiento de otros juicios respecto de este tema. 

Sr. Busacca.- Mi pregunta apuntaba a si la ciudad tenía conocimiento de juicios que se pudieran haber iniciado con posterioridad a la firma del convenio.  

Sra. Tadei.- No estamos notificados de ningún juicio. Es decir, tengo conocimiento de que no estamos notificados de ninguno.  

Sr. Busacca.- ¿Pero esos juicios existen?

Sra. Tadei.- No lo podría jurar, pero sé que, hasta el día de hoy, la ciudad no está notificada de ningún juicio.  

Sr. Busacca.- En segundo lugar, mi pregunta es con respecto al título dominial.  No me quedó claro –y me refiero a esa plancheta que nos da el Registro de la Propiedad– cuáles son los lotes identificados que son objeto de la cesión. Tal vez, esta pregunta se la podría formular al escribano porque, inclusive, cuando se piden condiciones de dominio, se comete un error en cuanto a la numeración de la chapa municipal. Las chapas, que seguramente son las legales, no guardan relación.... Por eso, y dado que me costó seguir el expediente, quiero saber si me pueden aclarar este tema.  

Sr. Gaitán.- La designación catastral que hace el convenio es correcta, y abarca todo el predio. Independientemente de que puede haber, por una cuestión de fechas, algunas diferencias catastrales de numeración, no hay dudas de que se trata de todo el predio. De todas maneras, podemos acercar a esta comisión la documentación que respalda esto.  Fundamentalmente, nos estamos refiriendo a la plancheta catastral sobre la que no hay dudas respecto de que el predio es una sola unidad, y no otra cosa.  

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- En el expediente hay fotocopia de una plancheta catastral, que coincidiría con la plancheta que corresponde al convenio en cuestión. 

Sra. Tadei.- Es la misma que analizamos en el juicio. 

Sr. Gaitán.- La plancheta catastral que fue agregada al expediente, en el folio 16, corresponde a la Circunscripción 16, Sección 29, Manzana 110A, y coincide con el predio denominado ESMA.  

Sr. Busacca.- ¿Quiere decir que éste sería el total del predio objeto del convenio? 

Sr. Gaitán.- Correcto. 

Sra. Tadei.- Y coincide exactamente con el terreno reclamado en el juicio.  Siempre se trata de la misma fracción, porque es la misma que en su momento se donó al Estado Nacional. Se escrituró en esos términos, se pidió la revocación en esos mismos términos, y se acompañó al anexo que forma parte del convenio. Siempre se trata de los mismos certificados catastrales.  

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- ¿Algún diputado quiere preguntar algo o continúa el diputado Busacca? 


Continuamos con las preguntas del diputado Busacca.  

Sr. Busacca.- Yo tengo entendido –y, si estoy equivocado, le pido al Escribano y a la doctora que me corrijan– que en la totalidad de este predio, tal como está en el plano, coexisten tres zonas, tres lotes o tres parcelas, que responden a diferentes criterios de adjudicación o de adquisición. Según tengo entendido –y por eso pedí que me corrijan, ya que esta reunión sirve para aclarar dudas; además, pedimos el registro pero, evidentemente, este tema no se ha resuelto–, la donación original estaba referida, según la escritura, el decreto y la ordenanza, a una superficie de aproximadamente 14 hectáreas y media. A posteriori, a esas 14 hectáreas y media, el Estado, el Ministerio de Marina, el Estado Nacional y ahora el Ministerio de Defensa, o sea, quienes tienen esto bajo su jurisdicción –y lástima que no haya venido el representante de Defensa, porque hay cuestiones que tal vez él podría haber aclarado–, le incorporan dos parcelas. Una es de aproximadamente una  hectárea y, la otra, de cerca de dos hectáreas, las cuales estarían ubicadas en esta zona del plano, por lo que serían colindantes. Se encuentran situadas entre Pico, Calzadilla y Avenida del Libertador. En todo caso, tal vez después se pueda agregar el plano a la versión taquigráfica.  

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Vamos a agregar la versión taquigráfica al expediente en el que está el plano, y así quedará zanjada la cuestión.  

Sr. Busacca.- Correcto. 


Decía que, por ejemplo, con respecto a esta calle –y la voy a ubicar en el plano–, del 100 por ciento, el corte sería aproximadamente aquí. No se trata de esta zona que estoy ingresando en el plano, porque no está dentro del objeto de la cesión con cargo original. Pero esta zona fue adquirida con fondos propios por la Marina, el Ministerio de Defensa o el Poder Ejecutivo Nacional y, a partir de ese momento, se incorporó directamente al patrimonio. Por supuesto, como estaba destinada al mismo objeto, que era la cesión del predio original, se anexó y constituyó un mejoramiento de la zona. 


Con relación a la otra zona, según teníamos entendido y de acuerdo con algunas informaciones, hay algo que surge en forma difusa. Por esa razón, hicimos averiguaciones en bloques sobre otras parcelas que se encuentran entre la calle Santiago de Calzadilla y Comodoro Martín Rivadavia, colindantes con la Avenida Lugones y con el borde perimetral de lo que serían las 14 hectáreas y media, que sí se cedieron oportunamente mediante escritura pública. 


Mi duda es en qué condición dominial se encuentran estas dos zonas que acabo de identificar respecto de lo que dicen sobre que el convenio abarca todo el predio, cuando estas tierras no fueron cedidas a título gratuito por la Ciudad de Buenos Aires, sino adquiridas a título oneroso por el Gobierno Nacional.  

Sr. Gaitán.- Sin perjuicio de poder profundizar un estudio de título sobre los orígenes dominiales y retrotrayéndonos a las escrituras del título, creo que la cuestión que deben tener en cuenta es, en definitiva, más política que técnica. El convenio hace referencia o individualiza una superficie o una parcela en función de la designación catastral, y no por su origen jurídico. 


En este sentido, si el convenio designa una mayor superficie –entendiendo que ése es el predio de la Escuela de Mecánica de la Armada–, independientemente del respaldo que pudiera tener el título formal de una escritura, creo que la voluntad política es hablar del predio en su conjunto, independientemente de los títulos. Lo que dijo el diputado tiene una profunda trascendencia ante una situación de litigio y de revocación de esa escritura, en la que sí, se tendría que dejar de lado la decisión o la voluntad política expresada en el convenio, sin remitirse a los aspectos formales de la escritura. Creo que aquí está la diferencia.


El convenio, sin duda, hace referencia a un predio como un todo, independientemente de la situación jurídica notarial o el origen del predio. Ahora, si dejamos de lado ese convenio y nos remitimos a acciones que tienen como base un título, habrá que tener en cuenta la superficie que hace referencia a ese título, y en cuanto  al cargo –como decía la doctora– la condición resolutoria en relación a esa superficie. Pero aquí se tratarían de dos situaciones diferentes, independientemente de realizar en el expediente un claro estudio jurídico, para que tengamos en claro cuáles son las dos situaciones. 

En lo particular, no tengo dudas de que el convenio hace referencia a esta superficie designada catastralmente, independientemente de la referencia al título o a la escritura  antecedente.


Además, quiero aclarar que distinto sería que  el convenio hubiese hecho referencia al predio diciendo: “El predio que da cuenta a la escritura número tal...”. En ese caso, tendríamos que remitirnos a esa escritura; pero como la referencia se hizo con la designación catastral, independientemente de cuál sea el origen de ese título del Estado Nacional, nos está diciendo que es “todo esto”.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Antes de otorgar el uso de la palabra a la doctora Tadei, informo que se encuentra presente la diputada Alicia Caruso, miembro de la Comisión de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación.


Ahora, sí, tiene la palabra la doctora Tadei.

Sra. Tadei.- Coincido con lo manifestado por el Escribano Gaitán. 

Más allá de que se produzca el traspaso, se podría designar un agrimensor a fin de que tome en el terreno las medidas pertinentes; pero no hay ninguna duda de que el acuerdo hace referencia a una nomenclatura catastral, Circunscripción 16, Sección 29, Manzana 110 A, acompañado por el certificado de dominio, cuyo objeto está perfectamente delimitado en el papel. Luego, en el terreno el personal técnico especializado será quien haga las mensuras correspondientes. Repito que no hay ninguna duda de cuál es el objeto jurídico de la cuestión.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Busacca. 

Sr. Busacca.- 
Señor presidente: la verdad es que cuando hace muchos años egresé de la facultad, no sé si en realidad mi título –tengo dudas, hoy cuando llegue a mi casa me voy a fijar– decía “abogado” o “político”. Digo esto porque este asunto no es una cuestión netamente política. Creo que el convenio es un instrumento jurídico que podría producir consecuencias jurídicas. Tanto es así, que la doctora Tadie nos manifestaba que, en caso de que esto sea aprobado –recuerdo que el tratamiento de este expediente no es para que sea aprobado sino para considerar si el convenio se aprueba o se rechaza, porque por ahí se dijo que esta inciativa tenía por objeto su aprobación– podría producir consecuencias jurídicas. Entonces, me gustaría que hagamos un análisis desde lo jurídico y no desde lo político. 

Evidentemente, la voluntad del Presidente se puede manifestar perfectamente desde lo político  y me parece bien que lo haga, es respetable, es el Presidente de la República, a quien por supuesto todos respetamos. Sin embargo, si esa voluntad política no está expresada en un discurso, en una charla, o en cualquier acto oficial o extraoficial, y es ya el contenido de un acto administrativo, me parece que tendríamos que ver la juridicidad de este acto administrativo o del convenio que está en análisis.


Digo esto porque tanto el Escribano como la doctora decían que esto era un instrumento político –esto está en la versión taquigráfica, no hay problemas, la podríamos leer. Entonces, creo que tiene que guardar algún tipo de relación jurídica entre la realidad y lo que se firma. 

Y aquí viene lo que más me interesa, porque hasta este momento lo que hemos hecho es un análisis, pero me parece que sería un error –no de mi parte– aprobar un convenio en el que estamos recibiendo –vía convenio– tierras que no le pertenecen –o no le pertenecieron nunca– a la ciudad. Si fuera así, me gustaría que alguien me diga si la ley por la que sea aprobado el convenio no es inconstitucional y qué consecuencias tendría que un Presidente devuelva tierras que la ciudad nunca le dio, que haya un juicio donde teóricamente nunca tendría que haberse pedido y que el Presidente nos esté dando tierras de más. Más allá de esto, el agrimensor que trabaje después, en todo caso, si esto fuera así– no estamos trabajando sobre una hipótesis–, en realidad tendría que ir antes de que esto pase a ser un instrumento jurídico. Porque, fíjense que ustedes dicen “Recibimos todo eso, después hacemos la cuenta y, en todo caso, agarramos lo que nos corresponde”. Sin embargo, el convenio en sí habla de todo el predio  y jurídicamente la ley consiste en la aprobación de un convenio que involucra a todo un predio, del cual seguramente la ciudad nunca fue dueña de esa parte, como titular original.


¿Se entiende lo que cuestiono?

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra la doctora Tadei.

Sr. Tadei.- Lamento esta situación, si es que hubo algún un mal entendido, porque jamás dije que esto era un convenio político. No digo que no lo sea, pero de ninguna manera esos fueron mis términos.


Sí quiero decir que esto es un instrumento jurídico y como tal, dentro del universo…

Sr. Presidente (Herrera Bravo).-  Perdón, doctora Tadei; creo que el diputado Talento le solicita una interrupción.

Sr. Talento.-  No, señor presidente. Simplemente, era para que me anote para hacer uso de la palabra más tarde.

Sra. Olivetto.- También, en el mismo sentido.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).-  Continúa en el uso de la palabra la doctora Tadei.

Sra. Tadei.- Concretamente, quiero decir que el objeto del convenio, en términos jurídicos, es el que está establecido en el convenio. Es decir: el inmueble sito en la Avenida Libertador tanto, nomenclatura catastral tanto,  circunscripción tanto, sección tanto, manzana tanto, cuyo certificado de dominio se acompaña como anexo. Así se hacen las transferencias de dominio; así se compra, se vende, se dona. La Ciudad de Buenos Aires jamás requiere como requisito previo –como sí lo hace la provincia– la mensura. Yo hablé del problema de la mensura,  en el caso de que se quisiera tomar posesión y existieran  dudas o controversias sobre hasta dónde se extiende o no el predio; es decir, lo que sería la traducción del papel en el terreno; luego, se podría contratar a un perito agrimensor. Pero cada vez que uno compra, cada vez que uno vende, cada vez que uno dona algo, se refiere a lo títulos dominiales. Esto es lo que figura en el expediente judicial; esto está en la escritura y así se transfiere la propiedad.


Además, quise significar que el objeto del acuerdo es exactamente el mismo terreno reivindicado por la ciudad en el juicio Gobierno de la Ciudad contra Estado Nacional; juicio cuyo resultado es incierto, porque todavía no hay sentencia. Reitero: se trata exactamente del mismo predio que está identificado en el convenio, que está reclamado en el juicio.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).-  Tiene la palabra el Escribano Gaitán.

Sr. Gaitán.- Coincido con lo manifestado por la doctora, y también quiero dejar asentado que en ningún momento se pretendió –quizás surja de la versión taquigráfica– decir que el objeto del convenio estaba difuso o era una decisión política. El objeto del convenio está claramente expresado y lo manifesté de la siguiente manera: se identificó el inmueble con la nomenclatura catastral, o sea que el objeto de este convenio está expresado en forma jurídica, y para que tenga efecto jurídico. No hay dudas, repito, sobre el objeto de este convenio y sobre cuál es la delimitación del predio.


Asimismo, agregué que obviamente la decisión política que se tuvo en  cuenta es la de  transferir la totalidad de ese predio, independientemente de que pueda tener respaldo o no en una cuestión notarial. Entonces, a través del convenio se recurrió a la remisión de los antecedentes dominiales que se agregan como anexo y se precisó con exactitud cuál es la delimitación del predio haciendo referencia a la nomenclatura catastral, que es una forma jurídica y totalmente válida, oponible e indubitable entre las partes, sobre cuál es la superficie y la delimitación del predio del que se está actuando o sobre el cual se refirió el convenio.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el diputado Talento.

Sr. Talento.- Brevemente, deseo hacer una consulta al diputado Busacca.

Sr. Busacca.-  Señor presidente: ¿puedo hacer una aclaración previa?

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Dado que el diputado Talento muestra su asentimiento, tiene la palabra el diputado Busacca para hacer una aclaración.

Sr. Busacca.- Ahora me queda claro lo que están diciendo, aunque cuando lo expresaron con anterioridad no lo veía tan claramente.  Pero yo apuntaba, precisamente, a otra cuestión.


Voy a retomar la última frase del Escribano Gaitán.  Él hacía referencia a la decisión política de transferir ese predio.  Ahora que estamos siendo más precisos y armando la frase, aclaro que mi duda se refería a si la decisión política de transferir un predio puede violentar la ley.  Es decir –quiero aclarar esto–, si por voluntad política el Estado Nacional me puede dar algo más de lo que me pertenece, y yo lo puedo aceptar.  Si fuera así, creo que el convenio estaría violentando lo jurídico.


Más allá de que la doctora Tadei lo haya explicado o no, quisiera saber si lo que se reclamó en el juicio es lo mismo del convenio.  Yo no tengo dudas acerca de lo que se reclamó en el juicio y de lo que dice el convenio; en todo caso, voy a aceptar el ofrecimiento del Escribano, quien dijo que podía acercar un estudio de título para agregar al expediente y certificarlo.


Mi duda apuntaba a esto –más allá de lo jurídico, a lo político–: si nosotros, por medio de una ley, podríamos –lo digo en potencial– recibir en un acto administrativo algo que nunca nos perteneció, hasta tanto tengamos el estudio de título.  Por mi parte, hay un grado de incertidumbre.  Si fuera así, la ley que aprobara ese acto, no sé si llamarla inconstitucional, pero sería imperfecta, porque estaríamos aceptando algo que nunca nos perteneció.  No sé si el Presidente de la República tiene facultades para ceder, por medio de este convenio, tierras al Gobierno de la Ciudad.  Tengo mis dudas.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Desde ya, toda la documentación que sea ofrecida por parte de quienes han sido convocados para informarnos, es aceptada, y no solamente el estudio que ofreció el Escribano.

El Director General de Patrimonio Inmobiliario quería contestar y hacer una aclaración respecto de lo manifestado por el diputado Busacca.  ¿Le parece bien, diputado Talento?

Sr. Talento.- Cómo no.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el Director General de Patrimonio Inmobiliario, a quien le pido que sea breve.

Sr. Falconi.- Me voy a referir a dos cuestiones.


En primer lugar, la titularidad que tiene registrada el Estado Nacional con la actual configuración de la ESMA en el título de propiedad tiene ciertos antecedentes –y se retiró el extracto de título–; el inmueble está inscripto en tomo y folio, porque es muy viejo.


En todo caso, el registro implica plegar el extracto de título que está en tomo y folio, y se corresponde estrictamente con la escritura de donación de la Ciudad de Buenos Aires –en ese momento, la Municipalidad–, de manera tal que el Estado Nacional no puede tener otro modo de adquisición de ese predio que la referida a donación que le hizo la Municipalidad.


En segundo lugar, el diputado ha mencionado el parcelamiento.  La única que puede parcelar la Ciudad es la Dirección General de Catastro de la Ciudad. Sobre ese predio no hay ningún otro parcelamiento. 


Entiendo que quizás al diputado la confusión le surja –desde el punto de vista de la lectura– porque el título general habla de la calle de la Ribera del Río, del Arroyo Comodoro Rivadavia o de la calle Blandengues, pero el título asentado en el Registro de Propiedad se corresponde con la transferencia que hizo la Municipalidad. 


De manera que el Estado Nacional no tiene ningún otro pedazo de esta tierra que no surja de ese título, salvo que se quedó con las aperturas de la calle, que no se abrieron por cuestiones de seguridad.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Talento.

Sr. Talento.- Creo que en este caso es válida una figura que nos enseñan en la Facultad de Derecho.  Considero que las exposiciones anteriores han sido claras, pero aun cuando –digo esto a modo de hipótesis– aceptáramos que una parte hubiera sido adquirida posteriormente con fondos propios del Estado Nacional, simplemente habría confusión, y se tornaría en algo abstracto.

Con relación a la decisión institucional, en este juego de oponer…


Señor presidente: me gustaría que el diputado Busacca me escuchara, porque particularmente estoy tratando de responder a sus inquietudes.


En primer lugar, creo que la cuestión es abstracta.  Y digo que es abstracta porque, si esa parte hubiera sido adquirida por alguna vía distinta de la donación o hubiera sectores que se hubiesen agregado y están en cabeza del Estado Nacional, hay una voluntad política.  Sin embargo, esto no quiere decir que una voluntad política, para desplegarse, tenga que ser antijurídica.  En la intervención anterior de mi colega se ha presentado un conjunto de deslizamientos de sentido que de ninguna manera puedo aceptar, porque sería desnaturalizar el tipo de decisión que se ha tomado, y en vistas a qué objetivo se ha hecho así.

Hay una decisión política e institucional de modificar la agenda.  Por supuesto, durante los años de la democracia, si tomamos los antecedentes de todo lo realizado por el juicio a las juntas, etcétera, vemos que fueron loables intentos del Estado de Derecho para reconstruir una democracia sobre la base de la verdad, la justicia y la memoria.

Sin lugar a dudas, hay una decisión política del Presidente de la República, implementada a través de un instrumento firmado con el Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a efectos de que el predio donde tuvo lugar una parte de los terribles sucesos del terrorismo de Estado tenga un destino claro.  Y me refiero a la totalidad de ese predio, sea adquirido por el Estado Nacional, sea que hubiera venido por donación, o cualquiera haya sido el origen.

En todo caso, hay una confusión –en términos jurídicos, y no políticos– en cabeza del Estado. Y el Estado Nacional puede perfectamente darle al predio ese destino que, además, tiene una direccionalidad precisa, que es que en ese lugar se constituya un espacio para la memoria, tal como oportunamente lo estableció la Ley 392.

Ahora están dadas las condiciones institucionales, políticas y sociales para que esto tenga posibilidades de realización.


Nos encontramos frente a esta realidad.  Y no es que nosotros simplemente vayamos a aprobar el convenio.  En este sentido, creo que la doctora Tadei fue muy clara cuando habló de aprobación: no se trata de minusvalorar las facultades de la Legislatura.  Simplemente, este acuerdo se aprueba o se rechaza.


Efectivamente, podríamos rechazar este acuerdo si hubiera una voluntad mayoritaria entre los colegas para hacerlo, pero lo que no se puede hacer es introducir elementos de confusión acerca de lo que estamos discutiendo.


Digo esto a modo de hipótesis –ya vamos a ver los elementos de estudio de título que agregue el Escribano de Gobierno–, pero creo que aún en el caso de que se haga por confusión, por la decisión de hacerlo, o por cualquier otra vía, el Estado Nacional podría destinar las tierras a este objetivo.


Por lo tanto, pienso que no debemos desnaturalizar el objetivo institucional y político que es que Nunca Más –con mayúscula– en la Argentina el Estado se convierta en terrorista, Nunca Más en la Argentina olvidemos lo que significa el apartamiento del Estado de Derecho, sobre todo desde la vía del Estado, y que esto sirva como ejemplo para las futuras generaciones, y también en el presente.


Éste es el objetivo principal que debemos atender, y que se nos está planteando como Legislatura ante la posibilidad de aprobar o no este convenio. 

Creo que nosotros debemos aprobar este convenio. Por supuesto que estoy totalmente dispuesto a oír todas las dudas o preguntas razonables sobre los instrumentos, etcétera. Pero creo que cuando los argumentos empiezan a rozar la lógica política de alguien que entiende que este convenio debe rechazarse, me parece bien que se manifieste. Me parece que aquellos que piensan que este convenio debe rechazarse, hacen un planteo legítimo; es una opinión como cualquier otra, y tendrá una valoración. Esa opinión requiere respeto. Yo la respeto, la valoro políticamente y también fundamento mi posición. Pero creo que no podemos jugar a las escondidas con relación a este tema. Con esto quiero decir que si hay razonables dudas, todas deben ser discutidas y debemos dedicar todo el tiempo necesario a aclararlas. Ahora bien, una vez que están aclaradas las dudas, debemos abocarnos al objeto, que es aprobar o desaprobar el convenio. Si no estamos de acuerdo, decimos que no estamos de acuerdo; si estamos de acuerdo, avanzamos claramente en su aprobación.


Creo que es razonable que existan distintas posiciones respecto de este tema. Es un tema complejo porque hay más de una sensibilidad. Eso lo sabemos. Ha habido sectores en la Argentina que acompañaron la dictadura militar sin que por eso se los pueda tildar individualmente como responsables de la dictadura militar. Esto es parte de lo que ocurrió en la Argentina. Pero si alguien tiene que exponer una posición negativa, que la exponga. No hay ningún inconveniente en que lo haga. Pero creo nos debemos abocar al objetivo específico y concreto que nos está imponiendo el tratamiento de este tema. 

Respecto de todas las dudas y cuestiones, se había hablado en un momento que esto podía ser parte de una sucesión, etcétera. En una de nuestras reuniones se habló de ese tema y, si bien no hice un estudio profundo, no lo encontré en los antecedentes que busqué. Creo que si hay dudas razonables que se puedan aportar a esta cuestión, deben ser atendidas y despejadas.


Ahora bien, creo que desde el punto de vista institucional y político –porque esta es una casa política donde, por supuesto, tenemos que guardar las formas y respetar el derecho, porque no se trata de hacer política contra el derecho sino a su favor; justamente los que no respetaron el derecho fueron otros y creo que debemos generar una cultura de respeto institucional–, simplemente tenemos esta disyuntiva: tenemos que aprobar o rechazar este convenio. Es en este punto donde debemos fijar nuestra atención. Si hay dudas razonables, que se despejen, porque para eso se ha convocado esta reunión o cualquier otra que haga falta hacer. 

Esto es lo que quería manifestar.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra la diputada Oliveto.

Sra. Oliveto.- Creo que sería un gran aporte si algún diputado pudiera informarnos acerca de algún juicio realizado a posteriori de la firma del convenio. 


Por otra parte, voy a tomar esta frase del diputado Talento: “no se puede hacer política con el Derecho”. Pero creo que hay un derecho ganado que se manifiesta por la gesta inmensa de toda una población que reiteradamente ha pedido la ESMA. 

Me parece que la mayoría de los miembros de la Comisión de Derechos Humanos está sumamente interesada en que este predio sea entregado en su totalidad y a la brevedad. No puedo dejar de hablar en nombre del bloque de Autodeterminación y Libertad, que está sumamente interesado en que este predio sea entregado totalmente. Esto, que tiene que ver con la subjetividad humana, se aprende en la Facultad de Psicología: para la mayoría de la población argentina, la ESMA es el símbolo de la represión, la tortura, los secuestros y los vuelos por los que se ha tirado la gente al mar. Entonces, me parece que estamos en el momento oportuno para pedir que la ESMA se entregue en su totalidad.


Después, surge una segunda discusión: qué hacer con la ESMA. Pero me parece que en este momento, por lo menos desde el bloque de Autodeterminación y Libertad, debemos dejar absolutamente en claro el pedido de que el predio se entregue entero.

Sr. Presidente (Ameijeiras).- Tiene la palabra la diputada Caruso. 

Sra. Caruso.- Nunca pude recibirme de abogada, pero me terminan encantando las discusiones jurídicas –quizás no me recibí de abogada porque algún problema tengo con esto; creo que es un karma–, y siempre me parecieron bizantinas. 

Sr. Busacca.- Yo nunca me recibí de político.

Sra. Caruso.- Es que no hay universidad para eso.


Me parece que lo que esto está encerrando, con todo el respeto que me merece el diputado Busacca, lo que dijo y demás...

Sr. Busacca.- Antes no tenía los fundamentos jurídicos de lo que dije.

Sra. Caruso.- Me parece que todo esto encierra algo que subyace. En este caso, lo jurídico es lo que subyace. Lo que emerge es lo político: la decisión de no devolverle a la ciudadanía la ESMA, el museo y lo emblemático que esto significa para toda la sociedad argentina.



Hace unos días estaba leyendo un libro de Felipe Pigna, “Los mitos de la Historia Argentina”, en el que se relata la historia desde el descubrimiento de América hasta el 1800. Se trata de una parte de la historia que prácticamente no se ve siquiera en los libros. Entonces, este libro me interesó porque nosotros, los psicólogos, hablamos de recordar, de la memoria y de que la memoria para poder preservarla hay que tenerla. Pero particularmente me pareció muy interesante una frase de este historiador que decía que la historia, cuando no hay justicia y hay impunidad, continua; no es que se repite. 


Por otra parte, me parece terrible pensar que el Estado Nacional va a terminar haciendo el museo y que este último va a pertenecer al él. Como representante de la Ciudad de Buenos Aires, me sentiría muy agraviada si esto sucediera y perdiéramos ese predio, cuando todos nosotros –creo que esto lo compartimos independientemente de las ideologías– defendemos la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires.

Sr. Presidente (Ameijeiras).- Tiene la palabra el diputado Busacca.

Sr. Busacca.- 
En primer lugar, quiero decir que no hace falta que los diputados hagan turno o se peleen por contestarme. En todo caso, sugiero que, en todas las reuniones que tienden a ser más técnicas que políticas –más allá de que son legítimas–, las apreciaciones de índole netamente política o ideológica las guardemos para el recinto, donde sí vamos a debatir con todos los actores. 

Me parece que algunas de las preguntas que hice –fíjense que el diputado Talento reconocía que las preguntas no eran afirmaciones– me parecieron razonables. Yo quise decir que me parecía que una reunión técnica en la que se invita a los dos máximos funcionarios en esta materia –se los invita para disipar dudas– es el ámbito donde nosotros podemos hacer estas preguntas y donde debemos hacerlas. No hubo ninguna afirmación de mi parte. El Escribano Gaitán, se ofreció a aportar...


Me están pidiendo una interrupción, señor presidente.

Sr. Presidente (Ameijeiras).- Para una interrupción, tiene la palabra el diputado Talento.

Sr. Talento.- Por su intermedio, señor presidente, le doy gracias al diputado Busacca por haberme concedido la interrupción.


Todos los que estamos aquí en la reunión –y particularmente yo– hemos oído puntillosamente tus preguntas. Creo que cuando empezaste a hacer otras consideraciones hubo intervenciones. 

Sr. Presidente (Ameijeiras).- Continúa en el uso de la palabra el diputado Busacca.

Sr. Busacca.- Decía que éste es el ámbito específico, el ámbito netamente técnico y puntual en el que se pueden hacer preguntas. Si invitamos a los dos funcionarios es para obtener respuestas a las dudas y a los aspectos jurídicos de este expediente. Bienvenido sea todo aquello que tenga algún tipo de connotación que no se refiera a lo jurídico, pero no le aporta nada a esta reunión. 


Por otro lado, cuando hacía las manifestaciones cometí un error porque no tenía las carpetas con los antecedentes. Por eso, no pude precisar algunas dudas que tenía y que son las siguientes. Cuando identificábamos el plano que obra a fojas 16 del expediente, me surgió una duda. Me parece que la zona delimitada por La Cachila, Pico, Avenida del Libertador y la prolongación virtual de Calzadilla no había sido objeto de cesión original. Tengo antecedentes de que esa cesión fue realizada recién en el año 1944 por el Poder Ejecutivo Nacional al Ministerio de Marina, con la formalidad jurídica del Decreto 25.280.


Hay una franja de terreno que tiene por límites a la Avenida Lugones, Avenida Comodoro Martín Rivadavia, la calle Calzadilla y la línea virtual imaginaria paralela a Lugones por unos 100 ó 150 metros adentro del terreno en cuestión. Esa franja la había recibido la Armada en el año 1944 en virtud de una expropiación que realizó directamente el Poder Ejecutivo Nacional y que fue formalizada bajo el acto jurídico –no político– del Decreto 17.724/44. Entonces, son dos decretos: el 25.280/44 y el 17.724/44. Son dos decretos distintos; dos actos jurídicos distintos. 


Como a veces resulta difícil conseguir la información del Registro de la Propiedad con la seriedad que el caso requiere, mi consulta es –aprovechando la presencia del Escribano–  si ellos hicieron algún estudio de títulos que pudiera dilucidar la cuestión. Si bien la demanda jurídica que presentó la Procuradora y el convenio se refieren a que la Nación le devuelva todas las tierras a la ciudad, todo este predio no es el que, originalmente, le cedió la ciudad a la Nación. Si eso fuera así, vuelvo a mi pregunta original: tengo dudas respecto de la legitimidad jurídica de una ley que aprueba un convenio por el que la ciudad recibe tierras que nunca fueron de ella, y que son cedidas por el Presidente de la República. Creo que el Presidente no puede, por decreto o por convenio, ceder tierras nacionales al Gobierno de la Ciudad. Pero no es eso lo que me preocupa. Lo que me preocupa es saber si estamos ajustados a derecho y si corresponde que recibamos algo que nunca tuvimos, que no está bien reclamado y que podría entorpecer, jurídicamente, el futuro de la situación.

Sra. Tadei.-
No me quiero inmiscuir en facultades de la Legislatura, pero lo que el Cuerpo debe tratar es un proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el cual se pide la aprobación de un convenio. La Legislatura tiene facultades para aprobar o rechazar convenios. El convenio se aprueba in totum. No se puede aprobar una parte sí y otra no. Se aprueba o se rechaza este proyecto de ley que pide la aprobación del convenio.


Lo que está en el convenio es este objeto, este inmueble delimitado así. Reitero: se trata del mismo inmueble que figura en el juicio y que la Ciudad donó. ¿Por qué afirmo con seguridad que es el mismo inmueble? Porque el certificado de dominio anexado al convenio tiene el facsímil –si quieren lo pueden leer- de la escritura traslativa de dominio, celebrada en su momento. No hay otro predio que no sea éste. Si incluye tal o cual calle, no es un problema a debatir aquí. Ustedes deben aprobar este convenio y este terreno. El que quiera ver cómo se traduce esto en el terreno, que vaya al lugar y haga las mediciones. El objeto jurídico está perfectamente delimitado; no hay ninguna duda. Por este convenio no nos pueden transferir otra cosa que este inmueble, que es el mismo que, en su momento, donamos. ¿Por qué digo que es el mismo? Porque está en la escritura. 


El segundo problema es una abstracción porque no tiene nada que ver con la cuestión planteada. Efectivamente, el Artículo 80 faculta a la Legislatura a aceptar donaciones. Si alguien nos hiciera una donación que incrementara el territorio de la ciudad, la Legislatura lo acepta si tiene cargo, puesto que si no tiene lo puede aceptar el Poder Ejecutivo. Señores: por supuesto que podemos aceptar tierras, aunque nunca hubieran sido nuestras. ¡Ojalá recibiéramos muchísimas donaciones de tierras! Supongo que a la Ciudad de Buenos Aires le conviene. No hay nada ilícito en aceptar donaciones. 


Repito: si la donación tiene un cargo, la facultad es del Poder Legislativo y no del Ejecutivo, por cuanto el cargo puede convenir o no y se hará una evaluación. ¡Por supuesto que se pueden aceptar donaciones! No sólo se tiene la facultad de aceptar restituciones que es lo que, en este caso, estamos aceptando en el convenio. Con esto, quiero decir que nunca entendí por qué en cierto momento también hubo discusiones periodísticas acerca del terreno, las hectáreas... En el supuesto caso de que se aprobara este convenio –el que, por supuesto, también podría rechazarse– o ganáramos el juicio y hubiera que hacer una escritura para transferir el dominio, nadie tendría la menor duda de lo que se está transfiriendo. No hay duda sobre el objeto jurídico de la transferencia o del territorio. Quiero que esto quede claro, porque está acompañado por los certificados y los títulos. Acá no hay otra cosa.  

Sr. Talento.-  Creo que el planteo de la Procuradora ha sido contundente.  En este sentido, en cuanto al viejo principio de paralelismo de las competencias, si fue otorgado por decreto y el Poder Ejecutivo tiene que realizar otros actos jurídicos a efectos de complementar este convenio, los deberá hacer. Pero está claro que lo que está planteado como objeto de transferencia es este predio en su totalidad.  Y, además, sin perjuicio de poder estudiarlo con más detenimiento, creo que el Poder Ejecutivo está perfectamente habilitado para producir esa transferencia. 


Según mi opinión, en cuanto a este punto, el tema está agotado. No sé si el diputado Busacca tiene algún otro ángulo de análisis sobre este tema. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Está anotado para hacer uso de la palabra el diputado Busacca, pero antes quisiera hacer una observación.  

En principio, el debate se agota cuando ningún diputado quiere hacer otra pregunta. Por lo tanto, vamos a respetar el orden del uso de la palabra.  


En segunda instancia, como ha habido algunas apreciaciones del diputado Talento y de la Procuradora General con relación a la pertinencia de este debate, a la posibilidad de interpretar la Constitución de la Ciudad o a la de manifestar o no posición acerca de la aprobación o el rechazo, quisiera hacer reserva de que todos los diputados, ante un tema  que no está absolutamente claro –por lo menos yo, como diputado, no había advertido lo que hoy manifestó el diputado Busacca sobre la existencia de parcelas fuera del convenio original– puede tener alguna duda.  


Diputado Talento: todos los días,  los diputados de la comisión vamos advirtiendo algún dato nuevo a favor o en contra de la aprobación. La Subsecretaria Alegre y el Secretario Duhalde, cuando estuvieron aquí, nos aportaron algunos datos muy interesantes.  Hubo otros datos que no los aportaron aquí sino a los medios como, por ejemplo, el monto de la partida que se habría transferido desde la Jefatura de Gabinete hacia el Ministerio de Defensa. Esto salió publicado en un medio, pero no fue informado por los funcionarios a la comisión. O sea que todos los días aparece un dato nuevo que, por otra parte, es sustancial. 


Así que les pido que tratemos de abstenernos sobre ciertas recomendaciones o consideraciones, porque todos los diputados tienen absolutamente todo el derecho de evacuar sus dudas. En todo caso, cuando la comisión –como cuerpo– considere que el estudio está agotado y la mayoría defina la posibilidad de dictar un despacho, por supuesto, se seguirán las reglas del funcionamiento de la Legislatura. 


Tiene la palabra el diputado Busacca pero, antes de ello, el diputado Talento quiere hacer una aclaración. 

Sr. Talento.-  Cuando yo dije que el tema estaba agotado, lo dije desde el punto de vista sustancial y no formal, dado que es una facultad del presidente declarar finalizada la reunión.  De todos modos, creo que en cuanto a este tema estamos caminando sobre un borde en el que se está planteando una tensión política, ya que no hay multitud de datos –y en esto discrepo con vos, Rodrigo– que estemos desconociendo y que nos impidan formar una voluntad o una convicción razonable para aprobar o no este convenio. La voluntad de algunos diputados es que discutamos razonablemente todo lo que haya que discutir dentro de un marco en el que interesa que esta decisión institucional y política se ponga en marcha cuanto antes.  


Es razonable que, si hay dudas, se evacúen.  Pero así como en otras comisiones nosotros soportamos los embates y las urgencias de los compañeros del bloque opositor que plantearon preferencias –por ejemplo, semana a semana con relación al Código Contravencional–, realmente hemos tenido que correr a fin de armar posiciones sobre temas que son muy de fondo y que no son simplemente el análisis de algunas planchetas, sino cuestiones fundamentales que hacen a la convivencia dentro de la ciudad. Creo que el debate acerca de las dudas o cuestiones no se puede estirar más allá de lo razonable. Es decir, mi voluntad es que mantengamos un equilibrio entre estas tensiones y los distintos puntos de vista. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).-  Dado que la diputada Caruso se tiene que retirar, quiere hacer una intervención. 

Sra. Caruso.-  Mi consulta es formal. En su momento, la diputada Oliveto pidió el giro de este tema a la Comisión de Derechos Humanos y, entonces, surgió la posibilidad de trabajar en conjunto. Quiero saber si esto fue aprobado.  

Sr. Presidente (Herrera Bravo).-  El giro estaba aprobado. 

Sra. Caruso.- Por lo tanto, ¿se podría trabajar en la posibilidad de que las dos comisiones produzcan un despacho en conjunto?   

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Eso fue solicitado por escrito por la presidenta de la Comisión de Derechos Humanos y, por supuesto, la presidencia de la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales –que, por otra parte, debatió el tema con los asesores– le prestó su acuerdo. Así que, en virtud de ese acuerdo, han sido invitados a esta reunión los miembros de la Comisión de Derechos Humanos. 

Sra. Caruso.-  Quería reafirmar esto, ya que me da la sensación de que es muy claro.  De alguna manera, hay una decisión de no refrendar este acuerdo. Yo soy partidaria de no dilatar más este tema, y creo que estaríamos en la posición de producir un despacho de minoría y uno de mayoría. Esto sería para no perder más tiempo. Porque, si no estamos de acuerdo –y, probablemente, nunca lo estaremos–, ¿para qué seguir dilatándolo? Llevemos la discusión al recinto. 


Por lo tanto, para refrendar lo que dijo la Procuradora, podemos aceptar o no el convenio, pero no discutir si está bien o mal.  Después, habrá otros caminos legislativos para realizar otras cosas en cuanto a lo que planteó el diputado Busacca sobre las parcelas. Así que ésta es mi propuesta. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Por mi parte, quiero decir que no considero esta reunión como una pérdida de tiempo.

Sra. Caruso.-  No lo dije en ese sentido, sino porque me parece que no nos vamos a poner de acuerdo. 

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el diputado Busacca. 

Sr. Busacca.- Qué lástima que, en la última reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, no se nos haya dado la posibilidad de aprobar sobre tablas el pedido de informes en el que le preguntábamos al Jefe de Gobierno si él, con fondos de la ciudad, iba a construir el Liceo Naval, si se iba a hacer cargo de algunas erogaciones o de algún tipo de contribución al traslado, porque también sería una forma de facilitar o de descomprimir políticamente esta situación. 

Digo ¡qué lástima! Y pregunto: ¿por qué me tengo que enterar, como legislador de la ciudad, a través de los medios de comunicación esta aparente voluntad que no me consta –ni que sí ni que no? Creo que el canal más idóneo es preguntarle al Jefe de Gobierno sobre esta cuestión y que me responda por escrito, no hay ningún problema. También digo ¡qué lástima que un diputado del oficialismo me diga que el camino para hacer esta consulta sea a través de la vía telefónica. Es decir que me diga: “Agarrá el teléfono y llamalo a Ibarra por teléfono que te lo va a decir”. Creo que esto es medio irregular. En realidad, no quiero entrar en esta cuestión.


¡Qué lástima también! Que ya haya prejuicios por parte de algunos miembros  de esta comisión acerca de si queremos o no aprobar este convenio, cuando estamos planteamos cuestiones muy puntuales, ya que no se tratan de argumentos políticos ni de defensa. En realidad, no ha existido absolutamente nada de eso, ya que estos elementos son objetivos. 

Entonces, si convocamos a una reunión para poder arribar a conclusiones  jurídicas, ponemos sobre la mesa del diálogo elementos que podrían ser equivocados –por supuesto, nadie es perfecto– y yo no digo que sea totalmente así; también podría haber alguna situación compleja que no se haya visto en su momento y tenemos un ámbito de trabajo en la Casa de la Democracia, en la Casa de las Leyes; esto se toma como una materia dilatoria, y luego nos dicen que algunas preguntas son razonables y otras no; si tenemos calificadores  que nos dicen “Bueno, nos quieren correr para proponer que hagamos un despacho de mayoría y otro de minoría”, o lo que fuere, creo que esa no es la forma de conducirnos en este tema, como bien lo hacemos en otras cuestiones.


Me parece que desde el punto de vista de estos comentarios o de estas intervenciones –por supuesto, que las tomo bien– opino  que deberíamos reflexionar sobre esto, y propongo que convoquemos a una nueva reunión de ambas comisiones para saber cómo vamos a seguir trabajando. En realidad, no me gustaría que lleguemos al día en el que han sido invitados dos funcionarios –no sé si usar el término de sacarle el jugo a sus conocimientos– y empezar a plantear cuestiones o descalificar –si bien ése no es el espíritu– a diputados que planteamos dudas o algunas cuestiones con fundamentos. Realmente, todos los aquí presentes saben que yo nunca sería capaz de plantear algo que no tenga fundamento jurídico.


Dije bien: así como lo manifestara la doctora Tadei, que la facultad de la Legislatura es aprobar o rechazar un convenio, obviamente, está dentro de sus facultades constitucionales aprobar o rechazar un proyecto de ley. Sin embargo, no me atrevería a aprobar nunca un convenio que fuere o tuviere algún contenido incorrecto.


Asimismo, quiero decir que si alguno ve en estas dudas  una maniobra dilatoria o alguna forma de obstaculizar, entonces pregunto: ¿cuál es el camino para saldar las dudas? ¿Cuál es la forma que tenemos los diputados para llevar adelante estas cuestiones? Porque de lo contrario significaría que todo lo que manda el Ejecutivo tendría que ser aprobado, y si alguno planteara alguna duda, parecería que se estaría viendo a un fantasma o que habría una conspiración para que esto no se apruebe.


Por otra parte, por supuesto que la ciudad puede recibir tierras a través de una donación. Pero éste no es el caso. Aquí estamos hablando de un convenio, estamos hablando de un instrumento jurídico que no es una donación. ¡Ojalá que el Presidente Kirchner nos donara muchas tierras que necesitamos para construir viviendas! ¡Ojalá que nos devolviera facultades para hacer más plena la autonomía! ¡Ojalá! ¡Ojalá que hiciera muchas de estas cosas! 

Como bien decía el diputado Talento, todos queremos defender a la ciudad y en este caso, me parece que todos estamos en la misma vereda. Ahora bien, el hecho que se planteen dudas, no significa ponerse en la vereda de enfrente, sino, de buena fe, advertir “Señores, me parece que en la vereda por la que transitamos hay un pozo y no hace falta que caigamos en él, ¡podemos saltar! ¡Podemos sortearlo!” Entonces, de buena fe, opino que no deberíamos esperar el momento del recinto para plantear dudas jurídicas, o no deberíamos esperar a hacer un discurso político con estos argumentos para decir que “sí” o que “no” al convenio. En realidad, pedimos en esta reunión técnica que el señor Escribano analice la situación, y gustosamente vamos a esperar los resultados, sean cuales fueren, en más o en menos, afines a nuestros gustos.


Además, creo que si este no es al ámbito, pido que alguien me explique dónde tenemos que plantear todas estas cuestiones, o dónde tenemos que hacer todo este planteo. En todo caso, si lo hiciéramos, por primera y única vez en el recinto, ahí sí podría caber la frase de un diputado de que hay gente que hoy lo apruebe y luego no lo quiera aprobar.


Nosotros queremos estudiar esta cuestión y queremos llegar a una conclusión cierta en el sentido de que si aprobamos o rechazamos el convenio, lo hacemos plenamente convencidos no solamente en términos políticos sino también de condiciones jurídicas. 

Creo que esta reunión no es una pérdida de tiempo; al contrario, sirve para aclarar aspectos que tal vez hoy los funcionarios no conocían, y tal vez nosotros también podamos  –cuando nos visite algún  otro funcionario– conocer cuestiones que hoy no sabemos, porque no teníamos conocimiento del expediente.


Por eso, señor presidente, me resta, sin hacer de esto una despedida, agradecer la presencia de la doctora Tadei y del Escribano Gaitán. También agradezco que hayan venido a expresar sus ideas desde el punto de vista notarial, dominial o jurídico de este tema. Reafirmo que todos los diputados de la Legislatura y todos los funcionarios de la ciudad estamos en esta cruzada de defender los intereses de los vecinos, los intereses económicos de la ciudad y todo lo que implique que la ciudad tenga más tierras y mejores condiciones de vida.

Para finalizar, quizás en la ebullición y en la efervescencia del diálogo, a veces, uno puede pronunciar un término irrespetuoso, pero equivocado, y creo que éste no ha sido el espíritu. Al contrario, me parece que ha sido una muy buena reunión de trabajo.


Nuevamente, agradezco la presencia de los funcionarios, y por mi parte, doy por terminada mis intervenciones.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Tiene la palabra el Escribano General de la Ciudad.

Sr. Gaitán.- Quiero decir que esto no es una cuestión meramente formal, sino que intervengo en el asesoramiento tanto en el Ejecutivo, como en el Legislativo y en el Judicial. 

En este sentido, en mi función como asesor jurídico, si mi cliente fuera “la Ciudad de Buenos Aires” –no en particular la Legislatura ni el Gobierno de la Ciudad ni el Poder Judicial– y me hiciera una consulta sobre este convenio y me preguntara: “¿Qué hago? ¿Acepto o no?” Independientemente de que vamos a aportar estudios de títulos y todos los elementos que requieran los señores diputados, mi consejo y mi asesoramiento profesional, a mi cliente Ciudad de Buenos Aires sería que inmediatamente apruebe este convenio y acepte la transferencia. Cualquiera sea la situación sobre la titularidad del dominio, disquisición acerca de la donación por un decreto del Poder Ejecutivo durante un gobierno de facto del año 1944, que actuaba o no como autoridad local, o si las superficies coinciden exactamente o no con una escritura del año 1904, porque el río se corrió y seguramente hoy hay más superficie, yo a mi cliente le digo: “Acepte el convenio inmediatamente”. Y luego toda esta problemática que pudiera surgir va a depender, en primer lugar, de quién se sentiría perjudicado y haría una cuestión o un planteamiento. 

En segundo lugar, le diría: “Mirá, ése problema no es tuyo. Ese problema es del otro. Preocupate de tus problemas, que vos no tenés ninguno. Lo que tenés que hacer inmediatamente es aceptar esa transferencia y si el vendedor o el transmitente tiene alguna situación en sus propios títulos y se ha comprometido a enajenar, él tendrá que resolver ese problema”. En realidad, no es problema de mi cliente, Ciudad de Buenos Aires, abocarse a esa problemática, porque es de la otra parte, que tiene sus asesores jurídicos, que conoce de derechos, que tiene los títulos y que, en última instancia, tiene los medios de perfeccionar cualquier vicio sobre la titularidad de aquel objeto que quiere transferir.


Por lo tanto, repito que a mi cliente le diría: “Señores, acepten inmediatamente”. No aceptar esto no le trae ninguna responsabilidad de tipo jurídica y hacer lo contrario, creo que sería inconveniente.


Esto es lo que quiero decir en términos de asesoramiento, y si los planteos  tienen alguna disquisición, nosotros vamos a evacuar las dudas. No obstante, en el peor de los casos en los que se pudiera llegar a la conclusión de que hay una hectárea que no está comprendida en el título, yo le diría a mi cliente: “hacelo igual; ése no es problema tuyo, sino que es un problema del que transmite.”

Con esto quiero decir que, al aceptar, no estaríamos cometiendo ningún tipo de irregularidad ni realizando un acto jurídico que implique una irresponsabilidad. Es más, creo que la responsabilidad de no aceptar esto con la inmediatez que el tema plantea, es política.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- De todas maneras, esperamos con ansiedad que nos entreguen los estudios.


Tiene la palabra la diputada Oliveto.

Sra. Oliveto.- Por mi parte, reivindico el derecho a la duda.  Todos tenemos derecho a dudar.


Además, no se puede hablar desde la neutralidad.  Todos los datos que manejamos se relacionan con las marcas y lo que cada uno de nosotros haya atravesado en su vida.  Por eso, no creo en un pensamiento de compartimentos estancos, donde lo técnico se pueda separar en forma tan fragmentada de lo político.

Considero que el informe de la Procuradora fue claro, aunque uno puede estar o no de acuerdo.  Sin embargo, no se puede negar que hay un sector muy grande de legisladores que vemos como un peligro el hecho de que la ESMA no se entregue, y también vemos el peligro de entorpecer le entrega y de que no se avance.


Personalmente, creo que hasta lo técnico es político.  Es más: vuelvo a reivindicar el derecho a la duda.  Y como reivindico el derecho a la duda, pregunto: ¿en qué parte de Auschwitz se quemaron judíos? y ¿en qué manzana de la ESMA se torturó y se asesinó?  Reitero: para mí, es una totalidad.


Pienso que en la ESMA hace falta una investigación profunda.  Hay diputados que discuten el terreno y la plancheta, pero otros diputados queremos discutir la vida.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- De todos modos, diputada Oliveto, deduzco que no se trata de preguntas formuladas a ninguno de los funcionarios invitados a la reunión.

Sra. Oliveto.- En realidad, son preguntas dirigidas a todos.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Muy bien.


Tiene la palabra la Procuradora General de la Ciudad.

Sra. Tadei.- Simplemente quería decir que, dado que se suscribió este convenio entre el Jefe de Gobierno y el Presidente de la Nación, nosotros hemos pedido la suspensión de la causa judicial para evitar un dispendio jurisdiccional inútil.


De todas maneras, la suspensión de la reivindicación judicial de la ciudad no puede ser sine die.  Si bien no hay un plazo concreto, en el caso de que nosotros no instáramos nunca más, el juicio caducaría.  Solamente digo que nosotros estamos cumpliendo.


En el momento en que se inició la acción –es decir, en el año 1998–, no había ninguna norma al respecto.  Pero en la actualidad en la Ciudad de Buenos Aires están vigentes tanto la Ley 392, que establece la revocación de la cesión de los terrenos, y la Ley 961, que establece el destino.  Ambas leyes están vigentes.


En mi carácter de representante judicial de la ciudad y en cumplimiento de las leyes vigentes –que figuran en los considerandos del convenio que suscribió el Jefe de Gobierno –, reclamé los terrenos.  Y también en función de dichas leyes, nosotros dictaminamos que era procedente que el Jefe de Gobierno firmara el convenio.


En realidad, la aprobación del convenio y su puesta en marcha implica para nosotros ganar el juicio.  El juicio que estamos haciendo es para esto.


Quiero aclarar que me resultaría muy difícil seguir sosteniendo una posición judicial si a nosotros, por un acuerdo, nos quisieran dar lo mismo por lo que estamos relitigando.  En todo caso, pediría instrucciones, especialmente respecto de cuál sería la continuación de nuestra posición judicial en cuanto a la representación de los intereses de la ciudad.  


En ese aspecto, el acuerdo es ni más ni menos que lo que nosotros buscamos judicialmente.  Esto es lo que quería dejar en claro, para que lo tengan en cuenta.

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Perfecto.  Ha quedado muy claro.

Finalización

Sr. Presidente (Herrera Bravo).- Dado que no hay más diputados que deseen hacer uso de la palabra, despedimos a los funcionarios y les agradecemos mucho su presencia.


Queda levantada la reunión.

- Es la hora 16 y 35.
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Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales
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Me dirijo a usted, a fin de sugerirle algunas organizaciones, tal cual me lo solicitara en las notas con fecha 28 de Mayo y 1 de Junio, ambas del corriente año, para incorporar al debate del Convenio entre el Estado Nacional y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sobre el predio donde funciona la Escuela de Mecánica de la Armada. 

Le ruego tenga a bien informarme a la brevedad el día que deberán asistir los representantes de las organizaciones que a continuación detallo:

1. Centro de Jefes y Oficiales Maquinistas Navales

Libertad 1668 - Ciudad de Buenos Aires

Maquinista Naval Superior Ezequiel Corti

Cámara Naviera Argentina 

Chacabuco 842 - Ciudad de Buenos Aires

Dr. Jorge Alvarez

2. Liceo Naval "Almirante Guillermo Brown"
La invitación debe cursarse al Sr. Contraalmirante Ernesto Telmo Juan Gaudiero - Av. Comodoro Py 2055, 11° Piso - Ciudad de Buenos Aires                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

Director Capitán de Navío Hugo Santillán

Centro de Graduados del Liceo Naval "Almirante Guillermo Brown"
Av. Cantilo y Udaondo S/N°

Dr. Luis Alejandro Ugarte

Fundación Liceo Naval "Almirante Guillermo Brown"

Av. Cantilo y Udaondo S/N°

Sr. Alberto Rodríguez

Asociación Padres de los Alumnos del Liceo Naval "Almirante Guillermo Brown"

Av. Cantilo y Udaondo S/N°

3. Escuela Nacional Fluvial
La invitación debe cursarse al Sr. Contraalmirante Ernesto Telmo Juan Gaudiero - Av. Comodoro Py 2055, 11° Piso - Ciudad de Buenos Aires                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

Director Capitán de Navío Jorge Luis Carlos

Centro de Patrones Fluviales o de Pesaca

Av. Paseo Colón 1145 - Ciudad de Buenos Aires

Capitán Juan Carlos Pucci

Sindicato de Conductores Navales de la República Argentina
Pinzón 281 - Ciudad de Buenos Aires

Conductor Naval Armando Alessi

Asociación de Capitanes Fluviales Baquianos

Aristóbulo del Valle 315 - Ciudad de Buenos Aires

Capitán Ariel Delgado

4. Escuela Nacional de Naútica 
La invitación debe cursarse al Sr. Contraalmirante Ernesto Telmo Juan Gaudiero - Av. Comodoro Py 2055, 11° Piso - Ciudad de Buenos Aires                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

Capitán de Ultramar Armando Luis Groso

Centro de Capitanes de Ultramar y Oficiales de la Marina Mercante
Perú 779 - Ciudad de Buenos Aires

Capitán Marcos Castro

Servicios de Practicaje del Río de la Plata (SIPSA)
Julio A. Roca 610, 7° Piso - Ciudad de Buenos Aires

Capitán Carlos Terreni

Círculo de Egresados de la Escuela Nacional de Naútica 
Tucumán 326, Cuerpo Primero - Ciudad de Buenos Aires

Presidente Capitán de Ultramar Ismael René Martínez

Federación de Prácticos del Río de la Plata

Belgrano 634, 12° Piso - Ciudad de Buenos Aires

Capitán de Ultramar Raúl Fernández

5. Liga Naval Argentina
Reconquista 385 - 3° Piso

Alte. Alfredo Yung y Maquinista Naval Superior Fernando Morales

Asociación de Peritos Navales de la República Argentina 
Libertad 1668 - Ciudad de Buenos Aires

Presidente Perito Naval Vicente Finale 

Esperando una pronta y satisfactoria respuesta.

Sin otro particular.

Atte., 

LOTE "E"

ORDENANZA:

Artículo 1º:- Autorizase al D.E. a transferir el Ministerio de Marina con destino a la instalación moderna de algunas de sus escuelas, la fracción de terreno que en el plano agregado a fojas seis del presente expediente se indica con las letras M.N.D. y E., cuya superficie es aproximadamente de catorce y media hectáreas con un frente de cuatrocientos cuarenta metros sobre el Arroyo Medrano.

Artículo 2º:-El Ministerio de Marina estará obligado a efectuar por su cuenta el traslado e instalación de la casilla municipal, que se encuentra en el terreno a cederse, al punto que se le indique.

Artículo 3º:-El referido Ministerio respetará la delineación que se fije para la calle Blandengues y que tanto en el caso presente como para el de un ensanche eventual del Arroyo, deberá respetar la calle lateral con quince metros de ancho mínimo, paralela al Arroyo Medrano, pudiendo hacerse la edificación a no menos de treinta metros de la línea del Arroyo y demás límites interiores del terreno cedido.-

Artículo 4º:-El Ministerio de Marina someterá a la aprobación del D.E. los planos de la construcción a que se refiere el artículo 1º.

Artículo 5º:-Si por cualquier causa se diera otro destino al terreno mencionado que el determinado en la presente Ordenanza, pasará inmediatamente a poder de la Municipalidad con todas las construcciones que se hubieran efectuado sin derecho a indemnización alguna.

Artículo 6º:.-El D.E. reducirá a escritura pública el contenido de la presente Ordenanza.

Artículo 7º:.-Comuníquese, etc.- 

(Firmado): H. Casco.- L. Larco.-

Diciembre 23 de 1924.-Promúlguese.-

(Firmado): Noel Barrera Nicholson.








Buenos Aires, 26 de Marzo de 1925.



Visto el presente expediente por el cual la Municipalidad de la Capital hace transferencia al Gobierno de la Nación de un terreno destinado a la instalación de Escuelas de la Armada, 





El Presidente de la Nación Argentina, 






        Decreta :

Art.1 – Aceptar  la transferencia que la Municipalidad de la Capital  hace al Gobierno de  la 

            Nación, por Ordenanza de fecha 23 de diciembre de 1924 y en las condiciones esta-

            blecidas en la misma, de una  fracción de terreno que en el plano agregado a fs.6 del 

            expediente mencionado  se  indica con las letras M. N. D. y E., y cuya  superficie es 

            aproximadamente de catorce y media hectáreas, con un frente de cuatrocientos  cua-

            renta metros sobre el Arroyo Medrano.

Art.2 – El  Ministerio de Marina  designará al Director de la Escuela  de Mecánica de la Ar-

            mada, Capitán de Fragata Agustín S. Eguren, para suscribir la escritura pública co-

            rrespondiente y tomar posesión del referido terreno.

Art.3 – Comuníquese, publíquese, etc.

ESCRITURA NUMERO CIENTO TREINTA Y NUEVE.- En la Ciudad de Buenos Aires, Capital de la República Argentina a diez y nueve de Mayo de mil novecientos veinte y cinco, ante mi, el Escribano autorizante y testigos al final firmados, hallándose en su Sala de despacho el Señor Intendente Municipal Doctor Don CARLOS M. NOEL, de mi conocimiento doy fe, cuya personería se comprueba con el decreto del Superior Gobierno Nacional trascripto al folio quinientos diez y seis, de este Registro, protocolo del año mil novecientos veinte y tres de que certifico; el Señor Intendente dijo: Que por expediente administrativo número ciento diez y nueve mil doscientos veinte y seis, letra M. año próximo pasado, el Ministerio de Marina, se presentó a la Intendencia solicitando para instalación de algunas de sus Escuelas, la cesión gratuita de los terrenos Municipales situados en la calle Blandengues entre la proyectada Avenida Circunvalación por el costado Nord Este, la prolongación de la calle Republiquetas por el SudOeste, y el Río de la Plata por el Nord Oeste, a lo que previo los informes respectivos, dicha solicitud, junto con las demás actuaciones fue elevada al Honorable Concejo Deliberante, pasando a estudio de la Comisión de Hacienda y Cuentas, la que se expidió aconsejando la siguiente Ordenanza: -ARTICULO PRIMERO: Autorizase al D.E. a transferir al Ministerio de Marina, con destino a la instalación moderna de algunas de sus Escuelas, la fracción de terreno que en el plano agregado a fojas seis del presente expediente se indica con las letras M.N.D. y E. cuya superficie es aproximadamente de catorce y media hectáreas con un frente de cuatrocientos cuarenta metros sobre el Arroyo Medrano.- ARTICULO SEGUNDO:- El Ministerio de Marina estará obligado a efectuar por su cuenta el traslado e instalación de la casilla Municipal que se encuentra en el terreno a cederse, al punto que se le indique.

ARTICULO TERCERO:- El referido Ministerio respetará la delineación que se fije para la calle Blendengues y que tanto en el caso presente como para el de un ensanche eventual del Arroyo, deberá respetar la calle lateral con quince metros de ancho mínimo, paralela al Arroyo, pudiendo hacerse la edificación a no menos de treinta metros de la línea del Arroyo.- ARTICULO CUARTO:-El Ministerio de Marina someterá a la aprobación del D.E. los planos de la construcción a que se refiere el artículo primero.-ARTICULO QUINTO:- Si por cualquier causa se diera otro destino al terreno mencionado que el determinado en la presente ordenanza pasará inmediatamente a poder de la Municipalidad con todas las construcciones que se hubieran efectuado sin derecho a indemnización alguna.- ARTICULO SEXTO: El D.E. reducirá a escritura pública el contenido de la presente Ordenanza.- ARTICULO SEPTIMO:- Comuníquese, etc. Sala de la Comisión. Diciembre diez y seis de mil novecientos veinte y cuatro.- Roberto Lavin.- Carlos A. Acevedo.-M.T. López.-A. Castiñeiras.-“DICIEMBRE diez y nueve de mil novecientos veinte y cuatro. Comuníquese al D.E. con remisión del expediente que el H. Concejo Deliberante en su sesión de la fecha ha sancionado la minuta de comunicación que antecede y la ordenanza que corre a fojas diez y seis y diez y siete del mismo con su artículo tercero modificado en la siguiente forma:”ARTICULO TERCERO:- El referido Ministerio respetará la delineación que se fije para la cale Blandengues y que tanto en el caso presente como para el de un ensanche eventual del Arroyo, deberá respetar la calle lateral con quince metros de ancho mínimo, paralela al Arroyo Medrano, pudiendo hacerse la edificación a no menos de treinta metros de la línea del Arroyo y demás límites interiores del terreno cedido.-Hor.Casco.-L.Larco.-“-“DICIEMBRE veinte y tres de mil novecientos veinte y cuatro. Promúlguese.-Noel.-A. Barrera Nicholson.-“LO RELACIONADO Y TRANSCRIPTO es conforme a sus originales que constan en el expediente anteriormente citado, de que certifico.- EN TAL VIRTUD el Señor Intendente, llevando adelante lo resuelto en la Ordenanza inserta, por la presente otorga y declara:-QUE TRANSFIERE al Superior Gobierno Nacional, con destino a la instalación moderna de alguna de las Escuelas del Ministerio de Marina, UNA FRACCION de terreno Municipal, ubicada en la Zona Norte de esta Ciudad, Parroquia de Belgrano, calle Blandengues entre el Arroyo Medrano y la calle Zufirategui.-señalada en el plano respectivo, como parte de la fracción A.-toda la B.y C. y parte de la D. Compuesta su extensión de cuatrocientos noventa y un metros setenta centímetros de frente al Sud Oeste,-por doscientos setenta y siete metros cuarenta y cinco centímetros de fondo al Nord Oeste; y cuatrocientos cuarenta metros en el Sud Este; teniendo en el contrafrente  al Nord Este, trescientos cincuenta y tres metros cuarenta y tres centímetros,- lo que hace la superficie de catorce hectáreas cincuenta y un área que lindan: por el frente con la calle Blandengues,-por el Nord Oeste con el resto de la fracción A.- y por el Sud Este con el resto de la fracción D. Y por el Nord Este con el Río de la Plata,- todo de acuerdo al plano que existe agregado al citado expediente y del que se anexa una copia a la presente de que certifico.- LE CORRESPONDE en mayor porción a la Municipalidad por compra que hizo a la Sucesión de Don Diego White, según escritura que en representación de ésta, le otorgó el Señor Juez de Primera Instancia en lo Civil Doctor Nicanor González del Solar, en fecha treinta de Noviembre de mil novecientos cuatro, ante el Escribano de esta Ciudad Don Vicente Hoyo, en el Registro de su adscripción,- la que en testimonio inscripto en el Registro de la Propiedad al tomo sesenta y seis, Norte, folio cuatrocientos setenta y seis, tengo a la vista y con la nota respectiva devuelvo a la cedente de que doy fe.- CON EL CERTIFICADO que se anexa a la presente se justifica que lo deslindado no reconoce gravámenes ni embargo el dominio consta inscripto en la forma expresada sin modificación y por la Municipalidad no aparece inhibición para disponer de sus bienes.- POR TANTO deja realizada esta  cesión gratuita a favor del Gobierno Nacional, al que transmite los derechos de propiedad, posesión y dominio, que a lo cedido tenia su representada, a quien desiste de ellos, obligándola además a responder por la evicción y saneamiento con arreglo a derecho.- PRESENTE también a este acto el Capitán de Fragata Don AGUSTIN S. EGUREN, soltero, mayor de edad y de este vecindario, a quien conozco doy fe,- como de que concurre en representación del Ministerio de Marina según lo justifica con el decreto del Superior Gobierno Nacional y designación hecha por dicho Ministerio que tengo a la vista a fojas dos y seis del expediente administrativo número sesenta y ocho mil quinientos tres, letra M. año en curso,- agregado al expediente al principio citado,- cuyos documentos transcribo a continuación:- “BUENOS AIRES, veinte y seis de Marzo de mil novecientos veinte y cinco. Visto el presente expediente por el cual la Municipalidad de la Capital hace transferencia al Gobierno de la Nación de un terreno destinado a la instalación de Escuelas de la Armada. El Presidente de la Nación Argentina. Decreta: Art.uno.-Aceptar la transferencia que la Municipalidad de la Capital hace a favor del Gobierno de la Nación, por Ordenanza de fecha veinte y tres de Diciembre de mil novecientos veinte y cuatro, y en las condiciones establecidas en la misma, de una fracción de terreno que en plano agregado a fs. Seis del expediente mencionado se indica con las letras M.N.D. y E. y cuya superficie es aproximadamente de catorce y media hectáreas, con frente de cuatrocientos cuarenta metros sobre el Arroyo Medrano.- Art.dos:-El Ministerio de Marina designará al Director de la Escuela de Mecánica, Capitán de Fragata Agustín S. Eguren, para suscribir la escritura publica correspondiente y tomar posesión del referido terreno.-Art. Tres:-Comuníquese, publíquese, etc. Fdo. Alvear.-M.Domecq García.-“Buenos Aires, once de Mayo de mil novecientos veinte y cinco. Señor Escribano Máximo Piñeiro, Avenida de Mayo setecientos cuarenta y nueve, tercer piso, Capital.-Tengo el agrado de dirigirme a Ud. comunicándole que en virtud de lo dispuesto en el artículo segundo del decreto del veinte y tres de Marzo corriente, se designa al Capitán de Fragata D. Agustín S. Eguren, Director de la Escuela de Mecánica de la Armada para firmar, en nombre del Gobierno Nacional la escritura del terreno donado por la Municipalidad de la Capital, por Ordenanza de fecha veinte y tres de Diciembre del año p. pdo. destinada a la instalación de Escuelas de la Armada. Saludo a Ud. con toda consideración.-M. Domecq García. Hay un sello.-ES CONFORME a sus originales de que certifico y en tal carácter el Capitán Eguren, enterado de esta escritura de cesión a favor del Gobierno Nacional, manifestó aceptarla por estar redactada de acuerdo con lo convenido,-obligando a su representado, a cumplir en un todo con lo establecido en la ordenanza anteriormente transcripta, y declarando estar ya en posesión real y efectiva del mencionado inmueble. En su testimonio previa lectura en que se ratifican, así lo otorgan y firman, junto con el Señor Secretario de la Intendencia Doctor Antonio Barrera Nicholson, a quien conozco y concurre a este otorgamiento para refrendar con su firma la del Señor Intendente, en presencia de los testigos Don Esteban Vaccaro y Don Antonio Abarca, vecinos, hábiles, doy fe.- CARLOS M. NOEL.-A. BARRERA NICHOLSON.-AGUSTIN S. EGUREN.-Tgo. E. VACCARO.-Tgo. ANTº ABARCA.-Hay un sello. Ante mí. MAXIMO PIÑEIRO CONCUERDA con su matriz que pasó ante mí en el Registro número nueve a mi cargo. Para el SUPERIOR GOBIERNO DE LA NACION expido el presente en cuatro sellos de un peso cada uno, números del un millón veinte y siete mil uno, al un millón veinte y siete mil cuatro inclusive,- que sello y firmo en el lugar y fecha de su otorgamiento.-

Buenos Aires, 29 de Mayo de 1925.

Asentado en el Diario el 26 de Mayo de 1925, e inscripto en el Registro de Propiedades bajo el número 118.783, inscripción 1ª, al folio 257 del tomo 595, zona Norte.

Señor Presidente:



En la fecha se efectuaron las anotaciones pertinentes bajo el número 2300 en el Registro de Propiedades Fiscales de la Nación , tomo 10 folio 302; debiendo pasar esta al Ministerio de Obras Públicas en virtud del Acuerdo General de Gobierno de fecha 23 de Junio  1901 en su artículo 3.





Oficina Estadística, Junio 30 1925

Exmo. Señor Ministro de Obras Públicas:



A los fines establecido en el art. 3º del Acuerdo General de Gobierno de fecha 23 de Junio de 1901, tengo el honor de elevar a V.E. el presente expediente.-





CONTADURIA GENERAL Julio 4 de 1925.

LOTE "D"

DECRETO Nº 25.280/44






Buenos Aires, 20 de Septiembre de 1944




Visto este expediente ( 1-M-9847/944), en el que el MINISTERIO DE MARINA solicita la cesión del terreno de propiedad municipal, ubicado en la calle Tte. Gral. José F. Uriburu Nº 4671 de esta ciudad, con destino a la ampliación de sus dependencias y 

           CONSIDERANDO:




Que dicho terreno ha sido acordado a la Sociedad Anónima Cooperativa  “La Casa para los Maestros “ por Ordenanza de fecha 11 de Enero de 1926;




Que como dicha sociedad en asamblea celebrada con fecha 29 de Junio ppdo. ha prestado su conformidad a la cesión mencionada, corresponde acceder a lo solicitado por el citado Departamento;




Atento a las informaciones producidas por la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y el MINISTERIO DE MARINA;

              EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA

                  EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS 




      DECRETA:




Artículo 1º.-Cédese con fines de utilidad pública y con destino a la ampliación de dependencias del MINISTERIO DE MARINA, el terreno de propiedad municipal, de una superficie de 100 x 100 metros, ubicado en la Avenida Tte. Gral. José Félix Uriburu Nº 4671 de esta ciudad, y que le fue acordado a la “SOCIEDAD COOPERATIVA LTDA. CASA DE LOS MAESTROS”, por Ordenanza de fecha 11 de Enero de 1926.

Artículo 2º.-Designase al señor Director de la Escuela de Mecánica para que en nombre y representación del ESTADO NACIONAL ARGENTINO (MINISTERIO DE MARINA) tome posesión del terreno de referencia, y al señor Jefe de la Secretaría del citado Departamento para que, con igual representación, firme la escritura traslativa de dominio, la que se extenderá por la Escribanía General del Gobierno de la Nación.



Artículo 3º.-Comuníquese, publíquese, etc. 

            DECRETO Nº 25280/44


             
Fdo.:
E.J. FARRELL

A.  Teisaire

O.  Peluffo

R.   Etcheverry Boneo

D.I.  Mason

B.   Ameghino

J.   Perón

J.     Pistarini

LOTE "F"

DECRETO Nº 17721/44

Buenos Aires, 6 de Julio de 1944




Visto el presente expediente ( 1-M-5134/944 ), del  MINISTERIO DE MARINA y 

           CONSIDERANDO:




Que el citado Ministerio necesita disponer del terreno de propiedad municipal, ubicado en los fondos de la Escuela de Mecánica de la Armada, con destino a la ampliación de este Instituto, de una superficie aproximada de 21.300 m2 y cuya situación y linderos se determina en el plano que se agrega al presente.




Que el Acuerdo General de Ministros Nº 9525/44 de fecha 17 de Abril ppdo., autoriza al Gobierno Federal a la expropiación de los inmuebles de dominio provincial o municipal en los casos en que la Nación necesitara utilizarlos para emplazar obras o servicios públicos nacionales o ampliar existentes.




Que la tasación realizada por el Banco Hipotecario Nacional, a solicitud del Departamento de Marina , estima en $ 106.500 m/n el valor de dicho terreno, tasación no aceptada por la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, cuya Comisión Honoraria de Tasaciones le asigna la cantidad de $ 319.500 m/n.




Que ante la diferencia existente y a sugestión del Departamento Ejecutivo Municipal, se llegó a la fijación de la cantidad de $ 213.000 m/n como precio equitativo que contempla los intereses del Departamento de Marina y los de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, que son, en definitiva, los del Estado.




No obstante ello y a los efectos de lo establecido en el Acuerdo General de Ministros Nº 9525 citado, 

                  EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA

               


      DECRETA:





Artículo 1º.-Declárese de utilidad pública, con destino a la ampliación de la Escuela de Mecánica de la Armada, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1º y 3º del Acuerdo General de Ministros Nº 9525/44 de fecha 17 de Abril ppdo., el terreno ubicado en los fondos del Instituto citado, y cuya superficie y linderos se ilustra en el plano citado.


Artículo 2º.-Por la oficina de Asuntos Fiscales de la Nación se iniciarán las gestiones pertinentes para que se otorgue el ESTADO NACIONAL ARGENTINO (MINISTERIO DE MARINA) la posesión libre de todo ocupante del terreno de referencia.


Artículo 3º.-Deposítese a la orden del Juez Federal que corresponda, la cantidad de $ 213.000.- m/n (DOSCIENTOS TRECE MIL PESOS M/N DE C/L), importe convenido por ambas partes.


Artículo 4º.-La suma indicada en el artículo anterior se imputará a la Ley 12.690 Art. 2º, inciso d.


Artículo 5º.- Designase al señor Comandante de la Escuela de Mecánica de la armada para que en nombre y representación del ESTADO NACIONAL (MINISTERIO DE MARINA) tome posesión del terreno mencionado.


Artículo 6º.-El presente decreto será refrendado por los señores Secretarios de Estado de los Departamentos de Marina, Hacienda e Interior.


Artículo 7º.-Comuníquese, publíquese, etc.

DECRETO Nº 17721/44




Fdo.:
E.J. FARRELL

C.  Teisaire

P.  Peluffo

B. Ameghino

L.    C. Perluiger

Espacio para la memoria y para la promoción 

y defensa de los derechos humanos en la ESMA.

CONVOCATORIA: Para garantizar la más amplia participación y estimular el debate en la sociedad invitamos a los organismos no gubernamentales de derechos humanos, familiares de las víctimas, personas que hayan sufrido detención-desaparición en el predio y otras organizaciones representativas de la sociedad civil ( asociaciones y colegios profesionales, instituciones educativas, organizaciones sindicales, asambleas barriales, comisiones de la memoria, organismos vecinales, centros de estudiantes y otras instituciones de la comunidad) a presentar propuestas y proyectos para la utilización de las instalaciones.

MARCO GENERAL: Esta convocatoria se enmarca en el acuerdo firmado el 24 de Marzo de 2004 entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires por el cual en el predio donde funcionó el centro clandestino de detención de la ESMA y donde miles de personas fueron víctimas del plan de exterminio implementado sistemáticamente por el terrorismo de Estado se crea el “Espacio para la memoria y para la promoción y defensa de los derechos humanos”.

El destino que se le asigne al predio deberá contribuir a la reconstrucción de la memoria histórica de los argentinos, para que el compromiso con la vida y el respeto irrestricto de los derechos humanos sean valores fundantes de una nueva sociedad justa y solidaria. Para cumplir con este objetivo, la totalidad de las instalaciones serán desafectadas de sus actuales usos, tal como lo solicitaran a lo largo de 20 años los sobrevivientes, familiares de las víctimas y los organismos de derechos humanos.

UNA MEDIDA QUE BUSCA REFLOTAR LA MARINA MERCANTE

Kirchner lanzó la norma que apunta a que los buques vuelvan a la bandera argentina

Las famosas salidas del protocolo del Presidente volvieron a aparecer hoy. Kirchner saludó con abrazos y apretones de mano a los manifestantes que fueron a dar su apoyo en el anuncio de la derogación del decreto que favorecía a buques que izaron la “bandera de conveniencia”. La medida del Ejecutivo apunta a relanzar la marina mercante.

El acto estuvo rodeado de una previsible algarabía. Allí, Kirchner firmó el decreto que obliga a los barcos que en 1991 arriaron el pabellón argentino para pasarse a "banderas de conveniencia" a regresar a la matrícula nacional. 

Para el Presidente fue una nueva oportunidad de defender su política en oposición a la aplicada durante los años del menemismo. Fustigó a los sectores que "no quieren ver que hay un proyecto nacional en la Argentina". Y agregó: "Nos duele profundamente cuando aquellos mismos dirigentes que fueron voceros y se cansaron de elogiar las políticas de los 90 hoy nos quieren decir qué debemos hacer", sostuvo Kirchner, quien volvió a calificar el modelo de esa época como de "entrega y desnacionalización" del país.

Kirchner sostuvo que la medida lanzada hoy constituye "un primer paso para consolidar la recuperación de la industria naval". El Salón Blanco, donde hizo el anuncio, estaba repleto de invitados especiales que ovacionaron al jefe del Estado al término de su mensaje.

Después, Kirchner pasó a saludar mano a mano a los trabajadores de distintas organizaciones sindicales vinculadas con la industria naval y el transporte que se concentraron sobre la calle Balcarce, a la salida de la Casa de Gobierno. En su salida lo acompañaron distintos funcionarios y el camionero Hugo Moyano, integrante del triunvirato que conduce la CGT.

Diario Clarín, 6 de agosto de 2004

SESIONES ORDINARIAS

SUMARIO: Liceo Naval “Almirante Guillermo Brown”. Expresión de beneplácito ante la nueva etapa que inicia y otras cuestiones conexas.

Allende. (6.336-D.-2000.)

Dictamen de las comisiones Honorable Cámara: Las comisiones de Defensa Nacional y de Educación, han considerado el proyecto de resolución del señor diputado Allende, por el que se expresa beneplácito por la decisión de iniciar una nueva etapa del Liceo Naval “Almirante Guillermo Brown” y otras cuestiones conexas; y, por las razones expuestas en el informe que se acompaña y las que dará el miembro informante aconsejan su aprobación. Sala de las comisiones, 15 de noviembre de 2000. Miguel A. Toma. – Juan C. Millet. – Fernando R. Montoya. – Cristina Fernández de Kirchner. – José L. Fernández Valoni. – Jorge Zapata Mercader. – Mario F. Ferreyra. – Nilda Gómez de Marelli. – Eduardo G. Macaluse. – Alfredo E. Allende. – Marta del Carmen Argul. – Jorge A. Baldrich. – María E. D’Errico. – José M. Díaz Bancalari. – María R. Drisaldi.– Juan C. Farizano. – Teresa Ferrari de Grand. – María I. García de Cano. – Francisco A. García. – Dulce Granados. – Beatriz M. Leyba de Martí. – Carlos Maestro. – Mabel G. Manzotti. – C. Méndez de Medina Lareu. – María C. Merlo de Ruiz. – Mabel H. Müller. – Irma F. Parentella. – Héctor T. Polino. – Olijela del Valle Rivas. – Jesús Rodríguez. – Luis S. Varese. – Pedro A. Venica.

2000 ORDEN DEL DIA Nº 1552 COMISIONES DE DEFENSA NACIONAL Y DE EDUCACION

Impreso el día 21 de noviembre de 2000

Término del artículo 113: 30 de noviembre de 2000

Proyecto de resolución La Cámara de Diputados de la Nación RESUELVE:

1º – Expresar su beneplácito por la reciente decisión de iniciar una nueva etapa del Liceo Naval “Almirante Guillermo Brown” y abrirlo al ingreso de nuevos alumnos a partir del próximo año, dado que ese prestigioso instituto de enseñanza de la Armada Argentina, sin haber sido cerrado formalmente, se hallaba en estado de extinción al haberse dispuesto la cesación de nuevos ingresos a partir del año 1997.

Esta decisión no sólo significa la continuidad del centro educativo, sino su relanzamiento con nuevas modalidades de funcionamiento, gestión y ubicación

geográfica acordes a la época.

2° – Felicitar a la Armada Argentina por tal decisión y a la asociación civil Centro de Graduados del Liceo Naval, por el impulso, apoyo e intervención que tuvo en la toma de esa decisión y la participación que ha comprometido para la nueva etapa de gestión.

Alfredo E. Allende.

INFORME

Honorable Cámara: Las comisiones de Defensa Nacional y de Educación, al considerar el proyecto de resolución del señor diputado Allende, creen innecesario abundar en más detalles que los expuestos en los fundamentos, por lo que los hacen suyos y así lo expresan. Miguel A. Toma.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

En la Argentina del siglo XXI, es casi innecesario fundamentar por qué este cuerpo legislativo debería aprobar una resolución que celebra la continuidad de un prestigioso instituto de enseñanza intermedia que puede absorber 100 alumnos por año. Sin embargo, atento a las particularidades de este hecho, parece conveniente registrar en los fundamentos sus circunstancias particulares.

El Liceo Naval “Almirante Brown” se inauguró el 17 de abril de 1947, con sede en las viejas instalaciones de Río Santiago, que, hasta poco antes de ello, albergaban a la Escuela Naval Militar, trasladada –brazo de agua por medio– a nuevas instalaciones

en la misma isla. Su propósito era impartir la enseñanza del bachillerato y formar oficiales de la reserva naval principal. Funcionaba con régimen de internado exclusivo para varones, sus cadetes adquirían estado militar en los últimos años del ciclo –como requisito para cumplir con el servicio militar obligatorio vigente en ese entonces– y egresaban con el título de bachiller y el de guardiamarina de la reserva naval principal.

La Armada y un destacado plantel docente se empeñaron de lleno con el nuevo emprendimiento, cuyos primeros frutos se materializaron en 1951, al

egresar 28 bachilleres y guardiamarinas de la reserva.

Parte de quienes habían ingresado originalmente se encaminaron a la Escuela Naval Militar desde el 2° o 3er año de bachillerato, según las reglamentaciones

de la época.

El Liceo Naval rápidamente se convirtió en un centro de excelencia, reconocido por dos circunstancias: la gran cantidad de aspirantes a ingresar con relación a las vacantes disponibles, que eran seleccionados mediante exámenes de ingreso muy rigurosos y la aceptación que luego sus egresados tenían en el ámbito universitario, atento a que casi

el 85 % de sus egresados lograron títulos universitarios.

Hay hoy entre ellos, personalidades destacadas en todos los campos del quehacer nacional.

En su trayectoria, el instituto que proveyó más de 1.500 integrantes a la reserva naval principal, no sólo cumplió con creces los propósitos para los que fuera creado, sino que, junto con sus ex alumnos, fue un vaso comunicante entre los ciudadanos argentinos

sin uniforme y aquellos que visten el de nuestra Armada.

Sus egresados que mantenían entre sí y con el servicio naval un fuerte vínculo afectivo, basado fundamentalmente en la solidaridad y la responsabilidad, decidieron prolongarlo a través de una asociación civil, de comienzos muy precarios y hasta casi estoicos y crearon el Centro de Egresados del Liceo Naval, convertido hoy en una importante asociación social, deportiva y cultural.

Y a través de ese centro iniciaron, hace ya 17 años, las gestiones para colaborar con la Armada a modernizar el instituto acorde a la época –entre otros aspectos, reubicarlo y dotarlo de instalaciones adecuadas, pues las originales, pese a los cuidados, habían superado con creces su vida útil– y participar en forma activa en su desarrollo y gestión académica.

Se hicieron muchos proyectos y en 1995, las autoridades de la Armada firmaron un acta con las del centro, para dar cabida y encuadre a esas aspiraciones. Los planes continuaron y los socios del Centro de Egresados decidieron formar y constituir un fondo de reserva para afrontar los primeros gastos que demandara la participación en este emprendimiento.

Los rigores presupuestarios de nuestro Estado en el campo de la defensa y una particular interpretación de la Ley de Reestructuración de las Fuerzas Armadas –que no compartí en su momento– motivaron la decisión de suspender los ingresos al Liceo Naval

“Almirante Brown” y luego, a trasladar lo remanente de su Cuerpo de Cadetes a las instalaciones de la Escuela Naval Militar. Quedó así totalmente libre el predio del liceo, dado que años atrás se había desactivado la Base Naval Río Santiago –también vetusta

– que compartía el mismo sector de la isla, disponiéndose así del mismo para su venta u otra utilización.

Conocida esta decisión, varios legisladores nos preocupamos por el tema y la Comisión de Defensa de esta Cámara despachó pedidos de informes y resoluciones atinentes a ello, fundamentalmente porque se cortaba una vía de formación de reservas aptas, aunque en todos los que intervinimos en esas gestiones afloraba la preocupación por el cierre de un prestigioso instituto de enseñanza media.

Se oyó también la voz de los ex alumnos nucleados en el Centro de Egresados, muy preocupados por la futura extinción de algo cuyas virtudes conocían intrínsecamente y la de padres de potenciales alumnos, que veían desaparecer una de las futuras

opciones educativas para sus hijos.

La difícil situación y aparentemente irreversible decisión fueron un acicate para buscar soluciones innovadoras, tanto por parte del Centro de Egresados como de las actuales autoridades de la Armada Argentina, no conformes con el cierre en puertas.

Los proyectos elaborados y reelaborados durante tantos años y la conciencia tomada sobre este tema que parecía ser sólo el resultado de una simple ecuación presupuestaria, permitieron encontrar una solución acorde a la época, que en lo presupuestario pasa por la autogestión del instituto con participación de la Armada y del Centro de Egresados y en lo funcional por la reubicación en la ciudad de Buenos Aires, en instalaciones disponibles por el traslado de cursos a la Escuela de Suboficiales de la Armada en la Base Naval Puerto Belgrano, el régimen de jornada completa con internado optativo y la apertura del ingreso a ambos sexos, para lo cual se tuvo en cuenta la positiva experiencia del Liceo Naval “Francisco de Gurruchaga” que funcionó en Salta (hoy desactivado) y la ya asentada incorporación de la mujer al servicio naval. Hay, por supuesto, otros muchos detalles que exceden el alcance de estos fundamentos.

La solución encontrada permite continuar el propósito original con el que fue creado el Liceo Naval “Almirante Guillermo Brown”, a través de un relanzamiento acorde a la época. Seguiremos así contando con un instituto de enseñanza media de lograda excelencia, una fuente de reservas para nuestra Armada y, quizás lo que es más, con otro punto de articulación entre la ciudadanía y sus fuerzas armadas, que contribuya a superar viejos desencuentros, productos ya del pasado y no compatibles con una nación como la nuestra, aún en busca del futuro que merecemos sus habitantes, bajo la garantía

de la Constitución.

En razón de los escollos que tuvieron que superar quienes lograron el relanzamiento del Liceo Naval, de los que aún deberán superar para que el emprendimiento prospere, de lo aquí expuesto y lo que expondré en el recinto cuando se debata este tema, es que solicito a los señores diputados la aprobación de esta resolución.

Alfredo E. Allende.
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